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Protocolo de La Haya: Protocolo que Modifica el Convenio para la Unificación de Ciertas 
Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre 
de 1929, firmado en La Haya el 28 de septiembre de 1955.  
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RESUMEN 
 
El Convenio de Montreal de 1999, base de nuestro estudio, se fundamenta en una serie 
de principios fundamentales que lo estructuran, así por ejemplo se estructura sobre la 
base del contrato de transporte aéreo pues el convenio aplica únicamente entre partes 
contractuales, por tanto, la responsabilidad surge del incumplimiento de las obligaciones 
contractuales. 
 
Para el caso de daños a los pasajeros que impliquen muerte o lesión corporal se 
establece una responsabilidad ilimitada articulada en dos niveles, a saber, un primer nivel 
limitado a 100.000 DEG en donde se establece una responsabilidad de tipo objetivo, de 
manera que el transportista no puede eximir su responsabilidad, y un segundo nivel a 
partir de la suma antes indicada e ilimitado estableciéndose un régimen de 
responsabilidad de tipo subjetivo. 
 
Por otra parte para el caso del daño producido por retraso en las operaciones del 
transportista se establece una responsabilidad de tipo subjetivo y limitada.  
 
El Convenio también instaura la posibilidad de que los Estados implanten un sistema de 
pagos adelantados y la obligación de que estos les exijan a los transportistas la 
contratación de un seguro que pueda cubrir su eventual responsabilidad. 
 
Asimismo se establece la quinta jurisdicción, mediante la cual un pasajero afectado por un 
daño producido durante la ejecución de un contrato de transporte aéreo puede plantear la 
acción resarcitoria en el lugar de su domicilio principal, siempre y cuando el transportista 
posea una oficina en ese lugar.  
 
Todos estos principios, sobre los cuales se estructura el Convenio de Montreal de 1999, 
son un gran avance con respecto a los convenios que constituían el Sistema de Varsovia 
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vigente hasta la fecha, sin embargo en nuestro trabajo nos planteamos la interrogante: 
¿Cubren estos avances las necesidades de la industria aeronáutica de nuestros días? 
¿Serán una solución adecuada para los problemas que se nos presentan en la 
actualidad? 
 
Lamentablemente, como verá el lector de este trabajo, a pesar de que reconocemos el 
esfuerzo enorme que implicó la creación de consenso para arribar a la firma de este 
instrumento internacional, creemos no plasma en su articulado una verdadera y duradera 
solución a los problemas que nos plantea la industria aeronáutica de hoy. 
 
Por esta razón es que, más allá de la crítica, nos enfocamos en buscar las soluciones, a 
nuestro parecer, más adecuadas a la problemática presente de ahí que arribamos a 
conclusiones importantes que podrían reformar el convenio de cita. 
 
Entre las soluciones planteadas creemos que es necesario que, en el caso de que se 
produzca un daño que atente contra la integridad de los pasajeros durante el transporte 
aéreo internacional, se establezca una responsabilidad objetiva e ilimitada sin niveles con 
la posibilidad de que se establezcan pagos adelantados, de manera que eventualmente el 
sujeto que resulta dañado pueda tener acceso a una verdadera reparación integral del 
daño causado.  
 
Por otra parte creemos necesarísimo incluir dentro del convenio una regulación específica 
para los casos de la inejecución del contrato y del “overbooking”, ausentes hasta la fecha 
dentro de las disposiciones que configuran el Convenio de Montreal. 
 
Asimismo planteamos, entre otras, la posibilidad de que se establezca la posibilidad de 
que los pasajeros dañados puedan dirimir su diferencia por medio de un arbitraje o de una 
conciliación sin la necesidad de tener que pasar por largos procesos judiciales. 
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INTRODUCCIÓN 
 
Justificación:  
 
Hace más de setenta años nació a la vida jurídica la Convención de Varsovia. Esta vino a 
introducir el sistema de reglas internacionales que nos rigen en cuanto a la 
responsabilidad civil del porteador cuando interviene un contrato por medio del cual una 
aerolínea se obliga a transportar pasajeros, carga o correo de un lugar a otro.  
 
La Convención de Varsovia fue un salto fundamental para su época, con una visión a 
futuro al unificar las reglas de la responsabilidad civil en el campo aeronáutico en el 
mundo, sin embargo, su ciclo de vida parece haber llegado a su fin.  
 
En un ambiente tan cambiante como lo es el sector comercial de la aviación, tienen que 
ser cambiantes también las reglas que lo rigen. Ni uno ni otro son estáticos, y por tanto, 
se tornaba esencial reformar la Convención de Varsovia. 
 
En este contexto es que se redacta el nuevo Convenio de Montreal de 1999, que viene a 
suplir y condensar las Reglas del Sistema de Varsovia en un nuevo instrumento 
internacional, el cual surge como respuesta a los múltiples clamores de cambio que 
aquejaban al anterior Convenio.  
 
Objetivo general: 
 
Nuestro objetivo con este trabajo denominado “Análisis de la Responsabilidad Civil del 
Transportista Aéreo por Daños Causados a los Pasajeros: Críticas y Propuestas al 
Convenio de Montreal de 1999”, es determinar estrictamente el tipo de responsabilidad 
que se establece en esta nueva norma, de manera que podamos verificar los avances o 
los retrocesos que en la materia ha tenido el tratamiento de la responsabilidad. 
 
Objetivos específicos: 
 
Con el fin de cumplir a cabalidad con nuestro objetivo general, nos hemos planteado 
algunos objetivos más específicos entre los que destacan el hecho de intentar determinar 
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los tipos de responsabilidad que existen, para luego estudiar el contrato de transporte 
aéreo y así poseer bases para continuar con el desarrollo del estudio analizando las 
diferentes responsabilidades civiles con sus diferentes matices que se nos presentan a lo 
largo de toda la legislación internacional existente.  
 
Asimismo pretendemos llegar a establecer a cabalidad la responsabilidad civil del 
transportista que se presenta en el convenio de Montreal de 1999 y con esto determinar el 
cambio introducido por dicha convención, para posteriormente establecer la aplicabilidad y 
la efectividad actual de sus normas, punto desde el cual partirá nuestra posterior crítica y 
nuestras nuevas propuestas de legislación. 
 
Hipótesis:  
 
Nuestra crítica al Convenio y la posterior propuesta alternativa que planteamos parte del 
hecho que pensamos que el instrumento de estudio no cumple a ciencia cierta, ni con los 
requerimientos de la industria aeronáutica de nuestros tiempos, ni con las necesidades de 
los consumidores de nuestros días. 
 
Metodología: 
 
Con el fin de cumplir con nuestros objetivos la presente tesis utiliza una metodología de 
análisis normativo con apoyo bibliográfico e investigación tanto histórica como estadística 
del transporte aéreo internacional 
 
Estructura: 
 
Al inicio de este trabajo nos internaremos en el tema de la responsabilidad civil en 
general, partiendo desde el concepto mismo de daño y sus características, como hecho 
generador de la cualquier tipo de responsabilidad, lo cual nos ayudará en páginas 
posteriores a determinar con más exactitud las causales de las responsabilidades en el 
transporte aéreo. 
 
De seguido continuaremos explorando sus vertientes básicas tanto en su connotación 
contractual como extracontractual, así también en sus vertientes objetiva y subjetiva, 
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desatando la discusión sobre la existencia poco aceptada hasta el momento y que 
pretendemos probar fehacientemente sobre la responsabilidad del tipo contractual 
objetiva, pues es sobre este concepto que se fundamentará gran parte de nuestro 
desarrollo temático futuro, en cuanto a la responsabilidad que emana del contrato de 
transporte aéreo de pasajeros. 
 
Posteriormente se verán los detalles que involucra el contrato de transporte aéreo en 
general para luego caer en su especificación, a saber, el contrato de transporte aéreo de 
pasajeros. 
 
Para esto se verá tanto su definición general como sus características generales además 
de sus elementos tanto personales como reales y formales, los cuales tomaremos en 
cuenta en capítulos más avanzados de este estudio con el fin de determinar y analizar las 
faltas contractuales que sean dignas generadoras de responsabilidad civil. 
 
En el tema segundo de nuestra tesis haremos un análisis detallado de los convenios 
internacionales previos al Convenio de Montreal de 1999, de los cuales consideramos 
pertinente realizar un estudio de estos tomándolos en cuenta como antecedentes forzosos 
de toda la construcción legislativa internacional posterior y que viene a desencadenar todo 
lo que hemos podido ver en el convenio tema de nuestro estudio. 
 
La historia del desarrollo legislativo en esta materia de la responsabilidad en el transporte 
aéreo internacional es necesaria pues nos permite llegar a entender con mucha mayor 
claridad las soluciones propuestas en el último de los convenios referentes al tema, para 
lo cual dividiremos nuestro estudio en tres etapas, la primera los convenios constituyentes 
de lo que creemos es el Sistema de Varsovia; la segunda los convenios posteriores a este 
y que rompen el esquema y los principios constituyentes de la responsabilidad que se 
detalla en el Convenio de 1929; y en tercer lugar y necesarios para entender nuestra 
posición respecto al tema, los acuerdos interlineales de carácter privado que se han dado 
a lo largo de la historia. 
 
Resulta necesaria entonces una aclaración en el sentido de que si bien estos convenios 
tocan dos puntos fundamentales en el transporte aéreo, en primer término los requisitos 
del billete de pasaje y en segundo término meramente la responsabilidad civil del 
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transportista, así como dos diferentes tipos de transporte aéreo, a saber el transporte de 
pasajeros y el transporte de carga, para los efectos de nuestra tesis únicamente nos 
centraremos en el estudio de la responsabilidad civil del transportista específicamente en 
el transporte aéreo de pasajeros, por consiguiente nuestro análisis se centrará en ese 
tema específico sin llegar a ahondar en los demás artículos, los cuales podremos 
mencionar únicamente para efectos ilustrativos de nuestras construcciones 
argumentativas.  
 
Posterior a esta reconstrucción histórica de los antecedentes del Convenio para la 
Unificación de Ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional, firmado en Montreal 
en 1999, nos centraremos en el análisis mucho más minucioso y específico de este último 
instrumento internacional del que hemos hecho mención.  
 
Para el examen de esta Convención iniciaremos tomando en cuenta lo sucedido en la 
conferencia diplomática convocada por la Organización de Aviación Civil Internacional 
(OACI) para el otoño de 1999. Lo cual nos ilustrará con más detalle el sentido de las 
decisiones tomadas ahí. 
 
Este, sin duda, ha sido el esfuerzo más importante de la OACI para unificar todo el 
conjunto de reglas relativas a la responsabilidad en el transporte aéreo de un sistema que 
se encontraba desuniformado y que por ende carecía de un sentido práctico aplicable a la 
realidad por la que cursamos en nuestros días. 
 
El estudio de este instrumento iniciará con los principios generales que lo integran, así 
como el ámbito de aplicación de este, para luego profundizar en los supuestos de los 
cuales se deriva la responsabilidad y en las causas eximentes de esta. Más adelante se 
verá con detalle las limitaciones de los montos indemnizatorios y las maneras en que 
pueden ser sobrepasados. 
 
La investigación de este convenio concluirá con un examen de las soluciones novedosas 
y los puntos finales que se proponen como remedios a los problemas de los cuales 
padecía el instrumento en cuestión. 
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Una vez concluida la exploración de todos los instrumentos internacionales que existen 
referentes a nuestro tema de estudio, decidimos hacer una síntesis tratando como un 
tema aparte, específicamente, la responsabilidad del porteador con respecto al pasajero, 
intentando con ello extraer los principios sobre los cuales esta se basa, así como 
determinar con mucha mayor minuciosidad el sistema de responsabilidad propuesto. 
 
En este punto nos avocaremos a empezar a extraer conclusiones específicas con 
respecto a cada uno de los tipos de responsabilidades aplicadas a cada uno de los 
supuestos generadores de esta que se han propuesto a lo largo de la historia del 
transporte aéreo para luego concluir específicamente con la responsabilidad en el 
Convenio de Montreal de 1999, todo esto con el fin de determinar la factibilidad, la utilidad 
o la incompetencia de cada una de las soluciones para ser puestas en práctica en la 
actualidad. 
 
Iremos finalizando nuestra disertación en el tema IV al establecer los aciertos y las críticas 
dispuestas en el régimen de responsabilidad de 1999, lo cual utilizaremos como base de 
nuestro V y último tema que se refiere a la solución que desde nuestro punto de vista se 
debería proponer con el fin de subsanar las faltas intrínsecas del instrumento internacional 
de estudio. 
 
En este último tema se verán desde los cambios en los principios que a nuestro entender 
serían ideales para basar sobre estos la regulación de un nuevo convenio internacional 
que rija la responsabilidad civil del porteador con respecto al transporte aéreo 
internacional, hasta los cambios de redacción que a nuestro criterio se deberían incluir en 
el articulado de la convención, los cuales difieren desde simples cambios terminológicos 
hasta cambios conceptuales de fondo. 
 
Dentro de las propuestas más significativas figuran: el cambio en los principios rectores 
en cuanto a la responsabilidad misma que se debería incluir, así como el cambio  en los 
supuestos de hecho que generan responsabilidad civil para el porteador aéreo. 
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TEMA I.- MARCO TEÓRICO GENERAL 
 
 
De previo a iniciar el análisis y el debate de los puntos neurálgicos de nuestro estudio, 
esto es, la responsabilidad del transportista en el contrato de transporte aéreo, estimamos 
conveniente analizar dentro de un marco teórico las bases sobre las cuales se asienta y 
se fundamenta la responsabilidad del transportista. 
 
Estos fundamentos se pueden encontrar por un lado, al estudiar algunas nociones 
jurídicas básicas sobre la responsabilidad civil en la teoría general y por otro lado, al 
establecer un análisis del contrato de transporte aéreo. 
 
En cuanto al primer punto se analizará antes que todo la noción de daño, pues es este el 
generador de cualquier tipo de responsabilidad, es a la vez el fundamento de esta última y 
por lo tanto se debe aclarar cuáles son los elementos de los daños y sus tipos. 
 
Posteriormente se realizará un análisis detallado alrededor de los distintos tipos de 
responsabilidad y sus diferentes fundamentos, lo cual será vital más adelante, al analizar 
la responsabilidad del porteador a la luz de los diversos convenios internacionales 
existentes, al poder distinguir entre los diferentes tipos de responsabilidad que aplican, al 
criticarlos y al proponer las respectivas reformas. 
 
Asimismo, otro de los temas sobre los cuales centraremos nuestro estudio será el análisis 
del contrato de transporte aéreo, el cual es la figura sobre la que se fundamenta la 
responsabilidad del porteador con respecto a los pasajeros, al existir entre estos una 
relación de tipo contractual. 
 
Se intentará, así, realizar un acercamiento doctrinario al contrato de transporte aéreo, 
centrado específicamente en el contrato de transporte aéreo de pasajeros. 
 
Con esta sección se pretende dejar en claro los conceptos básicos que se necesitarán 
para elaborar nuestra tesis con respecto a la responsabilidad del transportista en el 
transporte aéreo de pasajeros.  
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1.- NOCIONES JURÍDICAS BÁSICAS SOBRE LA RESPONSABILIDAD CIVIL.- 
 
Es necesario aclarar las nociones jurídicas básicas sobre las que se asentará este estudio 
con el fin de fundamentar nuestras disertaciones posteriores al respecto. 
 
Estas nociones básicas a las que se hace referencia abordan el tema de la 
responsabilidad civil, alrededor de la cual nos centraremos en esta sección con el fin de 
hacer una mención sucinta, pero completa, de la Teoría General de la Responsabilidad 
Civil, pues sobre estos conceptos se elaborará esta tesis. 
 
Sin embargo, antes de abordar el primer tema referente a la teoría general de la 
responsabilidad civil, es necesario y conveniente hacer una disertación concisa sobre el 
concepto de daño, ya que es la fuente generadora de cualquier tipo de responsabilidad 
sin la cual la responsabilidad no existiría. 
 
 
1.1.- CONCEPTO BÁSICO DE DAÑO.- 
 
Antes de iniciar los comentarios referentes a la responsabilidad civil es necesario hacer un 
pequeño análisis del concepto de daño pues, como se ha mencionado, es la fuente 
generadora de la responsabilidad y por esto se puede afirmar sin temor a error, que sin la 
presencia de un daño no puede existir responsabilidad de ningún tipo, dado que la 
primera es requisito indispensable de la segunda. 
 
Valga hacer una aclaración inicial en el sentido de que no se puede hablar de que 
cualquier daño pueda ser generador de responsabilidad, pues como un elemento 
principal, el daño debe lesionar un interés jurídico relevante.  
 
De la misma manera el daño debe resultar lesivo para un sujeto y deberá ser causado por 
un tercero, lo que nos lleva a afirmar que debe existir un nexo de causalidad entre el daño 
causado y el actuar indebido de este tercero. 
 
De una forma extraordinariamente concreta al referirse al concepto de daño Zannoni nos 
dice que: 
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“El daño constituye, de tal modo, uno de los presupuestos de la obligación de resarcir, o, 
si se prefiere, de la responsabilidad jurídica. No hay responsabilidad jurídica si no hay 
daño, pero el daño, para generar responsabilidad, debe haberse producido en razón de 
un acto antijurídico que, en su consideración subjetiva, se atribuye a un sujeto sea a título 
de culpa (en sentido lato –dolo o culpa-) u otro factor de atribución objetivo (riesgo, 
obligación legal de garantía, etc.), mediando, además, una relación de causalidad 
adecuada entre el acto imputable –atribuido- y el daño.”1
 
De tal manera podríamos decir que el daño responsable, es decir, el daño que genera 
responsabilidad debe cumplir con ciertos elementos esenciales, a saber: 
 
1 Debe resultar lesivo para un interés jurídicamente relevante, es decir, valorado 
positivamente por el ordenamiento jurídico. 
2 Debe resultar lesivo para un sujeto, convirtiéndose este en un menoscabo 
patrimonial o no patrimonial. 
3 Debe ser causado por la conducta de una persona diferente al sujeto que resultó 
dañado, o sea, debe ser causado por un tercero. 
4 Debe el daño ser antijurídico, es decir, no debe estar justificado por un estado de 
necesidad, legítima defensa o ejercicio de un derecho. 
 
Con respecto a la conducta dañosa que hemos mencionado dentro de los elementos 
anteriores, se debe interpretar este concepto en un sentido amplio, pues puede estar 
constituida por el actuar directo de un sujeto cualquiera, o bien, puede estar constituida 
por el despliegue de una actividad determinada como riesgosa por el ordenamiento 
jurídico, esto si pensamos en el caso de una responsabilidad con un factor de atribución 
objetivo, la cual no se analizará en esta sección, sino que se detallará más adelante. 
 
Existen varios tipos de daños, así como una variedad de clasificaciones de ellos, la 
mayoría de autores clasifican los tipos de daños en patrimoniales o materiales y no 
patrimoniales o morales. Asimismo, diversos autores hacen depender la clasificación de la 
naturaleza de los derechos lesionados (ya sea derechos patrimoniales o no 
                                                 
1 Zannoni, Eduardo A.; El daño en la responsabilidad civil; Editorial Astrea de Alfredo y Ricardo DePalma; 
Buenos Aires, Argentina; 1982; P. 1. 
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patrimoniales), mientras que otros la hacen depender de las consecuencias del daño (ya 
sea que tengan consecuencias patrimoniales o no).  
 
Esta diversidad de clasificaciones acarrea problemas a la hora de clasificar, por ejemplo, 
el daño que menoscaba la integridad física de las personas, pues si aceptamos la primera 
clasificación, tomando en cuenta la naturaleza del derecho lesionado, el daño sería no 
patrimonial, pero si aceptamos la segunda clasificación, el daño a la integridad física de 
una persona, al posiblemente tener consecuencias patrimoniales, se reputaría como daño 
patrimonial. 
 
Al respecto nos parece correcta la clasificación que hace Zannoni2, pues en cierta forma 
ataca dicho problema, al clasificar los daños en: daño patrimonial directo, daño 
patrimonial indirecto y daño moral. 
 
De esta manera el daño patrimonial directo sería el que hace menoscabo de los bienes 
materiales de una persona, y el daño patrimonial indirecto es el que se “ha inferido a 
bienes jurídicos extrapatrimoniales de la víctima, es decir, a los llamados bienes de la 
personalidad –su integridad física, el honor, la intimidad, la propia imagen, etc.- que, sin 
embargo de forma mediata se traducen en perjuicios o pérdidas patrimoniales (v.g.r., 
gastos realizados para solventar la curación de lesiones corporales).” 3
 
El daño moral por su parte es un poco más complejo en su definición, pues este sería un 
daño no patrimonial ni directo ni indirecto. La doctrina italiana tradicionalmente habla tanto 
de daño moral subjetivo como de daño moral objetivo4. El daño moral subjetivo estaría 
constituido por el dolor, la humillación, la aflicción, la angustia y en general cualquier 
estado negativo del espíritu humano que sea consecuencia del sufrimiento de un daño. 
                                                 
2 Zannoni, 1982. 
3 Zannoni, 1982; P. 91. 
4 Según nos comenta la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica “Esta distinción nació, 
originalmente, para determinar el ámbito del daño moral resarcible, pues en un principio la doctrina se 
mostró reacia a resarcir el daño moral puro, por su difícil cuantificación. Para la indemnización debe 
distinguirse entre los distintos tipos de daño moral. En el caso del objetivo, se debe hacer la demostración 
correspondiente como acontece con el daño patrimonial; pero en el supuesto del daño moral subjetivo al no 
poder estructurarse y demostrarse su cuantía de modo preciso, su fijación queda al arbitrio del juez, teniendo 
en consideración las circunstancias del caso, los principios generales del derecho y la equidad, no 
constituyendo la falta de prueba acerca de la de la magnitud del daño óbice para fijar su importe.”. Sala 
Primera de la Corte Suprema de Justicia; Voto No. 112, San José, a las catorce horas quince minutos del 
quince de julio de mil novecientos noventa y dos. 
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Ha de interpretarse aquí, que el daño moral subjetivo no es la pena o el dolor sufrido por 
cualquier persona, sino el dolor sufrido por una persona que ha soportado una lesión, ya 
sea patrimonial o no patrimonial; por tanto es consecuencia de un daño de alguno de 
estos dos tipos sufrido previamente. 
 
Por su parte, el daño moral objetivo se constituiría en aquel menoscabo que sufre la 
persona en su consideración social, así, por ejemplo; sería el resultado del daño 
provocado por calumnias que ofenden al buen nombre, el honor o la reputación de una 
persona. Es importante destacar que este tipo de daño puede ser sufrido, de acuerdo con 
la definición que acabamos de ofrecer, no sólo por personas físicas como sucedería con 
el daño moral subjetivo, sino también por personas jurídicas, las cuales pueden verse 
dañadas en su buen nombre. 
 
Al respecto del daño moral vale referirse a lo dicho por la jurisprudencia costarricense 
cuando en reiteradas resoluciones ha afirmado que “el daño moral se verifica cuando se 
lesiona la esfera de interés extrapatrimonial del individuo, cabe distinguir entre daño moral 
subjetivo “puro”, o de afección, y daño moral objetivo u “objetivado”. El daño moral 
subjetivo se produce cuando se ha lesionado un derecho extrapatrimonial, sin repercutir 
en el patrimonio, suponiendo normalmente una perturbación injusta de las condiciones 
anímicas del individuo (disgusto, desánimo,  desesperación, pérdida de satisfacción de 
vivir, etc., v.g. el agravio contra el honor, la dignidad, la intimidad, el llamado daño a la 
vida en relación, aflicción por la muerte de un familiar o ser querido, etc.). El daño moral 
objetivo lesiona un derecho extrapatrimonial con repercusión en el patrimonio, es decir, 
genera consecuencias económicamente valuables (v.g. el caso del profesional que por el 
hecho atribuido pierde su clientela en todo o en parte). Esta distinción sirve para deslindar 
el daño sufrido por el individuo en su consideración social (buen nombre, honor, 
honestidad, etc.) del padecido en el campo individual (aflicción por la muerte de un 
pariente), así uno refiere a la parte social y el otro a la afectiva del patrimonio.” (El 
subrayado es nuestro).5
 
                                                 
5 Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia; Voto No. 112, San José, a las catorce horas quince minutos 
del quince de julio de mil novecientos noventa y dos; Voto No. 84, San José, a las nueve horas treinta minutos 
del  veinticuatro de diciembre de mil novecientos noventa y tres; Voto No. 1, San José, a las catorce horas 
cincuenta minutos del diez de enero de mil novecientos noventa y seis. 
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Por último, basta decir aquí que todos estos daños, sean patrimoniales o morales son 
potencialmente generadores de responsabilidad y por tanto sujetos de resarcimiento o 
reparación. 
 
De modo que se reafirma aquí, la mención que hemos hecho de que cualquier daño es 
potencialmente generador de responsabilidad en contraposición a que efectivamente sea 
generador de ella, recuérdese pues que para que el daño pueda generar responsabilidad 
de cualquier tipo debe estar constituido por una serie de elementos expuestos supra. 
 
No es nuestro tema el hecho de determinar las valoraciones de los daños aquí expuestos, 
ni de hacer un estudio profundo de la materia, sino simplemente determinar el concepto 
de estos para entender lo que analizaremos más adelante. 
 
 
1.2.- RESPONSABILIDAD CIVIL.- 
 
La responsabilidad civil es la atribución que se hace a un sujeto como actor de una 
conducta que ha afectado la esfera jurídica de otra persona en forma negativa 
produciendo un daño, por lo cual nace la obligación para el sujeto al cual se le imputó la 
conducta dañosa, de reparar el daño causado, ya sea en su naturaleza, o bien por medio 
del pago de su equivalente monetario, conocido como indemnización. 
 
Como vemos la responsabilidad civil tiene el objetivo de intentar obligar al sujeto que 
cometió el daño a volver a poner al sujeto que resultó dañado en las mismas 
circunstancias en las que se encontraba antes de que este ocurriera.  
 
A diferencia de la responsabilidad penal, la responsabilidad civil es en principio 
indemnizatoria, mientras que la primera es en principio punitiva y represiva y no tiene 
como objetivo principal la reparación del daño causado al sujeto lesionado. 
  
Existe una clasificación que la doctrina tradicional sobre responsabilidad civil se ha 
empeñado en mantener con respecto a los tipos de responsabilidad civil que se pueden 
presentar, para lo cual siempre ha contrapuesto la responsabilidad civil contractual y la 
responsabilidad civil extracontractual.  
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Como un primer acercamiento al tema cabe citar al jurista argentino Jorge Bustamente 
cuando nos dice:  
 
“La culpa contractual supone una obligación concreta, preexistente, formada por la 
convención de las partes y que resulta violada por una de ellas. La culpa extracontractual 
es independiente de una obligación preexistente y consiste no en una violación concreta 
sino en la violación de un deber genérico de no dañar. De allí que la culpa contractual es 
simplemente un efecto anormal de la obligación y, en cambio, la culpa extracontractual es 
fuente de una obligación nueva.” 6
 
En síntesis, existen dos tipos de responsabilidad civil: la contractual y la extracontractual. 
La responsabilidad civil contractual surge cuando al existir un contrato previo, una de las 
partes de ese contrato incumple la obligación a la que se había comprometido en el 
contrato, causándole un perjuicio a la otra parte. La responsabilidad civil extracontractual 
surge cuando una persona, cualquiera que sea, viola el deber social de no dañar a otro, 
con lo cual le causa un daño, este tipo de responsabilidad es  independiente de la 
existencia de un contrato entre las partes involucradas. 
 
Ahora bien, posteriormente a la exposición, análisis y determinación de cada una de estas 
especies de la responsabilidad civil se realizará una breve observación con respecto a la 
responsabilidad civil tanto integral como limitada, pues esto será un punto primordial en el 
futuro desarrollo de nuestro trabajo. 
 
 
1.2.1.- Responsabilidad Civil Contractual.- 
 
En nuestra vida cotidiana toda persona con capacidad suficiente forma parte y está sujeta 
a una multiplicidad de contratos. Con el fin de hacer que estos contratos se cumplan y las 
partes no falten a sus obligaciones, el ordenamiento jurídico protege a esta persona de los 
incumplimientos en que una parte contractual pudiese incurrir y de los respectivos daños 
que se le pudiesen causar a la contraparte como consecuencia directa de tales 
                                                 
6 Bustamente Alsina, Jorge; El perfil de la responsabilidad civil al finalizar el siglo XX; Responsabilidad por 
daños en el tercer milenio; Buenos Aires, Argentina; Editorial Abeledo-Perrot; 1997; P. 16. 
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incumplimientos.  
 
La responsabilidad civil contractual, como su nombre lo indica, es la que surge de la 
existencia de un vínculo previo y concreto, es decir, presupone la existencia de un 
contrato y surge cuando es incumplida una de las obligaciones a las que las partes se 
habían obligado por medio del pacto.  
 
Así es que cuando es incumplida una obligación derivada de un contrato y esta causa un 
daño, se constituye la materia prima sobre la cual empieza a regir la responsabilidad civil 
contractual; tomando esto en cuenta, el sujeto que resulta dañado puede exigir la 
reparación del daño por parte del agente dañoso. 
 
Esto lo explica bien el jurista José Osvaldo Zunino cuando dice: “Cuando una o ambas 
partes dejan incumplidas las obligaciones a su cargo, nacidas de la obligatoriedad de un 
contrato, la responsabilidad resultante de tal actitud recibe, tal su origen, la denominación 
contractual. En este tipo de responsabilidad la parte cumplidora puede exigir de la 
incumplida los daños que tal conducta le haya ocasionado;...”7
 
Entonces en caso de que alguna de las partes haya incumplido gravemente el contrato, 
aplica lo que al respecto menciona el artículo 692 del Código Civil, el cual especifica dos 
soluciones excluyentes entre sí, que se pueden presentar a favor de la parte que ha 
cumplido para el caso de la existencia de un incumplimiento contractual, a saber: la 
ejecución forzosa de la obligación incumplida, o bien, la resolución del contrato que 
pretende la extinción del vínculo. 
 
Al respecto, el artículo 692 del Código Civil de la República de Costa Rica, ilustra lo dicho 
anteriormente, literalmente dice: “En los contratos bilaterales va siempre implícita la 
condición resolutoria por falta de cumplimiento. En este caso la parte que ha cumplido 
puede exigir el cumplimiento del convenio o pedir que se resuelva con daños y 
perjuicios.”8
 
                                                 
7 Zunino, José Osvaldo; La responsabilidad por daños a personas y cosas en el contrato de transporte aéreo- 
marítimo- terrestre; Ediciones Meru S. R. L.; Buenos Aires, Argentina; 1979; P. 13. 
8 Artículo 692, del Código Civil de la República de Costa Rica; Ley No. 63 del 19 de abril de 1885, que entró 
en vigencia a partir del 1 de enero de 1888, mediante la Ley No. 63 del 28 de septiembre de 1887. 
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Sin embargo debemos aclarar que, como lo ha dicho la Sala Primera de la Corte Suprema 
Justicia de Costa Rica: 
 
“…no es cualquier incumplimiento el que autoriza la resolución de un contrato, ya que 
ésta sólo puede tener lugar en presencia de un incumplimiento grave (entre otras, 
resolución Nº 53 de las 15,15 horas del 31 de mayo de 1972).   No es procedente la 
resolución, aunque fuere demostrado el incumplimiento, si éste no reviste tal importancia 
que amerite realmente la sanción más grave que existe en el ordenamiento civil frente a 
una relación contractual nacida válida y eficaz, cual es su aniquilamiento definitivo con 
efectos retroactivos y sus lógicas consecuencias restitutorias y de resarcimiento.   Hay 
ocasiones en que por no ser suficientemente grave el incumplimiento operado por una de 
las partes en un contrato, lo procedente es solicitar el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas y exigir el pago de daños y perjuicios, conforme lo autoriza la ley civil, dado 
que   "puede ser más conveniente, para el interesado, pedir el cumplimiento del contrato y 
no su resolución, según sean las circunstancias; sino también porque en ciertos casos 
resultaría absurdo declarar resuelto un contrato que fue cumplido en su mayor parte y que 
uno u otro de los contratantes dejó de cumplir en un extremo secundario"   (sentencia de 
Casación Nº 53 de las 15,15 horas del 31 de mayo de 1972).     De manera que, para que 
sea procedente la declaratoria de resolución de un contrato, no basta con probar en juicio 
el incumplimiento por parte de uno de los contratantes, sino que se debe demostrar 
además su gravedad, que debe ser tal que determine la extinción definitiva del contrato, 
según se ha dicho.”9
 
En resumen, la resolución contractual sólo es factible cuando la parte que ha incumplido 
lo ha hecho mediante un incumplimiento grave de la obligación, pues la resolución 
contractual indiscriminada podría generar consecuencias negativas y arribar a soluciones 
absurdas cuando para las partes lo más conveniente sea la simple ejecución a posteriori 
de las obligaciones que se han dejado de cumplir sin ser necesaria la extinción definitiva 
del vínculo contractual. 
 
Por otra parte, la doctrina tradicional establece que para que se configure la 
responsabilidad contractual es necesaria la presencia de varios elementos, a saber: el 
                                                 
9 Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia; Voto No. 65; San José, a las catorce horas cuarenta minutos 
del diecisiete de agosto de mil novecientos noventa y cuatro. 
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daño responsable, la falta contractual del obligado y el nexo causal que debe existir entre 
el daño y la falta contractual a la que se hacía referencia. 
 
De esta manera tienen que concurrir tales elementos, todos y cada uno en conjunto, para 
poder atribuir la responsabilidad civil al sujeto dañoso, primero corroborando el 
acaecimiento del daño y comprobando que efectivamente haya lesionado un interés 
jurídicamente relevante, posteriormente sería necesario reconocer la falta contractual del 
deudor de la obligación y por último establecer el nexo causal entre esta falta contractual 
y la producción del daño. De faltar alguno de estos elementos no podría surgir la 
responsabilidad contractual de manera que tampoco se podría generar una verdadera 
responsabilidad civil por cuanto no cabría ni la ejecución forzosa del contrato, ni la 
resolución de este. 
 
En primer lugar, la parte que ha cumplido el contrato no se encuentra obligada a continuar 
cumpliendo sus obligaciones contractuales en caso de verificarse la existencia de los 
elementos anteriormente mencionados. En segundo lugar, es únicamente esta parte la 
que puede exigir la ejecución forzosa de la obligación incumplida o, en caso de un 
incumplimiento grave, la resolución del contrato. 
 
En relación con lo anteriormente afirmado podemos hacer referencia a lo dicho por la Sala 
Primera de la Corte Suprema de Justicia costarricense cuando dice que: 
 
“…es claro, en todo caso, que las acciones derivadas del precitado artículo 692 son 
otorgadas a la parte que ha cumplido. Quien incumple no puede exigir el cumplimiento 
forzoso ni la resolución contractual. Sin embargo, dos aspectos han de tenerse presente. 
En primer lugar, la parte que viene cumpliendo el contrato no está obligada a cumplir si la 
otra parte incumple. Es decir, si en la ejecución recíproca de prestaciones una de las 
partes incumple, la otra no tiene por qué cumplir con la prestación correlativa y puede 
excepcionarse de dicho cumplimiento mediante la conocida excepción de non adimpleti 
contractus. En tal caso, quien puede eximirse del cumplimiento sobre la base de la 
excepción de contrato no cumplido, puede ejercer las acciones derivadas del artículo 692 
precitado, pues tal incumplimiento se reputa como justificado en el incumplimiento previo 
de la otra parte… En segundo lugar, la doctrina   -y la jurisprudencia- ha matizado el tipo 
de incumplimiento del cual se derivan la resolución contractual. En tal sentido, esta Sala 
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reiteradamente ha sostenido que no es cualquier incumplimiento el que autoriza la 
resolución de un contrato, pues ésta sólo puede ser el resultado de un incumplimiento 
grave, no siendo procedente la resolución, aún demostrado el incumplimiento, si carece 
de la importancia necesaria para aplicar la sanción más grave contemplada por el 
ordenamiento civil, sea la terminación de una relación contractual nacida válida y eficaz, 
con los efectos retroactivos y la lógica consecuencias restitutorias y resarcitorias.   En 
tales casos, es más conveniente exigir la ejecución forzosa del contrato y no su 
resolución, pues carecería de sentido dar por terminada una relación contractual ante el 
incumplimiento de aspectos que siendo secundarios no pueda considerarse como 
grave.”10
 
Es preferible por el momento dejar planteada una cuestión que se intentará resolver más 
adelante, puesto que estos elementos constituyentes de la responsabilidad civil 
contractual, que han sido dados por la doctrina resultan insuficientes para todos los casos 
en que se pueda presentar este tipo de responsabilidad, sobretodo si pensamos que es 
posible que se dé la existencia de una responsabilidad civil contractual objetiva en la cual, 
por la constitución misma de dicho tipo de responsabilidad no es necesario comprobar la 
falta contractual del obligado, sino simplemente el daño y el nexo causal. La falta 
contractual del obligado en tal caso vendría siendo equivalente a la conducta o la 
actividad determinada como riesgosa, empero, como hemos dicho, solo se ha querido 
dejar aquí planteada la cuestión para intentar resolverla en páginas posteriores. 
 
En cuanto a la carga de la prueba en la responsabilidad civil contractual, como principio 
general, se presume la culpa de la parte que incumple la obligación convenida, a 
diferencia de lo que sucede en la responsabilidad extracontractual en donde no existe tal 
presunción, el acreedor de la prestación que fue incumplida y que genera la 
responsabilidad civil contractual, no está obligado a demostrar la culpa del deudor, sino 
que una vez que el sujeto dañado acciona ante la autoridad jurisdiccional, es trabajo del 
sujeto presuntamente dañoso levantar esa presunción de responsabilidad iuris tantum 
mediante la demostración de la falta de alguno de los elementos de la responsabilidad 
que hemos expuesto, o bien en caso contrario, mediante la demostración de la existencia 
de causas eximentes de responsabilidad que hayan mediado en la producción del daño. 
                                                 
10 Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia; Voto No. 9; San José, a las catorce horas cuarenta minutos 
del trece de enero de mil novecientos noventa y cinco. 
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Estas causas eximentes de responsabilidad a las que hacíamos referencia causan, como 
se ha visto, que esta presunción de la culpa caiga al demostrar, por parte del deudor, que 
el citado incumplimiento o atraso no le es imputable debido a razones como el caso 
fortuito o la fuerza mayor, o la culpa del acreedor. Esta afirmación tiene respaldo en el 
artículo 702 del Código Civil de Costa Rica al disponer que: “El deudor que falte al 
cumplimiento de su obligación sea en la sustancia, sea en el modo, será responsable por 
el mismo hecho de los daños y perjuicios que ocasione a su acreedor, a no ser que la 
falta provenga de hecho de éste, fuerza mayor o caso fortuito.”11
 
 
1.2.2.- Responsabilidad Civil Extracontractual.- 
 
La responsabilidad civil contractual, como se mencionó antes, se presenta únicamente 
cuando una parte de la relación contractual viola o infringe una de las obligaciones a las 
que se había comprometido en un contrato previo. Si tomamos la anterior afirmación 
como cierta podemos decir que cualquier otro daño causado que no encuadre dentro del 
supuesto anterior, es decir, que presuponga la existencia de un vínculo previo y que por 
ende es excepcional, entraría en la categoría de responsabilidad civil extracontractual.  
 
La responsabilidad civil extracontractual consiste, entonces, simplemente en causar un 
daño a otra persona fuera de una relación convencional, es la violación al deber genérico 
de no dañar a otras personas. 
 
Podemos decir que ambos tipos de responsabilidades civiles cumplen una función diversa 
pues según el doctor Víctor Pérez, “la responsabilidad contractual tiene la finalidad de 
garantizar al sujeto el equivalente económico de una prestación, de una actividad de 
cooperación de otro sujeto; en cambio, la responsabilidad extracontractual tiende a la 
tutela de la esfera jurídica subjetiva, frente a las injerencias de otros.”12
 
Existe un principio general de no dañar a nadie derivado de la naturaleza de cualquier tipo 
de convivencia social, que se plasma en el artículo 1045 de nuestro Código Civil el cual 
                                                 
11 Artículo 702, del Código Civil de la República de Costa Rica. 
12 Pérez Vargas, Víctor; Derecho Privado; Tercera Edición; Litografía e Imprenta Lil S. A.; 1994; P. 388. 
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reza: “Todo aquel que por dolo, falta, negligencia o imprudencia, causa a otro un daño, 
está obligado a repararlo junto con los perjuicios.”13
 
Existen tres elementos que necesariamente se tienen que presentar para que surja la 
responsabilidad extracontractual, esto es: un comportamiento que sirva de criterio de 
imputación, un resultado lesivo a intereses jurídicamente relevantes14 y antijurídico, así 
como un nexo de causalidad entre el comportamiento y el resultado lesivo. 
 
En cuanto al primer elemento mencionado, es decir, el comportamiento humano que sirva 
como criterio de imputación, este se refiere: al dañar resultado de una conducta 
antijurídica y culpable sobre el cual se basa la responsabilidad subjetiva, que como vimos 
en el artículo 1045 puede basarse tanto en una acción activa como omisiva; o bien, al 
daño derivado de la actividad humana creadora de un riesgo por medio del cual el sujeto 
creador de esta actividad asume responsabilidad por el riesgo creado.  
 
Con respecto al resultado lesivo a intereses jurídicamente relevantes, segundo elemento 
de la responsabilidad extracontractual, lo que se necesita es corroborar el daño en sentido 
amplio, es decir, sea un daño material o moral mientras los intereses dañados sean 
relevantes para el ordenamiento jurídico y los causados por un tercero en una acción 
antijurídica. 
 
Con referencia al nexo de causalidad, como el tercer elemento importante y constitutivo 
de la responsabilidad, nuestros magistrados de la Sala I, han dicho lo siguiente: “...es 
requisito indispensable la existencia de un nexo causal, directo, eficiente o adecuado, 
entre la conducta del sujeto al que se le pretende atribuir la responsabilidad, y el daño 
                                                 
13 Artículo 1045, del Código Civil de la República de Costa Rica. 
14 Tradicionalmente hablaba de tres elementos esenciales y generadores de la responsabilidad extracontractual 
los cuales eran: la antijuridicidad, la culpabilidad y el nexo causal. Estos tres elementos eran fácilmente 
aplicables a la responsabilidad subjetiva pero no así para la responsabilidad objetiva. Con respecto a la 
responsabilidad subjetiva, basta corroborar la existencia de un daño y de su causa, establecer si el daño 
causado es antijurídico y en caso de serlo, realizar la imputación a un sujeto determinado en razón de la culpa 
de éste. Sin embargo con respecto a la responsabilidad objetiva dichos elementos resultan insuficientes pues 
dicha responsabilidad se basa en el ejercicio por parte de un sujeto de una actividad riesgosa en la cual, se 
reemplaza el concepto de culpabilidad y el sujeto imputable es responsable de cualquier daño surgido al 
asumir el riesgo de la actividad, por lo cual las nuevas tendencias doctrinarias han determinado como 
elementos necesarios únicamente la existencia de un daño y una conducta o actividad que sirva como criterio 
de imputación (la actividad riesgosa). Pérez Vargas, 1994; P. 392. 
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causado.”15
 
En cuanto a la carga de la prueba, la culpa no se puede presumir y quien pretenda cobrar 
una reparación del daño debe demostrar el dolo o la culpa, ya sea negligencia, 
imprudencia o impericia en los cuales se sustenta la responsabilidad del agente dañoso. 
 
Dicho tratamiento en cuanto a la carga de la prueba es una de las principales diferencias 
prácticas que existen entre la responsabilidad contractual y la extracontractual subjetiva, 
pues mientras en la responsabilidad contractual se presume la culpa del sujeto que faltó a 
su obligación debido al contrato preexistente, en la responsabilidad extracontractual 
subjetiva no existe tal presunción y quien pretende cobrar un daño debe probar la culpa 
del agente dañoso, excepto en el caso de la responsabilidad extracontractual de tipo 
objetiva. 
 
1.2.2.1.- Responsabilidad extracontractual subjetiva y objetiva.- 
 
En esta sección intentaremos alcanzar una definición de cada una de estos dos tipos de 
responsabilidad y por ende dejar al descubierto la diferencia entre ambas. 
 
Como punto de partida se tomará que la responsabilidad subjetiva se basa en la acción 
antijurídica y culpable específica de un sujeto determinado que causa un daño que lesiona 
intereses jurídicamente relevantes; mientras que la responsabilidad objetiva se basa no 
en una acción antijurídica y  culpable que causa un daño, sino en el despliegue por parte 
de un sujeto determinado de una actividad riesgosa en la cual la persona que lleva a cabo 
tal actividad asume el riesgo inherente a esta, por consiguiente a su titular se le imputa la 
responsabilidad en caso de que cause un daño.  
 
Desde una perspectiva práctica, en los casos de responsabilidad subjetiva se toma como 
criterio de imputación de la responsabilidad a la culpabilidad del sujeto, mientras que en 
los casos de responsabilidad objetiva se prescinde del elemento “culpa” y basta 
simplemente con corroborar que el daño fue creado por una actividad calificada como 
riesgosa por el ordenamiento para imputar la responsabilidad al titular de dicha actividad. 
                                                 
15 Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia; Voto No. 354 de las diez horas del catorce de diciembre de 
mil novecientos noventa. 
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1.2.2.1.1.- Responsabilidad Subjetiva o Responsabilidad por Culpa.- 
 
Como mencionamos anteriormente la responsabilidad subjetiva se basa en la acción 
antijurídica y culpable específica de un sujeto determinado que causa un daño el cual 
lesiona intereses jurídicamente relevantes. 
 
De tal definición podemos extraer tres elementos fundamentales que constituyen este tipo 
de responsabilidad: el daño, el comportamiento culpable y la causalidad entre el 
comportamiento y el daño causado. 
 
En cuanto al daño basta con remitirnos a lo dicho páginas atrás cuando expusimos el 
detalle del tema y sus elementos constituyentes, a saber, el hecho de que este lesione un 
interés jurídico relevante para un sujeto y que la acción productora del daño sea 
conducida por un tercero. 
 
Asimismo, para que se constituya un daño responsable es requisito indispensable su 
antijuridicidad. 
 
En cuanto a la antijuridicidad del acto podemos decir que es una calificación que hace el 
ordenamiento de una actividad determinada cuya valoración resulta negativa y por tanto 
censurada por el mismo cuerpo jurídico, de manera que se entiende como una actividad 
ilícita.16  
 
En este punto es importante aclarar que dicha valoración negativa no debe estar 
justificada por un estado de necesidad, legítima defensa o el ejercicio de un derecho, 
pues en dicho caso la antijuridicidad no sería tal y por tanto, al estar el comportamiento 
causante del daño justificado, no cabría imputar ningún tipo de responsabilidad. 
 
                                                 
16 Debemos tomar en cuenta que no cualquier daño ocasionado a un bien interés relevante para el 
ordenamiento jurídico resulta de un comportamiento ilícito pues es posible encontrar daños legítimos, como 
lo son los causados con el consentimiento del ofendido, en legítima defensa, estado de necesidad o en 
ejercicio de un derecho. A estos eventos justificantes del daño se les conoce como causas excluyentes de la 
antijuridicidad o causas de justificación pues hace que el daño resulte justificado y por tanto lícito, el daño 
que visto individualmente resultaría ilícito y por tanto antijurídico. Pérez Vargas, 1994; P. 397. 
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Como segundo elemento fundamental de la responsabilidad civil extracontractual 
subjetiva se hizo referencia al comportamiento que debe ser  desplegado con culpa por el 
sujeto dañoso, es decir, debe existir un comportamiento culpable.  
 
En cuanto al elemento de la culpabilidad es necesario tomar en cuenta dos cuestiones: la 
imputabilidad, vista desde el punto de vista de la capacidad del sujeto, y la culpabilidad en 
sentido estricto.  
 
Desde el punto de vista de la imputabilidad es necesario prestarle atención a la capacidad 
del sujeto visto como agente dañoso, ya que únicamente un sujeto capaz es imputable.17
 
En cuanto a la culpabilidad definida en sentido estricto tenemos que hacer referencia a la 
evitabilidad o inevitabilidad del daño producido, de manera que si el sujeto hubiese tenido 
la debida diligencia el daño pudiere haberse evitado o no.  
 
Si el daño causado no pudiere haberse evitado, aun y si el sujeto al que se le trata de 
imputar el daño tuvo toda la diligencia necesaria, entonces podemos decir que el daño fue 
imprevisible y se ha debido al caso fortuito; por tanto, no podría culparse a ningún sujeto 
con lo cual se excluye la responsabilidad.  
 
En caso de que no exista caso fortuito y el sujeto sea capaz podemos decir que es 
culpable y si de antemano se corroboró la antijuridicidad de la acción y el nexo causal 
existente entre el daño y la actividad desplegada por el sujeto, entonces, el agente 
dañoso es responsable subjetivamente del daño causado y por consiguiente se debería 
ver obligado a indemnizar pecuniariamente al sujeto lesionado por un monto equivalente 
al daño causado.  
 
Una vez comprobado el daño antijurídico y la culpabilidad del comportamiento, los cuales 
son necesarios para constituir la responsabilidad y por ende pretender cobrar una 
indemnización, debemos centrarnos en la comprobación de la causalidad que debe existir 
                                                 
17 En cuanto a la imputabilidad, el Dr. Víctor Pérez hace una distinción entre la capacidad de actuar y la 
capacidad “extracontractual”. En relación con ésta distinción vemos que la capacidad de actuar se adquiere 
tanto como con la emancipación legal por medio del matrimonio o bien con la mayoridad; mientras que la 
capacidad extracontractual se adquiere a la edad de quince años, pues se interpreta que por encima de esa 
edad el sujeto es capaz de entender la magnitud y extensión de sus propios actos y por tanto pueden ser 
responsables de sus actuaciones. Pérez Vargas, 1994; P. 405. 
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entre el daño causado y la actividad desplegada por el presunto agente dañoso. 
 
Con respecto a la causalidad o nexo causal podemos decir que el daño causado debe ser 
consecuencia directa e inmediata de la actividad o el comportamiento realizado, como nos 
lo indica el artículo 704 del Código Civil: “En la indemnización de daños y perjuicios sólo 
se comprenderán los que, como consecuencia inmediata y directa de la falta de 
cumplimiento de la obligación se hayan causado o deban necesariamente causarse.”18
 
De acuerdo con el artículo anterior, se ha empleado el concepto de “causalidad 
adecuada” mediante el cual se excluyen las pretensiones tendientes a cobrar el daño 
indirecto, pues sería injusto que, por un lado, el responsable tuviese que pagar de más; y 
por otro, que el lesionado recibiera un enriquecimiento injusto.  
 
La causalidad obviamente queda excluida si se demuestra que no existe nexo causal 
entre la conducta y el daño, por ejemplo si se prueba que el daño era inevitable y no 
consecuencia de la actividad en cuestión, como sucede cuando se presenta la fuerza 
mayor en caso de un evento de la naturaleza. De la misma manera se puede excluir la 
causalidad si se demuestra que el daño es un hecho de la víctima o un hecho de un 
tercero.   
 
Obviamente esta relación de causalidad y su demostración constituyen un requisito sine 
qua non para que prospere la pretensión resarcitoria.  
 
- Tipos de responsabilidad extracontractual subjetiva. 
 
Podemos distinguir básicamente entre dos tipos de responsabilidad civil extracontractual 
de tipo subjetivo: responsabilidad directa y responsabilidad indirecta. 
 
Con el fin de hacer una clara diferenciación entre ambos es posible decir que surge la 
responsabilidad  directa cuando coinciden en la misma persona, el sujeto que ocasiona el 
daño y la persona culpable del daño y que por tanto es responsable de ello, es decir que 
la persona es responsable por un hecho propio, lo cual a su vez es el tipo más común de 
responsabilidad que se presenta. 
                                                 
18 Artículo 704, del Código Civil de la República de Costa Rica. 
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Diferente es la responsabilidad indirecta en la que la persona responsable del daño, es 
decir la persona que debe responder civilmente, no es la misma que la persona que 
ocasiona el acto dañoso. En este caso no coinciden en la misma persona el sujeto dañoso 
y el sujeto responsable, por tanto el sujeto responsable debe responder por un hecho 
ajeno. 
 
Un ejemplo claro de este tipo de responsabilidad nos lo ofrece el artículo 1047 del Código 
Civil costarricense cuando establece: “Los padres son responsables del daño causado por 
sus hijos menores de quince años que habiten en su misma casa. En defecto de los 
padres, son responsables los tutores o encargados del menor.”19
 
Como podemos ver el anterior es un claro ejemplo de la responsabilidad civil subjetiva 
indirecta. En dicho caso, cuando un hijo menor de quince años causa un daño, el padre 
es subjetivamente responsable por un hecho ajeno realizado por sus hijos entretanto 
estos vivan con él.20  
 
Asimismo existe una subclasificación de tal tipo de responsabilidad subjetiva indirecta en: 
responsabilidad “in eligendo” y responsabilidad “in vigilando”.  
 
Estos dos nuevos tipos de responsabilidad surgen de un deber de debida diligencia que 
todos tenemos que poseer al elegir a una persona adecuada y capacitada para ejercer 
cierta función o cuando se nos confían personas, animales o cosas a nuestro cargo.21
                                                 
19 Artículo 1047 del Código Civil de la República de Costa Rica. 
20 El Dr. Gerardo Trejos sin embargo, ha afirmado en su libro “Derecho de Familia Costarricense” que la 
responsabilidad de los padres por los daños causados por sus hijos es una responsabilidad de tipo objetiva, 
pues afirma que aún sin que los padres tuviesen la culpa del hecho, el legislador les impuso a éstos la 
responsabilidad para asegurar que el daño sea reparado “ independientemente de cualquier falta (de 
vigilancia o de educación) de parte de los padres. La responsabilidad de los padres no tiene por fundamento 
el deber de educación y vigilancia que pesa sobre los progenitores. Éstos no pueden exonerarse probando 
que orientaron y corrigieron debidamente a sus hijos. Para que entre en juego la responsabilidad del artículo 
1047 es necesario, y suficiente, que el hijo menor de quince años haya causado un daño a un tercero.” 
(Trejos Salas, Gerardo Alberto; Derecho de Familia Costarricense; Tomo II; Editorial Juricentro; San José, 
Costa Rica; 1999; p. 289 y ss.). Sin embargo la Sala de Casación en criterio que compartimos ha dicho que 
dicho caso se trata de una responsabilidad subjetiva, basada en una presunción de culpa por el descuido de los 
padres, que admite prueba en contrario, al igual como ocurre con los jefes de colegios o escuelas. (Sala de 
Casación; Voto No. 55 de las dieciséis horas quince minutos del catorce de mayo de mil novecientos setenta y 
uno). 
21 Al respecto don Víctor Pérez  nos dice que éstas responsabilidades nacen “del deber que tenemos todos de 
vigilar las personas, animales o cosas que dependen de nosotros y de ser cautos en la elección de quien 
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En efecto, la responsabilidad “in eligendo” surge cuando una persona no tuvo el suficiente 
cuidado al elegir a determinada persona para ejecutar un trabajo y debido a la 
incapacidad de la persona elegida, esta causa un daño. Al respecto podemos hacer 
referencia al párrafo tercero del artículo 1048 del Código Civil costarricense pues 
establece que: “El que encarga a una persona del cumplimiento de uno o muchos actos, 
está obligado a escoger una persona apta para ejecutarlos y a vigilar la ejecución en los 
límites de la diligencia de un buen padre de familia;...”. 
 
Con respecto a la responsabilidad “in vigilando” basta remitirnos al ejemplo que citamos 
líneas arriba derivado del artículo 1047 del Código Civil de Costa Rica, en el cual se 
expresa el deber de los padres de vigilar las acciones de sus hijos y en caso de que estos 
causen daños responder por ellos. El mismo caso se puede extender para el caso de 
encargados de vigilar personas incapaces, animales o cosas. 
 
 
1.2.2.1.2.- Responsabilidad Objetiva o Responsabilidad sin Culpa.- 
 
La responsabilidad objetiva o responsabilidad sin culpa se presenta cuando existe una 
persona física o jurídica que realiza una actividad que si bien es permitida por el 
ordenamiento jurídico, es determinada como una actividad riesgosa. El riesgo de la 
actividad reemplaza la culpabilidad que se presenta en la responsabilidad subjetiva, de 
manera que si se causa un daño producto de la actividad riesgosa basta determinar el 
daño y  el nexo causal entre él y la actividad riesgosa para que se configure la 
responsabilidad objetiva. 
 
De acuerdo con la anterior definición y según criterio expresado por la Sala Primera de 
Costa Rica22 podemos extraer tres elementos constituyentes de la responsabilidad 
objetiva, a saber: a) la producción efectiva de un daño de carácter patrimonial; b) una 
                                                                                                                                                    
queremos servirnos; de manera que, no obstante el lenguaje empleado, en el fondo ésta es una 
responsabilidad por acto propio, por culpa “in eligendo” o “in vigilando” pues como bien nos continúa 
comentando el jurista costarricense “las personas declaradas responsables “por el hecho ajeno” tienen 
normalmente una parte en la producción del daño. Sin duda, su comportamiento (omisivo, casi siempre falta 
de vigilancia) no es la causa del daño, pero es una de sus causas; en realidad éstas personas responden por 
su propio comportamiento”. Pérez Vargas, 1994; P. 409. 
22 Voto No. 578 de las diez horas cuarenta y cinco minutos del diecisiete de septiembre del dos mil tres. Sala 
Primera de la Corte Suprema de Justicia de la República de Costa Rica. 
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actividad determinada por el ordenamiento jurídico como riesgosa; y c) un nexo causal 
entre el daño producido y la actividad riesgosa. 
 
La teoría del riesgo a la que hacemos referencia, podemos decir que se basa en una idea 
de justicia, pues si un hombre se procura un provecho sobre una actividad riesgosa y esta 
causa un daño, entonces, se considera justo que la persona que obtuvo provecho sobre 
esa actividad repare los daños causados por ella. De la misma manera,  el ordenamiento 
jurídico, con la responsabilidad objetiva se asegura que la reparación recaiga sobre las 
personas que efectivamente puedan reparar ese daño, es decir sobre quienes, sean los 
dueños de las actividades riesgosas que normalmente tienen los medios económicos para 
la reparación de estos, pues han obtenido provecho de la actividad riesgosa. 
 
Como se ha podido notar la responsabilidad objetiva se basa en la teoría del riesgo sobre 
la cual, si bien no existe una línea doctrinaria unitaria al respecto de dicha teoría23, 
nuestra jurisprudencia ha dicho que: 
 
 “...si alguien crea un riesgo por encima de los estándares medios admisibles, obteniendo 
beneficios de la actividad riesgosa, no hay razón para que no cubra los daños que ella 
produzca. La realidad se ha encargado de reconocer la virtualidad de esta teoría. Empero 
no es dable aplicarla ilimitadamente. Los absurdos a los que puede conducir, han 
obligado a regularla para que opere solo frente a supuestos concretos...”24
 
En Costa Rica los supuestos concretos a los que hacíamos referencia los establece el 
artículo 1048 del Código Civil25 y determina como actividades riesgosas las siguientes:  
 
                                                 
23 En cuanto a las diferentes doctrinas que explican la teoría del riesgo podemos mencionar la teoría de la 
equidad que define la responsabilidad objetiva como un intento de la sociedad para distribuir la 
responsabilidad entre los miembros de la sociedad; por otra parte la teoría de la prevención supone que la 
responsabilidad objetiva lo que persigue es la disuasión de las personas a crear actividades riesgosas. (Pérez 
Vargas, 1994; P. 416.) Asimismo otras teorías que tratan de fundamentar la responsabilidad objetiva son: la 
teoría del riesgo- provecho que justifica la responsabilidad por el provecho económico que goza quien 
introduce la actividad riesgosa (JOSSERAND) y la teoría del riesgo- creado que justifica la responsabilidad 
por únicamente la introducción de la actividad generadora de riesgo en la sociedad (RIPERT). (Manavella 
Cavallero, Carlos; Responsabilidad Civil en la Ley de Tránsito. A propósito de una reciente sentencia de la 
Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Revista Ivstitia; Año 21; No. 243- 244; Marzo – Abril 2007; 
San José, Costa Rica; P. 19). 
24 Voto No. 607 de las dieciséis horas quince minutos del siete de agosto del año dos mil dos. Sala Primera de 
la Corte Suprema de Justicia de la República de Costa Rica. 
25 Artículo 1048 del Código Civil de la República de Costa Rica. 
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1 La explotación de minas. 
2 Las actividades propias de una fábrica o establecimientos industriales. 
3 Los establecimientos de electricidad. 
4 Las actividades de construcción. 
5 La explotación comercial de máquinas motivas, vehículos de ferrocarril, tranvías u 
otros modos de transporte análogos. 
 
Es necesario aclarar también que, según el artículo de comentario, los daños producidos 
por las actividades anteriores tendrán responsabilidad de connotación objetiva 
únicamente cuando se produzca un daño que implique la muerte o lesión de una 
persona.26
 
Es menester manifestar que aunque nuestro código civil cite únicamente estos casos 
también se puede encontrar supuestos de responsabilidad objetiva en otros casos que 
expone nuestra legislación, como por ejemplo y solo por citar algunas casos:  la Ley de 
Cercas Divisorias y Quemas en su artículo 527, que impone una responsabilidad objetiva 
al dueño de la finca que causa una quema y causa con esto daño a una finca vecina; y la 
Ley  de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor en su artículo 
3528 que impone una responsabilidad de igual tipo al vendedor de un bien en mal estado o 
que causa un daño. 
 
La Ley General de Aviación Civil costarricense igualmente establece en su artículo 270 
una responsabilidad objetiva para el caso de daño a personas sobre la superficie del país 
causado por el operador de una aeronave sólo con probar que el daño fue causado por la 
operación de esta.29  
 
Por su parte, la Ley de Tránsito, presenta varias normas de las cuales se pueden extraer 
ejemplos de supuestos de responsabilidad objetiva. El primero de ellos lo podemos 
                                                 
26 De acuerdo con el artículo 1048 del Código Civil al decir que “no podrá excusar con esas excepciones su 
responsabilidad el que explota una mina, fábrica, establecimiento de electricidad u otro cualquiera 
industrial, o el empresario de una construcción... cuando... causa.. la muerte o lesión de un individuo... Y si 
una persona muriere o fuere lesionada por una máquina motiva, o un vehículo de ferrocarril, tranvía u otro 
modo de transporte análogo...” Artículo 1048 del Código Civil de la República de Costa Rica. 
27 Artículo 5 de la Ley de Cercas Divisorias y Quemas; Ley No. 121 del 26 de octubre de 1909. 
28 Artículo 35 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Comsumidor; Ley No. 7472 
del 20 de diciembre de 1994, publicada en La Gaceta No. 14 del 19 de enero de 1995. 
29 Artículo 270 de la Ley General de Aviación Civil; Ley No. 5150 del 14 de mayo de 1973. 
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encontrar en el artículo 7 del mencionado cuerpo legal30 el cual, según Manavella 
Cavallero comentado al respecto del voto número 86- 2006 de la Sala Tercera,  establece 
que en caso de accidentes: 
 
“la responsabilidad civil personal o directa del propietario del vehículo, es decir, de una 
responsabilidad que se atribuye directamente a la persona y que, por lo tanto, no depende 
de la conducta de otro sujeto. Se trata de un verdadero sistema de responsabilidad 
objetiva o responsabilidad sin culpa fundado en la teoría del riesgo de la cosa.” (El 
subrayado es nuestro).31
 
Igualmente este cuerpo de normas en su artículo 53 establece una responsabilidad 
solidaria para el caso de lesiones o de muerte a personas en contra, tanto del conductor 
como del propietario del vehículo automotor. En este último caso se configuraría en una 
responsabilidad solidaria objetiva.32
 
Continuando con la Ley de Tránsito de la República de Costa Rica, el artículo 187 en su 
inciso b) impone una responsabilidad objetiva solidaria al disponer que en caso de 
accidente responderán solidariamente con el conductor las “personas físicas o jurídicas 
que, por cualquier título, exploten vehículos con los fines comerciales o industriales, 
incluyendo el transporte público.”33
 
El Código de Trabajo de la misma forma, en su artículo 201 introduce una norma que 
prevé la responsabilidad del patrono en caso de una lesión de un trabajador cuando este 
no ha suscrito un seguro contra los riesgos del trabajo.34
 
Asimismo la Administración Pública está sometida a un régimen de responsabilidad 
objetivo pues la Ley 6227 que regula su actuación en su artículo 190 establece que esta 
será responsable por los “daños que cause su funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal 
o anormal, salvo fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero.”35
 
                                                 
30 Artículo 7 de la Ley de Tránsito; Ley No. 7331 del 22 de abril de 1993. 
31 Manavella Cavallero, Carlos; P. 18. 
32 Artículo 53 de la Ley de Tránsito. 
33 Artículo 187, inciso b) de la Ley de Tránsito. 
34 Artículo 201 del Código de Trabajo; Ley No. 2 del 26 de agosto de 1943. 
35 Artículo 190 de la Ley General de la Administración Pública; Ley No. 6227 del 02 de mayo de 1978. 
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Cabe entonces hacer referencia a las leyes relativas a la protección del ambiente, ya que 
tanto la Ley de Biodiversidad36 como la Ley Orgánica del Ambiente37 establecen una 
responsabilidad objetiva para los casos de daños ecológicos, como muestran los artículos 
110 y 113 de la Ley de Biodiversidad en concordancia con los artículos 98 y 101 de la Ley 
Orgánica del Ambiente los cuales se establece la responsabilidad de las personas físicas 
o jurídicas por las acciones u omisiones que causen daños al ambiente así como a los 
“titulares de las empresas o las actividades donde se causen los daños, ya sea por acción 
o por omisión.”38
 
De igual forma la Ley Forestal39 en su artículo 64 establece una responsabilidad objetiva 
en contra del inmueble en donde se cometió la infracción o el hecho ilícito, lo cual 
inhabilita a los titulares de ese inmueble a aprovechar el recurso forestal que poseen. 
 
Por su parte, la Ley de Protección Fitosanitaria contiene dos normas en sus artículos 31 y 
32 que a nuestro juicio podrían generar una responsabilidad objetiva, puesto que hace 
responsables a: los investigadores, experimentadores, movilizadores, exportadores e 
importadores, comercializadores y a quienes liberen en el ambiente organismos o 
productos que causen daño a la agricultura, a la salud o al ambiente. Además, 
responsabiliza a: los importadores, fabricantes, formuladores, reenvasadores, 
reempacadores, distribuidores, almacenadores, transportadores, vendedores y 
aplicadores de sustancias químicas, biológicas o afines para uso agrícola que ocasionen 
daños a la agricultura, a la ganadería, a la salud  o al ambiente.40
 
Según lo expuesto, vale destacar y transcribir un artículo que deja ver expresamente un 
caso de responsabilidad objetiva en la legislación costarricense, el artículo 52 de la Ley de 
Uso, Manejo y Conservación de Suelos, No. 7779, que literalmente menciona: “Quien 
contamine o deteriore el recurso suelo, independientemente de la existencia de culpa o 
dolo o del grado de participación, será responsable de indemnizar, en la vía judicial que 
                                                 
36 Ley de Biodiversidad; Ley No. 7788, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 101 del 27 de mayo de 
1998. 
37 Ley Orgánica del Ambiente; Ley No. 7554, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 215 del 13 de 
noviembre de 1995. 
38 Artículo 101 de la Ley Orgánica del Ambiente. 
39 Artículo 64 de la Ley Forestal; Ley No. 7575, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 75 del 16 de 
abril de 1996, Alcance No. 21. 
40 Ley de Protección Fitosanitaria; Ley No. 7664,  publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 83 del 2 de 
mayo de 1997. 
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corresponda, y de reparar los daños causados al ambiente y a terceros afectados.”41
 
En cuanto a la carga de la prueba, se podría decir que se invierte con respecto a la carga 
probatoria que se presenta en la responsabilidad subjetiva, pues en la responsabilidad sin 
culpa la cual como se ha mencionado se presume, por tanto el sujeto lesionado no debe 
demostrar la culpa del sujeto dañoso. Sin embargo, a pesar de que no deba hacer esta 
demostración de culpabilidad, sí es necesario que presente pruebas del nexo causal 
existente entre la actividad catalogada como riesgosa y el daño provocado, dado que tal 
relación de causalidad no está sujeta a la presunción antes dicha.  
 
Al respecto vale destacar lo afirmado por Linkimer cuando menciona que:  
 
“…aunque en la responsabilidad objetiva el demandante no debe probar culpa alguna por 
parte del responsable (ya sea porque se trate de una responsabilidad sin culpa, o bien 
porque dicho elemento se presume iuris et de iure), esto no lo releva de probar el nexo 
causal entre el desarrollo de la actividad correspondiente (una fábrica, empresa de 
transporte, etc.) y el daño cuyo resarcimiento reclame. Es decir, ya sea que en este tipo 
de responsabilidad no exista culpa o que ésta más bien se presuma de manera absoluta, 
ello en ninguna forma conlleva a la presunción de nexo causal entre la actividad de 
empresa y el daño.”42
 
Por último, no falta más que hacer referencia a las causas de exoneración que son 
admitidas en cualquier forma de responsabilidad objetiva, las cuales persiguen quebrar 
con ese nexo de causalidad que es precisamente el punto de conexión entre el daño y la 
actividad riesgosa, pues aunque exista la actividad riesgosa es obvio que no puede existir 
responsabilidad de los dueños de este actuar creador de riesgo si no existe una conexión 
causal entre el despliegue de la actividad y el daño causado. 
 
La ley costarricense en el mismo artículo al que se ha venido haciendo referencia da la 
posibilidad al que dirige la actividad riesgosa de eximir su responsabilidad mediante 
                                                 
41 Artículo 52 de la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos; Ley No. 7779, publicada en el Diario 
Oficial La Gaceta No. 97 del 21 de mayo de 1998. 
42 Linkimer Bedoya, Hicer; Daño Resarcible y Causalidad Adecuada en la Responsabilidad Civil 
Extracontractual; Tesis para optar al título de Licenciado en Derecho; Universidad de Costa Rica; 1985; p. 
369. 
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únicamente dos instituciones: la fuerza mayor y el hecho de la víctima, las cuales debe 
probar si desea la exención de la responsabilidad.43
 
 
1.2.2.1.3.- Disertación sobre la posibilidad de la existencia de una responsabilidad 
contractual objetiva.- 
 
J. J. Amézaga, catedrático uruguayo fue uno de los juristas que ayudó a acuñar el 
aforismo “no hay responsabilidad contractual sin culpa”44, refiriéndose a que no existía la 
posibilidad de que se presentara una responsabilidad objetiva o sin culpa dentro de una 
relación contractual, destinando entonces este tipo de responsabilidad únicamente a los 
territorios de la responsabilidad extracontractual.  
 
No se pretende con esto culpar a este prestigioso catedrático del hecho de que aún en 
nuestros días gran parte de la doctrina niegue la posibilidad de que exista responsabilidad 
contractual objetiva, pero sí se quiere dejar ver que mucha parte de la doctrina 
tradicional45 clasifica a la responsabilidad objetiva como una forma de la responsabilidad 
                                                 
43 En cuanto al punto de los eximentes de responsabilidad en el caso de la responsabilidad objetiva existe una 
discusión entre quienes consideran que debería también incluirse como eximente de responsabilidad, aparte 
de la fuerza mayor y del hecho de la víctima, el caso fortuito y quienes no.  Al respecto de los términos de 
fuerza mayor y caso fortuito, don Alberto Brenes Córdoba afirma que “las leyes modernas, al igual que las 
romanas, emplean indistintamente una u otra, en el sentido de impedimento insuperable.” (Brenes Córdoba, 
Alberto; Tratado de las Obligaciones; Séptima Edición; Editorial Juricentro; 1998; P. 107 y sig.). Sobre el 
tema igualmente existe jurisprudencia contradictoria, en contra de la admisión del caso fortuito podemos ver 
Voto. No. 607 de la Sala Primera de las 16 horas del 07 de agosto del año 2002. Voto No. 304 de la Sala 
Segunda de la Corte Suprema de Justicia de las 15 horas del 04 de octubre de 1973. Voto No. 103 de la Sala 
de Casación de las 16 horas del 20 de octubre de 1960. En nuestro caso únicamente aceptamos a la fuerza 
mayor y el hecho de la víctima como eximentes de responsabilidad que quiebran el nexo causal, no así el caso 
fortuito. 
44 Gamarra, José; Responsabilidad contractual objetiva; Responsabilidad por daños en el tercer milenio; 
Editorial Abeledo-Perrot; Buenos Aires, Argentina; 1997; P. 112. 
45 Esta noción que impide reconocer la existencia de la responsabilidad contractual objetiva se remonta a una 
cuestión de orden sistemático que nace en nuestras legislaciones a partir de la inspiración francesa dada por el 
Código Civil de ese país en el cual las normas referidas a responsabilidad objetiva se encuentran reguladas 
dentro del título que regula la responsabilidad extracontractual, de ahí que nuestros códigos civiles han hecho 
la clasificación de la responsabilidad objetiva únicamente dentro de los capítulos que regulan la 
responsabilidad extracontractual o aquiliana y por ende se ha interpretado que únicamente se puede presentar 
responsabilidad extracontractual objetiva y no responsabilidad contractual objetiva. El Código Civil 
costarricense es un claro ejemplo de esto pues la responsabilidad objetiva está no se encuentra regulada en el 
título referente a los contratos sino en el artículo 1048 del título que hace referencia a los delitos y cuasi 
delitos. Ejemplos de las consecuencias que ésta tendencia codificadora han tenido en la exclusión de la 
posibilidad de que se presente una responsabilidad contractual objetiva los podemos ver en variada doctrina y 
jurisprudencia. Al respecto podemos hacer referencia al ejemplo dado por el jurista colombiano Tamayo 
Jaramillo en su libro “De la responsabilidad civil” cuando nos dice que “cuando el daño causado por una 
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civil extracontractual y no acepta, por tanto, la existencia de responsabilidad objetiva 
como una forma de la responsabilidad civil contractual; sin embargo, creemos que esto no 
debe ser del todo acertado y en esta sección se tratará de exhibir argumentos a favor de 
la existencia de dicha responsabilidad. 
  
Antes de continuar con nuestros argumentos debemos tomar en cuenta que las 
actividades definidas como riesgosas (transportes, ferrocarriles, fábricas, industrias, 
centrales eléctricas, minas, máquinas, etc.) son actividades propias de la revolución 
industrial, es decir, son un evento relativamente novedoso que recién inició en el siglo 
XIX. Por otro lado, es necesario tomar en cuenta que la mayor parte de los Códigos 
Civiles de Latinoamérica se basan en el Código Civil francés o Código de Napoleón 
promulgado en 1804, cuando la revolución industrial recién iniciaba; se comprende 
entonces, que al Código Napoleónico no le dio tiempo de observar detenidamente todo 
este fenómeno de nuevas actividades riesgosas y responsabilidades objetivas; ergo esto 
se tradujo a las legislaciones latinoamericanas. 
 
Para apoyar nuestra posición se analizará el caso del contrato de transporte de personas, 
el cual para estos efectos no interesa, de momento, si es transporte terrestre, aéreo o 
marítimo.  
 
Creemos que en tal caso el contrato de transporte, aparte de la obligación del 
transportista de efectuar el traslado de pasajeros de un punto a otro, ambos previamente 
pactados, existe también la obligación de efectuar dicho traslado de personas hasta su 
destino final con seguridad para los pasajeros.   
 
Entonces, ¿qué sucede en un caso en el cual un pasajero sufre un daño? 
 
Para tal caso se estima que existe una responsabilidad objetiva pues las actividades de 
                                                                                                                                                    
actividad peligrosa es consecuencia de la inejecución de una obligación contractual, la víctima no puede 
argumentar la responsabilidad por actividades peligrosas, aunque sea ella misma o el deudor contractual 
quien utiliza la actividad con la que se generó el daño, y por medio de la cual se cumplía el contrato.” “De 
otro, el art. 2356 del C. C. está en un capítulo en el que solo se regula la responsabilidad extracontractual, y 
por este motivo dicha norma no se puede aplicar en materia de contratos.” “...podemos concluir que cuando 
hay un contrato de por medio, el demandado no puede utilizar la responsabilidad por actividades peligrosas, 
ya que esa es una institución de la responsabilidad aquiliana.” (Tamayo Jaramillo, Jaime; De la 
responsabilidad civil. Tomo I, Volumen II, Segunda Edición; Editorial Temis; Bogotá, Colombia; 1989; P. 94 
y sig.) 
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transporte de personas se consideran riesgosas de acuerdo con el artículo 1048 del 
Código Civil de Costa Rica y por tanto merecedoras de la aplicación de un régimen de 
responsabilidad objetivo. 
 
Asimismo se juzga que la responsabilidad debe ser igualmente contractual pues el 
transportista incumplió la obligación contractual de transportar al pasajero con seguridad.  
 
Según el profesor colombiano Tamayo “el transportador terrestre puede incurrir en 
responsabilidad contractual frente a los pasajeros; igualmente su responsabilidad 
aquiliana puede verse comprometida frente a los peatones...”.46
 
Como se aprecia, el profesor Tamayo nos confirma el hecho de que si se produce un 
daño a un pasajero la responsabilidad debe ser contractual, diferente sería si un peatón o 
un tercero cualquiera resultara dañado por el transportista, caso en el cual, al no mediar 
un contrato entre ellos, sin duda, la responsabilidad derivada devendría aquiliana.47
 
Al respecto existen teorías que subordinan la obligación de seguridad como una 
obligación accesoria a la obligación principal del transporte mismo y por tanto si se 
incumple, según ellos una obligación accesoria no se estaría violentando la obligación 
“importante” y “definitoria” del contrato, por lo que en caso de que no se pueda cumplir la 
obligación de seguridad, no debe existir un incumplimiento contractual de manera que la 
responsabilidad deviene extracontractual. Esto a todas luces nos parece una justificación 
poco válida, pues no creemos que el incumplimiento de la obligación de seguridad en el 
transporte pueda catalogarse como una obligación de segunda o tercera categoría, sino, 
que debe ser considerada como una parte integrante del contrato mismo. 
 
Al respecto referimos a lo dicho por Blanco Gómez cuando habla de la evolución que ha 
sufrido el régimen de responsabilidad contractual, pues según él:  
 
                                                 
46 Tamayo Jaramillo, 1989; P. 150. 
47 De igual manera sucede con el caso de los polizones, entendiéndose éstos como sujetos que utilizan el 
servicio de transporte sin haberse constituido un contrato entre ellos y el transportista, ejemplo de esto puede 
ser la persona que ingresa a una aeronave sin tener un billete de pasaje y sin conocimiento del transportista, es 
decir, sin haber constituido un contrato de transporte aéreo, caso en el cual el transportista no se puede ver 
obligado a brindarle seguridad de la misma forma que a un pasajero y por tanto al no existir un contrato entre 
ellos la responsabilidad en caso de accidente debe reputarse como extracontractual. 
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 “... [se] pone de manifiesto que el resultado final del mismo (sic) ha sido el extender la 
esfera de relevancia de la obligación, más allá de la prestación principal, hacia la 
consideración de todas las obligaciones accesorias, suya (sic) finalidad es integrar el 
cumplimiento de forma que la satisfacción del acreedor sea plena. De este modo nacen 
los deberes de protección o seguridad, como deberes conexos al de prestación estricta o 
esencial, cuya infracción la sanciona el régimen contractual...”.48
 
Es válido aclarar, sin embargo, que no todos los incumplimientos de las obligaciones 
accesorias o conexas van a generar responsabilidad contractual, ello depende de si dicha 
obligación se considera incluida o no en el contrato y habría que determinar la voluntad de 
las partes y si la seguridad, en este caso, tiene un nexo relevante con las obligaciones 
principales. De no existir tal nexo, lo cual no consideramos así, entonces, sí podríamos 
afirmar que simplemente existe el deber genérico de neminem laedere que nos remite a la 
responsabilidad extracontractual o aquiliana.49
 
Dentro del estudio de la cuestión que hemos realizado se estima necesario hacer 
referencia a un caso analizado por la Corte Suprema uruguaya conocido como “Zolesi c/ 
Ferrocarril Central” en el cual por primera vez se ha podido observar un caso típico de 
responsabilidad contractual objetiva en el que se consagró la obligación de seguridad en 
el transporte de personas como integrante de la obligación principal del traslado efectivo.  
 
En este caso un pasajero que contrató el transporte en ferrocarril falleció entretanto era 
efectuado el transporte. La Corte uruguaya rechazó la prueba de la ausencia de culpa 
pues dicho órgano judicial consideró que “el régimen de la carga de la prueba impedía la 
exoneración por ausencia de culpa, se concluye que la responsabilidad contractual no 
                                                 
48 Blanco Gómez, Juan José; La Concurrencia de Responsabilidad Civil Contractual y Extracontractual en un 
mismo Hecho Dañoso. Problemática en Derecho Sustantivo Español; Editorial Dykinson, S. L.; Madrid, 
España; 1996; P. 87. 
49 Existen teorías que indican que dentro del contrato de transporte, la obligación de seguridad se funda en la 
norma aquiliana, con lo cual el carácter contractual que establece ésta obligación de seguridad para el pasajero 
estaría fundada en la ley, la cual integraría al contrato. Sin embargo el catedrático español Blanco Gómez nos 
comenta que “Este carácter de complementariedad excluiría la posible coexistencia de ambas 
responsabilidades, y la norma extracontractual se consideraría, así, como norma integradora, aplicable 
cuando el resarcimiento no surgiera de otras normas particulares. Sin embargo, estimamos que, así como la 
idea de la incompatibilidad de responsabilidades a favor de la contractual es acertada, no lo es, cambio, la 
argumentación utilizada. En efecto, estimamos que la obligación de seguridad impuesta al transportista es 
una obligación contractual determinada, y no derivada del principio general consagrado en el artículo 1.902 
del Código Civil...” (Blanco Gómez, 1996; P. 130.) 
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estaba fundada en la culpa”.50
 
Existe un caso en la jurisprudencia nacional de Costa Rica en el cual se admitió la 
posibilidad de que eventualmente se presentara un caso de responsabilidad contractual 
objetiva, a saber, se dijo: “Ambas modalidades de responsabilidad, ergo, contractual y 
extracontractual, son susceptibles de adquirir matices diversos en torno a la culpa, 
dependiendo de su cariz objetivo o subjetivo, claro está, en atención a la inclinación 
tomada por el legislador.” (El subrayado es nuestro).51
 
Es claro que según el fallo anterior, la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
costarricense reconoce la existencia, en abstracto, de la responsabilidad contractual 
objetiva, empero, subordina su validez en el caso concreto al reconocimiento legal de 
dicha institución jurídica.  
 
A nivel legal en Costa Rica podemos encontrar una norma jurídica positiva que hace 
referencia a este tipo de responsabilidad en el artículo 35 de la Ley de Promoción de la 
Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor al establecer que “el productor, el 
proveedor y el comerciante deben responder concurrente e independientemente de la 
existencia de culpa, si el consumidor resulta perjudicado por razón del bien o el servicio, 
de informaciones inadecuadas o insuficientes sobre ellos o de su utilización y riesgos”. (El 
subrayado es nuestro).52 Al respecto debemos pensar que los servicios a los que el 
artículo hace referencia normalmente se prestan mediante un contrato entre el prestador 
del servicio y usuario de este, por lo que un incumplimiento en la ejecución del contrato 
potencialmente generaría una responsabilidad de tipo contractual que sería objetiva de 
acuerdo con la norma de cita, puesto que el proveedor del servicio deberá responder 
independientemente de la existencia de culpa.  
 
Por lo expuesto se puede concluir que la responsabilidad contractual objetiva existe y por 
tanto debemos reconocer la existencia de esta institución. 
  
Una vez expuestos los argumentos a favor del reconocimiento de esta responsabilidad, 
                                                 
50 Gamarra, 1997; P. 113. 
51 Voto No. 460 de las diez horas cuarenta y cinco minutos del treinta de julio del dos mil tres. Sala Primera 
de la Corte Suprema de Justicia de la República de Costa Rica. 
52 Artículo 35 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. 
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juzgamos necesario exponer los elementos que a nuestro parecer son fundamentales y 
constitutivos de este tipo de responsabilidad. 
 
Dentro de los elementos principales de la responsabilidad en cuestión citamos los 
siguientes: el daño responsable, la falta contractual dentro del desarrollo de una actividad 
riesgosa y el nexo causal entre ambos. 
 
En cuanto al daño, podemos referirnos a lo dicho anteriormente cuando tratamos en 
específico este tema, sin embargo, vale hacer aquí una mención de los requisitos 
principales que debe presentar este elemento para que pueda servir como generador de 
este tipo de responsabilidad: 
 
1 Debe ser antijurídico. 
2 Debe lesionar un interés jurídicamente relevante. 
3 Debe resultar lesivo para un sujeto o un grupo de sujetos. 
4 Debe ser causado por un tercero diferente del sujeto dañado. 
 
Una vez analizados los elementos del daño, se procede con la exposición del segundo 
elemento constitutivo de la responsabilidad contractual objetiva, esto es, la falta 
contractual dentro del desarrollo de una actividad riesgosa. 
 
Anteriormente, la doctrina tradicional, exponía que para el caso de la responsabilidad 
extracontractual subjetiva, era necesaria básicamente la presencia de cuatro elementos 
fundamentales: el daño, la antijuridicidad, la culpabilidad y la causalidad. 
 
De acuerdo con el planteamiento que nosotros hemos hecho para que sea aplicable tanto 
a las responsabilidades subjetivas como objetivas, el daño se mantiene como un 
elemento principal, al igual que la causalidad que tiene que existir entre el 
comportamiento y el daño, sin embargo tenemos serias dudas con respecto a la 
antijuridicidad y la culpabilidad. 
 
La antijuridicidad, como se ha podido apreciar, en esta investigación se ha encuadrado 
como uno de los requisitos del daño responsable, pues está claro que en cualquier caso 
de responsabilidad, el daño para que sea generador de responsabilidad (que para efectos 
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nuestros es el único daño que interesa y no así el que no la genera) debe constituir un 
daño antijurídico. 
 
La culpabilidad, por otro lado, no tiene por qué analizarse dentro de una responsabilidad 
objetiva dado que como se ha dicho, el riesgo creado reemplaza este concepto y por 
consiguiente solo vendría a ser útil cuando se hable de la responsabilidad subjetiva. 
 
Por ende, hemos propuesto eliminar estos conceptos como elementos de la 
responsabilidad, ya sea objetiva o subjetiva, para tomar un criterio más general y aplicable 
a todos los supuestos. Así, una vez analizado y corroborado el daño, en lo que debemos 
centrarnos es en el análisis del comportamiento generador de este para luego enfocarnos, 
en la causalidad o el nexo causal, como preferimos llamarlo, entre el daño ocasionado y el 
comportamiento desplegado. 
 
Entonces al destinar el concepto de antijuridicidad al análisis del daño en sí y afirmar que 
la culpabilidad no es un concepto suficiente para ser aplicable a todos los tipos de 
responsabilidad nos centraremos a continuación al análisis del comportamiento como 
segundo elemento de la responsabilidad. 
 
Este componente del comportamiento, tiende a tomar diferentes matices, de acuerdo con 
el tipo de responsabilidad del que se esté hablando, pues si se piensa en la 
responsabilidad contractual subjetiva este se verá como una falta contractual, si 
pensamos en la responsabilidad extracontractual subjetiva se verá como un 
comportamiento culpable en donde habrá que analizar la imputabilidad y la culpabilidad. 
 
Por otro lado, dentro de los terrenos de la responsabilidad objetiva tanto en su matiz 
contractual como en el extracontractual, ambos comportamientos se verán como el 
despliegue de una actividad riesgosa que es la causante del daño.  
 
Por último, como tercer elemento de la responsabilidad contractual objetiva, es preciso 
hacer mención del nexo causal que debe existir entre el daño que se ha causado y el 
comportamiento al que se le ha imputado. Quiebran este nexo de causalidad y por tanto 
son eximentes de responsabilidad únicamente la fuerza mayor y el hecho de la víctima.  
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En síntesis, consideramos necesaria la presencia de tres elementos fundamentales para 
que se constituya una responsabilidad, a saber: el daño, el comportamiento causante de 
este, visto dentro de la responsabilidad objetiva como la actividad riesgosa, y el nexo 
causalidad entre ambos. 
 
En cuanto a los eximentes de responsabilidad referentes a la responsabilidad objetiva se 
puede mencionar básicamente dos: la fuerza mayor y el hecho de la víctima. Ambos 
tienden a quebrar el nexo causal existente, sin el cual no se podría instituir la 
responsabilidad. 
 
ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD 
1.- DAÑO: Requisitos:  
-13 Debe lesionar un interés jurídicamente relevante. 
-14 Debe resultar lesivo para un sujeto. 
-15 Debe ser causado por un tercero diferente del sujeto dañado. 
-16 Debe ser antijurídico. 
 
2.- COMPORTAMIENTO EXTRACONTRACTUAL CONTRACTUAL 
COMPORTAMIENTO: como acción 
culpable.  
COMPORTAMIENTO: como falta 
contractual. 
Eximentes: caso fortuito**, hecho de 
un tercero*. 
Eximentes: Caso fortuito.   
E.g.: Caso de una persona que va por 
la calle y destruye un vidrio del 
vehículo de un transportista. 
E.g.: Caso de un transportista que 
no puede completar el contrato 
transporte por quedarse sin 
combustible. 
 
SUBJETIVO 
Carga de la Prueba: La culpa no se 
presume y quien pretende cobrar 
indemnización debe probar la culpa. 
Carga de la Prueba: Como 
principio general la culpa se 
presume y el deudor debe probar 
su falta de culpa. 
COMPORTAMIENTO: como 
despliegue de una actividad riesgosa 
determinada como riesgosa. 
 
COMPORTAMIENTO: como una 
falta contractual en el desarrollo de 
una actividad riesgosa. 
E.g.: Caso del atropello de un peatón 
por un transportista público.  
E.g.: Caso de la muerte de un 
pasajero de un transportista por un 
accidente ocurrido durante el 
transporte. 
 
OBJETIVO 
Carga de la Prueba: Al prescindir de 
la culpa y tomar como criterio de 
imputación al riesgo creado, quien 
pretende cobrar indemnización debe 
probar el nexo causal entre el daño 
producido y la actividad riesgosa 
productora de este. 
Carga de la Prueba: Al prescindir 
de la culpa y tomar como criterio de 
imputación al riesgo creado, quien 
pretende cobrar indemnización 
debe probar el nexo causal entre el 
daño producido y la actividad 
riesgosa productora de este. 
3.- NEXO CAUSAL ENTRE EL 
COMPORTAMIENTO Y EL DAÑO 
Eximentes (excluyen el nexo causal):  
-17 Hecho de la Víctima. 
-18 Fuerza Mayor. 
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1.2.3.- Responsabilidad civil integral y limitada.- 
 
Es valido hacer aquí una distinción entre la responsabilidad civil integral y la 
responsabilidad limitada, pues en el fenómeno aeronáutico y específicamente en el punto 
que nos interesa presenta características bastante singulares. 
 
Esta integralidad o limitación tiene que relacionarse con la reparación del daño, ya que la 
responsabilidad integral pretende la reparación integral o completa del daño causado de 
manera que se ponga al sujeto que sufre daño en la misma situación en la que se 
encontraba antes de sufrirlo. 
 
En contraposición, la responsabilidad limitada aplica para casos muy específicos en los 
que se establece expresamente. Tiende a limitar el monto de la posible indemnización de 
manera que el responsable del daño no deba pagar por este concepto más de cierto 
monto tope.  
 
Específicamente en el tema que nos ocupa de la responsabilidad civil se establece, por 
principio general, la reparación integral del daño. 
 
En Costa Rica para muchos juristas esta reparación integral del daño tiene su base en el 
artículo 41 de la Constitución Política del país la cual dispone que “Ocurriendo a las leyes, 
todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su 
persona, propiedad o intereses morales....”.53
 
Con base en tal norma se desprende el artículo 1045 del Código Civil que ya hemos 
citado supra, el cual es la base de legal que establece la reparación integral del daño que 
como ya hemos visto menciona: “todo aquel que por dolo, falta, negligencia o imprudencia 
causa a otro un daño, está obligado a repararlo junto con los perjuicios.” 
 
De la interpretación de las dos normas anteriores podemos colegir que en principio el 
sujeto dañado tiene el derecho de encontrar una reparación total y completa del daño que 
se le ha causado, es decir una reparación integral y no limitada. 
                                                 
53 Artículo 41 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. 
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Sin embargo, en contraposición con el principio general de reparación integral del daño, 
específicamente en el tema de responsabilidad contractual en la rama del Derecho 
Aeronáutico, el cual nos atañe, podemos encontrar varios ejemplos en donde la 
reparación del daño se encuentra limitada por un tope indemnizatorio.  
 
Según Palacín, la responsabilidad limitada “es aquella que reconoce topes  
indemnizatorios o sea montos máximos de indemnización dentro de los cuales los jueces 
deberán acordar las reparaciones”.54
 
Dicha limitación del monto indemnizatorio se puede considerar una norma típica del 
Derecho Aeronáutico, a tal punto que algunos juristas asumen que esto es un principio de 
esta rama del derecho. 
 
Esto no quiere decir que cuando nos encontramos con algún caso en donde este tope 
indemnizatorio aplique, el resarcimiento producto del daño no vaya a resultar integral, 
pues es posible, que el monto económico por concepto de indemnización se encuentre 
por debajo del tope máximo permitido para tal efecto; por lo cual sería factible la 
posibilidad de que se dé una reparación integral del daño aún existiendo estos límites 
cuantitativos.  
 
Así por ejemplo podríamos pensar en el caso de una lesión a un pasajero que se rija bajo 
el sistema de responsabilidad impuesto en el Convenio de Varsovia, el cual impone una 
limitación de los montos indemnizatorios para el caso de muerte o lesiones a los 
pasajeros limitada a la suma de veinticinco mil francos oro poincaré. Entonces, si se le 
ocasiona una lesión menor al pasajero en cuestión (por ejemplo un esguince en el tobillo 
por el mal acomodo de una maleta), cuyo tratamiento cueste y produzca perjuicios por 
debajo de la suma límite anteriormente citada, entonces se podría pensar en una 
reparación integral del daño, pues la limitación cubriría en su totalidad la suma 
demandada; aunque bien, debemos aceptar que no todos los accidentes aéreos producen 
simples esguinces y que, por consiguiente, esta situación de excepción no se presentará 
en todos los casos, por lo que no se podrán reparar integralmente todos los daños que se 
                                                 
54 Palacín Fernández, Julián; Curso de Post Grado en Derecho Aéreo y Espacial; Tomo II; Editado por la 
Comisión Interamericana de Juristas Expertos en Derecho Aéreo y Espacial; 1991, P. 1090. 
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presenten dentro de una responsabilidad limitada. 
 
Estas limitaciones a los montos de indemnización las podemos encontrar en diferentes 
convenios internacionales que versan sobre la materia, un ejemplo claro de lo que 
venimos hablando se establece en el artículo 22 del Convenio de Varsovia de 1929 para 
la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, en el cual se 
establece que “en el transporte de personas, la responsabilidad del porteador con relación 
a cada pasajero se limitará a la suma de ciento veinticinco mil francos.”55
 
Ejemplos similares los podemos encontrar en los otros Protocolos Internacionales que 
regulan la materia, tales como: Protocolo de La Haya de 1955 (artículo 11), Protocolo de 
Guatemala de 1971 (artículo 08) y Protocolo de Montreal de 1975 (artículo 07).  
 
Para finalizar la sección relativa a este tipo de responsabilidad mencionaremos el hecho 
de que muchos autores han criticado esta limitación de la indemnización por considerar 
entre otras cosas que únicamente beneficia a una parte de la relación contractual, 
mientras que se establece en perjuicio de la parte más débil de la relación, es decir el 
pasajero. 
 
Es necesario hacer la aclaración de que tales limitaciones fueron establecidas en la 
primera mitad del siglo pasado cuando el negocio de la aviación se encontraba en sus 
inicios, por lo que se pensó necesario establecer estos topes con el fin de apoyar el 
naciente negocio. Las condiciones en la actualidad han cambiado y nuestra posición es 
que sería beneficioso hacer una revisión del fundamento de dichos límites 
indemnizatorios.  
 
 
1.3.- EL CONTRATO DE TRANSPORTE AÉREO.- 
 
El contrato de transporte aéreo es una figura compleja en la cual los contratos específicos 
presentan características muy dispares entre sí, por eso es complicado abarcar todas sus 
características en un desarrollo general del tema.  
                                                 
55 Artículo 22 del Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo 
Internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929. 
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En sus diferentes modalidades la figura que analizamos abarca el contrato de transporte 
aéreo de pasajeros, de equipajes y de carga; no obstante, ante la encrucijada que se nos 
presenta, únicamente nos centraremos en analizar con detenimiento el contrato de 
transporte aéreo en su modalidad de pasajeros, tema central que ocupa a esta tesis, sin 
dejar de mencionar las demás formas contractuales aunque sin analizarlas 
exhaustivamente. 
 
 
1.3.1.-Marco normativo del contrato de transporte aéreo aplicable en Costa Rica.- 
 
En nuestro país los contratos de transporte aéreo  de pasajeros están regulados de 
acuerdo con su jerarquía, por las siguientes normas: 
1 Constitución Política de la República. 
2 Convenios internacionales relacionados con la materia. 
3 Leyes de la República que regulen los contratos de transporte aéreo. 
4 Reglamentos ejecutivos. 
 
De todos los convenios internacionales que versan sobre el tema de los contratos y la 
responsabilidad aeronáutica que analizaremos en el presente estudio, con el fin de 
delinear la evolución que ha sufrido el régimen de responsabilidad del transportista en el 
contrato de transporte aéreo, vale mencionar que nuestro país únicamente ha ratificado 
tres de estos instrumentos internacionales, a saber: 
 
1 Convenio de Varsovia de 1929 (Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas 
Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre 
de 1929). 
2 Protocolo de la Haya de 1955 (Protocolo que Modifica el Convenio para la 
Unificación de Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado 
en Varsovia el 12 de octubre de 1929, firmado el 28 de septiembre de 1955). 
3 Protocolo de Guatemala de 1971 (Protocolo de Guatemala que modifica el 
Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo 
Internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929, modificado por el 
Protocolo de La Haya de 28 de septiembre de 1955, firmado en Guatemala el 08 
 
 
59
de marzo de 1971). 
 
El último convenio nunca entró en vigor. 
 
A nivel legal el contrato de transporte aéreo se regula en nuestro país mediante la Ley 
General de Aviación Civil56 específicamente en sus artículos 188 y siguientes.  
 
 
1.3.2.- Definición general del contrato de transporte aéreo.- 
 
En la doctrina se puede encontrar una variedad enorme de intentos de definición de esta 
especie contractual, así por ejemplo entre las más representativas podemos nombrar las 
siguientes: 
 
El jurista argentino Federico Videla nos define la institución de la siguiente manera: “... 
hay un contrato de transporte aéreo cuando una parte se obliga a trasladar personas o 
cosas, de un lugar a otro, en aeronave y por vía aérea, y la otra pagar un precio como 
contraprestación.”57
 
Como una definición inicial del contrato de transporte aéreo en general, podemos decir 
que es el contrato mediante el cual un transportista se obliga a transportar en aeronave y 
por vía aérea, previo pago de un precio acordado, a personas, equipajes o mercancías y 
llevarlas desde el punto de salida al punto de destino en el tiempo acordado sin sufrir 
daño alguno. 
 
Posteriormente ofreceremos alguna definición específica en cuanto al contrato de 
transporte aéreo de pasajeros se refiere cuando analicemos de forma específica esta 
especie contractual. 
 
Tanto el contrato como su régimen de responsabilidad se encuentran regulados 
internacionalmente en por los convenios internacionales a los que haremos referencia 
más adelante. Sin embargo, llama la atención que no exista en este cuerpo legal 
                                                 
56 Ley General de Aviación Civl No. 5150, del 14 de mayo de 1973. 
57 Videla Escalada, Federico; Manual de Derecho Aeronáutico; Victor P. De Zavalia – Editor; Buenos Aires, 
Argentina; 1979; P. 373. 
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internacional ninguna definición de este. Tal situación ha contribuido a que la definición 
del contrato haya sido trabajo de la doctrina así como de las legislaciones internas. 
 
 
1.3.3.- Características del contrato de transporte aéreo en general.- 
 
De la anterior definición podemos extraer unas cuantas características generales del 
contrato de transporte aéreo sin entrar aún a analizar las características específicas de 
cada modalidad contractual. 
 
Como primera característica y un punto neurálgico del contrato, nótese que existe una 
obligación central a la que se compromete el transportista. Obligación que se expresa en 
el compromiso de efectuar un transporte de personas o cosas cumpliendo 
necesariamente con que se debe efectuar: 
 
1 En aeronave y por vía aérea. 
2 Entre dos puntos previamente acordados. 
3 En el tiempo acordado por ambas partes. 
4 Sin que las personas o las cosas transportadas sufran daño alguno. 
 
Es necesario que todos los puntos citados previo se encuentren presentes a la hora de la 
realización del transporte, pues son elementos esenciales del contrato, de otra forma no 
podríamos hablar específicamente de una contrato de transporte aéreo. 
 
Importante es destacar que la nota característica de esta especie contractual es la 
actividad  aeronáutica ya que es la que define este tipo de contrato. 
 
La segunda característica general de este tipo contractual es por contraposición, la 
prestación a la que se ve obligado el interesado que contrata el servicio con el porteador y 
que no puede ser otra que el pago del precio convenido por la prestación del servicio de 
transporte. 
 
Recapitulando lo anteriormente dicho podemos decir que para que exista un contrato de 
transporte aéreo, cualquiera que sea su modalidad, se deben presentar dos cuestiones 
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fundamentales, la primera es que el transportista se obligue a transportar personas o 
cosas cumpliendo las características que mencionamos, y la segunda es que, en 
contraste, el interesado en el transporte pague el precio acordado por ambos. Este último 
requisito no siempre es necesario que se presente, dado que en el caso del transporte 
gratuito realizado por una empresa de transporte aéreo, existe la obligación de efectuar el 
transporte, no así el pago del precio, sin embargo debemos entender que esto constituye 
una excepción. 
 
Únicamente, una vez que se cumplan los puntos ya citados es cuando podemos decir que 
estamos en frente de un contrato de transporte aéreo, el cual dependiendo del objeto 
transportado se conceptualizará dentro de alguna de las modalidades contractuales del 
contrato general, de modo que toma forma como un contrato de transporte aéreo de 
personas, equipajes o mercancías. 
 
 
1.3.4.- Caracteres del contrato de transporte aéreo en general.- 
 
Los caracteres que se presentan en el contrato de transporte aéreo en general y por lo 
tanto en sus diferentes especies son: consensualidad, bilateralidad, onerosidad, 
informalidad y tipicidad. 
 
1 Es un contrato consensual.- 
No es necesario explicar extensivamente este punto pues lo que quiere decir simplemente 
es que se requiere del concurso de dos voluntades para firmar el contrato. Es lógico que 
la aerolínea no existiría sin nadie que quisiera contratar con ellos y que los pasajeros no 
podrían volar sin aerolínea alguna con la cual comprar el tiquete. 
 
2 Es un contrato bilateral.-  
Como vimos existen dos obligaciones fundamentales y recíprocas en el contrato de 
transporte aéreo: la obligación del transportista de efectuar el traslado y la obligación del 
interesado de pagar el precio; una sin la otra no funcionan. Se necesitan dos personas 
para negociar un contrato de transporte aéreo y dos personas que se obliguen, cada una 
a cumplir su prestación, por lo que, de tal manera no existe forma de poner en duda la 
naturaleza bilateral del contrato de transporte aéreo. 
 
 
62
 
3 Es un contrato oneroso.- 
Esta onerosidad debe vincularse con el carácter de la bilateralidad ya que como nos dice 
el señor Federico Videla: “En efecto, y por definición todo contrato bilateral es oneroso ya 
que al engendrar obligaciones para ambas partes, incluye el elemento del sacrificio y 
ventaja recíproca que caracteriza a los actos a título oneroso.”58
 
4 Es un contrato no formal.- 
Podemos decir que el contrato de transporte aéreo es un contrato no formal, y basta para 
demostrar esto solamente citar el Convenio de Varsovia en su artículo 3, inciso 2 que 
dispone: “La falta, la irregularidad o la pérdida del billete no afectará la existencia ni la 
validez del contrato de transporte, que no dejará por ello de estar sometido a la reglas del 
presente Convenio.” 
 
El Convenio de Varsovia con lo anterior descarta totalmente cualquier solemnidad en el 
contrato de transporte aéreo, pues si bien, dicho convenio propone ciertas formas para 
este, agrega que dichas formas no invalidan el contrato, lo que quiere decir que no son 
requisitos sine qua non para su efectividad. Con lo anterior podemos afirmar que el título 
de transporte es un documento ad probationem y no uno ad solemnitatem. 
 
5 Es un contrato típico.- 
No es difícil la prueba de que el contrato de transporte aéreo es un contrato típico 
nominado, establecido y estructurado por diversos instrumentos jurídicos tanto 
internacionales como por regulaciones internas de los países.  
 
Existen otros caracteres que muchos juristas especialistas en el ramo le han querido 
imponer al contrato de transporte aéreo pero que, sin embargo, no nos convencen 
totalmente, a saber, los caracteres a los que hacemos referencia son: el carácter adhesivo 
y el carácter intuitu personae. 
 
La caracterización de esta especie contractual como adhesiva proviene de la general 
imposibilidad que poseen los usuarios de los transportes aéreos para negociar cláusulas 
específicas en el contrato de transporte aéreo. Normalmente en este tipo de contratos es 
                                                 
58 Videla Escalada, 1979; P. 375. 
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la aerolínea quien impone las cláusulas contractuales y el usuario del servicio 
simplemente tiene la opción de decir si contrata o no con un transportista determinado, sin 
ponerse a negociar las condiciones específicas de la cláusula. Esta posición, sin embargo 
no es unánime, por un lado es compartida por algunos juristas59, por el otro es criticada 
por otros.60
 
Para algunos abogados partidarios de la caracterización como adhesiva, un ejemplo muy 
claro son las cláusulas tipo de IATA que se insertan en todos los billetes de pasajes de 
sus líneas aéreas afiliadas sin que sean factibles de negociación.  
 
Tal hecho es cierto, sin embargo (y no podemos negar que en poquísimos casos) existen 
negociaciones entre usuarios y la línea aérea en las que se establecen condiciones 
diferentes. Ahora bien, aunque esto no es lo usual debemos aceptar la existencia de estas 
negociaciones por lo que no podemos generalizar el carácter adhesivo del contrato ni 
afirmar que es una nota esencial de este, aunque sí debemos tener presente que dicho 
carácter se presenta en la mayoría de los contratos de transporte aéreo. 
 
Lo mismo se puede alegar del carácter intuitu personae, pues es necesario reconocer que 
en la mayoría de compañías aéreas internacionales se emiten billetes de pasaje de tipo 
intransferible. Esta intransferibilidad del billete de pasaje normalmente tiene su razón de 
ser en el control que tienen las compañías aéreas con respecto a la debida 
documentación migratoria que deben llevar los pasajeros para efectuar determinados 
trayectos61 por lo que muchos transportistas aéreos determinan la intransferibilidad de sus 
billetes. 
 
No obstante, tenemos que tener en cuenta que una gran variedad de compañías que 
                                                 
59 “Algunos jurístas, en posición que comparto admiten el carácter adhesivo del contrato de transporte 
aéreo, basados en que, ordinariamente, se emiten estos contratos sin que el usuario pueda imponer 
condiciones o cláusulas específicas.” (Palacín Fernández, 1991; P. 979). 
60 “Sin embargo, a pesar de la abrumadora preeminencia cuantitativa de los contratos por adhesión en el 
campo del transporte aéreo, insistimos en sostener que no puede decirse que, esencialmente, deba ser así, ya 
que las partes pueden convenir, si lo desean, condiciones sujetas a negociaciones previas y que resulten del 
curso de las tratativas celebradas entre ellas.” (Videla Escalada, 1979; P. 377). 
61 En muchas situaciones es responsabilidad de la compañía aérea determinar y asegurarse que los pasajeros 
porten la debida documentación migratoria referente a pasaporte válidos, visas y los requisitos de entrada a un 
país determinado hacia donde se dirige el transporte, pues existen casos en los que es responsabilidad de la 
aerolínea devolver al pasajero al punto de partida si éste no presenta los documentos válidos requeridos por 
las autoridades migratorias, lo cual puede resultar sumamente oneroso para dichas compañías. 
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realizan vuelos internos dentro de un país o dentro de una región, como puede ser la 
Unión Europea, en donde no es necesario presentar documentación migratoria, se 
expiden billetes de pasaje transferibles, como pueden ser los pasajes de ferrocarril o 
autobús, pues no es necesario para estas compañías ejercer un control tan estricto sobre 
la debida documentación de los pasajeros. 
 
Con lo dicho anteriormente, estimamos que el carácter intuitu personae, tampoco puede 
ser de aplicación general para todos los tipos de transportes y por tanto no creemos 
prudente tomarlo como un carácter general del contrato de transporte aéreo. 
 
 
1.3.5.- Elementos del contrato de transporte aéreo.- 
 
1.3.5.1.- Elementos personales.- 
 
En este aspecto existen dos personajes principales que intervienen en el contrato de 
transporte aéreo, esto es: el transportista y el usuario.  
 
1.3.5.1.1.- El transportista.- 
 
El transportista es el sujeto activo en el contrato puesto que es quien realiza la acción del 
transporte, quien se obliga  a la ejecución de este y quien se encarga de llevar bajo su 
custodia a las personas o a las cosas desde el punto de partida al punto de destino en la 
forma pactada. 
 
El transportista puede ser cualquier persona, ya sea física o jurídica, con el requisito que 
sea capaz de contraer obligaciones. Asimismo en variadas ocasiones es el Estado el que 
asume este carácter al contar él mismo con empresas aéreas de su propiedad que 
efectúan vuelos comerciales regulares. 
 
Sin embargo, para que cualquier persona se pueda convertir en transportista y forme 
parte del contrato de transporte deben coincidir en él dos condiciones: 
 
La primera condición es que para que dicha persona pueda operar una aeronave de 
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manera comercial es necesario que sea o titular de una concesión o de una autorización 
estatal que lo habilite para tal efecto. 
 
La segunda es que sea propietario, fletador o explotador de una aeronave, la cual es 
necesaria para efectuar el transporte por vía aérea y para cumplir por sí mismo las 
obligaciones que contraiga. 
 
Por lo tanto, vemos que no es necesario que el transportista sea el propietario de una 
aeronave, sino que es posible por medio de otras figuras contractuales efectuar su 
explotación, lo decisivo en este punto es que el transportista asuma la obligación, se 
responsabilice por que el transporte sea ejecutado en los términos pactados y tenga 
acceso a la explotación de una aeronave aunque no sea de su propiedad.  
 
En cuanto a este punto podemos referirnos a lo dicho por el jurista argentino Federico 
Videla cuando afirma que: “...el transportista no necesita forzosamente comprometerse a 
llevar a cabo el transporte por sus propios medios, sino que es suficiente la asunción de la 
obligación de proveerlo o hacerlo proveer por otra persona idónea para tal fin.”62
 
Punto que cada vez ha tomado más importancia debido a que desde hace muchos años 
se han venido presentando con más frecuencia alianzas estratégicas, contratos de pool y 
demás instrumentos jurídicos entre compañías de transporte aéreo; en los cuales el 
transportista con el que se contrata no ejecuta directamente el transporte, sino que, en 
virtud de alguno de estos instrumentos provee el transporte por medio de otro 
transportista quien efectivamente ejecuta el traslado.  
 
Debido a la existencia de estos casos a los que nos referimos en el párrafo anterior y que 
no estaban contemplados en el Convenio de Varsovia, se redactó una Convención 
Suplementaria al Convenio conocida como la Convención de Guadalajara, la cual se 
encarga de regular este supuesto, haciendo una diferenciación entre el transportista 
contractual, es decir, con quien efectivamente el pasajero contrata el servicio, y el 
transportista de hecho, el cual en virtud de un acuerdo previo con el transportista 
contractual efectivamente ejecuta el transporte de los pasajeros.  
 
                                                 
62 Videla Escalada, 1979; P. 380. 
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Por tanto, no se ve necesario exigirle al transportista que deba forzosamente efectuar el 
transporte por sus propios medios, menos aún exigirle ser propietario de la aeronave. 
 
En síntesis, podemos decir que el sujeto debe ser una persona física o jurídica capaz para 
formalizar los contratos de transporte aéreo, los cuales pueda ejecutar en una aeronave 
habilitada para ser explotada de manera comercial con el objeto de efectuar los 
transportes contratados. 
 
 
1.3.5.1.2.- El usuario- consumidor de los servicios de transporte aéreo.- 
 
El usuario es quien hace uso de los servicios que presta el transportista, el sin embargo, 
no podemos caracterizarlo individualmente pues podrá ser el pasajero, el expedidor o por 
ejemplo el que formaliza un contrato en nombre de otro, de modo que se concretará en 
diferentes personalidades y características dependiendo del tipo de transporte que se 
quiera efectuar y del tipo de contrato que se quiera formalizar. 
 
Esta figura del usuario de los servicios que presta el transportista es muy amplia en cierta 
medida por la poca reglamentación de la figura por parte de los Estados, no obstante 
podemos decir que deben ser personas con capacidad suficiente para formalizar el 
contrato de transporte aéreo como  característica general de todos los sujetos pasivos. 
 
Así pues, en los transportes de personas normalmente el usuario será el pasajero que no 
nos ofrece mayores dificultades, siempre y cuando sea mayor de edad y con capacidad 
de actuar. 
 
Cierta dificultad se nos presenta cuando el pasajero es menor de edad o incapaz ya que 
en dicho caso estas personas no pueden formalizar el contrato de transporte aéreo por sí 
mismas y por consiguiente otra persona con capacidad suficiente debe efectuar la 
formalización de este. 
 
En cuanto al punto presentado nos podemos remitir a lo que menciona el señor Julián 
Palacín: “También puede ocurrir que, quien celebra el contrato de transporte no sea quien 
efectivamente efectúe el viaje, configurándose en este supuesto, una estipulación a favor 
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de terceros.”63
 
Debemos admitir la posibilidad de la existencia conjunta de dos personas diferentes, la 
que efectivamente contrata el servicio con el transportista y la que efectivamente realiza el 
viaje, contratante y pasajero pueden ser personas diferentes constituyéndose un distintivo 
contrato a favor de terceros, mas debemos admitir que las partes en el contrato de 
transporte aéreo son únicamente el transportista y el pasajero o viajero. 
 
En la actualidad es muy común encontrarse cotidianamente con situaciones en las que la 
persona que formaliza el contrato de transporte aéreo no es efectivamente la que realiza 
el viaje, tal es el caso típico en donde interviene un agente de viajes o bien cualquier otra 
persona que haga el contrato a favor de otra persona. 
 
En cuanto a los agentes de viajes nos parece conveniente remitirnos a lo expuesto el 
señor Videla Escalada cuando enuncia que: “… respecto a los sujetos del acto, que 
pueden actuar por medio de mandatario, lo cual da lugar a que, en muchas 
oportunidades, el contrato se celebre con intervención de los comisionistas de viajes, cuya 
situación jurídica tiene calificación propia.”64
 
El agente de viajes o el comisionista de viajes como lo entendemos nosotros no es un 
sujeto parte en la relación contractual, pues nos parece más bien un simple facilitador 
entre ambos sujetos: el transportista y el pasajero, para la formalización del contrato. Por 
consiguiente al no ser parte en la relación contractual no lo analizaremos a fondo en esta 
tesis. 
 
En el transporte de carga el sujeto pasivo es el expedidor de ella, pues él es quien 
contrata el servicio. 
  
 
1.3.5.2.- Elementos reales.- 
 
1.3.5.2.1.- El objeto del contrato de transporte aéreo.- 
                                                 
63 Palacín Fernández, 1991; P. 982. 
64 Videla Escalada, 1979; P. 381. 
 
 
68
 
El objeto del contrato consiste en dos obligaciones diferentes para cada una de las partes, 
aunque recíprocas entre sí.65
 
Por un lado, la obligación para el transportista aparece como una obligación de hacer, de 
manera que no puede ser otra más que la prestación que asume el transportista de 
trasladar personas o cosas con seguridad de un lugar a otro. 
 
Por otro lado, la obligación para el usuario o el consumidor de los servicios de transporte 
aéreo que presta el transportista se expresa en la obligación de prestar la remuneración 
debida al porteador a cambio de sus servicios de transporte aéreo, lo cual constituye una 
típica obligación de dar. 
 
Este concepto de remuneración entendérselo en sentido amplio y no restringirlo 
únicamente al pago de una suma en dinero, sino que se puede remunerar por otros 
medios. 
 
En cuanto a la obligación principal del transportista podemos decir que a esta se le 
anexan algunas prestaciones u obligaciones accesorias según el tipo de transporte del 
que se trate, así pues, en el transporte de personas se contempla como una obligación 
accesoria el proveerle al pasajero de las comodidades necesarias dentro de la aeronave 
para que efectúe su viaje, así como el hecho de proveerle de la seguridad necesaria 
durante el vuelo y las operaciones del transportista. De la misma manera, en el transporte 
de mercancías se establece como obligación accesoria para el transportista de custodiar 
todas las mercancías transportadas para que lleguen al aeropuerto de destino en el 
mismo estado de mantenimiento en que fueron embarcadas. 
 
Por otra parte, la obligación principal del usuario se cumple con el pago del precio del 
billete de pasaje, sin embargo dentro de las obligaciones accesorias podemos mencionar 
el hecho de que el pasajero debe comportarse de cierta forma dentro de la aeronave y 
                                                 
65 Existen algunos juristas que han catalogado a la aeronave como el objeto del contrato sin embargo como 
bien nos dice don Víctor Pérez, la aeronave “no es propiamente el objeto del contrato sino un instrumento 
para la ejecución del contrato de transporte aéreo, a diferencia de lo que ocurre en el fletamento, donde la 
aeronave es el objeto mismo ya que éste es, precisamente, un “contrato de utilización” de aeronave...” (Pérez 
Vargas, Víctor; El contrato de transporte aéreo internacional; Revista IVSTITIA; Año 15; No. 175-176; Julio- 
Agosto 2001; P. 30.) 
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obedecer al capitán.  
 
En síntesis existen dos objetos principales diferentes y recíprocos, por un lado, para el 
transportista, el traslado de las personas y las cosas; y por otro, para el usuario, la 
remuneración debida. 
 
 
1.3.5.2.2.- Causa del contrato de transporte aéreo.- 
 
La causa del contrato de transporte aéreo se puede decir que es su finalidad misma, o 
sea, el traslado efectivo de las personas o las cosas por vía aérea de forma segura desde 
un lugar hasta otro previamente convenidos. 
 
Resulta relevante en este punto introducir la aclaración que hace el señor Videla cuando 
menciona que: “La combinación de las finalidades señaladas, recíprocas, y 
correspondientes a las obligaciones asumidas por cada uno de los contratantes, permite 
dar un enfoque general del tema y expresar que la causa del contrato es la finalidad de 
las partes de cambiar la prestación de trasladar personas o cosas por la de pagar el 
precio.”66
 
No nos parece acertada la declaración del señor Videla Escalada, pues obviamente para 
el transportista lo importante es el pago del precio que hace el usuario y para el usuario es 
el traslado de las personas o de las cosas. Sin embargo, en general lo que define la causa 
del contrato, en nuestra opinión, es efectivamente el transporte de las personas o las 
mercancías en aeronave y por vía aérea. El transporte es el fin mismo del contrato y no la 
obtención de una remuneración a cambio. El pago del precio es secundario pues 
podemos pensar en la posibilidad de un pago simbólico, o bien, un transporte gratuito. 
 
Importante es aclarar que el traslado es necesario que se dé por vía aérea y no de otra 
manera, puesto que este es el rasgo constituyente de tal tipo de contrato, caso contrario 
no estaríamos en frente de un contrato de transporte aéreo, sino en frente de un contrato 
de transporte terrestre o marítimo. De igual forma, las personas o las cosas deben ser 
transportadas de forma segura y hasta el lugar de destino convenido si no queremos 
                                                 
66 Videla Escalada, 1979; P. 383. 
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enfrentarnos a una patología contractual. 
 
 
1.3.6.- El contrato de transporte aéreo de pasajeros.- 
 
El contrato de transporte aéreo de pasajeros es una especificación del contrato de 
transporte aéreo en general que analizamos supra, y aunque tenga algunas 
connotaciones diferentes y concretas para esta especie contractual, comparte las mismas 
características, caracteres y elementos que se han mencionado para el tipo contractual 
general. 
 
1.3.6.1.- Definición del contrato de transporte aéreo de pasajeros.- 
 
En un primer acercamiento a la definición de este tipo de contrato podemos afirmar que 
es el contrato mediante el cual un transportista se obliga a transportar en aeronave y por 
vía aérea, a personas vivas, así como llevarlas desde el punto de salida al punto de 
destino en el tiempo acordado sin sufrir daño alguno, previo pago por parte del usuario, de 
un precio acordado, salvo en el caso de los transportes gratuitos, claro está. 
 
Como punto importante es vital aclarar que según varios autores con los que 
concordamos, las personas que se transportan, objeto del contrato, se deben encontrar 
vivas al momento de iniciarse el transporte puesto que de otra manera no puede existir un 
contrato de transporte aéreo de pasajeros. El pasajero debe ser una persona viva, de otra 
manera, el transporte de cadáveres debe ser considerado como transporte de carga, el 
cual no es objeto de nuestro estudio. 
 
Para resumir, el transporte debe cumplir con las características generales del contrato de 
transporte aéreo en general, es decir, se debe efectuar en aeronave y por vía aérea, entre 
dos puntos previamente acordados y sin que el pasajero sufra daño alguno. 
 
 
1.3.6.2.- Elementos del contrato de transporte aéreo de pasajeros.- 
 
1.3.6.2.1.- Elementos personales.- 
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Como sucintamente mencionamos en las páginas anteriores en el contrato de transporte 
aéreo de pasajeros encontramos dos sujetos principales incluidos en la relación 
contractual: el transportista, sujeto que se obliga a efectuar el traslado de las personas 
entre los puntos convenidos; y, el pasajero, quien efectúa el transporte. 
 
1.3.6.2.1.1.- El transportista.- 
 
El transportista es el sujeto que contrae la obligación de transportar a los pasajeros desde 
un punto de partida hasta un punto de destino a cambio de la remuneración debida por el 
pasajero. 
 
Como vimos anteriormente el transportista debe cumplir con varios requisitos, tal vez el 
más importante es que debe estar autorizado o ser concesionario de un permiso de 
explotación por parte de los Estados correspondientes para poder operar comercialmente 
las rutas entre las cuales se hará el transporte de pasajeros. 
 
Por otra parte no es necesario que el transportista sea el propietario de una aeronave, 
pero sí debe tener acceso a esta con el fin de efectuar el transporte por vía aérea de sus 
pasajeros. El acceso a la aeronave del que hablábamos se puede dar por medio de un 
contrato de fletamento, de arrendamiento o de leasing o bien hasta un contrato de pool. 
Lo fundamental en este punto es que pueda proveer a sus pasajeros de un transporte 
aéreo seguro y efectivo.67
 
1.3.6.2.1.1.1.- Obligaciones para el transportista.- 
 
Como consecuencia de la bilateralidad del contrato que estudiamos anteriormente, 
                                                 
67 Existía un inconveniente en el Convenio de Varsovia cuando el transporte no era efectuado por la compañía 
con la cual el pasajero realizaba el contrato sino por una compañía diferente contratada por el transportista 
contractual, pues el convenio no define qué sucede en estos casos y deja a los pasajeros en un limbo, pues en 
caso de accidente no podrían haber accionado contra la compañía que efectivamente efectuó el transporte 
pues el pasajero no había realizado un contrato con ésta compañía y tampoco podría haber accionado contra la 
compañía contratante, pues ésta no realizó efectivamente el transporte. Esta discrepancia se vino a solucionar 
con el Convenio de Guadalajara de 1961 pues dicho convenio incluía este supuesto de hecho, hacía una 
diferenciación entre el transportista contractual (con quien el pasajero contrata el transporte) y el transportista 
de hecho (el que efectivamente realizaba el transporte) y establecía una responsabilidad solidaria entre ambos 
transportistas con respecto a los posibles daños sufridos por los pasajeros. 
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podemos decir que un contrato como el que analizamos genera obligaciones recíprocas 
para ambas partes y por lo tanto el incumplimiento de una de las obligaciones por una de 
las partes puede generar el incumplimiento de la recíproca de la otra parte.  
 
Dentro de las obligaciones que asume y debe cumplir el transportista a la hora de 
formalizar el contrato podemos mencionar como principal: la obligación de efectuar el 
transporte por vía aérea de los pasajeros entre los puntos convenidos en el contrato. 
 
Complementarias a la obligación principal surgen otras obligaciones accesorias que 
también generan responsabilidad para el transportista y cuyo incumplimiento podría 
afectar la eficacia del contrato. 
 
Como primer punto dentro de las obligaciones accesorias cabe mencionar la obligación 
por parte del transportista de proporcionarles a sus pasajeros la seguridad necesaria para 
efectuar el traslado de manera que, tanto el pasajero como sus equipajes lleguen a 
destino final en las mismas condiciones físicas en las que iniciaron el viaje. 
 
Esta obligación complementaria de proporcionarles la debida seguridad a los pasajeros 
incluye la obligación de mantener la aeronave en perfecto estado de mantenimiento y con 
los certificados de aeronavegalidad vigentes, además el transportista debe contar con el 
personal adecuado tanto en el área técnica como en las tripulaciones que deben poseer 
las debidas licencias y acreditaciones.  
 
Por otro lado, en orden a la consecución de una efectiva seguridad, es posible que el 
capitán decida no iniciar la operación por factores climáticos o bien fenómenos naturales, 
como también por causas de fuerza mayor como pueden ser las huelgas, los disturbios, 
levantamientos armados o cualquier circunstancia que ponga o pueda poner en peligro la 
integridad corporal de los pasajeros o incluso, la seguridad de la operación aeronáutica.  
 
Como segunda obligación accesoria enunciamos el hecho de que el transportista debe 
cumplir con los horarios y los itinerarios previstos en el contrato de transporte aéreo, pues 
el tiempo es un factor fundamental en el contrato de transporte aéreo, que en caso de  un 
retraso puede generar responsabilidad por parte del porteador, a menos que este retraso 
se deba a una causa de fuerza mayor y o que se efectúa en pro de la seguridad de la 
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operación como vimos anteriormente. 
 
Otra de las obligaciones accesorias al traslado efectivo de los pasajeros es el hecho de 
proporcionarles las comodidades necesarias para que realicen el viaje en condiciones 
aceptables. 
 
También podemos citar dentro de las obligaciones derivadas de la obligación principal del 
transportista el deber de trasladar los equipajes de cada pasajero en forma segura y en la 
misma aeronave en la que este viaja. 
 
Creemos conveniente mencionar el compromiso del porteador de efectuar la emisión de 
un billete de pasaje para el cual, como veremos en las obligaciones del pasajero, el 
viajero debe colaborar con la persona que confecciona el billete y proporcionarle toda la 
información necesaria. 
 
Por último, citamos el hecho de que en caso de que no se pueda efectuar el transporte, 
total o parcialmente, el transportista se encuentra obligado a restituirle al pasajero el 
precio pagado por este. Como es obvio esto varía según la anormalidad que haya 
ocasionado la interrupción del transporte. 
 
 
1.3.6.2.1.1.2.- Derechos del transportista.- 
 
El principal derecho del transportista es, sin duda, recibir la remuneración por parte del 
usuario a cambio de sus servicios. 
 
Como otro de los derechos que posee el transportista podemos mencionar el hecho de 
que el porteador puede no admitir a bordo de la aeronave a algún pasajero por tres 
razones: razones de índole subjetivo, de índole objetivo y  de índole formal. 
 
Entre los motivos de índole subjetivo para que el transportista no admita a un pasajero a 
bordo de la aeronave se pueden mencionar razones de seguridad personal de los 
pasajeros, como puede ser el estado de salud de alguno de los pasajeros, o por ejemplo 
el hecho de que se tratase de una mujer en avanzado estado de embarazo; así como la 
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incapacidad de un pasajero para valerse por sí mismo; o el hecho que el pasajero se 
comporte de manera inapropiada, desobedezca o desacate las instrucciones recibidas del 
transportista. Otra de las razones que facultan al porteador a no admitir al pasajero es el 
hecho de que este se halle bajo los efectos de drogas o alcohol. 
 
Como razones de tipo objetivo que faculten al porteador a no admitir al viajero a bordo de 
la aeronave podemos mencionar las “prohibiciones transitorias o permanentes 
establecidas por los Estados cuyos territorios deben sobrevolarse o donde había escalas 
previstas…”68 lo cual faculta al transportista a que las personas no autorizadas no sean 
admitidas a bordo de la aeronave.  
 
Los motivos de índole formal para no admitir a los pasajeros para que realicen el 
transporte pueden ser el hecho de que el pasajero no cuente con el título habilitante que 
lo faculte para exigir la realización del traslado, es decir, ausencia o inexistencia del billete 
de pasaje, o también la invalidez del título, como por ejemplo: el hecho de que el pasajero 
no haya asistido a la hora prevista al aeródromo para efectuar el respectivo chequeo; la 
falta de legitimación para exigir el transporte (por no estar el título expedido a nombre de 
la persona que exige el traslado), o bien, por el hecho de que el título resulte incompleto. 
 
También es un derecho del transportista modificar las condiciones del transporte o no 
realizarlo en los casos en que existan causas suficientes para esto, la “IATA considera 
causales aptas para justificar la decisión de suspender el vuelo, por juzgarlo peligroso, a 
los siguientes hechos: condiciones meteorológicas, fenómenos naturales, fuerza mayor, 
huelgas, levantamientos, revueltas, guerras, hostilidades, disturbios, condiciones 
internacionales inciertas, etcétera.”69
 
 
1.3.6.2.1.2.- El pasajero.- 
 
En lo que respecta a la figura del pasajero como sujeto de la relación contractual que 
estudiamos, es definida en las condiciones generales de la IATA como cualquier persona 
transportada o que haya de ser transportada en una aeronave con el consentimiento del 
                                                 
68 Videla Escalada, 1979; P. 393. 
69 Videla Escalada, 1979; P. 395. 
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porteador, y que según nos comenta Palacín70 se aplica tanto al transporte remunerado 
como al gratuito. 
 
Sin embargo, nos parece conveniente aclarar que el término “personas” debe ser 
entendido como personas físicas, seres humanos vivientes y dotados de voluntad, pues 
es claro que el transporte de cadáveres no figura dentro de la definición que 
establecemos de “pasajero” y por tanto no existiría un contrato de transporte aéreo de 
pasajero al efectuarse un trasladado como el que mencionábamos. 
  
El jurista argentino Federico Videla define al pasajero como “la persona que celebra un 
contrato de transporte aéreo con un transportista, con el fin de trasladarse de un lugar a 
otro, mediante el pago de una remuneración determinada.”71
 
Nos parece inexacta la anterior definición pues, como definimos la situación en páginas 
anteriores, creemos que no es correcta la identificación de la persona que celebra el 
contrato de transporte aéreo con el pasajero que efectivamente realiza el viaje. 
 
Como vimos, la afirmación preliminar no es necesariamente cierta si pensamos en el caso 
de los contratos a favor de terceros en el cual la persona que celebra el contrato con el 
transportista lo hace a favor de otra persona que es la que efectivamente realiza el viaje. 
 
En este sentido debemos distinguir al pasajero de la persona física o jurídica que 
formaliza el contrato. Pues el pasajero es el que efectivamente realiza el transporte, y acá 
poco importa su capacidad para contratar, es obvio que en caso de que el pasajero 
carezca de capacidad, tuvo que haber sido necesario que otra persona con la capacidad 
necesaria formalizara el contrato a favor de esta, en una clara convención a favor de 
terceros.  
 
Tampoco satisface “el pago de una remuneración determinada” como una expresión 
correcta para ser incluida en la definición de lo que se considera un pasajero, pues este 
concepto debe ser aplicado tanto para aquellos contratos en los cuales medie 
remuneración y como en los que no.  
                                                 
70 Palacín Fernández, 1991; P. 1031. 
71 Videla Escalada, 1979; P. 387. 
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Ante todo lo expuesto valoramos adecuado definir  pasajero como: cualquier persona que 
por medio del contrato de transporte aéreo esté habilitada para ser transportada en la 
aeronave con el conocimiento y el consentimiento del transportista.   
 
Con la definición anterior se pretende dejar en claro varios aspectos, el primero de los 
cuales es que el contrato de transporte aéreo debe funcionar como un título habilitante 
para que el pasajero pueda realizar el viaje y exigir este derecho ante el transportista en 
los términos convenidos. 
 
La segunda cuestión que debemos dejar en claro es que con dicha definición 
pretendemos excluir del concepto de pasajero tanto al polizón como al personal 
aeronáutico.  
 
En el caso del polizón afirmamos que no podemos catalogarlo como pasajero, puesto que 
es obvio, que en este caso, no existe un contrato de transporte aéreo por medio del cual 
se habilite al polizón para la realización del transporte; asimismo debemos tomar en 
cuenta que en tales casos el transportista no cuenta con conocimiento de este viajero ni 
tampoco ha dado el consentimiento necesario para que este realice el viaje.  
 
Con respecto al personal aeronáutico, entendido este como la tripulación que comprende 
tanto a los pilotos como a los tripulantes de cabina, estamos claros que en estos casos no 
media un contrato de transporte aéreo, sino que ellos están habilitados a realizar el viaje 
por medio de una relación laboral con el transportista, por lo cual tampoco podrían 
ingresar dentro de la categoría denominada como pasajeros. 
 
 
1.3.6.2.1.2.1.- Obligaciones para el pasajero.- 
 
La principal obligación del pasajero no puede ser otra que la de cancelar la remuneración 
que le debe al transportista, típica obligación de dar y se corresponde con la obligación 
que asume el transportista de efectuar el traslado efectivo del pasajero, típica obligación 
de hacer. 
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Igualmente podemos mencionar como otra obligación del pasajero el hecho de colaborar 
con el transportista sobretodo en cuanto a las reglas de comportamiento que el 
transportista disponga o bien que el capitán o la tripulación de la aeronave le exijan en su 
momento. Esto es de especial importancia pues es una obligación que se complementa 
con la obligación del transportista de brindarle seguridad al viajero, es así como vemos 
que para llevar a cabo la ejecución del contrato de transporte aéreo en los términos 
acordados es requerida la colaboración activa de ambas partes. 
 
Asimismo otra de las obligaciones que debe asumir el pasajero es presentarse en el lugar 
y en el momento pactados para efectuar el viaje. 
 
En cuanto a la expedición del billete de pasaje podemos decir que el pasajero se 
encuentra obligado a proporcionar todos los datos que el porteador requiera con el fin de 
confeccionar el respectivo documento. 
 
 
1.3.6.2.1.2.2.- Derechos del pasajero.- 
 
Básicamente el derecho más importante que posee el pasajero, una vez cancelada la 
remuneración debida, es el derecho a ser trasladado en los términos establecidos y hacia 
el destino pactado. 
 
Como un segundo derecho del pasajero, que vale la pena mencionar, es el hecho de que 
el porteador debe proporcionarle un billete de pasaje, sin embargo, como hemos dicho en 
páginas anteriores, es también, una obligación del pasajero el hecho de proporcionarle al 
porteador todos los datos necesarios para que este pueda confeccionar efectivamente el 
billete de pasaje. 
 
El pasajero tiene el derecho de que, el transportista, le garantice la seguridad necesaria 
para que pueda arribar al destino en las mismas condiciones físicas que poseía en el 
momento de iniciar el viaje. 
 
De igual forma es un derecho de este sujeto que el equipaje sea trasladado consigo en la 
misma aeronave en la que efectúa el transporte, siempre y cuando el equipaje cumpla con 
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las condiciones previamente establecidas. 
 
Por último, podemos decir que el pasajero tiene el derecho de que se le restituya total o 
parcialmente el precio pagado en caso de que exista un incumplimiento contractual por 
parte del transportista. 
 
 
1.3.6.2.2.- Elementos reales.- 
 
1.3.6.2.2.1.- Objeto del contrato de transporte aéreo de pasajeros.- 
 
En cuanto al objeto y la causa del contrato es poco lo que se puede agregar a lo que 
hicimos referencia en la parte general del contrato de transporte aéreo. 
 
El objeto del contrato de transporte aéreo de pasajeros consiste siempre en dos 
obligaciones recíprocas y diferentes para cada una de las partes, por lo que para llevar a 
cabo la ejecución del contrato se requiere la colaboración activa de ambas. De parte del 
transportista consiste en la obligación de hacer, es decir de trasladar personas, pasajeros, 
en este caso, de un lugar a otro definidos previamente en el contrato. De parte del sujeto 
pasivo, consiste en la obligación de dar, o sea, de prestar la remuneración debida y 
pactada al transportista a cambio del transporte contratado. 
 
Lo mismo se puede decir de las obligaciones accesorias de cada una de las partes, a las 
cuales nos referimos supra. 
 
 
1.3.6.2.2.2.- Causa del contrato de transporte aéreo de pasajeros.- 
 
En cuanto a la causa del contrato de transporte aéreo de pasajeros, como bien lo 
afirmamos anteriormente, es el traslado efectivo de los pasajeros en aeronave, por vía 
aérea y de forma segura entre dos puntos previamente convenidos. 
 
Surge aquí la misma discrepancia con algunos autores que promulgan que la causa del 
contrato es la combinación de dos prestaciones: el transporte y la remuneración. Sin 
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embargo, como dijimos antes creemos que el transporte es el fin mismo del contrato y no 
la obtención de una remuneración a cambio. El pago del precio es secundario pues 
podemos pensar en la posibilidad de un pago simbólico o bien un transporte gratuito. 
 
 
1.3.6.2.3.- Elementos formales.- 
 
1.3.6.2.3.1.- Billete de pasaje.- 
 
El billete de pasaje se puede definir como un instrumento autorizado por el transportista 
que faculta al pasajero, portador del mismo, a exigir el traslado vía aérea entre los puntos 
convenidos y con las condiciones acordadas.  
 
De la anterior definición podemos extraer tres elementos constituyentes del billete de 
pasaje que creemos necesario afirmar, los cuales son: su calidad instrumental, la 
autorización por parte del transportista y el carácter de este como un título habilitante para 
que el pasajero realice el transporte convenido. 
 
Creemos que no es necesario que el billete sea expedido por el transportista, como 
muchos juristas han afirmado, sino simplemente autorizado por él. En este sentido, 
tampoco valoramos obligatorio definir al billete de pasaje como un documento pues 
igualmente puede presentarse en otras configuraciones, por ejemplo, y muy utilizada 
actualmente, por medios virtuales. 
 
A lo largo de los años, los requisitos exigidos a este documento de transporte han 
cambiado en un proceso de simplificación como se expondrá a continuación. 
 
El Convenio de Varsovia de 1929 obligaba al transportista a emitir el billete de pasaje con 
los siguientes requisitos72, a saber: 
 
a) Lugar y fecha de emisión. 
b) Puntos de partida y de destino. 
                                                 
72 Artículo 3 del Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, 
firmado en Varsovia del 12 de octubre de 1929. 
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c) Las escalas previstas. 
d) Nombre y dirección del porteador. 
e) Indicación de que el transporte está sometido al régimen de responsabilidad 
establecido por el Convenio. 
 
El Protocolo de La Haya de 1955 simplifica tales requisitos y únicamente exige los 
siguientes73: 
 
a) La indicación de los puntos de partida y destino. 
b) Indicación de escalas fuera del territorio de un país, si el transporte se realiza con 
puntos de partida y destino dentro de un mismo país. 
c) Indicación de que el transporte está sometido al régimen de responsabilidad 
establecido por el Convenio. 
 
Por último el Protocolo de Guatemala de 1971 resume aún más los requisitos exigidos a 
únicamente dos, a saber74: 
 
a) La indicación de los puntos de partida y de destino. 
b) Si los puntos de partida y destino están situados en el territorio de un solo Estado, 
pero se ha convenido una escala en el territorio de otro Estado, esta deberá 
indicarse. 
 
Si bien del billete de pasaje se decía que era el documento que instrumentaba el contrato 
de transporte, estimamos que en los últimos años la importancia que revistió el 
documento impreso ha perdido importancia con los nuevos medios virtuales de 
reservaciones y control, lo cual no quiere decir que el contrato de transporte haya perdido 
alguna de sus características. 
 
Como hemos podido probar desde el comienzo de la historia jurídica de este contrato ha 
existido un proceso paulatino pero constante de simplificación del billete de pasaje 
                                                 
73 Artículo 3 del Protocolo de La Haya que modifica el Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas 
Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929, firmado en La 
Haya el 28 de Septiembre de 1955. 
74 Artículo 2 del Protocolo de Guatemala que modifica el Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas 
Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia del 12 de octubre de 1929, modificado por 
el Protocolo de La Haya de 28 de septiembre de 1955, firmado en Guatemala el 08 de marzo de 1971. 
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impreso, desde los comienzos de su reglamentación internacional en el Convenio de 
Varsovia en el cual, la no expedición del billete de pasaje traía consecuencias 
perjudiciales para el porteador75; hasta el Protocolo de Guatemala que simplificó 
decididamente este elemento formal del contrato pues eliminó varios de los 
requerimientos que se exigían en el Convenio de Varsovia y además, como punto 
determinante agregó a la redacción de dicho artículo la posibilidad de expedir un 
“documento de transporte individual o colectivo” y de sustituir el billete de pasaje “por 
cualquier medio que deje constancia de los datos señalados”.76 Dicha norma se mantiene 
hasta la fecha y se propone incluso en el Convenio de Montreal de 1999. 
 
Es importante agregar que el Protocolo de Guatemala, aunque no llegó a entrar en 
vigencia, proponía en el mismo artículo segundo al que hacíamos referencia supra, que el 
incumplimiento en cuanto a las reglas de expedición del billete de pasaje “no afectará a la 
existencia ni a la validez del contrato de transporte, que quedará sujeto a las reglas del 
presente convenio, incluso las relativas a la limitación de responsabilidad”.77 Asimismo 
interpretamos que la no expedición de dicho documento de pasaje no afecta tampoco en 
ninguna forma la existencia o validez del contrato. 
 
Creemos que debe ser posible prescindir del billete de pasaje impreso para avanzar hacia 
otras formas contractuales como pueden ser los tiquetes electrónicos, pues en realidad el 
contrato de transporte no se ve afectado en su existencia o en su validez por la falta de un 
documento escrito y no conlleva ninguna consecuencia negativa o perjudicial ni para el 
pasajero ni para el porteador.  
 
                                                 
75 Es necesario aclarar que antes del Protocolo de Guatemala de 1971, se exigía la impresión de un billete de 
pasaje pues la no expedición del mismo traía consecuencias prácticas perjudícales para el transportista, al 
respecto el Convenio de Varsovia de 1929 en su artículo 3, dice que “...el porteador está OBLIGADO a 
expedir un billete de pasaje...” y “...si el porteador admite a un viajero, sin que se le haya expedido un billete 
de pasaje, no tendrá derecho a prevalerse de las disposiciones de este Convenio que excluyan o limiten su 
responsabilidad.”. (Artículo 3 del Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al Transporte 
Aéreo Internacional, firmado en Varsovia del 12 de octubre de 1929). Norma muy parecida se imponía en el 
Protocolo de la Haya el cual si bien no se “obliga” al porteador la expedición de un billete de pasaje la 
terminología cambia al decir que en el transporte de pasajeros se “deberá expedirse un billete de pasaje”. La 
consecuencia de la no expedición de éste documento es la misma que se establecía en el Convenio de 
Varsovia pues menciona que si “el pasajero embarca sin que se haya expedido el billete de pasaje, o si este 
billete no comprende el aviso exigido por el parrafo 1, c),(relativo a la indicación de que el contrato es 
regulado por el Convenio de Varsovia) el transportista no tendrá derecho a ampararse en las estipulaciones 
del artículo 22 (relativo a las limitaciones de responsabilidad).” Artículo 3 del Protocolo de La Haya. 
76 Artículo 2 del Protocolo de Guatemala. 
77 Artículo 2, inciso 3 del Protocolo de Guatemala. 
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TEMA II.- INSTRUMENTOS PREVIOS AL CONVENIO DE MONTREAL DE 1999: EL 
SISTEMA DE VARSOVIA Y OTROS CONVENIOS. 
 
Se puede decir que El Sistema de Varsovia es un verdadero sistema en sí mismo ya que 
encierra todo un conjunto de elementos y principios que nos permiten dar soluciones a los 
conflictos que en su materia se comprenden, además de esto, no es necesario acudir a 
otros instrumentos externos para completar su sentido final.  
 
Los instrumentos que en realidad conformarían este sistema son los siguientes: 
 
1 Convenio de Varsovia de 1929. 
2 Protocolo de La Haya de 1955. 
3 Convención Suplementaria de Guadalajara de 1961. 
 
Existen otros instrumentos derivados de ellos, convenios o protocolos, todos instrumentos 
legales internacionales, mas a nuestro juicio no se pueden enmarcar dentro del título de lo 
que se define como el Sistema de Varsovia, pues quiebran con el concepto que se 
establece en los anteriores instrumentos internacionales sobre responsabilidad subjetiva, 
contractual y limitada, la cual explicaremos en detalle más adelante.  
 
Estos instrumentos posteriores a Varsovia evolucionan hacia otros principios y 
responsabilidades diferentes reformando y haciendo cada vez menos claro el concepto 
unitario de responsabilidad y con esto la coherencia del sistema que se exponía en los 
tres primeros convenios, estos Protocolos los mencionamos a continuación: 
 
1 Protocolo de Guatemala de 1971. 
2 Protocolo Adicional No. 1 de Montreal de 1975. 
3 Protocolo Adicional No. 2 de Montreal de 1975. 
4 Protocolo Adicional No. 3 de Montreal de 1975. 
5 Protocolo Adicional No. 4 de Montreal de 1975. 
 
Todos estos convenios debemos tomarlos y analizarlos en el presente capítulo como los 
antecedentes necesarios que van constituyendo poco a poco el concepto de 
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responsabilidad que se expone en Montreal, tema que nos ocupa. 
 
Igualmente comentaremos acá los Acuerdos Interlineales que ha promocionado la IATA, 
los cuales aunque no constituyen convenios de carácter internacional, sino más bien 
acuerdos de carácter privado en los diferentes transportistas, han ayudado en gran parte 
en un loable esfuerzo a sostener la crisis por la que pasaba el Sistema de Varsovia en 
determinados momentos históricos. Estos acuerdos son los siguientes: 
 
1 Acuerdo de Montreal de 1966. 
2 Acuerdo Interlineal de IATA de 1995. (IIA). 
3 Medidas para aplicar el IIA de 1996. (MIA). 
 
Basta decir que a la fecha únicamente se encuentran vigentes el Convenio de Varsovia de 
1929, el Protocolo de La Haya de 1955 y para los vuelos que entren y salgan de los 
Estados Unidos, el Acuerdo de Montreal de 1966, así como ambos acuerdos interlineales 
de la Asociación de Transporte Aéreo Internacional (IATA). Ninguno de los otros 
protocolos ha sido puesto en vigor pues aún no han obtenido el mínimo de ratificaciones 
necesarias para que entren a regir. 
 
 
2.1.- SISTEMA DE VARSOVIA: PRINCIPIOS GENERALES QUE ESTRUCTURAN EL 
SISTEMA DE VARSOVIA. CONVENIO DE VARSOVIA DE 1929, PROTOCOLO DE LA 
HAYA DE 1955 Y CONVENIO SUPLEMENTARIO DE GUADALAJARA DE 1961. 
 
Hemos querido antes de entrar con el análisis extensivo de los convenios integrantes del 
Sistema de Varsovia hacer un resumen de los principios básicos sobre los cuales se 
sustenta toda la construcción jurídica de los instrumentos internacionales que lo 
componen. 
 
Según nuestro criterio existen varios principios fundamentales sobre los que se basa el 
Sistema de Varsovia, a saber: 
 
1 Se estructura sobre la base del Contrato de Transporte Aéreo pues el Convenio de 
Varsovia aplica únicamente entre las partes, es decir pasajeros y transportista o 
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expedidores y transportista en el caso del contrato de transporte aéreo de carga. 
2 La responsabilidad entre las partes surge del incumplimiento de las obligaciones 
contractuales de la cual puede eximirse si prueba su falta de culpa (prueba de la 
debida diligencia), de manera que el factor de atribución de responsabilidad es de 
base subjetiva. 
3 Las indemnizaciones, derivadas de la demostración de la responsabilidad del 
transportista, son limitadas cuantitativamente.  
4 La limitación se puede sobrepasar en caso de demostrarse que en la producción 
del daño indemnizable, el transportista, actuó de forma dolosa. 
5 Se sanciona con nulidad cualquier cláusula establecida en el contrato de 
transporte que contravenga el convenio o tienda a la exoneración total o parcial de 
la responsabilidad del transportista.    
 
 
2.1.1.- CONVENIO DE VARSOVIA: CONVENIO PARA LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS 
REGLAS RELATIVAS AL TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL. VARSOVIA 12 DE 
OCTUBRE DE 1929. 
 
Por la naturaleza predominantemente internacional del fenómeno aeronáutico es que 
muchos juristas desde principios del siglo pasado, creyeron en la necesidad de que se 
contara con normas internacionales uniformes en la materia, precisamente, lo que logró la 
Convención de Varsovia de 1929 fue sentar estas bases para una regulación uniforme del 
transporte aéreo internacional de personas, equipajes y mercancías. 
 
El derecho aéreo siempre ha tenido un carácter preponderante internacionalmente pues 
como dice Mapelli78, “este carácter está determinado por dos hechos: el primero, el de 
que históricamente el Derecho Internacional Aéreo ha precedido, casi sin excepción, al 
Derecho Nacional Aéreo. El segundo de estos hechos es que, dadas las particularidades 
del transporte aéreo, éste no puede encerrarse dentro de las fronteras de un país.” 
 
El Convenio de Varsovia es el primer intento internacional multilateral ampliamente 
aceptado para regular el naciente negocio de la aviación internacional que nació en los 
                                                 
78 La Acción de Responsabilidad en el Transporte Aéreo Internacional, según el Convenio de Varsovia; 
Trabajos de Derecho Aeronáutico y del Espacio; Mapelli, Enrique; Colección de Estudios Jurídicos – 
Volumen II; Intercontinental Gráfica, S. A.; Madrid, 1978. 
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primeros años del siglo anterior.  
 
Tenemos que tomar en cuenta que este convenio surge luego de apenas dos años de la 
fecha en el hombre pudo, por primera vez, cruzar el océano atlántico por vía aérea, de 
manera que está de más decir que el negocio de la aviación se encontraba en pañales, en 
una época en la que apenas se entendía lo que era un Contrato de Transporte Aéreo, no 
se sabía lo que era una turbina y no se tenía aún ni idea de los conceptos como “Código 
Compartido” o “E-Ticket”. 
 
Apenas posterior a la primera guerra mundial, este negocio se encontraba en una total 
incertidumbre que recién comenzaba a levantar vuelo y ante una aún endeble industria 
que estaba urgida de medidas proteccionistas por parte de los Estados, necesarias para 
que su negocio saliera adelante, es que se redacta este convenio que a la fecha cuenta 
con más de setenta años de vida. 
 
Es en estas circunstancias que se vuelve necesario y apremiante contar con un marco 
regulatorio general que les permitiera a las aerolíneas, sobre todo, establecer límites 
máximos a su responsabilidad, en caso de accidentes, esto pues, con el único fin de 
proteger a la naciente industria contra posibles condenas excesivas. 
 
Asimismo era urgente unificar en un solo instrumento las normas tendientes a regular las 
responsabilidades del transportador aéreo, tarea que no era para nada simple, pues 
existían desde un principio fuerzas opuestas en las negociaciones que le dieron vida a 
este tratado.  
 
Vale hacer énfasis en que desde un principio existió controversia en cuanto a los montos 
topes de indemnización que pretendía establecer el convenio, lo cual es más que obvio, 
pues, basándose en las grandes diferencias que siempre han existido entre el poder 
adquisitivo de los ciudadanos de distintas naciones, es casi imposible lograr un acuerdo 
universal para establecer las limitaciones a los montos indemnizatorios, pues aunque para 
algunos la indemnización resultara excesiva, para otros resultaría ínfima.  
 
En este marco y a iniciativa del gobierno francés se convoca a una conferencia 
internacional sobre derecho privado aéreo que se celebró en 1925 en la ciudad de París 
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con la representación de cuarenta y tres países. 
 
En dicha conferencia se acordó la creación del Comité Internacional de Técnicos y 
Expertos Jurídicos Aéreos “CITEJA”, el que se constituyó como tal en mayo de 1926 y al 
cual se le encomendó la labor de crear un anteproyecto de convención sobre la 
responsabilidad del transportista aéreo.  
 
Tras varias reuniones de éste comité de trabajo (París 1926, Berna 1927, Madrid 1928), el 
anteproyecto creado por el CITEJA, fue casi íntegramente plasmado en el Convenio de 
Varsovia de 1929, durante una segunda conferencia internacional convocada por el 
gobierno de Polonia para el 4 de octubre de 1929. El proyecto propuesto quedó 
sancionado el 12 de octubre de ese mismo año.  
 
Los tiempos como sabemos han cambiado, y paralelamente al transcurso de los años se 
ha dado un gran desarrollo de todo este marco regulatorio sobre responsabilidad civil de 
los transportistas, que comienza con Varsovia y ha formado todo un Sistema legal que 
está compuesto por varios Convenios Internacionales cada uno de los cuales veremos en 
detalle más adelante. 
 
“El mencionado Convenio de Varsovia puede decirse que, en el momento actual, 
constituye la médula y base de las relaciones contractuales entre el porteador y el 
usuario.”79
 
A la fecha este cuenta con más de 150 ratificaciones y, a pesar de los deseos de muchos 
juristas y países, ha perdurado por más de setenta años desde su entrada en vigor el 13 
de febrero de 1933. 
 
Nuestro país, Costa Rica, mediante la Ley No. 4462 del 28 de octubre de 1969, aprobó la 
totalidad del Convenio de Varsovia sin hacerle ni una sola reserva. La nueva ley se 
publicó en el Diario Oficial La Gaceta No, 258 del 13 de noviembre de 1969. Sin embargo, 
como nos comenta Guevara Vega: 
 
                                                 
79 La Acción de Responsabilidad en el Transporte Aéreo Internacional, según el Convenio de Varsovia; 
Trabajos de Derecho Aeronáutico y del Espacio; Mapelli, Enrique; Colección de Estudios Jurídicos – 
Volumen II; Intercontinental Gráfica, S. A.; Madrid, 1978. 
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“el documento de ratificación fue depositado en el Ministerio de Negocios Extranjeros del 
Gobierno de Polonia, según lo exigido por los artículos 37 y 38 del Texto del Convenio, el 
10 de mayo de 1984, entrando en vigencia entre Costa Rica y las demás Altas Partes que 
lo hubieren ratificado, al nonagésimo día a contar desde su depósito, es decir, el 8 de 
agosto de 1984.”80
 
La presente Convención básicamente unifica las reglas referentes principalmente a dos 
temas: lo que se refiere a los títulos de transporte (Capítulo 2 del Convenio); y lo que se 
refiere a la responsabilidad del porteador (Capítulo 3 del Convenio). 
 
En cuanto a los títulos de transporte, el convenio regula las formas del billete de pasaje 
(Sección I), el talón de equipaje (Sección II) y la carta de porte aéreo (Sección III). 
Específicamente en lo que aquí interesa, nos referiremos ampliamente a la sección 
primera, referente a los billetes de pasaje por tratarse nuestro tema del transporte aéreo 
de pasajeros, sin dejar de mencionar las secciones segunda y tercera. 
 
El capítulo tercero se refiere a la responsabilidad del porteador en el cual básicamente lo 
que hace la convención es establecer limites máximos a la indemnización que debe pagar 
el transportista cuando ha causado algún daño, tanto al pasajero, como puede ser la 
muerte o la lesión de este, como a sus efectos personales, equipaje o mercancía. 
 
No está de más mencionar que si bien estos convenios tratan tanto del transporte de 
personas como el de equipajes y el de mercancías, para nuestro estudio únicamente nos 
centraremos en el transporte aéreo de personas, por lo que no expondremos, sino que 
sólo nos referiremos a lo pertinente de los otros dos tipos de transporte. 
 
 
2.1.1.1.- Ámbito de aplicación del convenio.- 
 
Es necesario antes de entrar a estudiar la regulación referente a la responsabilidad civil 
del porteador prevista dentro del Convenio, revisar el ámbito de aplicación de este. 
 
                                                 
80 Guevara Vega, Roger; El Sistema de Varsovia en Responsabilidad Civil de las Aerolíneas en Caso de 
Accidentes Aéreos: Necesidad de una Reforma; Tesis para optar al Grado Académico de Licenciado en 
Derecho; Universidad de Costa Rica; San José, Costa Rica; 1999; P. 26. 
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El Convenio de Varsovia según el artículo primero se aplica a todo transporte 
internacional de personas, equipajes o mercancías por medio de una aeronave, o sea por 
vía aérea.81
 
De acuerdo con la definición del artículo primero del convenio podemos recalcar que son 
necesarios dos requisitos para que el transporte sea considerado dentro del ámbito del 
convenio, a saber: 
 
1 El transporte debe ser en aeronave y por vía aérea. De cualquier otra manera no 
se podría considerar aplicable a las regulaciones de Varsovia. 
2 El transporte deber ser internacional. 
 
Valga aclarar que por aeronave se entiende cualquier medio de transporte que se 
desplace por vía aérea sin sujeción a la tierra, es decir que podemos incluir dentro de esta 
categoría los vuelos en helicóptero, globo aerostático, zeppelín, etc. 
 
Por otra parte, únicamente el transporte que es considerado como “internacional” puede 
entrar dentro del ámbito de aplicación del Convenio. El concepto de transporte 
“internacional” se define según el mismo convenio en el artículo primero inciso segundo, 
el cual menciona que el transporte efectuado debe cumplir con ciertas pautas para que se 
le otorgue este carácter de internacional. Las pautas son las siguientes: 
 
1 El transporte debe ser efectuado por vía aérea entre dos puntos, ambos deben 
estar situados en el territorio de países parte signatarios del Convenio. 
2 Ambos puntos pueden estar situados en el territorio de un mismo país signatario 
de la convención, sin embargo para que este supuesto encaje dentro del ámbito 
del convenio se debe efectuar una escala en el territorio de otro país aunque no 
sea signatario de la convención.82  
 
Es importante hacer notar que el transporte puede ser remunerado o gratuito siempre y 
cuando, en los casos que sea gratuito el transporte sea efectuado por una empresa de 
transporte aéreo. 
                                                 
81 Artículo 1, inciso 1 del Convenio de Varsovia de 1929. 
82 Artículo 1, inciso 2 del Convenio de Varsovia de 1929. 
 
 
89
 
Por otra parte quedan excluidos de la aplicación del convenio y por tanto no pueden 
prevalerse de las disposiciones tendientes a limitar la responsabilidad los siguientes tipos 
de transporte: 
 
1 El transporte de personas, equipajes o mercancías, que no fuere efectuados por 
vía aérea. 
2 El transporte que es realizado entre dos puntos de un mismo país y sin salir de 
este, pues no encaja en el supuesto fáctico del artículo primero. 
3 El transporte efectuado con arreglo a lo establecido en los convenios postales 
internacionales.83  
4 Los transportes aéreos internacionales que son ejecutados como primeros 
ensayos por Empresas de navegación aérea con vistas al establecimiento de 
líneas regulares de navegación aérea.84 
5 Los transportes efectuados en circunstancias extraordinarias, fuera de toda 
operación normal de la explotación aérea de la empresa de transporte.85 
6 Los transportes que no sean realizados por una empresa que se dedique al 
transporte aéreo86, no sean efectuados por el Estado o alguna persona de derecho 
público con fines no comerciales. 
 
 
2.1.1.2.- Supuestos de hecho que atribuyen la responsabilidad al porteador en el 
Convenio de Varsovia.- 
 
Básicamente, el Convenio imputa la responsabilidad al porteador mediante tres supuestos 
de hecho. 
 
1 El primer supuesto, establecido en el artículo 17 del Convenio, se da cuando es el 
pasajero el que sufre un daño.  
2 El segundo supuesto se da cuando es el equipaje o la mercancía la que sufre el 
daño.  
                                                 
83 Artículo 2, inciso 2 del Convenio de Varsovia de 1929. 
84 Artículo 34 del Convenio de Varsovia de 1929. 
85 Artículo 34 del Convenio de Varsovia de 1929. 
86 Artículo 1, inciso 1 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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3 El tercer y último supuesto sucede cuando es el retraso en las operaciones del 
porteador el que causa el daño tanto a los pasajeros como a los expedidores del 
equipaje o a la mercancía. 
 
En lo que interesa a nuestro estudio únicamente nos referiremos ampliamente al primer y 
al tercer supuesto, pues son únicamente los que se ven involucrados en el transporte 
aéreo de pasajeros. 
 
2.1.1.2.1.- Primer supuesto: Daño al pasajero.- 
 
Según el artículo 17 de dicha Convención “el porteador es responsable del daño 
ocasionado en caso de muerte, herida o cualquier otra lesión corporal sufrida por 
cualquier viajero, cuando el accidente que ha causado el daño se haya producido a bordo 
de la aeronave o en el curso de todas las operaciones de embarque y desembarque.”87
 
En cuanto al resultado del daño al viajero que contempla el artículo 17, pueden 
presentarse únicamente: la muerte, alguna herida o cualquier otra lesión corporal88 como 
daños indemnizables. 
 
Es interesante hacer notar en este artículo varios aspectos importantes:  
 
El primero es que en la redacción del artículo no se incorpora el daño moral o cualquier 
lesión psicológica sufrida por el pasajero dentro del supuesto de hecho, por lo que a 
primera vista este no sería indemnizable por el porteador, puesto que únicamente sería 
sujeto de indemnización la muerte del pasajero o alguna lesión o herida de tipo corporal.  
 
El segundo aspecto interesante de recalcar es que el artículo emplea el término “viajero”, 
por lo que en primer momento tendríamos que decir que no se trataría únicamente de los 
pasajeros en el sentido estricto del término, sino que incluiría a otras personas que viajen 
a bordo de la aeronave. 
 
Sin embargo, estimamos al igual que Mapelli que “la base y la esencia del ámbito de 
                                                 
87 Artículo 17 del Convenio de Varsovia de 1929. 
88 Artículo 17 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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aplicación del Convenio está constituida por el contrato de transporte aéreo.” 89
 
Lo anterior nos lleva a varias conclusiones relevantes. La primera es que podemos afirmar 
que los transportes que no se efectúan sobre la base o por medio de un contrato de 
transporte aéreo no entrarían en el ámbito de aplicación del presente convenio, con lo 
cual, solamente los pasajeros en el sentido estricto y definidos como lo hemos hecho al 
analizar el punto, (es decir, como cualquier persona que por medio el contrato de 
transporte aéreo esté habilitada para ser transportada en la aeronave con el conocimiento 
y el consentimiento del transportista) serían sujetos de indemnización de acuerdo con la 
responsabilidad establecida en el convenio, sin prejuzgar que puedan recurrir a otros 
instrumentos con el fin de plantear una acción resarcitoria. 
 
Deriva de la definición anterior el hecho de que entonces debemos excluir al polizón y al 
personal aeronáutico que se transporta a bordo de la aeronave del ámbito de aplicación 
del convenio, pues estos no son pasajeros, estrictamente hablando. 
 
En el caso del polizón, como se mostró,  no podemos considerarlo pasajero ya que no 
cuenta con un contrato de transporte aéreo que lo habilite para efectuar la realización del 
viaje, ni tampoco con el consentimiento del transportista para efectuar el traslado. 
 
Ahora bien, con respecto al personal aeronáutico estimamos que no media un contrato de 
transporte aéreo de pasajeros, por tanto no podemos considerarlos como tales; en cambio 
lo que existe es una relación laboral, un contrato de trabajo entre los tripulantes y el 
transportista que los habilita para realizar el viaje. 
 
En ambos casos, el del polizón así como el del personal aeronáutico, no son sujetos de la 
aplicación de las reglas establecidas en el Convenio, pues como nos comenta Palacín 
“debemos señalar que a los fines de la aplicación de las normas del Convenio, se requiere 
la celebración de un contrato de transporte aéreo por ambas partes”90, de lo cual 
podemos inferir la relación contractual que debe existir entre ellos, es decir, pasajero y 
transportista. 
 
                                                 
89 Mapelli, Enrique; El contrato de transporte aéreo internacional, Comentarios al Convenio de Varsovia; 
Editorial Tecnos; Madrid, España; 1968, P. 151. 
90 Palacín Fernández, 1991; P. 1011. 
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Otro punto notorio es que la redacción del artículo utiliza el término “accidente” lo cual no 
indica que el daño debe suponer que este no puede ser producido por cualquier hecho, 
sino por un accidente en sentido estricto. 
 
Al respecto la Corte Suprema de los Estados Unidos, en el año 1985, definió el término 
accidente como todo “unexpected or unusual event or happening that is external to the 
passenger” lo cual se traduciría como “todo hecho o suceso inesperado o inusual el cual 
es externo al pasajero”. Al parecer esta definición ha sido bien acogida por la doctrina 
teniendo en cuenta la aclaración que hiciese la misma Corte cuando expresó que tal 
concepto jurisprudencial debía ser interpretado de una forma flexible y teniendo en cuenta 
el compuesto fáctico de cada caso. 
 
Por último la responsabilidad del porteador consigue otra limitación al final del artículo, 
pues se determina un margen tempo-espacial durante y en el cual se pueden producir 
daños responsables, a saber, para que el daño pueda generar responsabilidad, de 
acuerdo con el convenio, debe ser producido “durante el curso de las operaciones de 
embarque o desembarque o a bordo de la aeronave.” 
 
Resulta difícil discernir qué se entiende por las “operaciones de embarque o 
desembarque”, y puesto que en realidad la terminología empleada se encuentra sujeta a 
interpretación91, interpretamos entonces, que el artículo de comentario al referirse a estas 
operaciones de embarque y desembarque está haciendo referencia al periodo efectivo de 
la ejecución del contrato de transporte aéreo de pasajeros que incluye, obviamente, el 
periodo en que el pasajero se encuentra legalmente a bordo de la aeronave. 
 
Si la responsabilidad del transportista deriva del incumplimiento de la obligación 
contractual de seguridad en el caso de producirse muerte o lesiones de los pasajeros, 
juzgamos que el transportista debe asumir la responsabilidad de los daños ocasionados a 
los pasajeros, surgidos durante la ejecución efectiva del contrato de transporte aéreo de 
pasajeros, periodo durante el cual el transportista los debe tener dentro de su esfera de 
cuidado. Esta última debe empezar exactamente durante las operaciones de embarque, 
                                                 
91 Tratándose de definir lo que se debe entender por las operaciones de embarque o desembarque, el jurista 
dominicano Américo Moreta, nos comenta que “no se ha llegado a un acuerdo, ni aún la jurisprudencia 
francesa, véase tribunal de comercio de Marsella, 27 de marzo de 1960, París 28 de junio de 1963.” (Moreta 
Castillo, Américo; La responsabilidad del transportista aéreo de pasajeros; Editorial Unibe; 1999; P. 59.) 
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se mantiene durante todo el periodo en que el pasajero se encuentra a bordo de la 
aeronave hasta terminar la obligación del transportista al llevar a los pasajeros a la 
terminal aérea de destino, lo que se constituye la operación de desembarque. 
 
De ahí que el transportista no sería responsable contractualmente o de acuerdo a las 
reglas de este convenio, por ejemplo, del daño que pudiese sufrir un sujeto que ingresa 
ilegalmente a la aeronave mucho tiempo antes de ser llamado a abordar por los 
representantes del transportista, en dicho caso el sujeto que resulta dañado no se puede 
reputar como pasajero, ya que el daño surgió durante un momento en el cual aún no se 
ejecutaba el contrato de transporte aéreo, sino que seguiría las reglas de la 
responsabilidad extracontractual.  
 
Para definir exactamente el momento en el cual se da inicio a las operaciones de 
embarque, recurrimos al catedrático costarricense Dr. Víctor Pérez, según el cual dicho 
momento  “...se produce a partir de que los pasajeros son llamados para abordar, 
entrando realmente el pasajero en la esfera de cuidado de la empresa a partir del 
momento en que se produce el control del pase de abordar...”.92
 
Si se avala la anterior afirmación, también se puede afirmar que el momento que 
determina el fin de la ejecución contractual y en el cual se termina el periodo durante el 
que el transportista se responsabiliza por la seguridad de sus pasajeros, debería ser el 
instante cuando el pasajero sale del puente de abordaje por el cual desembarca y hace su 
ingreso a la terminal aeroportuaria, lapso cuando sale el pasajero de la esfera de cuidado 
del transportista. 
 
Visto de otra forma, el tiempo cuando tiene producirse el daño del que se debe hacer 
responsable el transportador de pasajeros se ha de extender desde que el pasajero pasa 
el control de abordaje y hasta que hace ingreso a la terminal en el punto de destino, es 
decir mientras dura la ejecución del contrato de transporte aéreo. 
 
En resumen, para que el porteador sea responsable contractualmente del daño y de 
acuerdo con el presente convenio es necesario que se presenten ciertos elementos: 
 
                                                 
92 Pérez Vargas, 2001; P. 23. 
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1 Que se ocasione un daño que implique la muerte, heridas o lesiones corporales. 
2 Que el daño sea sufrido por un pasajero de acuerdo con el concepto que 
analizamos antes. 
3 Que el daño sea producido por un accidente. 
4 Que el daño sea producido durante la ejecución del contrato de transporte aéreo 
de pasajeros, el cual debe ser considerado internacional de acuerdo al artículo 
primero. 
 
 
2.1.1.2.2.- Segundo supuesto: Daño al equipaje o a las mercancías.- 
 
El segundo supuesto enuncia que el porteador es responsable del daño ocasionado a los 
equipajes facturados o a las mercancías y el resultado del daño que se les ocasione debe 
ser la destrucción, la pérdida o la avería.93
 
 
2.1.1.2.3.- Tercer supuesto: Daño a pasajeros, equipajes o mercancías producidos 
por el retraso en las operaciones del porteador.- 
 
En este tercer supuesto no existe un daño corporal visible ni para el pasajero ni para sus 
equipajes o sus mercancías, únicamente el retraso en las operaciones del porteador que 
produce el daño al sujeto pasivo en el contrato de transporte aéreo.94
 
Lo que sucede de hecho es un incumplimiento del contrato de transporte aéreo, el 
porteador se obliga a transportar a los pasajeros, los equipajes o las mercancías de un 
lugar a otro en un tiempo determinado y ante un incumplimiento en las estipulaciones 
contractuales como puede ser el retraso, el porteador podría ser responsable. 
 
Llama la atención, sin embargo, que en el Convenio no se establezca una definición de lo 
que debe entenderse por retraso, lo cual ha llevado a interpretaciones a veces absurdas y 
que han pretendido casi en su totalidad dejar impune al transportista ante cualquier 
posibilidad de ser responsable ante un retraso. 
                                                 
93 Artículo 18 del Convenio de Varsovia de 1929. 
94 Artículo 19 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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Dentro de las interpretaciones que a veces nos parecen absurdas, es de mencionar que 
en las condiciones generales de IATA se establece que los horarios de las operaciones 
publicados deben entenderse como pauta aproximadas y no como condiciones 
constituyentes del contrato, con lo cual no estamos totalmente de acuerdo y sobre las 
cuales ya hablaremos más adelante.  
 
No obstante, se debe tener presente que en el transporte aéreo es necesario ser flexibles 
en cuanto a la interpretación del retraso, dadas las condiciones especiales en las cuales 
se desenvuelve el fenómeno aeronáutico y la multiplicidad de factores que pueden afectar 
los horarios. 
 
Hemos dicho que el porteador podría ser responsable de forma condicional, pues para 
que efectivamente surja una responsabilidad por parte del transportista deben existir tres 
elementos: 
 
1.- Un retraso en las operaciones del transportista. 
2.- Que dicho retraso efectivamente cause un daño al pasajero. 
3.- Que el retraso no se deba a una causa que pueda eximir de responsabilidad al 
transportista, causas que analizaremos con detalle más adelante, podemos adelantar  por 
ejemplo, los  fenómenos meteorológicos. 
 
De esta manera no podríamos hablar de un retraso responsable per se, si no de un 
retraso que si causa un daño podría eventualmente ser fuente de responsabilidad.  
 
 
2.1.1.3.- Causas eximentes de responsabilidad.- 
 
Si algún hecho encuadra dentro de alguno de los tres supuestos de responsabilidad antes 
mencionados y existe una relación de causalidad entre el hecho dañoso y el transporte 
aéreo, se entiende que el porteador es el sujeto responsable del daño ocasionado, sin 
embargo, existen algunas causas eximentes de responsabilidad a continuación 
analizados. 
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Los supuestos en los que al porteador no sería posible imputarle la responsabilidad por 
los daños causados son los siguientes: 
 
1 Cuando el porteador pueda probar que él y sus comisionados han tomado todas 
las medidas necesarias para evitar el daño o que les fue imposible tomarlas. 
(Artículo 20, inciso 1)95 
2 Cuando el porteador pueda probar que la persona lesionada ha sido causante de 
su propio daño. Cuando la persona lesionada no ha sido totalmente causante del 
daño, pero ha contribuido a este, el tribunal podrá, descargar o atenuar la 
responsabilidad del porteador. (Artículo 21)96 97  
 
En cuanto al primer supuesto al que hacemos referencia, debemos mencionar que tales 
medidas necesarias las debemos comparar con el deber de la debida diligencia, el cual 
precisamente constituye el hecho de tomar estas medidas necesarias para evitar 
cualquier posible daño.  
 
Algunos juristas interpretan esta debida diligencia como referida a un patrón de conducta 
que debería tener un transportista razonable y diligente, en condiciones normales, ahora 
bien, según Palacín, “originariamente, el concepto fue expresado mediante la locución 
“medidas razonables”, sin embargo el comité de redacción sin mayor fundamento 
reemplazó esta expresión por la de medidas necesarias desvirtuando los verdaderos 
alcances del texto originario.”.98
 
Debido al cambio de redacción, una gran parte de la jurisprudencia internacional ha 
entendido por “medidas necesarias” una interpretación más restrictiva y ha establecido 
qué medidas necesarias son las aptas para evitar el daño.  
                                                 
95 Artículo 20, inciso 1 del Convenio de Varsovia de 1929. 
96 Artículo 21 del Convenio de Varsovia de 1929. 
97 Existen otras dos causas eximentes de responsabilidad presentes en el Convenio de Varsovia las cuales, sin 
embargo, solo son aplicables para el transporte de equipajes o mercancías, razón por la cual no las 
nombramos en el cuerpo principal de nuestro estudio. La primera de estas causas dice que el porteador no será 
responsable del daño si prueba que el daño proviene de una falla de pilotaje, de conducción de la aeronave o 
de navegación de la misma y que en todos los demás aspectos el porteador ha tomado todas las medidas 
necesarias para evitar el daño (Artículo 20, inciso 2 del Convenio de Varsovia de 1929). La segunda de las 
causas eximentes de responsabilidad se da cuando el daño es producto de las indicaciones y declaraciones 
inexactas e incompletas realizadas por el expedidor de mercancías. (Artículo 10, párrafo 2 del Convenio de 
Varsovia de 1929). 
98 Palacín Fernández, 1991; P. 1106. 
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En cuanto al segundo supuesto de hecho que exime de responsabilidad al porteador, 
debemos entender el término lesión, no solamente como una lesión corporal, sino que en 
sentido amplio deberá entenderse lesión como el sufrimiento de un daño, ya sea a su 
propio cuerpo, o bien a sus equipajes o mercancías. Asimismo se podrá comprender para 
el caso del retraso, cuando la víctima ha contribuido al hecho.  
 
La última causal por la cual el transportista se puede ver liberado de su responsabilidad, 
es cuando ocurre que el sujeto que sufrió el daño, o bien sus causahabientes, no 
presentan la acción tendiente a cobrar la respectiva indemnización dentro del “plazo de 
dos años, a partir de la llegada a su destino o del día en que la aeronave hubiere debido 
llegar o de la detención del transporte.”99 Este plazo establecido en el artículo 29 del 
Convenio de Varsovia  es un plazo de caducidad, expresamente dispuesto por el mismo 
artículo, de manera que de no accionarse contra el transportista en el plazo anteriormente 
mencionado, el sujeto dañado perderá su derecho y el transportista quedará liberado de 
su responsabilidad. 
 
 
2.1.1.4.- Limitación al monto de la indemnización.- 
 
Cuando un determinado daño encuadra dentro de alguno de los supuestos de hecho 
mediante los cuales se le atribuye responsabilidad al porteador y no es posible aplicar 
ninguna de las causas eximentes de responsabilidad, entonces el porteador debe 
indemnizar el daño causado. En este caso, el Convenio establece límites a los montos de 
la indemnización que debe cubrir el porteador.  
 
Lo que algunos han llamado el límite de responsabilidad en el Sistema de Varsovia, a 
nuestro parecer no es tal, puesto que la responsabilidad se mantiene intacta. Cuando un 
porteador ocasiona un daño es responsable o no. Lo que el Convenio de Varsovia afectó 
no es la responsabilidad en sí, sino el monto de indemnización, por eso preferimos hablar 
de la limitación del monto de la indemnización y no de la limitación de la responsabilidad. 
 
Esta limitación del monto de la indemnización se hace patente a partir del artículo 22 del 
                                                 
99 Artículo 29 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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Convenio de Varsovia, de forma muy sencilla: 
 
1 En el transporte de personas, en caso que exista un daño responsabilidad del 
porteador, el Convenio estipula una limitación de la indemnización a la suma de 
ciento veinticinco mil francos por cada pasajero (125 000ƒ/ pasajero).100 
2 En el transporte de equipajes facturados y de mercancías, en caso que exista un 
daño responsabilidad del porteador, la suma de la indemnización se limitará a 
doscientos cincuenta francos por kilogramo facturado (250ƒ/ kilo facturado).101 
3 Con respecto a objetos cuya custodia conserve el pasajero, el límite de 
responsabilidad del porteador será la suma de cinco mil francos por pasajero (5 
000ƒ/ pasajero).102 
 
Antes de continuar, referente a las sumas arriba indicadas, estimamos necesario aclarar 
que los montos expresados en francos hacen referencia a la moneda hipotética llamada 
Franco Oro Poincaré, llamada así en honor a su inventor y que no tiene curso legal en 
ningún país. 
 
En cuanto a esta limitación es interesante hacer notar un punto elemental. Recapitulando 
un poco lo dicho hasta ahora, hemos visto que existen tres supuestos de hecho capaces 
de atribuir responsabilidad al porteador, primero, daño al pasajero; segundo, daño al 
equipaje o a las mercancías; y tercero, daño a los pasajeros, equipajes o mercancías 
producto del retraso en las operaciones del porteador. 
 
Lo que llama la atención es ver como el Convenio de Varsovia a la hora de definir los 
límites indemnizatorios, únicamente toma en cuenta el daño a los pasajeros y a los 
equipajes o mercancías y no especifica un límite para el caso de daño producido por el 
retraso en las operaciones del porteador. 
 
Como vimos el artículo 19 del Convenio solamente establece la responsabilidad en el 
supuesto de retraso, pero el artículo 22 de este cuerpo legal no prevé un monto específico 
para el retraso al establecer los montos topes de indemnización. 
 
                                                 
100 Artículo 22, inciso 1 del Convenio de Varsovia de 1929. 
101 Artículo 22, inciso 2 del Convenio de Varsovia de 1929. 
102 Artículo 22, inciso 3 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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Lo anterior nos lleva a dos posibles conclusiones, la primera es que la responsabilidad 
para el transporte de pasajeros en el supuesto de retraso, no le sería aplicable este límite 
al no establecerse específicamente un monto límite de indemnización y por tanto nos 
encontraríamos con una responsabilidad ilimitada en tal supuesto. 
 
La segunda conclusión posible es que al caso del retraso en el transporte de pasajeros le 
aplicaría el límite de responsabilidad dispuesto en el párrafo primero del artículo 22 que a 
la letra dispone que “En el transporte de pasajeros la responsabilidad del porteador con 
relación a cada viajero se limitará a la suma de 125.000,00 francos.” 
 
A nuestro parecer la segunda teoría parece más congruente con los principios que se 
disponen en el Convenio de Varsovia al establecer responsabilidades limitadas, de la 
misma manera, como hemos podido observar en el artículo 22, párrafo primero, citado, se 
establece que dicho límite aplica para el transporte de pasajeros en general no 
especificando el tipo de daño al que aplica, el cual podría ser: muerte, lesiones o incluso 
retraso.  
 
La cuestión aquí planteada queda resuelta, excepto en lo referente al Protocolo de 
Guatemala, que analizaremos más adelante, pues se fijan en este instrumento límites 
específicos y diferentes para el caso del daño causado por retraso con respecto a los 
daños causados por muerte o lesiones de los pasajeros. 
 
Este monto de 125.000,00 francos oro en 1934 equivalía a $6.300,00 dólares de los 
Estados Unidos de América y para 1955 su valor únicamente había aumentado a 
$8.300,00 US dólares. Con estas sumas es fácil hacer patente la inconformidad de 
algunos países por los montos tan bajos de indemnización establecidos en el convenio, 
los cuales eran muchas veces y fácilmente superados por las indemnizaciones dispuestas 
en sus legislaciones internas. 
 
2.1.1.5.- Montos indemnizatorios diferentes a los estipulados en el convenio.  
 
Referente a este tema es necesario tener claro un punto, el monto indemnizatorio 
establecido en el Convenio no se puede reducir o exonerar por un acuerdo entre las 
partes; sin embargo, mediante acuerdo es posible fijar límites superiores a los 
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establecidos, esto es así puesto que un límite superior únicamente beneficiaría al 
pasajero quien es el sujeto más débil en la relación contractual. 
 
El fundamento jurídico para que no sea posible reducir o exonerar al porteador del pago 
del monto de la indemnización se encuentra en el artículo 23 del Convenio, el cual anula y 
deja sin ningún efecto un acuerdo en tal sentido. En caso de que se acuerde alguna 
disposición en dicho sentido, esto no afectará la integridad del contrato el cual continúa 
siendo válido en todas las demás disposiciones.103
 
Entonces, a pesar de la estipulación de los límites indemnizatorios que se expusieron en 
apartes anteriores tomados del artículo 22 del Convenio de Varsovia de 1929, es posible 
romper este límite para aumentarlo de varias maneras. 
 
La primera manera de romper este límite indemnizatorio es por medio del acuerdo entre 
las partes. En el caso del transporte de pasajeros el porteador unilateralmente puede fijar 
un límite de indemnización más elevado, o bien, renunciar totalmente a cualquier clase de 
límite al monto indemnizatorio.  
 
Vale simplemente nombrar acá que en el caso de transporte de equipaje o mercancías el 
límite se puede romper cuando existe una declaración especial de interés en el envío 
hecho por el expedidor en el momento de la entrega de la mercancía al porteador y 
mediante el pago de una tasa suplementaria eventual, caso en el cual el porteador estaría 
obligado a pagar hasta el importe de la suma declarada.104
 
La segunda forma en que se puede romper este límite indemnizatorio se da cuando en 
caso de daño a los pasajeros, equipajes facturados o mercancías, se demuestra que 
existió dolo, o bien, que las faltas cometidas por parte del porteador o de uno de sus 
agentes se puedan considerar equivalentes a dolo, siempre y cuando se demuestre que el 
porteador o el agente de estas se encontraba obrando en el ejercicio de sus funciones.105
 
Existe una tercera forma en la que se puede romper el límite a los montos de 
indemnización. Esta forma se establece en el artículo tercero del Convenio y se refiere a 
                                                 
103 Artículo 23 del Convenio de Varsovia de 1929. 
104 Artículo 22, inciso 2 del Convenio de Varsovia de 1929. 
105 Artículo 25 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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los “Billetes de Pasaje”, este artículo menciona que en caso de que el porteador admita 
transportar a un pasajero sin que se le haya expedido el respectivo billete de pasaje, no 
tendrá derecho, el porteador, a beneficiarse de las disposiciones que limiten el monto a la 
indemnización en caso de cualquier accidente.106 107
 
Con relación al punto anterior debemos remitir lo que analizamos cuando veíamos los 
derechos y obligaciones pertenecientes a las partes involucradas en el contrato, 
específicamente en el punto como una obligación para el porteador y como derecho 
correspondiente para el pasajero, esto es el hecho de que se expida el respectivo billete 
de pasaje.  
 
Vale mencionar una cuarta forma de romper con este límite indemnizatorio, el cual, 
aunque para el caso de pasajeros quedó así establecido hasta el Protocolo de La Haya, 
en el Convenio de Varsovia, para el caso del transporte de equipajes o mercancías, 
establece que los respectivos talones de equipaje y cartas de porte aéreo, deben indicar, 
que el transporte que se efectúe estará sometido al régimen de responsabilidad 
establecido en el Convenio de Varsovia, requisito sin el cual, aunque el contrato siga 
siendo válido, el porteador no podrá verse beneficiado por las disposiciones que excluyan 
o limiten su responsabilidad. 
 
 
2.1.1.6.- La acción de responsabilidad.- 
 
En cualquier caso, la forma de cobrar las indemnizaciones en caso de los daños que se 
establecen en el convenio, las acciones de responsabilidad dirigidas a esto, solo se  
podrán ejercer de acuerdo con las condiciones y límites que el Convenio de Varsovia 
señala.108
 
Asimismo hace bien en señalar este instrumento legal, que no prejuzga sobre la 
                                                 
106 Artículo 3, inciso 2 del Convenio de Varsovia de 1929. 
107 Reglas similares a esta existen en el Convenio en los artículos cuarto y noveno, en lo referente a los 
“Talones de Equipajes” en cuanto a los equipajes facturados y en cuanto a las mercancía  a las “Cartas de 
Porte Aéreo”. Según dichos artículos en caso de que el porteador admita transportar equipajes o mercancías 
sin que éste haya expedido el respectivo talón de equipaje o carta de porte aéreo, no podrá beneficiarse, 
igualmente, de las disposiciones que limiten el monto indemnizatorio. Artículos 3 y 9 del Convenio de 
Varsovia de 1929. 
108 Artículo 24 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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determinación de las personas que tienen derecho a accionar a favor de la persona 
dañada ni de sus respectivos derechos. 
 
 
2.1.1.6.1.- Plazos.- 
 
Para pretender cobrar los montos indemnizatorios establecidos es necesario atenerse a lo 
que menciona el convenio con respecto a los plazos perentorios dentro de los cuales se 
pueden ejercer las respectivas acciones destinadas a ejercer el cobro indemnizatorio por 
el daño causado por el porteador. 
 
Según el artículo 29 del Convenio de Varsovia la acción de responsabilidad en el caso de 
todos los supuestos de hecho a los que hacíamos referencia desde el principio de la 
exposición del presente capítulo, deberá intentarse dentro del plazo de dos años a partir 
del día en que la aeronave hubiese llegado al destino final o del día de la detención del 
transporte.109 110
 
 
2.1.1.6.2.- Jurisdicciones.- 
 
En cuanto a los lugares en los que el actor puede presentar la acción de responsabilidad 
civil el convenio los limita a cuatro111: 
 
1 El tribunal del domicilio del porteador. 
2 El tribunal del domicilio principal de la explotación del porteador. 
3 El tribunal del lugar donde el porteador posea un establecimiento por medio del 
cual se celebró el contrato de transporte aéreo. 
                                                 
109 Artículo 29 del Convenio de Varsovia de 1929. 
110 En cuanto a este punto simplemente vale la pena aclarar que en el caso específico de avería o retraso en la 
entrega del equipaje facturado o de las mercancías es necesario además de cumplir con el plazo establecido 
para ejercer la acción, para pretender ejercer el cobro del monto indemnizatorio, cumplir con la oposición de 
una protesta escrita consignada en el documento de transporte o en cualquier otro documento dentro del plazo 
de tres días para las averías en los equipajes, siete días para las averías en las mercancías, ambos contados 
desde el descubrimiento de la avería y catorce días para el retraso en la entrega del equipaje contados desde el 
momento en que el porteador pone el equipaje a disposición del pasajero. A falta de la presentación de esta 
protesta dentro de los plazos establecidos, cualquier acción en contra del porteador será inadmisible. (Artículo 
26, incisos 2, 3 y 4; del Convenio de Varsovia de 1929.) 
111 Artículo 28 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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4 El tribunal del lugar de destino del transporte. 
 
La elección de cualquiera de estas cuatro jurisdicciones corresponde al demandante o 
actor que interpone la acción para cobrar la indemnización. El procedimiento que deberá 
seguirse para dirimir el asunto, según el mismo artículo 28  del Convenio, se regulará por 
la ley del tribunal al que le corresponde entender el asunto. 
 
Muchos detractores del Convenio, entre ellos principalmente los Estados Unidos de 
Norteamérica han objetado el hecho de que únicamente se puede accionar en estas 
cuatro sedes, lo cual según ellos limita a los perjudicados en su derechos de acceso a la 
justicia y entonces han propuesto incorporar como otra posible quinta jurisdicción el lugar 
del domicilio del pasajero, con el objeto de que este puede tener más facilidad para 
plantear una acción en contra del porteador. 
 
  
2.1.1.7.- Caso de porteadores sucesivos.- 
 
Cuando se da el caso de que para ejecutar el transporte aéreo es necesaria la 
intervención de varios porteadores sucesivamente para que el pasajero, los equipajes o 
las mercancías puedan llegar a su destino final, cada uno ejecutando una parte del 
transporte en diferentes porciones del trayecto, el Convenio de Varsovia dispone que es 
considerado como un único transporte cuando las partes lo hayan considerado como tal, 
bien haya sido ultimado por un solo contrato o por una serie sucesiva de contratos de 
transporte aéreo. 
 
Como vimos al principio de la exposición de este capítulo, uno de los requisitos de 
aplicabilidad del Convenio es que el transporte aéreo sea internacional. Sin embargo, en 
el caso del transporte ejecutado por porteadores sucesivos en los cuales uno o varios de 
los contratos que componen la totalidad del contrato de transporte, considerado desde su 
punto de partida hasta su último destino, se ejecuten dentro del territorio de un mismo 
país. Según el Convenio el transporte en sí, no perderá, su carácter internacional y por lo 
tanto la misma convención autoriza que en ese caso se apliquen las reglas relativas al 
 
 
104
presente Convenio de Varsovia a los sujetos involucrados.112
 
El mismo Convenio en su artículo 30 obliga a que en caso de darse un transporte de este 
tipo, los diferentes porteadores en caso de aceptar transportar pasajeros, equipajes o 
mercancías en su tramo del recorrido, deben someterse a las reglas establecidas en el 
articulado del Convenio.  
 
No obstante, la redacción de la primera parte del artículo 30 reza que el porteador “se 
someterá a las reglas establecidas por dicho Convenio y se considerará como una de las 
Partes Contratantes del contrato de transporte, con tal de que dicho contrato haga 
referencia a la parte del transporte efectuado bajo su control.”113
 
Del anterior extracto del primer párrafo del artículo 30, en el caso del transporte con 
porteadores sucesivos se impone el requisito de que para poder someter al porteador 
sucesivo que causó el accidente o el retraso a las reglas del Convenio de Varsovia, es 
necesario que el contrato de transporte aéreo haga referencia a la parte del transporte 
efectuado bajo el control de ese porteador, contrario sensu, no se le podrá someter a las 
reglas del Convenio y por tanto el porteador no se podrá ver prevalecido de las reglas que 
limitan el monto de las indemnizaciones que debería pagar. 
 
Por otro lado, los párrafos segundo y tercero del mismo artículo 30 disponen contra quien 
deben accionar los derechohabientes en caso de daño. 
 
Cuando se trata de un daño contra un pasajero, sea su muerte, lesión o bien un daño 
producido por el retraso, el pasajero o sus causahabientes sólo podrán accionar para 
pedir la indemnización en contra del porteador que controlaba la operación que causó el 
daño y no contra los demás porteadores que efectuaron o aún tenían que efectuar el 
transporte, a menos que el primer porteador haya asegurado la responsabilidad para 
todas las porciones del viaje.114
                                                 
112 Artículo 1, párrafo 3 del Convenio de Varsovia de 1929. 
113 Artículo 30, párrafo primero del Convenio de Varsovia de 1929. 
114 Cuando se trata de un daño a un equipaje o a una mercancía, el expedidor tendrá derecho a accionar contra 
el primer porteador y el destinatario contra el último de ellos. Sin embargo tanto el expedidor como el 
destinatario podrán proceder contra el porteador que efectuaba la operación en el curso de la cual se produjo 
el daño sea la destrucción, la pérdida, la avería o el retraso. (Artículo 30, inciso 3 del Convenio de Varsovia 
de 1929). 
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2.1.1.8.- Caso de transportes combinados.- 
 
El concepto de “transporte combinado”, según el presente convenio, se aplica al 
transporte de personas o cosas que se realiza en parte por vía aérea y en parte por 
cualquier otro medio ya sea marítimo o terrestre.  
 
En caso de que se diera un transporte de tal categoría el Convenio de Varsovia, según el 
artículo 31, dicho convenio únicamente se aplicará a la porción del transporte realizado 
por el medio aéreo, siempre y cuando esta parte del transporte aéreo cumpla con los 
requisitos que cita el artículo primero del convenio. 
 
 
2.1.2.- PROTOCOLO DE LA HAYA: PROTOCOLO QUE MODIFICA EL CONVENIO 
PARA LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS REGLAS RELATIVAS AL TRANSPORTE 
AÉREO INTERNACIONAL, FIRMADO EN VARSOVIA EL 12 DE OCTUBRE DE 1929, 
FIRMADO EN LA HAYA EL 28 DE SEPTIEMBRE DE 1955.- 
 
Posterior a la segunda guerra mundial surgió este Protocolo como una necesidad para 
enfrentar la crisis de funcionabilidad en que había entrado el Convenio de Varsovia en los 
años posteriores a esta guerra, por lo que se le intentaba dar solución a los problemas 
técnicos y de redacción que padecía el instrumento internacional de 1929. 
 
En el año 1946 se reunió en la ciudad de París, el Comité Internacional de Expertos 
Juristas Aéreos (CITEJA), con el fin de estudiar una posible solución a los problemas que 
padecía el Convenio de Varsovia e intentar redactar un proyecto de legislación 
internacional para enmendar sus errores.  
 
Sin embargo, al poco tiempo el CITEJA desaparece para cederle su espacio a una 
organización mucho más global y con más representatividad. Eran los primeros años de 
post-guerra  y con la creación de la Organización de Naciones Unidas se crea un 
organismo dependiente de esta, especializado en la aviación civil internacional, nos 
referimos a la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI), la cual hasta la fecha 
es el máximo organismo internacional que regula la materia. 
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La OACI de forma muy acertada continuó la labor que venía realizando el CITEJA de 
manera que retomó y analizó el anteproyecto de reforma del Convenio de Varsovia, luego 
convocó a una conferencia diplomática en la ciudad de La Haya en el año 1955 con el fin 
de analizarlo.  
 
El proyecto fue aprobado por la conferencia reunida en La Haya y a la fecha tal convenio 
cuenta con más de 40 años de vida desde su entrada en vigor el 1 de agosto de 1963; ha 
sido ratificado por 133 países y se puede decir que es la más importante reforma vigente 
que ha sufrido el Convenio de Varsovia. 
 
Nuestro país, Costa Rica, se adhirió a este instrumento internacional mediante la misma 
ley que aprobó el Convenio de Varsovia, a saber, la Ley No. 4462 del 28 de octubre de 
1969 y entró en vigencia para Costa Rica y las demás Altas Partes Contratantes el 08 de 
agosto de 1984. 
 
Muchos de los cambios que agrega el Protocolo son de mera forma, como aceptar la 
posibilidad de que el talón de equipajes se pueda expedir en combinación con un billete 
de pasaje, asunto que no preveía el Convenio de Varsovia. 
 
Mas en cuanto al fondo y con referencia a la responsabilidad civil del porteador, el 
Protocolo de La Haya introduce básicamente las siguientes modificaciones importantes: 
 
1 Reducción de algunas formalidades referentes a los títulos de transporte. Introdujo 
la exigencia en cuanto al billete de pasaje de insertar el aviso referente a que el 
contrato de transporte aéreo quedaba sujeto al régimen de responsabilidad del 
Convenio, caso contrario, no podrá prevalerse de tales disposiciones, como se les 
exigía tanto a los talones de equipaje como a las cartas de porte aéreo.115 
2 Modificación de los límites indemnizatorios establecidos en el Convenio de 
Varsovia.116 
3 Posibilidad del porteador de hacer una oferta antes del litigio para reparar el 
                                                 
115 Artículo 3, inciso (b) del Protocolo de La Haya de 1955. 
116 Artículo 11 del Protocolo de La Haya de 1955. 
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daño.117 
4 Inclusión de regulación con respecto a la condenatoria en costas. 
5 Admisión de la temeridad, cuando el autor sepa que esa temeridad pueda ser 
causante de un daño y no sólo del dolo, como posibles causas para romper los 
límites indemnizatorios del Convenio.118 
6 Admisión de la posibilidad de demandar directamente al causante del daño.119 
7 Eliminación de la cláusula que extrae de la aplicación del Convenio a los 
transportes aéreos internacionales ejecutados a título de primeros ensayos por 
empresas de transporte aéreo con vistas al establecimiento de líneas regulares y a 
los transportes efectuados en circunstancias extraordinarias fuera de toda 
operación normal de la explotación, por una disposición mucho más restrictiva que 
únicamente autoriza a que en caso de una explotación en circunstancias 
extraordinarias no se apliquen las disposiciones relativas a los títulos de 
transporte.120 
 
 
Este aumento del límite de responsabilidad marcó profundas discrepancias entre algunos 
de los Estados, principalmente con los Estados Unidos de América que proponía desde 
hace ya muchos años, por un lado, la ilimitación total de los montos indemnizatorios, o en 
su caso un monto mucho mayor; y por otro lado, la introducción de otra jurisdicción, la 
famosa quinta jurisdicción, que tomara en cuenta el domicilio del pasajero, con el fin de 
darle una mayor protección a los ciudadanos y residentes de ese país. 
 
Ahora bien, según el doctor Augusto Aragone:  
 
“la posición norteamericana no respondía exclusivamente -como el autor lo ha indicado- al 
simple interés de su gobierno por promover el bienestar de sus ciudadanos, interés que 
ha existido, por cierto, pero que no alcanza para explicar por completo dicha postura. El 
altísimo nivel de resarcimiento del daño alcanzado en Estados Unidos, los daños punitivos 
y “last but not even far from least”, los suculentos honorarios de los abogados 
(“contingency fee” entre otros) movieron al poderoso lobby de abogados litigantes a 
                                                 
117 Artículo 11 del Protocolo de La Haya de 1955. 
118 Artículo 13 del Protocolo de La Haya de 1955. 
119 Artículo 14 del Protocolo de La Haya de 1955. 
120 Artículo 16 del Protocolo de La Haya de 1955. 
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impulsar una y otra vez, exitosamente, el rechazo de protocolos que establecían 
soluciones claras y simples tendientes a reducir significativamente la costosa 
litigiosidad.”121
 
Esta cuestión se pudo resolver, únicamente hasta años recientes, con el Convenio de 
Montreal que se analizará más adelante. 
  
Como punto rescatable mencionaremos el hecho de que con la aprobación de este 
Protocolo se comienza a quebrantar la uniformidad que pretendía el Convenio de 
Varsovia, puesto que con este nuevo Protocolo se conforman tres clases de países, a 
saber: los que únicamente han ratificado el Convenio de Varsovia; los que han ratificado 
el Protocolo de Montreal con lo cual se adhirieron al Convenio de Varsovia; y los Estados 
que no han ratificado ni uno ni otro, con lo cual se abre una ventana de heterogeneidad 
debido a todas las posibles soluciones que se puedan presentar de acuerdo con los 
diferentes instrumentos jurídicos aplicables. 
 
 
1.- Exigencia de incluir una cláusula en el billete de pasaje que mencione el 
sometimiento del contrato al régimen de responsabilidad del Sistema de Varsovia.- 
 
Como vimos en las páginas anteriores para que un porteador en caso de que causara un 
daño pudiera verse beneficiado por los límites indemnizatorios establecidos en el 
Convenio de Varsovia, era requisito necesario que se hubiera expedido un billete de 
pasaje para el caso de transporte de pasajeros, así como era indispensable expedir un 
talón de equipaje o una carta de porte aéreo para el caso de los equipajes y mercancías 
y, en caso de no expedirse dicho billete de pasaje, no podría el porteador prevalerse de 
las disposiciones establecidas en el Convenio de Varsovia. 
 
Además se establecía como uno de los requisitos no indispensables del billete de pasaje, 
que contuviera una cláusula en la cual se explicara que dicho contrato iba a estar 
sometido al régimen de responsabilidad del Convenio de Varsovia. Sin embargo, en el 
anterior convenio, en caso de que esa cláusula no existiera, esto no invalidaría el contrato 
en sí ni en sus demás cláusulas, ni tampoco por ello dejaría de estar sometido a las reglas 
                                                 
121 La Convención de Montreal de 1999: ¿La nueva Convención de Varsovia?; Aragone Coppola, Augusto. 
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del convenio y por tanto el porteador podría verse prevalecido de los límites a los montos 
indemnizatorios. 
 
Este requisito que incluía expresa y específicamente esa cláusula existía en el caso del 
talón de equipajes o en la carta de porte aéreo, más no en el billete de pasaje, de manera 
que si sucedía un accidente durante el transporte definido de acuerdo con el Convenio de 
Varsovia que le causara un daño a un pasajero, aunque en el billete de pasaje no 
estuviese comprendido, en tal aviso se entendía que el porteador podría haberse visto 
prevalecido por el régimen de limitación de los montos indemnizatorios establecidos en la 
respectiva convención.  
 
No obstante, tal panorama cambia, pues el aviso que antes únicamente se le exigía a los 
talones de equipaje y a las cartas de porte aéreo, el Protocolo de La Haya como una de 
sus primeras reformas al Convenio de Varsovia, le exige también a los billetes de pasaje, 
incluir dicho aviso indicando el sometimiento del contrato que sustenta al régimen de 
responsabilidad establecido en Varsovia si es que el porteador quiere prevalecerse de 
este. 
 
La lógica de esta regla está en que un pasajero con la debida diligencia, que haya leído 
dichas reglas, asume por tanto con conocimiento de causa, el “riesgo” de viajar con dicho 
porteador. De modo que, si el porteador no ha expedido el respectivo billete de pasaje con 
dicha cláusula se presupone que el pasajero no ha estado enterado de dicho límites 
indemnizatorios y por tanto no podrían ser reclamados posteriormente por el porteador. 
 
Con lo que hemos dicho no quiere darse a entender que si los títulos de transporte (Billete 
de Pasaje, Talón de Equipajes y Carta de Porte Aéreo) no poseen la mencionada 
indicación, se vaya a afectar el contrato de transporte aéreo, el cual, aunque no 
establezca la indicación, se mantiene como un contrato válido. 
 
Más aún, al no atentar dicha circunstancia en contra de la validez del contrato de 
transporte aéreo, no afecta tampoco el sometimiento del tal a las demás reglas existentes 
en el Sistema de Varsovia y únicamente no son aplicables, para el porteador, las normas 
relativas a la limitación de los montos indemnizatorios de las cuales como vimos el 
porteador no podría verse beneficiado. 
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Por otro lado, se eliminan ciertos requisitos que se imponían al billete de pasaje en el 
Convenio de Varsovia, tales como: el lugar, la fecha de emisión, el nombre y la dirección 
del porteador. Estos datos no son como en el Protocolo de La Haya requisitos del billete 
de pasaje. 
 
 
2.- Modificación de los límites a los montos indemnizatorios.- 
 
Con el pasar de los años algunos de los límites máximos de la indemnización 
establecidos en el Convenio de Varsovia pasaron de ser desactualizados a ser obsoletos. 
Con el fin de readecuar estos montos, a los tiempos de mediados del siglo pasado, es que 
surge la modificación más importante al Convenio de Varsovia. 
 
Como se mostró, el Convenio de Varsovia, en su artículo 22 fija tres distintos tipos de 
límites máximos a las posibles indemnizaciones que el porteador debería de resarcir en 
caso de daño causado por este.  
 
Los distintos tipos de límites indemnizatorios estipulados en dicha convención se dan, 
primero con respecto a daños a pasajeros, en segundo lugar con respecto a daños a los 
equipajes facturados o a las mercancías y por último, con respecto a daños a objetos 
cuya custodia conserva el pasajero durante el transporte. 
 
El Protocolo de La Haya modifica cuantitativamente sólo el primero de los tres tipos de 
límites estipulados, es decir, el que tiene que ver con el daño a los pasajeros y el que nos 
ocupa en esta tesis.  
 
En lo referente al límite máximo indemnizatorio que el porteador debe cubrir cuando se 
produzca un daño a un pasajero, se duplicó con relación al convenio anterior, al pasar de 
la suma de 125.000 francos por pasajero en el Convenio de Varsovia a 250.000 francos 
por pasajero en el Protocolo de La Haya.122 123
                                                 
122 Artículo 11 del Protocolo de La Haya de 1955. 
123 Con relación a los equipajes y las mercancías transportadas, el Convenio de La Haya no introduce 
modificación con respecto al monto de la indemnización (250 francos por kg.), sin embargo en éste caso el 
aporte que hace el Protocolo es que cuando un talón de equipaje o carta de porte aéreo comprenda el 
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Vale, sin embargo, mencionar que el monto de 250.00,00 francos oro de poincaré 
únicamente aumentó la indemnización de aproximadamente $8.000 US dólares a 
$16.000,00 dólares americanos, monto que, si bien duplica el establecido en el Convenio 
de Varsovia, continúa siendo extremadamente bajo, por lo cual muchos Estados, sobre 
todo los más desarrollados, continuaron expresando sus más fehacientes reservas. 
 
3.- Posibilidad del porteador de hacer una oferta de reparación antes del litigio para 
reparar el daño causado.- 
 
En el Convenio de Varsovia no se hace en ningún momento referencia ni a la posibilidad 
del porteador de hacerle una oferta conciliatoria a la persona perjudicada por el hecho 
dañoso, ni a la posibilidad del tribunal de condenar en costas. 
 
Cabe entonces mencionar la última parte del artículo 11 del Protocolo de La Haya que 
reforma el artículo 22 del Convenio de Varsovia, pues al parecer en este apartado se le da 
la posibilidad al porteador de hacerle una oferta de reparación del daño al damnificado por 
el hecho dañoso dentro de los primeros seis meses después del hecho que causara los 
daños, o hasta antes de comenzar el juicio si esta fecha fuera posterior.124
 
Es de suma importancia esta posibilidad que tímidamente menciona el Protocolo de La 
Haya, aunque como veremos, la mención que hace es de manera indirecta al referirse a 
la posibilidad que tiene el tribunal de condenar en costas. 
 
 
4.- Condenatoria en costas.- 
 
En lo concerniente a la condenatoria en costas y demás gastos que haya originado el 
proceso, el Protocolo de La Haya introduce una aclaración fundamental, que el Convenio 
de Varsovia había obviado. Dispone que el tribunal ante el cual se planteó el caso, tiene la 
                                                                                                                                                    
transporte de varios bultos, en el caso específico en que suceda una pérdida, avería o retraso de solo una parte 
del equipaje o de la mercancía, o de cualquier objeto en ellas contenido, se tendrá en cuenta para la 
indemnización únicamente el peso del bulto afectado, no tomando en cuenta el peso de los demás bultos que 
comprendían todo el equipaje transportado a menos que la pérdida, avería o retraso del bulto afectado afecten 
el valor de todos o algunas de los demás bultos. (Artículo 11 del Protocolo de La Haya de 1955.) 
124 Artículo 11 del Protocolo de La Haya de 1955. 
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posibilidad de acordar por encima del monto de la indemnización fijada de acuerdo con 
los límites establecidos en los convenios, un monto separado que comprenda en todo o 
en parte, las costas y demás gastos litigiosos en los que haya incurrido el demandante a 
la hora de plantear la acción.125
 
El Tribunal que posea jurisdicción en dicho caso puede establecer, de acuerdo 
únicamente con la ley del domicilio del mismo tribunal, el monto por concepto de gastos y 
costas legales y procesales, independientemente del monto principal de la indemnización 
establecido según los límites del Sistema de Varsovia. 
 
Sin embargo, no se puede perder de vista que en la segunda parte del inciso  al que 
hacíamos referencia antes, se le niega la posibilidad al tribunal de condenar en costas 
cuando el monto principal de la indemnización acordada en el litigio, sin incluir las costas, 
fuere menor que la suma de la oferta de reparación que hizo el porteador dentro del plazo 
antes mencionado, de seis meses contados desde la fecha del hecho dañoso, o desde 
antes de la fecha de inicio del litigio si esta fecha es posterior.126
 
Es asumible que esta posibilidad de negarle al tribunal la opción de condenar al porteador 
en costas está sujeta a que el porteador, antes que todo, hubiese hecho una oferta de 
reparación, y luego, a que dicha oferta fuese mayor que el monto de la indemnización 
declarada por el tribunal sin tomar en cuenta las costas. 
 
 
5.- Admisión del concepto de temeridad del porteador o de sus agentes como causa 
para romper los límites indemnizatorios del Convenio de Varsovia. 
 
En la sección concerniente a la regulación del Convenio de Varsovia se dijo que existen 
tres maneras en las que se pueden romper los límites indemnizatorios para elevar el límite 
de responsabilidad o para eliminarlo del todo. Lo que nunca ha estado permitido es 
reducir los montos establecidos en el Convenio. Las tres formas de romper los límites 
máximos de indemnización  para el caso del transporte de pasajeros son las siguientes: 
 
                                                 
125 Artículo 11 del Protocolo de La Haya de 1955. 
126 Artículo 11 del Protocolo de La Haya de 1955. 
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1 Por acuerdo de partes. 
2 Cuando se demuestra que el daño fue producto del dolo o de faltas equivalentes al 
dolo por parte del porteador o de alguno de sus agentes en el ejercicio de sus 
funciones. 
3 Cuando el porteador admita transportar a un pasajero, equipaje o mercancía sin 
haberle expedido el respectivo título de transporte. 
 
Recuérdese que con el presente convenio de La Haya se introdujo una nueva forma de 
romper este límite, esto es: cuando en el caso de transporte de pasajeros, como sucedía 
anteriormente en el transporte de equipajes o mercancías, no se incluya en el título de 
transporte una cláusula que indique que dicho contrato está sometido al régimen de 
responsabilidad del convenio de Varsovia. 
 
Específicamente en este punto, nos referiremos a la segunda forma que enumerábamos y 
que nos interesa discutir, pues el Convenio de Varsovia claramente establece que no se 
aplicarán los límites de responsabilidad cuando el daño ocasionado provenga del dolo o 
de faltas equivalentes a dolo producidas por el porteador o alguno de sus agentes en 
ejercicio de sus funciones.127
 
El Protocolo de La Haya reforma el artículo anterior en su artículo 13 y menciona 
igualmente que no se aplicarán los límites previstos si se prueba que el daño es resultado 
de una acción u omisión con intención de causar daño por parte del porteador o de sus 
dependientes en el ejercicio de sus funciones.128
 
Si estamos de acuerdo con que el elemento determinante del dolo es la intención de 
causar daño, entonces sería lo mismo el “dolo” (como utiliza el término el Convenio de 
Varsovia) que una “acción con intención de causar daño” (como lo utiliza el Protocolo de 
La Haya). 
 
De modo que si estamos de acuerdo con que una falta es una omisión, entonces una 
“falta equivalente al dolo”, según dispone el Convenio de Varsovia, en la cual, lo que la 
debe hacer equivalente al dolo es precisamente la intención de causar daño, debe ser lo 
                                                 
127 Artículo 25 del Convenio de Varsovia de 1929. 
128 Artículo 13 del Protocolo de La Haya de 1955. 
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mismo que una omisión con intención de causar daño, como lo establece el Protocolo de 
La Haya. 
 
Visto desde esa perspectiva, hasta aquí la reforma introducida por el Protocolo de La 
Haya nos parece un simple cambio de redacción. La innovación que introduce el 
Protocolo es que también fija la posibilidad de romper el límite máximo de indemnización 
cuando el porteador o sus dependientes, en ejercicio de sus funciones, ejecuten una 
acción o una omisión con temeridad, sabiendo que probablemente su acción temeraria 
cause un daño; equivale a la otra forma del dolo, es decir a un dolo eventual. Basta decir 
que en caso de que sea un agente del porteador el que cause un daño se debe probar 
que este actuaba en el ejercicio de sus funciones. 
 
Por lo tanto, ante la temeridad o el dolo eventual, se abre la quinta posibilidad de que se 
pueda romper este límite máximo de indemnización en caso de que se le cause daño a un 
pasajero.  
 
Recapitulando, las cinco formas de romper ese límite máximo de indemnización a favor 
del porteador son: 
 
1 Por acuerdo de partes. 
2 Cuando se demuestra que el daño fue producto del dolo o de faltas equivalentes al 
dolo por parte del porteador o de alguno de sus agentes en el ejercicio de sus 
funciones. 
3 Cuando el porteador admita transportar a un pasajero, equipaje o mercancía sin 
habérsele expedido el respectivo título de transporte. 
4 Cuando aún habiéndosele expedido dicho título de transporte no se haga constar 
en dicho título que el contrato en cuestión está sometido a las reglas que fijan los 
límites de responsabilidad de acuerdo con el Convenio de Varsovia. 
5 Cuando se demuestra que el daño causado fue producto de la temeridad del 
porteador o de alguno de sus agentes en el ejercicio de sus funciones. 
 
 
6.- Admisión de la posibilidad de demandar directamente al causante del daño. 
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Al estudiar el artículo 14 del Protocolo de La Haya que reforma el artículo 25 del Convenio 
de Varsovia, llama la atención que dé la posibilidad a las personas afectadas de accionar 
directamente contra el dependiente del transportista que en ejercicio de sus funciones les 
haya causado daño. 
 
En el Convenio de Varsovia se presentaba siempre la duda sobre el caso en que se 
demandara directamente al dependiente del porteador que causare un daño con respecto 
a si le eran aplicables los límites y reglas del Convenio. En cuanto a esto el Convenio de 
Varsovia simplemente guardaba absoluto silencio. 
 
Con la reforma introducida por el Protocolo de estudio, se contempla la posibilidad de 
demandar directamente al dependiente del porteador, al cual, en caso de demostrarse 
que en la comisión de la acción dañosa, el dependiente actuaba en ejercicio de sus 
funciones, entonces  se le da la posibilidad de prevalerse de los límites establecidos para 
el porteador en el Protocolo, pues sería ilógico que en caso de una demanda tuviese que 
pagar más que el porteador. 
 
Contrario sensu, en caso de que se demuestre que el dependiente no actuaba en el 
ejercicio de sus funciones, no se podrá prevalecer de las normas que establecen las 
limitaciones de los montos indemnizatorios. 
 
 
7.- Reforma de la cláusula que extrae de la aplicación del convenio a los transportes 
aéreos internacionales ejecutados a título de primeros ensayos por empresas de 
transporte aéreo con vistas al establecimiento de líneas regulares y a los 
transportes efectuados en circunstancias extraordinarias fuera de toda operación 
normal de la explotación.- 
 
Dentro del ámbito de aplicación del Convenio de Varsovia se excluían, según el artículo 
34: los transportes aéreos internacionales ejecutados a título de primeros ensayos, con 
vistas a establecer líneas aéreas regulares de navegación aérea, así como los transportes 
efectuados en circunstancias extraordinarias y fuera de toda operación normal de la 
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empresa.129
 
El Protocolo de La Haya cambia totalmente el sentido del artículo anterior de manera que 
podemos decir que lo deroga e incluye uno totalmente distinto130. Básicamente, reforma el 
artículo de manera que tanto el transporte aéreo ejecutado a título de primeros ensayos, 
como el efectuado en circunstancias extraordinarias, fuera de toda operación normal, 
entran en el ámbito de aplicación del Convenio del que antes se encontraban excluidos, 
con lo cual se encuentran sujetos, entonces, a los regulaciones establecidas en el 
instrumento jurídico, así como a los mismos límites de responsabilidad. 
 
La reforma introducida en el Protocolo de La Haya se centra, por otra parte, en que los 
transportes ejecutados en circunstancias extraordinarias fuera de toda operación normal, 
aunque se encuentren dentro del ámbito de aplicación del convenio, no les aplicarían las 
disposiciones contenidas entre los artículos tercero y noveno inclusive que se refieren a 
los títulos de transporte. 
 
Lo anterior quiere decir que en caso de que se dé un transporte en esas circunstancias 
extraordinarias, al no ser de aplicación las reglas relativas a los requisitos de los títulos de 
transporte (el billete de pasaje, el talón de equipaje y la carta de porte aéreo), entonces en 
dichos casos no se le podría exigir al porteador que cumpliera con todos los requisitos 
formales necesarios para la validez de estos. 
 
Aún más el porteador podría aceptar pasajeros, mercancías y equipajes sin contar con un 
título de transporte y continuar sometidos a todas las reglas contenidas en el sistema de 
Varsovia. 
 
Lo anterior es lógico sobre todo para transportes de emergencias médicas o de 
emergencia causada por catástrofes en las que sea imperioso el transporte de personas, 
pues en tales circunstancias no se cuenta con el tiempo necesario para que se le 
confeccionen debidamente a los pasajeros ni al porteador los títulos de transporte, ni el 
contrato de transporte aéreo, por esa circunstancia deberían estar excluidos de la 
aplicación de los convenios que integran el sistema de Varsovia. 
                                                 
129 Artículo 34 del Convenio de Varsovia de 1929. 
130 Artículo 16 del del Protocolo de La Haya de 1955. 
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2.1.3.- CONVENIO DE GUADALAJARA: CONVENIO SUPLEMENTARIO AL 
CONVENIO DE VARSOVIA PARA LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS REGLAS 
RELATIVAS AL TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL EFECTUADO POR UNA 
PERSONA DIFERENTE AL TRANSPORTISTA CONTRACTUAL, FIRMADO EN 
GUADALAJARA, EL 18 DE SEPTIEMBRE DE 1961.- 
 
La Convención de Guadalajara de 1961 entró en vigor el 01 de mayo de 1964 y ha sido 
ratificada por 77 países. 
 
El presente convenio simplemente introduce la regulación adecuada para una situación 
trascendental con el fin de regular el transporte internacional de nuestros días, pues en la 
actualidad en muchas ocasiones el efectivo transportista de los pasajeros, equipajes o 
mercancías, es decir, el porteador que verdaderamente realiza el transporte, es posible 
que sea diferente al porteador con el que se contrató. 
 
Con la intención de regular dichas situaciones es que el Protocolo de Guadalajara 
introduce dos conceptos fundamentales: el de transportista contractual y el de 
transportista actual o de hecho.131
 
El primero, el “Transportista Contractual”, se refiere al porteador que se obliga mediante 
un contrato de transporte aéreo sujeto a las reglas del Convenio de Varsovia con un 
pasajero, un expedidor o una persona actuando en nombre de estos, a llevar a cabo en 
las condiciones establecidas el transporte aéreo. 
 
El segundo, es decir el “Transportista Actual”, se refiere a una persona diferente al 
transportista contractual, la cual en virtud de la autoridad delegada por este último, ejecuta 
en todo o en parte el transporte aéreo. 
 
La principal contribución de la presente convención es que somete a ambos transportistas 
a las reglas establecidas en el Convenio de Varsovia, al transportista contractual lo obliga 
                                                 
131 Artículo 1 del Convenio Suplementario al Convenio de Varsovia para la Unificación de Ciertas Reglas 
Relativas al Transporte Aéreo Internacional efectuado por una Persona Diferente al Transportista Contractual, 
Firmado en Guadalajara el 18 de septiembre de 1961. 
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y somete al Convenio por todo el transporte establecido en el contrato de transporte 
aéreo, mientras que al transportista actual o de hecho lo responsabiliza por la parte del 
transporte que se ha comprometido efectuar.132
 
Asimismo norma las relaciones entre el transportista contractual y el transportista actual, 
pues regula los siguientes puntos específicos: 
 
1 Ningún acuerdo especial entre el pasajero o el expedidor y el transportista 
contractual puede afectar al transportista actual, a menos que también se acuerde 
la misma condición con él.133 
2 Con relación al transporte efectuado por el transportista actual, una eventual 
acción por daños puede ser establecida indiferente ante ambos transportistas. Sin 
embargo, si es establecida en contra de sólo un transportista, este puede accionar 
contra el otro para repetir lo pagado.134 
 
Dicha acción se puede presentar ante cualquier jurisdicción autorizada por el artículo 28 
del Convenio de Varsovia en contra del transportista contractual, y además, según el 
Convenio de Guadalajara, se permite también al reclamante accionar ante el lugar de 
domicilio del transportista actual o bien en el lugar principal de su explotación.135
 
Igualmente este instrumento jurídico regula el hecho de que cualquier agente o empleado 
de cualquiera de los dos transportistas, tanto del contractual como del actual puede 
prevalecerse de los mismos límites aplicables a los transportistas bajo la Convención de 
Varsovia.136
 
Es necesario, no obstante, distinguir este tipo de transporte del transporte efectuado por 
porteadores sucesivos que se regulaba en el Convenio de Varsovia, pues en dicho 
transporte el pasajero o el expedidor de mercancías contrataba individualmente con todos 
los porteadores, ya fuera en un solo contrato o bien, en una serie de contratos 
                                                 
132 Artículo 2 del Convenio Suplementario de Guadalajara de 1961. 
133 Artículo 3 del Convenio Suplementario de Guadalajara de 1961. 
134 Artículo 7 del Convenio Suplementario de Guadalajara de 1961. 
135 Artículo 8 del Convenio Suplementario de Guadalajara de 1961. 
136 Artículo 5 del Convenio Suplementario de Guadalajara de 1961. 
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individuales137; mientras que en el transporte que intenta regular el Convenio de 
Guadalajara, el pasajero o el expedidor de mercancías contrata únicamente con el 
transportista contractual aunque sean necesarios más transportistas para efectuar el 
transporte. 
 
Lo distintivo entre ambas formas contractuales, es que en la primera, el caso de los 
transportes sucesivos, cada uno de los transportistas no se obliga a garantizar más que la 
parte del transporte, efectivamente lo realice (a menos que el primer transportista asuma 
la responsabilidad por todo el transporte); mientras que en el segundo caso el 
transportista contractual está obligado a garantizar todo el transporte, en tanto que el 
transportista actual solo la parte que a él le corresponda. 
 
2.2.- CONVENIOS O ACUERDOS POSTERIORES AL SISTEMA DE VARSOVIA.- 
 
2.2.1.- PRINCIPIOS GENERALES QUE ESTRUCTURAN EL ACUERDO DE 
MONTREAL DE 1966.- 
 
Si bien es cierto, como se ampliará más adelante, este acuerdo no constituye un 
Convenio Internacional, constituye un paso clave en la quiebra de los principios 
integrantes del Sistema de Varsovia y un preámbulo para la redacción y la firma del 
Protocolo de Guatemala de 1971, por lo que consideramos valioso detenernos en este 
punto a hacer una breve reseña de los principios que componen el acuerdo en estudio. 
 
Los principios constituyentes del Acuerdo de Montreal, son los siguientes: 
 
1 Al igual que los Convenios integrantes del Sistema de Varsovia, este acuerdo 
también se estructura sobre la base contractual definida por el Contrato de 
Transporte Aéreo y aplica únicamente entre las partes de ese contrato, es decir, 
entre pasajeros y transportista. 
2 Del incumplimiento de las obligaciones surge para el transportista la 
responsabilidad de la cual no puede eximirse invocando la defensa de la debida 
diligencia establecida en el artículo 20 del Convenio de Varsovia, de manera que 
el factor de atribución de la responsabilidad resulta objetivo. 
                                                 
137 Artículo 3 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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3 Las indemnizaciones mantienen las limitaciones a los montos topes económicos, 
de modo que la responsabilidad continúa siendo limitada. 
4 Si bien no se establece expresamente en el acuerdo, pero como este no desaplica 
las normas del Convenio de Varsovia, sino que lo aplica paralelamente, podemos 
afirmar que la limitación se puede sobrepasar en caso de demostrarse que en la 
producción del daño indemnizable, el transportista actuó de forma dolosa. (Artículo 
25 del Convenio de Varsovia) 
 
 
2.2.1.1.- EL ACUERDO DE MONTREAL DE 1966.-138
  
También conocido como acuerdo IATA-CAB, fue un acuerdo que surgió a raíz de la 
denuncia por parte de los Estados Unidos del Convenio de Varsovia debido a su 
insatisfacción en lo que respecta al alcance de los montos indemnizatorios establecidos 
ahí, pues se argumentaba que a pesar del aumento que habían sufrido los montos límites 
de indemnización en 1955 con el Protocolo La Haya, seguían siendo extremadamente 
bajos y no indemnizaban realmente a los ciudadanos de su país que pudieran resultar 
afectados.  
 
A la luz de tales consideraciones por parte de los Estados Unidos, es como este país 
decide no adherirse al Protocolo de La Haya y amenaza con denunciar el Convenio de 
Varsovia. 
 
Ante dicha situación, la solución parcial y a nuestro criterio atropellada que se dio en ese 
momento, debido al temor de que la amenaza de los Estados Unidos se convirtiera en 
una estocada mortal para el Sistema de Varsovia, fue un acuerdo de carácter privado 
entre las líneas aéreas que volaban hacia los Estados Unidos y la autoridad aeronáutica 
local, el cual se denominó Acuerdo de Montreal de 1966.139
                                                 
138 A pesar de que éste Acuerdo no constituye un tratado internacional nacido de una conferencia diplomática 
lo introducimos en éste punto para mantener un orden cronológico de los tratados que influyeron en las 
reformas del Sistema de Varsovia y así entender mejor los antecedentes que llevaron a la redacción del 
Convenio de Montreal del 1999. 
139 Estados Unidos siempre ha tratado de extender a sus ciudadanos una compensación total y rápida en caso 
de que sufran un accidente durante un transporte aéreo. En éste contexto a medida que la idea de imponer una 
indemnización ilimitada iba ganando fuerza, también se centró el interés es extender las jurisdicciones al 
quinto foro, es decir a la posibilidad que tenía el pasajero de plantear la acción en su domicilio. Éste país 
siempre ha formulado preguntas alrededor de los bajos montos de indemnización (los límites iniciales de 
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Este acuerdo dispuso para las aerolíneas que tuvieran operaciones dentro de los Estados 
Unidos o con escalas en ese país, la renuncia a las defensas establecidas en el artículo 
20 del Convenio de Varsovia aceptando con esto una responsabilidad absoluta o de corte 
objetivo,  y además, que por pasajero se debería dar una indemnización límite de 75.000 
dólares incluyendo gastos judiciales, o bien de 58.000 dólares sin incluir estos. Es 
necesario recalcar que este acuerdo únicamente aplica para aquellos contratos de 
transporte aéreo que incluyan una escala o algunos de los puntos de su ruta, ya sea el de 
destino, ya sea el de partida, en el territorio de los Estados Unidos de América. 
 
Aparte del aumento del monto indemnizatorio que se eleva con este acuerdo, tal vez el 
punto más importante, como ya lo hemos dicho, es la renuncia expresa a las defensas 
establecidas en el artículo 20 del Convenio de Varsovia.  
 
Si recordamos la posibilidad de defensa que dispone el artículo 20 del Convenio de 
Varsovia, y a la que precisamente se renuncia en este acuerdo, es la posibilidad que tiene 
el transportista de eximirse de su responsabilidad aduciendo la debida diligencia, pues 
menciona que “El porteador no será responsable si prueba que él y sus comisionados han 
tomado todas las medidas necesarias para evitar el daño o que les fue imposible 
tomarlas.”.140
 
Con la renuncia por parte de los transportistas de la posibilidad de alegar esta debida 
diligencia, creemos que por primera vez en la historia de los convenios internacionales 
                                                                                                                                                    
Varsovia que se exponían en Varsovia eran de 125.000 francos Poincaré, suma que equivaldría en la 
actualidad a solo $10.000 USD) y a medida que pasaron los años y la industria de la aviación comercial ya se 
encontraba madura, parecía que la justificación de imponer límites para proteger a una industria en 
crecimiento se volvía obsoleta. Cuando se convoca la conferencia en La Haya, Estados Unidos de inmediato 
propuso elevar los límites al monto de $25.000, sin embargo entre los participantes se logró estipular un 
monto que duplicaba el límite establecido en Varsovia, es decir 250.000 francos Poincaré (unos $20.000 
dólares en la actualidad). De ésta manera, aunque en aquel momento Estados Unidos firmó el Protocolo, éste 
no fue ratificado en el Congreso de ese país, sino hasta el año de 1961 en que el Presidente Kennedy propuso 
ratificar el Protocolo, pero con la condición de que las líneas aéreas que decidieran volar en ese país deberían 
de comprar un seguro adicional obligatorio en beneficio de sus pasajeros que permitiera una compensación 
por el orden de hasta 60 o 70 mil dólares. En 1965 cuando se hizo evidente que éste legislación no iba a ser 
aprobada, se decidió denunciar el Convenio de Varsovia. En vista de la denuncia del Convenio y como una 
salida a la denuncia que hiciese Estados Unidos se decidió convocar a una reunión en Montreal en el año de 
1966 en la que los americanos propusieron implantar una responsabilidad absoluta. En ese momento IATA 
decidió intentar un acuerdo voluntario entre los transportistas de responsabilidad absoluta y un límite de 
$75.000 USD lo que finalizo en la firma del Acuerdo de Montreal de 1966. 
140 Artículo 20, inciso 2 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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sobre derecho aeronáutico, se deja ver una primera luz de lo que constituye la 
responsabilidad objetiva del transportista, pues al renunciar a estas defensas estimamos 
que el transportista sería responsable por el solo hecho de que el daño se haya producido 
durante la ejecución del contrato de transporte aéreo.  
 
Permanece eso sí, a nuestro juicio, la posibilidad de exención parcial o total de la 
responsabilidad por el hecho de la víctima, pues en el acuerdo en cuestión no vemos que 
se haga una renuncia expresa al artículo 21 del convenio, que dispone que la 
responsabilidad del transportista se podrá descargar o atenuar si la víctima ha contribuido 
a la producción de su daño.  
 
Dicho acuerdo no tiene un carácter diplomático y continúa aplicando el Sistema de 
Varsovia en sus demás puntos sin contradecirlo.  
 
Recordemos que el artículo 23, en concordancia con el artículo 33 y el artículo 22 de ese 
Convenio permiten que unilateralmente los transportistas eleven las sumas topes de 
indemnización a favor de los pasajeros por medio de convenio especial entre el porteador 
y el viajero, lo cual es el fundamento jurídico que le otorga validez a un acuerdo con el de 
Montreal, en el que los transportistas junto con el gobierno norteamericano firman el 
acuerdo.  
 
Un requisito que se impone para que pueda resultar válida la elevación de los topes 
indemnizatorios antes indicados, es que al requerirse para tal efecto un convenio especial 
entre el porteador y el viajero, se interpretó que esas nuevas sumas indemnizatorias se 
deberían incluir expresamente en el billete de pasaje para poder resultar válidas y por 
tanto aplicables.  
 
Los Estados Europeos a iniciativa del Reino Unido igualmente han generalizado la 
aplicación de esta iniciativa mediante la suscripción del Acuerdo de Malta en 1974, por 
medio del cual las compañías de transporte aéreo con operaciones desde o hacia el 
continente europeo decidieron unilateralmente aumentar sus límites de responsabilidad 
hasta la suma de 100.000 DEG, lo cual equivale aproximadamente a 150.000,00 US 
dólares por pasajero.  
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2.2.2.- PRINCIPIOS GENERALES QUE ESTRUCTURAN EL PROTOCOLO DE 
GUATEMALA DE 1971.- 
 
El Protocolo de Guatemala definitivamente constituyó un punto de quiebra en lo que se 
refiere a Convenios Internacionales sobre Derecho Aeronáutico, de acuerdo con lo que se 
venía imponiendo en el Sistema de Varsovia, pues definitivamente este es el primer 
convenio entre Estados soberanos que establece una responsabilidad que no deriva de la 
culpa en el transporte aéreo de pasajeros, como hasta el momento era lo usual. 
 
Los principios constituyentes de este sistema son los siguientes: 
 
1 La estructuración de los Convenios sobre una base contractual definida por el 
Contrato de Transporte Aéreo se mantiene aún con el Protocolo de Guatemala y 
continúa aplicándose únicamente entre sus partes, a saber, pasajeros y 
transportista. 
2 La responsabilidad civil del transportista surge del incumplimiento de las 
obligaciones que impone el contrato.  
3 En el caso de daños a los pasajeros, el transportista no puede eximir su 
responsabilidad invocando las defensas dispuestas en el artículo 20 del Convenio 
de Varsovia, por lo que pensamos que en cuanto a lo que es el transporte aéreo 
de pasajeros, el factor de atribución de la responsabilidad es de corte objetivo. 
4 En lo referente al daño producido por el retraso en las operaciones del porteador, 
se mantiene un régimen de responsabilidad contractual subjetivo, pues el 
transportista puede alegar la debida diligencia con el fin de eximir su 
responsabilidad. 
5 Las indemnizaciones mantienen las limitaciones a los montos topes económicos, 
de modo que la responsabilidad continúa siendo limitada, pero según establece 
este Protocolo tal limitación resultaría infranqueable, pues se eliminan los 
supuestos mediante los cuales se podía superar este límite, excepto el acuerdo 
entre partes. 
 
Como punto interesante recalcamos que conviven en este instrumento jurídico 
internacional dos sistemas de responsabilidad distintos, ya que, en el caso de daños a los 
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pasajeros que impliquen la muerte o lesión de estos, se introduce un sistema de 
responsabilidad civil objetivo; mientras que en el caso de daño producido por el retraso en 
las operaciones del transportista se conserva un sistema de responsabilidad subjetivo, 
según el cual el transportista puede eximirse de su responsabilidad mediante la oposición 
de la defensa de la debida diligencia, de esta manera no podemos catalogar al convenio 
en su totalidad dentro de uno u otro sistema, sino como una mezcla de ambos. 
  
 
2.2.2.1.- PROTOCOLO DE GUATEMALA: PROTOCOLO QUE MODIFICA EL 
CONVENIO PARA LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS REGLAS RELATIVAS AL 
TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL, FIRMADO EN VARSOVIA EL 12 DE 
OCTUBRE DE 1929, MODIFICADO POR EL PROTOCOLO DE LA HAYA, FIRMADO EN 
LA HAYA EL 28 DE SEPTIEMBRE DE 1955, FIRMADO EN CIUDAD DE GUATEMALA 
EL 08 DE MARZO DE 1971.- 
 
El Acuerdo de Montreal de 1966 no constituyó un tratado internacional dado que tomó la 
forma de un “contrato especial” entre el gobierno norteamericano y los transportistas, lo 
cual contribuyó a presionar a la comunidad internacional para que se elevaran aún más 
los límites indemnizatorios por los que Estados Unidos había luchado desde la firma del 
Convenio de Varsovia, todo esto basado en el reclamo de los ciudadanos 
estadounidenses y la tendencia jurisprudencial de ese país, la cual en muchas ocasiones 
fijaba montos de indemnización muy por encima de los topes establecidos en los 
convenios.141 Además, propugnaba para que se incluyera la llamada quinta jurisdicción. 
 
Con este panorama, es como en 1967, un año después de que se firmara el Acuerdo de 
Montreal, la OACI decide, a través de su Comité Jurídico, otorgarle prioridad a una 
revisión del Convenio de Varsovia y del Protocolo de La Haya.  
 
Con dicho mandato el Sub-Comité Jurídico celebró dos sesiones de trabajo en 1968 y 
1969 respectivamente. De los informes surgidos de dichas sesiones, el Comité Jurídico 
                                                 
141 Según Palacín se verificó que gran cantidad de fallos jurisprudenciales de ese país, basaron sus decisiones 
para descartar la aplicación del límite establecido por el Convenio de Varsovia, declarando la improcedencia 
del aviso con letra “liliputiense”, o se recurrió a la declaración de inconstitucionalidad de la norma, por cuanto 
entendían que los topes máximos impuestos afectaban el patrimonio de los ciudadanos de EE. UU. (Palacín 
Fernández, 1991; P. 1000.) 
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reunido en Madrid en el año 1970 estructuró un proyecto definitivo de Convención con el 
fin de reemplazar a los Convenios de Varsovia y La Haya. 
 
Es así como la OACI pone a consideración de los Estados el Proyecto de Convención que 
recogía las recomendaciones del Comité Jurídico y se decide convocar en el mes de 
marzo de 1971 a una Conferencia Internacional en la ciudad de Guatemala. 
 
Los resultados de la conferencia no satisficieron totalmente a los americanos, los que 
sorprendieron al final de la reunión con la exigencia de incluir un sistema suplementario a 
nivel nacional con el fin de aumentar las indemnizaciones en caso de accidente, vale decir 
que el Congreso de este país de América del Norte nunca ha sido capaz de aprobar un 
sistema de indemnización complementaria.  
 
Al final de la conferencia, sorpresivamente se incluyó una cláusula que requería para la 
entrada en vigor del tratado la ratificación de un mínimo de 30 Estados, 5 de los cuales 
sus líneas aéreas realizaran por lo menos un 40% del total del tráfico aéreo internacional, 
requisito que únicamente se podía cumplir con la ratificación por parte de los Estados 
Unidos, los cuales se aseguraron de este modo que el Protocolo no entrase en vigencia 
sin su ratificación previa.142
 
Lamentablemente y a pesar de todo el trabajo que implicó la firma del presente protocolo, 
con el fin de tratar de conciliar los intereses de los Estados Unidos y los países 
desarrollados con las demás naciones del orbe, el instrumento jurídico en mención nunca 
fue ratificado por el gobierno norteamericano, por lo que nunca entró en vigor. 
 
Nuestro país, Costa Rica, ha ratificado este Protocolo mediante la Ley No. 5103 del 31 de 
octubre de 1972 y fue publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 223 del 23 de 
noviembre de ese mismo año. Esta ratificación del Protocolo de Guatemala fue 
depositada por parte del Estado ante la OACI el 20 de diciembre de 1972. 
 
Al dejar de lado la historia, podemos ver los principales cambios que se dan con este 
nuevo protocolo, los que enunciamos a continuación: 
                                                 
142 Papkin, Robert D.; La política de los Estados Unidos frente al Sistema de Varsovia; Temas de Aviación 
Comercial y Derecho Aeronáutico y Espacial III; Universidad Argentina de la Empresa – Asociación 
Latinoamericana de Derecho Aeronáutico y Espacial; Buenos Aires, Argentina; 2000; p. 64. 
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1.- Simplificación de requisitos exigidos al billete de pasaje. 
2.- Diferente tratamiento en cuanto a la responsabilidad del porteador por muerte o 
lesiones corporales a los pasajeros.  
3.- Aclaración en cuanto a la responsabilidad del porteador cuando el daño es producido 
por la propia víctima. 
4.- Reforma a los límites indemnizatorios. 
5.- Imposibilidad de sobrepasar los límites de indemnización en caso de dolo del 
transportista. 
6.- Modificación en cuanto al tratamiento de las costas procesales. 
7.- Introducción de la quinta jurisdicción. 
8.- Posibilidad de la persona a quien se responsabilizó del daño de repetir contra alguna 
otra. 
9.- Posibilidad de introducción por parte de un Estado de un sistema de indemnización 
complementaria. 
 
 
1.- Simplificación de requisitos exigidos al billete de pasaje.- 
 
Tanto en el Convenio de Varsovia como en el Protocolo de La Haya los requisitos 
exigidos a los billetes de pasaje eran mucho mayores que los exigidos en el nuevo 
Protocolo. 
 
El cambio en este nuevo Protocolo se ve reflejado en el hecho de que únicamente se 
exigen dos requisitos, tanto para el billete de pasaje como para el talón de equipaje, los 
cuales son143: 
 
1 La indicación de los puntos de partida y de destino. 
2 En caso de que dichos puntos estén situados en el territorio de un mismo país y se 
ha previsto una o más escalas en el territorio de otro país, se deberá indicar al 
menos una de dichas escalas. 
                                                 
143 Artículos 2 y 3 del Protocolo de Guatemala que modifica el Convenio para la Unificación de Ciertas 
Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia del 12 de octubre de 1929, 
modificado por el Protocolo de La Haya de 28 de septiembre de 1955, firmado en Guatemala el 08 de marzo 
de 1971. 
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Como vemos el formato que rige desde la entrada en vigencia de este Protocolo para los 
billetes de pasaje y los talones de equipaje es mucho más simple en comparación con los 
requisitos establecidos en los convenios anteriores, puesto que se eliminó la exigencia de 
incluir en dichos títulos de transporte la cláusula que indique que el transporte que se 
efectúa en virtud del contrato de transporte aéreo estaría sometido a las reglas del 
Sistema de Varsovia, que se exigía para el talón de equipaje desde el Convenio de 
Varsovia de 1929, así como para el billete de pasaje desde el Protocolo de La Haya, la 
pena de que el porteador no incluyera dicha cláusula era la exclusión de la posibilidad de 
prevalecerse de las reglas relativas a los límites de responsabilidad expuestos en dichos 
Convenios.  
 
De igual manera, con el Protocolo de Guatemala no importa el defecto que tuviese el 
billete de pasaje o el talón de equipaje, pues cualquier incumplimiento de los requisitos 
mencionados no afecta la validez del contrato de transporte que por ninguna causa dejará 
de estar sometido a las reglas del Sistema de Varsovia, diferente a lo que sucedía en el 
Convenio y el Protocolo anterior en los que si el porteador aceptaba transportar a un 
pasajero o a un equipaje sin habérsele confeccionado el respectivo título de transporte o 
si en el título respectivo no se incluía la cláusula que sometía dicho contrato al régimen de 
responsabilidad antes mencionado, no eran aplicables entonces, a favor del porteador las 
reglas relativas a la limitación de los montos indemnizatorios. 
 
Vale la pena aclarar que con respecto a la carta de porte aéreo toda la regulación 
permanece intacta. 
 
 
2.- Diferente tratamiento en cuanto a la responsabilidad del porteador por muerte o 
lesiones corporales a los pasajeros.- 
 
Diferente es aquí el tratamiento que se le da a la responsabilidad civil del transportista en 
caso de muerte o lesiones corporales sufridas por los pasajeros, pues si bien el Convenio 
de Varsovia establecía la responsabilidad del transportista en estos casos, este se podía 
liberar de la responsabilidad en caso de haber “...tomado todas las medidas necesarias 
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para evitar el daño...” o bien demostrando “...que les fue imposibles tomarlas.”144
 
El Protocolo de Guatemala elimina esta posibilidad de exención de responsabilidad 
cuando el transportista no ha tenido la culpa del daño y establece que será “responsable 
del daño causado en casos de muerte o lesión corporal del pasajero por la sola razón de 
que el hecho que las haya causado se produjo a bordo de la aeronave o durante 
cualquiera de las operaciones de embarque o desembarque.”145 (El subrayado es 
nuestro). 
 
Así, se elimina en este Protocolo la posibilidad de liberarse de la responsabilidad 
demostrando la falta de culpa y obliga al transportista al pago de la indemnización de 
acuerdo con los límites establecidos por el solo hecho de que el daño se haya causado 
durante la ejecución del contrato.  
 
Adelantando un poco de criterio, aunque será analizado con detenimiento más adelante, 
podemos decir que en este punto se quiebra el Sistema de Varsovia como un Sistema en 
sí, y a nivel de Convenios Internacionales y no solo de acuerdos privados, ya que el 
centro neurálgico sobre el cual se venían desarrollando todos estos instrumentos 
internacionales cambia de un sistema de responsabilidad subjetiva a uno de corte objetivo 
en lo que respecta a los daños o lesiones a los pasajeros.  
 
Valga hacer la aclaración de que en la anterior afirmación se ha dicho que se establece 
un sistema de responsabilidad objetivo únicamente en lo que a los daños o lesiones a los 
pasajeros se refiere, pues en lo que se refiere  a los demás supuestos que establece el 
Protocolo sobrevive el sistema de responsabilidad que se venía imponiendo desde 
Varsovia, a saber, de responsabilidad subjetiva.146
 
                                                 
144 Artículo 20, inciso 1, del Convenio de Varsovia de 1929. 
145 Artículo 4 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
146 En lo que se refiere al transporte de mercancías o los daños producidos por el retraso en las operaciones del 
transportista se mantiene lo establecido en el los convenios anteriores pues “En el transporte de pasajeros y 
equipaje no será responsable del daño ocasionado por retraso, si prueba que tanto él como sus dependientes, 
tomaron todas las medidas necesarias para evitar el daño o que les fue imposible tomarlas.” (Lo subrayado 
es nuestro) (Artículo 6 del Protocolo de Guatemala de 1971.) Necesario sería recalcar que el artículo anterior 
se refiere únicamente a los daños producidos por el retraso en las operaciones del transportista y no por el 
daño o lesiones producidos a los pasajeros. Como vemos en dicho caso el transportista es responsable 
únicamente cuando es culpable del hecho, manteniéndose una responsabilidad subjetiva. Igual tratamiento se 
le da al transporte de mercancías. 
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Además, aclaramos que existe un cambio terminológico que pudiera tener consecuencias 
prácticas al reemplazar el término “accidente” que se venía utilizando en los anteriores 
convenios por el término mucho más amplio de “hecho” de manera que de ahora en 
adelante cualquier hecho y no solo un accidente puede generar un daño productor de 
responsabilidad. 
 
 
3.- Aclaración en cuanto a la responsabilidad del porteador cuando el daño es 
producido por la propia víctima.- 
 
Durante el desarrollo de la presente tesis, el porteador es responsable del daño sufrido 
por un pasajero cuando el daño es causado durante las operaciones de embarque o 
desembarque, o bien a bordo de la aeronave. 
 
Sin embargo, el mismo Convenio de Varsovia quiso regular el hecho de qué sucedía 
cuando era la misma persona que había sufrido el daño la que lo había causado, en otras 
palabras cuando el daño era producto de un hecho de la víctima.147
 
Ante esta situación los redactores de aquel convenio creyeron que era injusto para el 
porteador el hecho de tener que indemnizar a la víctima por algo que ella misma se 
causó. Por dicha razón incluyeron el artículo 21 que menciona que cuando una situación 
tal acontece, el tribunal podrá descargar total o parcialmente la responsabilidad del 
porteador, con arreglo a las disposiciones de su propia ley. 
 
El Protocolo de Guatemala introduce una colaboración inmensa al hacer la reforma de tal 
artículo que menciona que en caso de que el porteador pueda probar que el daño es 
causado por la propia víctima o que por lo menos ha contribuido a la producción de este, 
entonces el porteador quedará exento total o parcialmente de la culpa en la medida en 
que la víctima haya contribuido total o parcialmente a la producción de su propio daño148. 
De tal manera se ponen límites más claros a este descargo de responsabilidad. 
 
 
                                                 
147 Artículo 21 del Convenio de Varsovia de 1929. 
148 Artículo 7 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
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4.- Reforma de los límites a los montos indemnizatorios.- 
 
El Protocolo  de Guatemala introduce una reforma enorme en cuanto a los límites de los 
montos máximos de indemnización que debe pagar el porteador, ya que los eleva 
significativamente, esto en gran medida debido a la presión por parte de los Estados 
Unidos para  elevar los límites indemnizatorios y para introducir un quinto foro, como 
veremos más adelante. 
 
En cuanto a la indemnización por daños ocasionados contra las personas la 
indemnización establecida en el Protocolo de La Haya ascendía a la suma de doscientos 
cincuenta mil francos, mientras que el Protocolo de Guatemala la eleva a la suma de un 
millón quinientos mil francos, seis veces más que el protocolo anterior y diez veces más 
que el Convenio de Varsovia que establecía el monto límite de indemnización en la suma 
de ciento cincuenta mil francos.149 150
 
Cuando se trata de un daño ocasionado por el retraso en las operaciones del porteador, 
en lo que respecta al transporte de pasajeros, el Protocolo de Guatemala dispone que 
específicamente en dicho caso el límite máximo de indemnización se limita a la suma de 
sesenta y dos mil quinientos francos por pasajero, muy diferente a lo que se regulaba en 
los anteriores instrumentos en los que ni siquiera se establecía un monto específico con 
respecto al retraso en el transporte de pasajeros, sino que le era aplicable a tal caso el 
mismo límite de indemnización con los demás casos de daños o lesiones corporales.151 
152
  
                                                 
149 Artículo 8, párrafo 1, inciso 1 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
150 Con respecto a los límites máximos de indemnización establecidos para los daños ocasionados al equipaje, 
tanto el Convenio de Varsovia, como el Protocolo de La Haya mantienen un límite máximo de doscientos 
cincuenta francos por kilo de equipaje. El Protocolo de Guatemala cambia radicalmente la mecánica de dicha 
indemnización al establecer una indemnización ya no basada en los kilos de equipaje sin en el pasajero, al 
establecer que se deben pagar hasta quince mil francos por daños causados al equipaje por pasajero (Artículo 
8, parrafo 1, inciso c del Protocolo de Guatemala de 1971). Con respecto a los daños producidos al equipaje 
el monto de la indemnización se mantiene en doscientos cincuenta francos por kilogramo a menos que exista 
una declaración especial de valor hecho por el expedidor de la mercancía (Artículo 8, párrafo 2 del Protocolo 
de Guatemala de 1971). 
151 Artículo 8, párrafo 1, inciso (b) del Protocolo de Guatemala de 1971. 
152 En lo que respecta al retraso en lo que se refiere a los equipajes o a las mercancías no se establece ningún 
monto específico de indemnización para éste caso, sino que le son aplicables los montos generales para el 
caso de cualquier daño, ya sea pérdida, destrucción o retraso, que en el caso de equipajes asciende a la suma 
de quince mil francos por pasajero y en el caso de mercancías a la suma de doscientos cincuenta francos por 
kilogramo de mercancía del bulto o bultos afectados (Artículo 8 del Protocolo de Guatemala de 1971). 
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Asimismo vale aclarar que el Protocolo de Guatemala previó un sistema mediante el cual 
se incrementa el límite de responsabilidad en el tiempo, a saber el mencionado límite a los 
montos indemnizatorios se debe revisar a los 5 y a los 10 años de la entrada en vigor del 
tratado, esto con el fin de mantener y ajustar la reparación a los cambios económico 
mundiales. Los aumentos estipulados pueden ser de aplicación automática si por lo 
menos dos tercios de las partes presentes en las respectivas conferencias no se oponen 
a dicho aumento, el cual sería de 187.000,00 francos, es decir un 25% del total 
indemnizatorio.  
 
 
5.- Imposibilidad de sobrepasar los límites de indemnización en caso de dolo del 
transportista.- 
 
Si bien como vimos los límites de los montos de indemnización se elevaron 
sustancialmente con respecto a lo establecido en convenios precedentes es necesario 
mencionar que en la Conferencia Internacional en la cual se redactó este convenio, los 
países en vías de desarrollo, presionados por los Estados Unidos y algunos otros países 
desarrollados, aceptaron la elevación de estos límites a cambio de que el límite fuese 
infranqueable.  
 
Esto lo que quiere decir es que se estableció que el límite de responsabilidad dispuesto 
en el presente protocolo fuese, de verdad, un límite máximo de indemnización, que no se 
pudiera sobrepasar, excepto por acuerdo especial por parte del transportista. 
 
Las formas establecidas en el Convenio de Varsovia por las cuales este límite se podía 
quebrar eran las siguientes: 
 
1- Por acuerdo entre partes en el cual el transportista decidiera no aplicar el 
límite de responsabilidad previsto. 
2- Por admitir a un pasajero sin el respectivo billete de pasaje, el cual debió 
haber sido emitido por el transportista, en cuyo caso, el transportista no 
podía verse prevalecido por las disposiciones que excluían o limitaban su 
responsabilidad. 
3- Por último el transportista tampoco encuentra limitación a su 
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responsabilidad en caso de que el daño causado haya provenido de una 
acción dolosa o faltas equivalentes a dolo por parte del transportista. 
 
En el Protocolo de Guatemala en cambio, la única posibilidad de sobrepasar tal límite de 
los montos de indemnización sería por medio del acuerdo entre partes en el cual el 
transportista acepta no aplicar dichos topes indemnizatorios.  
 
En cuanto a la no emisión del billete de pasaje el artículo 2, inciso 3 del Protocolo dispone 
que por ninguna causa, sea la inexistencia del billete o la falta de alguno de los requisitos 
de este, se sancionará con la inaplicación de los límites de responsabilidad previstos. 
 
Asimismo, en el caso de que el daño que produzca la muerte o las lesiones de los 
pasajeros debida a una acción dolosa por parte del transportista, tampoco se sancionará 
esta conducta con la no aplicación de los límites de los montos indemnizatorios. 
 
De esta manera podemos afirmar que el Protocolo de Guatemala establece una 
infranqueabilidad de los límites económicos previstos para el caso de las indemnizaciones 
haciendo que estos sean insuperables, aún en caso de dolo, a menos que el transportista 
por sí mismo consienta un límite mayor, o bien una ilimitación total de estos. 
 
Es válido aclarar que esta infranqueabilidad de los límites indemnizatorios no siguió un 
criterio ni jurídico ni económico, sino simplemente fue el resultado de la conciliación de la 
diferencia de posiciones entre los países desarrollados que propugnaban por la elevación 
de los límites y los países en vías de desarrollo que se oponían a tal aumento. 
 
 
6.- Modificación del tratamiento de las costas procesales y la  posibilidad del 
porteador de hacer una oferta antes del litigio para reparar el daño.- 
 
Es interesante notar como el tema de las costas procesales es un concepto en el que su 
tratamiento se va puliendo en cada tratado. Así por ejemplo, el Convenio de Varsovia ni 
siquiera hace alusión al tema,  es en 1955 que se introduce apenas con el Protocolo de 
La Haya. 
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El Protocolo de 1955153, en forma muy similar que el Protocolo de Guatemala, dispone 
simplemente que el tribunal tiene la facultad de condenar al porteador en costas y otros 
gastos surgidos del litigio, además del monto principal de la indemnización. Dicha 
eventual condenatoria en costas no se verá, según se interpreta del mismo instrumento, 
limitada por los topes indemnizatorios establecidos. 
 
Sin embargo, la posibilidad de que el tribunal que lleva el caso establezca una 
condenatoria en costas se excluye cuando el porteador ha hecho una oferta por escrito 
para indemnizar al demandante que supere o iguale al monto de la condena principal con 
exclusión de las costas. Dicha oferta del porteador debió haber sido hecha dentro del 
periodo de seis meses desde la fecha del accidente o hasta antes de comenzar el juicio, 
si la segunda fecha es posterior. 
 
Es necesario aclarar que, aún en el Protocolo de 1955, la oferta de indemnización que 
debe hacer el porteador es de oficio, o sea que el porteador debe hacer dicha oferta 
siempre, so pena de ser eventualmente condenado en costas. 
 
Lo que el Protocolo de Guatemala reforma, es que impone como requisito al demandante, 
si desea ejercer un posterior reclamo en costas, el hecho de solicitar por escrito al 
porteador la cantidad que reclama, incluyendo un detalle del cálculo de la 
indemnización.154
 
Posterior a dicha solicitud del reclamante, el transportista  posee un tiempo de seis meses 
a partir del recibo de esta para hacerle al solicitante una oferta por escrito por una 
cantidad que por lo menos iguale a la indemnización concedida por el tribunal, dentro del 
límite aplicable. 
 
Es necesario aclarar que es, únicamente, una vez presentada dicha solicitud, que nace la 
obligación, para el porteador, de presentar, dentro del plazo antes indicado, la oferta de 
indemnización dentro de los límites dispuestos, con lo que cambia la regulación anterior, 
en la que el porteador debía presentar la oferta aún sin la solicitud del reclamante. 
 
                                                 
153 Artículo 22, párrafo 4 del Protocolo de La Haya de 1955. 
154 Artículo 8 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
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De igual manera, si el demandante no presentó dicha solicitud ante el porteador, el 
tribunal ni siquiera podrá pensar en establecer un eventual acción que conceda la 
condenatoria en costas en contra del transportista.  
 
7.- Introducción de la quinta jurisdicción.- 
 
Anteriormente se establecía únicamente cuatro jurisdicciones posibles en las que el 
demandante podía presentar una acción para reclamar una indemnización al transportista.  
 
Las cuatro jurisdicciones que se establecen155, en el territorio de países partes del 
Convenio, son las siguientes: 
 
1 El tribunal del domicilio legal del porteador. 
2 El tribunal del domicilio principal de la explotación del porteador. 
3 El tribunal del lugar donde el porteador posea un establecimiento en el cual haya 
sido ultimado el contrato de transporte. 
4 El tribunal del lugar de destino. 
 
La elección del tribunal la hace el demandante en el lugar en que más le convenga, sin 
embargo, muchos han clamado por que el demandante posea la posibilidad de acudir a 
una quinta jurisdicción. 
 
Dentro de esa línea de pensamiento se encuentran los Estados Unidos de América que 
desde hace años han propuesto incluir como una quinta jurisdicción, para que el 
demandante pueda acudir a ella, el tribunal del domicilio del pasajero, pues a veces 
parece injusto que una persona para poder reclamar una indemnización tenga que 
trasladarse a otro país, en caso de que no viva en ninguna de las cuatro jurisdicciones, 
que no es el de su domicilio para interponer la demanda en contra del porteador y así 
poder cobrar los daños causados por este. 
 
Esto es necesario, supongamos el caso,  en que un argentino que hace un vuelo entre 
Nueva York y París, vía AirFrance por ejemplo. Dicho pasajero que posee su domicilio en 
Buenos Aires se tendría que trasladar miles kilómetros, con el costo que esto conlleva, 
                                                 
155 Artículo 28 del el Convenio de Varsovia de 1929. 
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para poder reclamar una indemnización ya que ninguna de las cuatro jurisdicciones 
anteriores es cercana a él, pues tanto el domicilio del porteador como el domicilio principal 
de su explotación sería París, así como el lugar de destino, y si pensamos que el lugar en 
el cual se ultimó el contrato fue en el establecimiento de AirFrance en Nueva York, 
entonces, vemos que el ciudadano argentino se tendría que trasladar hasta Nueva York o 
París para reclamar su indemnización, con lo cual podríamos observar que se estaría 
prácticamente haciéndosele nugatorio su derecho a cobrar dicha indemnización. 
 
El Protocolo de Guatemala ataca este problema, estableciendo, lo que se ha llegado a 
conocer como la quinta jurisdicción o el quinto foro, pues acepta que el litigio se 
establezca en el lugar del domicilio permanente del pasajero, condicionando dicha 
posibilidad a que el porteador posea un establecimiento en la misma jurisdicción.156
 
Según esto, y continuando con el ejemplo, se salvaría nuestro ciudadano argentino 
residente en Buenos Aires, si AirFrance poseyera un establecimiento comercial en esa 
ciudad.  
 
Como una aclaración importante y final hay que recalcar que esta posibilidad de reclamar 
en el territorio del domicilio del pasajero, solo se autoriza según el Protocolo de 
Guatemala para el caso de daño al pasajero y a los equipajes, no así para el caso de 
transporte de mercancías. 
 
 
8.- Posibilidad de la persona a quien se responsabilizó del daño de repetir contra 
alguna otra. 
 
El artículo 13 del Protocolo de Guatemala introduce un nuevo artículo en el Convenio de 
Varsovia, que establece expresamente la posibilidad para la persona que resulta 
responsable del daño de repetir contra alguna otra persona. 
 
Este punto nos parece una cuestión fundamental si pensamos en el establecimiento de 
una responsabilidad de tipo objetiva, pues como hemos visto, al reemplazar una 
responsabilidad de tal tipo, al concepto de culpa y responsabilizar a la persona que 
                                                 
156 Artículo 12 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
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despliega la actividad determinada como riesgosa, es posible que exista una persona 
responsable aparte del que se determinó como tal. 
 
Un ejemplo de esto es un accidente que ha resultado en daños a los pasajeros producto 
de una falla en el control de tráfico aéreo. En dicho caso en virtud de la responsabilidad 
objetiva y de la teoría del riesgo creado, el transportista al desplegar la actividad riesgosa 
debe asumir entonces el riesgo mismo de tal actividad, y por tanto debe hacerse 
responsable de los daños que por ese medio se han causado. 
 
Entonces, en el caso anterior, si bien se reputa como responsable al transportista el cual 
deberá indemnizar a los pasajeros que han sufrido un daño, él posteriormente podrá 
accionar contra el control de tráfico aéreo con la pretensión de cobrar las indemnizaciones 
ya pagadas y los demás daños ocasionados. 
 
De modo que, como hemos dicho, es esencial, en un sistema de responsabilidad con un 
factor de atribución objetivo, que el responsable del daño tenga la posibilidad de repetir en 
contra de cualquier otra persona que efectivamente haya efectuado el daño o por lo 
menos colaborado con él. 
 
  
9.- Posibilidad de introducción por parte de un Estado de un sistema de 
indemnización complementaria.- 
 
Uno de las aclaraciones más interesantes que introduce este protocolo es la posibilidad 
de que un Estado signatario de los convenios del Sistema de Varsovia establezca un 
sistema de indemnización complementaria a lo interno de su país. 
 
Dicha posibilidad se encuentra enunciada en el artículo 14 del Protocolo de Guatemala, el 
cual menciona: 
 
“Artículo 35 A. Ninguna de las disposiciones del presente convenio impedirá a un Estado 
establecer y aplicar en su territorio un sistema para complementar la indemnización 
pagadera a los reclamantes en virtud del convenio por concepto de muerte o lesiones de 
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los pasajeros.”157
 
Valga recalcar, que según el artículo anterior, dicho sistema de indemnización 
complementaria únicamente puede ser aplicable a los daños a los pasajeros, es decir, 
muerte o lesiones, de ahí que podamos interpretar que no podría un Estado signatario 
idear un sistema complementario de indemnizaciones para el caso del daño a los 
equipajes o a las mercancías. 
 
El artículo 14 de este protocolo, establece una serie de condiciones para que un Estado 
pueda instaurar un sistema como el que comentamos, a saber158: 
 
1 No se puede establecer al transportista ninguna responsabilidad adicional a las 
que se establecen en el Sistema de Varsovia.  
2 No impondrá al transportista cargas económicas o administrativas adicionales, 
aparte de la posibilidad de solicitar que los pasajeros contribuyan. 
3 Los beneficios de que gocen los pasajeros se les concederán independientemente 
del transportista, asimismo no deberá dar lugar a discriminación entre los 
transportistas, con respecto a los pasajeros afectados. 
4 Por último, si un pasajero hubiere contribuido al sistema, cualquier persona que 
haya sufrido daños por la muerte de tal pasajero, tendrá derecho a los beneficios 
del sistema. 
 
Parece que lo que ideó este protocolo fue la posibilidad que el Estado impulsara la 
creación de un fondo alimentado por las contribuciones de los mismos pasajeros para que 
en caso de accidentes se pudiesen repartir indemnizaciones complementarias. 
 
 
2.2.3.- LOS PROTOCOLOS ADICIONALES DE MONTREAL NÚMERO 1, 2 Y 3. 
 
No vale la pena detenerse a analizar cada uno de los tres primeros Protocolos Adicionales 
de Montreal por separado puesto que introducen la misma enmienda específica. 
 
                                                 
157 Artículo 14 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
158 Segunda Parte del Artículo 14 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
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Los tres primeros Protocolos Adicionales de Montreal, básicamente lo que hacen es 
introducir los llamados Derechos Especiales de Giro que sustituyen al Franco Oro 
Poincaré como la unidad monetaria que se utiliza en dichos tratados. 
 
Los Derechos Especiales de Giro son definidos por el Fondo Monetario Internacional y 
constituyen una unidad monetaria de cambio a la moneda nacional de cada alta parte 
contratante de los convenios del Sistema de Varsovia.159
 
Sin embargo, las partes que no sean miembros del Fondo Monetario Internacional,  
determinarán la forma en que se calculará el tipo de cambio, lo cual nos deja a la deriva 
en países con tipos de cambio muy bajos con respecto a las monedas más fuertes. 
 
Vale simplemente decir que a diferencia del Protocolo de Guatemala en el que se 
requería la aprobación por parte de los Estados Unidos para que ese instrumento entrara 
en vigencia, en este nuevo instrumento en cambio, simplemente se requería la ratificación 
por parte de 30 Estados cualesquiera que fuesen.  
 
 
2.2.3.1.- PROTOCOLO ADICIONAL No. 1 DE MONTREAL DE 1975: PROTOCOLO 
                                                 
159 Los Derechos Especiales de Giro (DEG) fueron creados por el Fondo Monetario Internacional (FMI) en el 
año de 1969 con el fin de complementar el sistema de paridades fijas que instauró la convención de Bretón 
Woods. Anteriormente los países que participaban en éste sistema necesitaban mantener reservas oficiales en 
sus bancos centrales, ya fuese en oro o en monedas extranjeras de amplia aceptación, con el fin de adquirir 
moneda nacional en los mercados mundiales para mantener su paridad cambiaria. Para mediados del siglo XX 
se hizo patente que ambos activos de reserva fundamentales, tanto el oro como el dólar estadounidense, 
resultaban insuficientes para apoyar la expansión del comercio y la economía mundial. Con éste panorama es 
que la comunidad internacional con el auspicio del FMI toma la decisión de crear un nuevo activo de reserva 
internacional, el cual se conoció con el nombre de Derecho Especial de Giro. Inicialmente el Derecho 
Especial de Giro se definió como un valor equivalente a 0,888671 gramos de oro fino, lo cual para 1969 
equivalía exactamente a un dólar de EE.UU.. Al derrumbarse el sistema de Bretón Woods en 1973, se cambió 
el sistema de valoración del DEG, el cual, se redefinió con base en una cesta de monedas internacionales 
actualmente integradas por el dólar de EE.UU., el euro, la libra esterlina y el yen japonés. El monto de un 
DEG se calcula con base en el cálculo de la sumatoria de determinados montos de las cuatro monedas 
valorados en dólares de EE.UU., sobre la base de los tipos de cambio cotizados a mediodía en el mercado de 
Londres. Es importante mencionar que la composición de la cesta se revisa cada 5 años, a fin de velar por que 
se refleje la importancia relativa de cada moneda en los sistemas comerciales y financieros mundiales. Vale 
aclarar que posterior al derrumbamiento del sistema de Bretón Woods y al hecho de que las monedas pasaran 
a un régimen de tipo de cambio flotante se redujo la necesidad del DEG de manera que en la actualidad, la 
utilidad del DEG como activo de reserva es limitada y su principal función es servir como unidad de cuenta 
del FMI y otros organismos internacionales. (Información suministrada por el Fondo Monetario 
Internacional en su página de internet: http://www.imf.org/external/np/exr/facts/spa/sdrs.htm de fecha 14 de 
agosto de 2007). 
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ADICIONAL No. 1 QUE MODIFICA LA CONVENCIÓN PARA LA UNIFICACIÓN DE 
CIERTAS REGLAS RELATIVAS AL TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL, 
FIRMADO EN VARSOVIA EL 12 DE OCTUBRE DE 1929, FIRMADO EN MONTREAL 
EL 25 DE SEPTIEMBRE DE 1975.- 
 
 
Este convenio enmienda directamente al Convenio de Varsovia redactado en 1929, 
sustituyendo los límites indemnizatorios fijados en dicho convenio en francos franceses 
por los llamados Derechos Especiales de Giro. 
 
De acuerdo con dicha enmienda la responsabilidad del transportista con respecto a cada 
pasajero pasa de limitarse de la suma de ciento veinticinco mil francos a la suma de 8.300 
DEG.160 161
 
2.2.3.2.- PROTOCOLO ADICIONAL No. 2 DE MONTREAL DE 1975: PROTOCOLO 
ADICIONAL No. 2 QUE MODIFICA EL CONVENIO PARA LA UNIFICACIÓN DE 
CIERTAS REGLAS RELATIVAS AL TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL, 
FIRMADO EN VARSOVIA EL 12 DE OCTUBRE DE 1929, MODIFICADO POR EL 
PROTOCOLO DE LA HAYA DEL 28 DE SEPTIEMBRE DE 1955, FIRMADO EN 
MONTREAL EL 25 DE SEPTIEMBRE DE 1975.- 
 
El presente protocolo reforma únicamente el Protocolo de la Haya, o sea las 
modificaciones introducidas al Convenio de Varsovia por este medio. 
 
De igual manera que en el Protocolo Adicional anterior el único propósito que tiene el 
Protocolo Adicional No. 2 es la sustitución de la unidad monetaria utilizada en el Protocolo 
de La Haya, los francos franceses, por los Derechos Especiales de Giro. 
 
En el Protocolo de La Haya al igual que en el Protocolo Adicional No. 2 se duplican los 
                                                 
160 Artículo 2 del Protocolo Adicional No. 1 que modifica a la Convención para la Unificación de Ciertas 
Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929, firmado en 
Montreal el 25 de septiembre de 1975. 
161 Con respecto al transporte de equipajes facturados o mercancías la responsabilidad se limitará a la suma de 
17 DEG por kilogramo de mercancías, salvo si se hubiere hecho una declaración especial de interés. Por 
último en los objetos cuya custodia conserve el pasajero la responsabilidad del porteador en cuanto a la 
indemnización se limitará a la suma de 332 DEG por pasajero (Artículo 2 del Protocolo Adicional No. 1 de 
1975). 
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límites de los montos indemnizatorios que aparecían tanto en el Convenio de Varsovia 
como en el Protocolo Adicional No. 1 respectivamente, en cuanto a la responsabilidad con 
los pasajeros, pasando dichos montos límites de la suma de 8.300 DEG en el Protocolo 
No. 1 a la suma de 16.600 DEG por concepto de responsabilidad en cuanto a los 
pasajeros en este protocolo, a saber, el Protocolo Adicional No. 2.162 163
 
 
2.2.3.3.- PROTOCOLO ADICIONAL No. 3 DE MONTREAL DE 1975: PROTOCOLO 
ADICIONAL No. 3 QUE MODIFICA EL CONVENIO PARA LA UNIFICACIÓN DE 
CIERTAS REGLAS RELATIVAS AL TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL, 
FIRMADO EN VARSOVIA EL 12 DE OCTUBRE DE 1929, MODIFICADO POR LOS 
PROTOCOLOS HECHOS EN LA HAYA DEL 28 DE SEPTIEMBRE DE 1955 Y EN 
GUATEMALA DEL 08 DE MARZO DE 1971, FIRMADO EN MONTREAL EL 25 DE 
SEPTIEMBRE DE 1975.- 
 
El Protocolo Adicional No. 3 reforma específicamente el Protocolo de Guatemala de 1971 
igualmente transformando los montos expresados en francos franceses a las unidades de 
Derechos Especiales de Giro. 
  
Este Protocolo Adicional reforma al Protocolo de Guatemala de manera que por el 
conjunto de reclamaciones referentes al daño sufrido por cada pasajero  el límite 
indemnizatorio pasará de la suma de un millón quinientos mil francos oro poincaré 
(1.500.000,00 F) a la suma de cien mil DEG (100.000,00 DEG) y específicamente en el 
caso del retraso en las operaciones del transportista, la responsabilidad se limitará a la 
suma de 4.150 DEG.164 165
                                                 
162 Artículo 2 del Protocolo Adicional No. 2 que modifica a la Convención para la Unificación de Ciertas 
Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929, 
modificado por el Protocolo de La Haya del 28 de septiembre de 1955, firmado en Montreal el 25 de 
septiembre de 1975. 
163 En cuanto a los demás rubros, es decir, en cuanto a los límites de indemnización con respecto a los daños a 
los equipajes facturados, mercancías y objetos cuya custodia converse el pasajero, dichos montos no cambian  
con respecto al los montos dados en el protocolo adicional No. 1. 
164 Artículo 2 del Protocolo de Montreal No. 3 que modifica el Convenio para la Unificación de Ciertas 
Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929, 
modificado por los Protocolos de La Haya del 28 de septiembre de 1995 y de Guatemala del 08 de marzo de 
1971. 
165 En cuanto a la responsabilidad del porteador por concepto del daño de los equipajes facturados será la 
suma límite de 1.000 DEG por pasajero. En lo que se refiere a la responsabilidad del porteador en cuanto a las 
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2.2.4.- PROTOCOLO ADICIONAL NÚMERO 4 QUE MODIFICA EL CONVENIO PARA 
LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS REGLAS RELATIVAS AL TRANSPORTE AÉREO 
INTERNACIONAL FIRMADO EN VARSOVIA EL 12 DE OCTUBRE DE 1929, 
MODIFICADO POR EL PROTOCOLO DE LA HAYA EL 28 DE SEPTIEMBRE DE 1955, 
FIRMADO EN MONTREAL EL 25 DE SEPTIEMBRE DE 1975.- 
 
 
Este cuarto Protocolo de Montreal de 1975 modifica el anterior Protocolo de La Haya que 
a su vez modifica al Convenio de Varsovia.  
 
El Protocolo de estudio introduce un artículo en su cuerpo que a nuestro parecer echa 
atrás el avance que había tenido el Protocolo de Guatemala cuatro años antes, pues con 
relación al transporte de pasajeros se establece que: 
 
“En el transporte de pasajeros y equipajes y en el caso de daño ocasionado por retraso en 
el transporte de mercancías, el transportista no será responsable si prueba que tanto él 
como sus dependientes tomaron todas las medidas necesarias para evitar el daño o que 
les fue imposible tomarlas.”(El subrayado es nuestro).166
 
Como hemos dicho esta norma es un retroceso en la evolución de la responsabilidad civil 
en los Convenios Internacionales pues regresa a imponer un sistema de responsabilidad 
subjetivo en el contrato de transporte aéreo de pasajeros al permitir al transportista 
argumentar la debida diligencia como eximente de responsabilidad. 
 
Por otra parte, basta mencionar que este cuarto Protocolo de Montreal en realidad lo que 
hace es introducir regulación novedosa en cuanto a lo que se refiere al transporte de 
mercancías167 y por tal razón no nos referiremos a este en detalle. 
                                                                                                                                                    
mercancías el monto se mantiene en la suma de 17 DEG por kilogramo. (Artículo 2 del Protocolo de 
Montreal No. 3 de 1971). 
166 Artículo 5 del Protocolo Adicional Número 4 que Modifica el Convenio para la Unificación de Ciertas 
Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado en Varsovia el 12 de Octubre de 1929, 
Modificado por el Protocolo de La Haya, el 28 de septiembre de 1955, firmado en Montreal el 25 de 
septiembre de 1975. 
167 Algunas de las modificaciones que introduce el Protocolo de Montreal No. 4 son las siguientes: 
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2.3.- LOS ACUERDOS INTERLINEALES DE IATA. 
 
Estos acuerdos surgieron del debate ocasionado por la discordia que se presenta entre 
los sectores que apoyaban mantener los límites indemnizatorios a favor del transportista 
tal cual se establecían en el Sistema de Varsovia y los sectores que propugnaban por que 
no existiesen tales límites y que el monto de la indemnización dependiese totalmente de 
la ley del lugar que tuviese jurisdicción para ver el caso. 
 
Uno de los argumentos que se plantearon en el momento en que se redactó el Convenio 
de Varsovia para establecer dichos límites a los montos era el proteger a una industria 
naciente en aquel momento. Recordemos que este convenio se redacta en el año 1929 
cuando la industria se encontraba en su génesis y ese fue el espíritu en que se inspiró la 
redacción del Convenio que luego iluminó el camino de todos los demás protocolos que 
constituyen este sistema.  
 
Una de las razones por las cuales el Sistema de Varsovia ha tenido una vigencia tan 
longeva, es precisamente, como lo expresa el señor Mapelli, este pues menciona que 
históricamente el Derecho Internacional ha precedido casi sin excepción al Derecho 
Nacional Aeronáutico168, en los cuales se ha consagrado mucho del espíritu del Sistema 
de Varsovia en sus leyes nacionales y por tal razón es que dicha reglamentación 
                                                                                                                                                    
- La falta de requisitos en la Carta de Porte Aéreo no afecta la validez de las cláusulas relativas a la 
limitación de la responsabilidad a favor del porteador (El protocolo de Guatemala introduce la 
misma modificación con respecto a los billetes de pasaje y talones de equipaje) (Artíulo 3 del 
Protocolo de Montreal No. 4) . 
- En el transporte de mercancías por primera vez introduce un sistema de responsabilidad objetivo 
pues establece que el “transportista será responsable del daño causado en caso de destrucción, 
pérdida o avería de mercancías, por la sola razón de que el hecho que haya causado el daño se 
produjo durante el transporte aéreo.” (Artículo 4 del Protocolo No. 4). 
- Introduce nuevas eximentes de responsabilidad para el transporte de mercancías cuando el daño se 
deba a la naturaleza o vicio propio de la mercancía, a su embalaje defectuoso realizada por una 
persona que no sea el transportista, a un acto de guerra o conflicto armado o a un acto de autoridad 
pública ejecutado con relación al tránsito de la mercancía.  (Artículo 4 del Protocolo de Montreal 
No. 4). 
- Dispone que los límites de indemnización únicamente no son  aplicables cuando el daño causado por 
el dolo del porteador perjudique a pasajeros o equipajes, por lo que en el caso del transporte de 
mercancías aunque el daño se deba al dolo del transportista se aplicarían los límites indemnizatorios 
dispuestos (Artículo 9 y 25 A del Protocolo de Montreal No. 4). 
168 La Acción de Responsabilidad en el Transporte Aéreo Internacional, según el Convenio de Varsovia; 
Trabajos de Derecho Aeronáutico y del Espacio; Mapelli, Enrique; Madrid, 1978. 
 
 
143
específica es tan reticente al cambio. 
 
Por otro lado, existen bastos argumentos en contra del establecimiento y mantenimiento 
de los límites indemnizatorios consagrados en los convenios, entre los cuales podemos 
nombrar los siguientes: 
 
1 La intención por la cual estos límites indemnizatorios fueron establecidos ya no 
tiene sentido, pues si bien la finalidad que se perseguía en aquel momento era la 
protección de una industria aérea naciente y enclenque, esas condiciones hoy en 
día han variado. 
2 La limitación de los montos indemnizatorios establecidos son inequitativos, ya que 
únicamente benefician a una parte de la relación contractual, es decir, al 
transportista, y en cambio el pasajero es ilimitadamente responsable ante los 
daños que le pudiese ocasionar al porteador.169 
3 Responsabilidad con inversión de la carga de la prueba, pues si el transportista 
quiere librarse del pago de la indemnización debe probar que él no fue 
responsable del daño ocasionado. 
 
En este contexto de inconformidad con la limitación de las indemnizaciones, uno de los 
promotores más importantes de dichos acuerdos intertransportistas de la Asociación de 
Transporte Aéreo Internacional (IATA por sus siglas en inglés) ha sido los Estados Unidos 
de Norteamérica, el cual pensando en proteger a sus ciudadanos-usuarios de las 
diferentes líneas aéreas a nivel global, ha pensado que es injusto para los pasajeros que 
se dé esta limitación de los montos indemnizatorios a favor del transportista. 
 
Sin embargo, es nota curiosa, que este país no haya sido capaz de aprobar ningún otro 
instrumento internacional a parte del Convenio de Varsovia, único que aplica en ese país 
con las consecuencias que tiene en cuanto a los bajísimos montos indemnizatorios. 
 
Esta inconformidad se ha dejado ver en varias ocasiones, cuando por ejemplo intentó 
denunciar al Protocolo de La Haya por considerar que los límites indemnizatorios que ahí 
se establecían eran sumamente bajos. 
                                                 
169 Ferrer, Manuel Augusto; La limitación de la responsabilidad del transportista aéreo; Temas de Aviación 
Comercial y Derecho Aeronáutico II; Universidad Argentina de la Empresa, Asociación Latinoamericana de 
Derecho Aeronáutico y Espacial; Buenos Aires, Argentina; 1999; p. 65. 
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Entre los antecedentes de los acuerdos mencionados, que podemos citar, se encuentra el 
descontento por parte de varios Estados signatarios de los convenios que los ha llevado a 
establecer soluciones unilaterales amparados la interpretación concordante de los 
artículos 23, 33 y 22 inciso 1 del Convenio de Varsovia que permite que los transportistas 
unilateralmente aumenten o supriman totalmente los límites de responsabilidad previstos. 
 
Así es como, por ejemplo, el 20 de noviembre de 1992, se firmó lo que se conoce como la 
“iniciativa japonesa” en la que las diez principales líneas aéreas de ese país resolvieron 
unilateralmente eliminar los límites de responsabilidad establecidos en el Convenio de 
Varsovia y reconocer de esta manera su responsabilidad ilimitada con respecto a los 
daños causados a los pasajeros. De igual forma, estas aerolíneas japonesas renunciaron 
a aplicar las defensas que eximen de responsabilidad, en reclamos hasta por el monto de 
100.000 DEG. 
 
Otro de los antecedentes de los acuerdos inter-transportistas de la IATA, se da en el año  
1994, en el cual la Conferencia Europea de Aviación Civil, ECAC, reunida en París el 24 
de junio de 1994, hizo la recomendación a sus Estados de instar a sus compañías aéreas 
nacionales para que establecieran acuerdos inter-empresarios con el fin de elevar los 
límites a los montos indemnizatorios hasta el monto de los 250.000 DEG. Asimismo se 
dispuso la posibilidad de que se pagase un anticipo del orden de entre un 5% y un 10% 
de la indemnización total en el momento inmediatamente posterior y que no fuera mayor 
de 10 días de la producción del accidente. Este acuerdo se conoce en nuestros días como 
el “Acuerdo de Malta”. Tendencias muy parecidas siguieron países como Italia170, 
Inglaterra171 y Australia. 
 
Previendo que tanto el Protocolo Adicional No. 3 de Montreal como el Plan de 
Indemnización Suplementaria que se había propuesto en Guatemala no iba a ser 
aprobado por el Congreso de los Estados Unidos o iba a ser en extremo retrasado, IATA 
consideraba que “se debían tomar medidas para mantener la viabilidad de las reglas de 
                                                 
170 La Ley 274 del 7 de julio de 1988, dispuso que todas las compañías de transporte aéreo internacional con 
origen, destino o escala en la República Italiana deben incrementar su límite de responsabilidad hasta por la 
suma de 100.000 DEG. 
171 La UK Licensing Air Carrier Regulations del 1992 (S.I. 1992/2992) requirió que las compañías aéreas que 
solicitasen permiso para volar hacia el Reino Unido firmaran un contrato especial aumentando su límite de 
responsabilidad en el caso del transporte de pasajeros hasta por el monto de 100.000 DEG. 
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responsabilidad por el pasajero establecidas en la Convención de Varsovia a la espera de 
dicha ratificación.”172
 
En este punto, tanto la Unión Europea como el Departamento de Transporte de los 
Estados Unidos, DOT, en una consulta previa realizada por la IATA aceptó que se 
convocara a una conferencia sobre transporte aéreo que revisara los límites establecidos 
en el Sistema de Varsovia con el fin de que se lograra un acuerdo que el gobierno 
norteamericano en más de 20 años no había podido realizar. El DOT por su parte, 
condicionó cualquier acuerdo a que se cumpliera con los requisitos de ese país, a saber: 
 
1 Que se indique que los pasajeros que compren billetes de pasaje en Estados 
Unidos tengan una pronta y completa compensación con base en una 
responsabilidad objetiva sin limitación de los montos de indemnización para el 
caso de los pasajeros. 
2 Que esta cobertura se extienda tanto a ciudadanos norteamericanos como a 
residentes permanentes de ese país, aunque los billetes no hayan sido comprados 
en suelo estadounidense.173 
 
En este marco es que se llega al año 1995, cuando en el mes de junio en la ciudad de 
Washington, la IATA citó a los transportistas a una conferencia sobre la responsabilidad 
civil de estos, con el fin de armonizar los sistemas de responsabilidad a nivel global, 
establecer las condiciones bajo las cuales los transportista asuman esta responsabilidad y 
atender las necesidades inmediatas de las víctimas en caso de accidentes. 
 
En esta conferencia se determinó que la mejor herramienta para modernizar el Sistema 
de Varsovia, que como hemos visto se estaba erosionando aceleradamente, era que la 
aerolíneas tomaran parte estableciendo un acuerdo privado.  
 
Es así, como al final de esta conferencia se dispuso que se crearan grupos de trabajo con 
el fin de estudiar y rendir una recomendación sobre los límites de responsabilidad. 
 
A pesar de que en la Conferencia realizada en Washington se había llegado a un 
                                                 
172 Papkin, Robert D., 2000; P. 66. 
173 La Conferencia sobre la Responsabilidad Civil de las Compañías Aéreas; José Ramón Morales Rodríguez; 
Boletín Informativo AITAL; Santa Fe de Bogotá; Año 5; Número 25; p 27. 
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consenso sobre un plan que requería dos niveles, el primero que disponía que el monto 
apropiado para elevar el límite indemnizatorio era de 250.000 DEG ó 375.000 USD, el 
segundo establecía, por parte de cada nación que así lo dispusiera, un Plan de 
Compensación Suplementaria. 
 
El resultado del estudio realizado por los grupos de trabajo fue muy claro e implicó un 
cambio radical en todo lo acordado en la conferencia. La recomendación final: la abolición 
de cualquier límite de responsabilidad establecido. 
 
En el informe final de estos grupos se expusieron razones muy claras para que se 
abolieran dichos límites indemnizatorios, entre los que podemos mencionar los siguientes: 
 
“a) En primer lugar cualquier límite de responsabilidad puede ser rebasado mediante la 
comprobación de que el daño se produjo por el dolo o la culpa grave del transportador. 
“(Con cualquier límite establecido)... se seguirán perpetuando los procesos judiciales 
tendientes a su ruptura, lo cual es uno de los grandes defectos del sistema vigente. b) por 
otro lado, cualquier cifra que se escoja debe ser actualizada permanentemente para evitar 
su desuetud a causa de la inflación... c) un límite artificial tiende a convertirse en un pago 
automático que los pasajeros esperarán cuando quiera que sufran daños, 
independientemente de la cuantía de los perjuicios realmente sufridos... e) finalmente, 
cualquier límite hubiera requerido de un mecanismo adicional que compensara los 
perjuicios que lo excedieran en determinadas jurisdicciones. En contrapartida, la ausencia 
de cualquier límite numérico restaura la universalidad del sistema de Varsovia al dejar sin 
piso las diferentes propuestas gubernamentales para incrementarlas, promueve y facilita 
los acuerdos extrajudiciales, conduce a que las primas de seguro reflejen el monto real de 
los reclamos sufragados (por oposición a los conceptos hipotéticos de riesgo) y, en 
general, goza de las mismas ventajas y cualidades de la Iniciativa Japonesa.”174
 
 
2.3.1.- Acuerdo Interlineal de IATA sobre Responsabilidad en el Transporte Aéreo de 
Pasajeros (IIA).- 
 
Posterior al informe que surgió de la conferencia de 1995 y que transcribimos 
                                                 
174 Ferrer, 1999; P. 67. 
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parcialmente en las líneas anteriores, la IATA y diferentes líneas aéreas aceptaron firmar 
el Acuerdo Interlineal de IATA sobre Responsabilidad en el Transporte Aéreo de 
Pasajeros, IIA por sus siglas en inglés. 
 
Este acuerdo básicamente abarca ciertas pautas que en adelante seguirían las aerolíneas 
firmantes. Aclaramos que el acuerdo preparado por la IATA únicamente será de 
aplicación para las líneas aéreas que acepten y firmen el contrato, no así para las que no 
lo firmen en cuyo caso les seguirá siendo de aplicación los límites establecidos en el 
Convenio de Varsovia. 
 
Lo primero y lo más importante y en realidad lo único verdaderamente obligatorio que 
establece el acuerdo es la renuncia a los límites de responsabilidad que se estipulan en el 
Sistema de Varsovia solamente en lo que respecta al transporte aéreo internacional de 
pasajeros. Asimismo dentro del primer punto se incluye la posibilidad de que el tribunal 
que vea el caso pueda determinar la indemnización y que esta se conceda de acuerdo a 
los términos establecidos por la ley del domicilio principal y permanente del pasajero. 
 
Transcribimos este primer punto que el acuerdo establece: 
 
“1.- Renunciar a los límites de responsabilidad estipulados en el párrafo 1 del Artículo 22 
del Convenio de Varsovia por lo que respecta a la indemnización pagadera en caso de 
muerte, lesión u otro daño corporal sufrido por un pasajero según la definición que figura 
en el Artículo 17 del Convenio, a fin de que la indemnización pueda ser determinada y 
concedida según los términos de la ley del domicilio del pasajero.”175
 
Otro de los puntos que toca el acuerdo y que sin embargo no es vinculante, es el 
planteamiento de la posibilidad de reservarse o no, por parte del porteador, el derecho de 
recurrir a las defensas estipuladas en las disposiciones del Convenio a favor del 
transportista. Este punto como lo vemos en realidad no estipula ninguna obligación pues 
simplemente deja planteada la posibilidad de reservarse o no el derecho a recurrir a las 
defensas como una simple posibilidad y se limita a hacer el nombramiento de esta como 
un simple recordatorio.  
 
                                                 
175 Ferrer, 1999; P. 65. 
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Lo que entendemos es que si alguna de las aerolíneas firmantes decide no hacer uso de 
las defensas que según el Convenio dispone, debe afirmarlo así por escrito en el contrato 
de transporte aéreo. 
 
Al igual que en el punto anterior se plantea la posibilidad de que la aerolínea se reserve el 
derecho de recurrir contra cualquier otra persona con la intención de cobrar el daño. 
 
Otro de los puntos a considerar es que el acuerdo explica que nada de lo dispuesto en el 
mismo acuerdo atentará o afectará en forma alguna los derechos previstos en el 
Convenio a favor del pasajero o del demandado. 
 
 
2.3.2.- Acuerdo sobre Medidas para Implementar el Acuerdo Interlineal de IATA 
sobre Responsabilidad en el Transporte Aéreo de Pasajeros (MIA).- 
 
En el año 1995, una vez dado a conocer el Acuerdo Interlineal de IATA (IIA) el 
Departamento de Transporte de Estados Unidos sugirió que sería necesario otro acuerdo 
con el fin de implementar y ponerlo en vigor, pues según el DOT este por sí solo no 
confería ningún beneficio adicional a los pasajeros, por lo tanto a principios de 1996 se 
convoca una reunión en Miami con el fin de redactar el MIA: Acuerdo sobre las Medidas 
para la Implementación del Acuerdo Interlineal de IATA.  
 
El MIA básicamente involucra dos disposiciones fundamentales y obligatorias, las cuales 
pasamos a nombrar: 
 
1 Primero, que todo transportista no invocará la limitación a los montos 
indemnizatorios estipulados en el artículo 22 del Convenio de Varsovia en lo que 
se refiera a demandas que surjan de lo que se establece en el artículo 17 del 
mismo convenio, es decir en acciones que surjan de accidentes aéreos 
internacionales en los que hubiere resultado muerto o lesionado un pasajero. 
2 La segunda disposición contenida en el MIA se refiere a que el transportista no 
opondrá las defensas contenidas en el artículo 20 del Convenio de Varsovia en 
cuanto se refiera a demandas que no excedan la suma de 100.000 DEG. Estas 
defensas se refieren a la posibilidad que tenía el porteador de eximirse del pago 
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de la indemnización cuando logra probar que tanto él como sus dependientes 
tomaron todas las medidas necesarias para evitar el daño o que les fue imposible 
tomarlas. 
 
Las anteriores cláusulas son las dos normas principales y que necesariamente se deben 
estipular en ese acuerdo, sin embargo también se explica en el mismo instrumento que 
cuando se trate de reclamos que excedan la suma de los 100.000 DEG el transportista 
tiene la posibilidad de reservarse para sí estas defensas.  
 
Como una segunda parte de este acuerdo se estipula, de forma opcional para el 
transportista, y recalcamos que no es de forma necesaria ni obligatoria, que el 
transportista puede incluir a su discreción una cláusula en el contrato de transporte aéreo 
en la cual se estipula que la indemnización respectiva por daños a los pasajeros se puede 
determinar haciendo referencia a la ley aplicable en el domicilio o residencia permanente 
del pasajero. 
 
Vale explicar aquí, que en el párrafo anterior que hace referencia a que en la segunda 
parte del MIA, no se autoriza una quinta jurisdicción o un quinto foro, el del domicilio del 
pasajero, sino que lo que procura es que la acción tendiente a cobrar la debida 
indemnización se presente en algunas de las jurisdicciones ya autorizadas según los 
términos de los convenios que estén en vigor y lo que pretende es que se dé la posibilidad 
que el tribunal ante el cual se planteó la demanda pueda conceder la indemnización de 
acuerdo a los estándares que se utilizan en los tribunales en los que tiene su domicilio o 
su residencia permanente el pasajero. 
 
Aunque esta segunda parte no satisfizo en su totalidad las condiciones que había 
recomendado el Departamento de Transporte de Estados Unidos que propugnaba por 
que se incluyera la posibilidad de incluir una quinta jurisdicción en el domicilio del 
pasajero, hay que reconocer que se dio un gran paso con estos Acuerdos Interlineales en 
el sentido en que por lo menos se abre la posibilidad de que se den indemnizaciones 
mucho más acordes con los estándares que pretendían establecer los norteamericanos. 
 
A pesar de las recomendaciones del DOT, creemos de nuestra parte, que jurídicamente 
no es posible que se incluya una quinta jurisdicción en los Acuerdos Interlineales de la 
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IATA, pues a diferencia de la elevación de los montos indemnizatorios o de ilimitación 
total que el mismo Convenio de Varsovia prevé y autoriza, la introducción de la 
jurisdicción del domicilio del pasajero iría en contra del Convenio, modificaría una de las 
cláusulas de este, lo cual no es jurídicamente posible por medio de un Acuerdo de 
carácter privado. Esta quinta jurisdicción, por tanto, solo sería posible incluirla mediante 
una reforma al Convenio introducido mediante otro Convenio Internacional posterior y no 
por un simple acuerdo de carácter privado.   
 
 
2.3.3.- Impacto de los Acuerdos Intertransportistas de IATA.- 
 
De acuerdo con las estadísticas que hemos podido recopilar y analizando 
específicamente el caso del transporte aéreo realizado en Costa Rica, podemos ver el 
impacto que estos acuerdos han tenido en la responsabilidad aérea. 
 
Aerolínea Firmante del 
IIA176
Firmante del 
MIA177
Porcentaje de Pasajeros 
Transportados178
LACSA 26/ENE/04 --- 25,42% 
American 08/JUL/96 08/JUL/96 18,73% 
Continental 14/JUN/96 14/JUN/96 10,52% 
COPA 30/JUN/99 20/OCT/99 7,09% 
Delta 24/JUN/96 24/JUN/96 7,07% 
Iberia 18/OCT/96 --- 4,90% 
TACA 31/OCT/95 --- 4,26% 
Martinair 13/DIC/96 --- 3,99% 
U.S. Airways 24/JUN/96 24/JUN/96 3,95% 
United 27/JUL/96 27/JUL/96 2,84% 
Mexicana --- --- 2,68% 
America West 19/MAR/97 19/MAR/97 1,83% 
Aviateca 26/ENE/04 --- 1,53% 
Air Madrid --- --- 0,98% 
Air Canada 31/OCT/95 28/JUN/96 0,97% 
Taca Perú 26/ENE/04 --- 0,90% 
Skyservice --- --- 0,81% 
West Caribbean --- --- 0,27% 
Cubana 10/NOV/98 10/NOV/98 0,25% 
Otros   1,01% 
Total 94,25% 53,25% 100% 
                                                 
176 Información suministrada por IATA hasta el 01 de marzo de 2005 de acuerdo con la List of Carriers 
Signatory to the IATA Intercarrier Agreement on Passenger Liability; http://www.iata.org/
177 Información suministrada por IATA hasta el 01 de marzo de 2005 de acuerdo con la List of Carriers 
Signatory to the Agreement on Measures to Implement the IATA Intercarrier Agreement; 
http://www.iata.org/
178 Datos obtenidos del año 2005 y suministrados por la Dirección General de Aviación Civil de Costa Rica.  
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Como podemos ver en el cuadro anterior gran parte de las aerolíneas que operan en el 
país se han adherido a estos acuerdos, haciendo inaplicables en la práctica los límites de 
responsabilidad previstos en los convenios internacionales que hemos revisado. 
 
Nota curiosa es que aproximadamente, para el año 2005, un 95% de los pasajeros 
transportados viajaron sin estar sujetos, por medio de estos acuerdos, a los límites de 
responsabilidad previstos.  
 
Vale hacer notar que en esta estadística dos de las aerolíneas que no habían firmado 
éstos acuerdos han desaparecido, a saber Air Madrid y West Caribbean con lo cual el 
porcentaje se ha incrementado para el año posterior.  
 
 
3.- TEMA III.- EL CONVENIO DE MONTREAL DE 1999: CONVENIO PARA LA 
UNIFICACIÓN DE CIERTAS REGLAS RELATIVAS AL TRANSPORTE AÉREO 
INTERNACIONAL, FIRMADO EN MONTREAL EL 28 DE MAYO DE 1999.- 
 
 
3.1.- Antecedentes de la Conferencia Diplomática convocada por la OACI.- 
 
Para el año 1999 y desde mucho tiempo antes, como hemos podido concluir 
preliminarmente en este estudio, los Instrumentos Internacionales que componen el 
Sistema de Varsovia y la antigüedad de sus regulaciones en un ámbito que cambia tan 
aceleradamente como el de la aviación, hacían muy difícil la aplicación de cualquier 
convenio integrante del Sistema. 
 
Uno de los puntos detonantes para darse cuenta de la inefectividad del Sistema Varsovia 
fue la signatura de acuerdos unilaterales por parte de los transportistas mediante los 
cuales se responsabilizan ilimitadamente por los daños que causen, nos referimos por 
supuesto a los acuerdos que firmaron en 1992 los transportistas japoneses y en 1995 y 
1996 varias aerolíneas integrantes de IATA. 
 
Toda esta fragmentación del Sistema producía una falta de uniformidad alarmante dentro 
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de Varsovia lo que creo una inseguridad jurídica internacional, pues aparte de los 
Convenios Internacionales firmados, unos por algunos Estados y otros por otros, existían 
estos acuerdos que vienen a rematar esta falta de unificación de las reglas relativas al 
transporte aéreo. 
 
Ante este panorama la OACI tenía que escoger entre dos posibles opciones con el fin de 
poder solventar el problema que se presentaba: redactar un convenio que reformara y 
subsanara los errores de los anteriores convenios que reformaban a su vez el Convenio 
de Varsovia; o formular un nuevo Convenio que viniera a sustituir todo el sistema. La 
primera opción era, al momento en que se tomó la decisión, más realista pero menos 
ambiciosa.  
 
Algunos juristas especializados en Derecho Aéreo dudaban que una nueva convención 
tuviese ambiente para poder ser aprobada y obtener las suficientes ratificaciones para 
poder entrar en vigencia y llegar a alcanzar el grado de aceptación que había alcanzado 
la Convención de Varsovia, además temían que pusiera en peligro toda la producción 
jurisprudencial que se había generado en todos los años en los que rigió la Convención 
de Varsovia.   
 
Podemos extraer de uno de los textos de Aragone Coppola una cita al respecto:  
 
“...con la adopción de una nueva convención se pondría en peligro el considerable cuerpo 
de jurisprudencia internacional existente aplicando e interpretando el sistema de Varsovia. 
Nociones sobre las que se había logrado un dificultoso consenso –como el concepto de 
“accidente” o de “lesión corporal” ex art. 17- podrían perderse sumiendo nuevamente a la 
industria en costosos y azarosos litigios.”179
 
A nuestro parecer la OACI debía tomar una decisión entre ponerle un parche al 
ordenamiento jurídico internacional en esta rama o utilizar la conferencia diplomática 
como una oportunidad para ordenar, reconceptualizar y adaptar el sistema a los tiempos 
actuales. Ahora todos sabemos que la OACI eligió la segunda opción.  
 
Con un aparente apuro por tener listo un nuevo proyecto de convención la Organización 
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de Aviación Civil Internacional se apartó del procedimiento obligatorio normal establecido 
por el cual debe redactarse un proyecto de convención, de ahí que muchos juristas 
criticaran el proyecto por encontrarse plagado de anomalías procedimentales, lo cual se 
traducía en poca representatividad y falta de transparencia en el grupo de trabajo 
integrado por expertos que se encargó de su redacción. En dicho grupo, valga decir que 
no existía representación de América Latina y solo un delegado por África y otro por Asia, 
todos los demás eran de países desarrollados. 
 
Con base en un informe de este grupo de expertos se decidió convocar a una sesión del 
Comité Jurídico de la OACI para 1997, la 30a sesión entre el 28 de abril y el 9 de mayo de 
ese año: 
 
 “La 30ª  sesión será recordada -según Milde- como la menos creativa o exitosa de todas 
las sesiones. Los debates fueron caóticos, la Presidencia estaba desorientada y parecía 
que los delegados concurrieron más a familiarizarse con la problemática que a exponer 
las opiniones de sus gobiernos. Los dos puntos centrales eran el criterio de imputación de 
responsabilidad a partir de los DEG 100.000,00 y la conflictiva “quinta jurisdicción”. A 
pesar de que no se alcanzó consenso sobre algunos de los temas básicos, el Comité 
Jurídico consideró que su proyecto final estaba listo para (sic) por lo que recomendó al 
Consejo la convocatoria de una Conferencia Diplomática.”180
 
El Consejo de la OACI no atendió tal recomendación considerando la inviabilidad de dicho 
proyecto y la casi segura imposibilidad de que este pudiese ser aprobado en una 
conferencia diplomática, por lo que hizo circular el proyecto entre los países y un poco 
después creó un nuevo grupo de trabajo para que reformulara el proyecto presentado en 
la 30a sesión del comité, de manera que lo hiciese viable para que pudiese, en un futuro, 
ser aprobado en una conferencia diplomática convocada a tal efecto. Este nuevo grupo de 
trabajo, sin precedentes en la historia de la OACI, por sus particularidades al ser no 
representativo, se denominó “The Special Group on Modernization and Consolidation of 
the Warsaw System”. 
 
Con estos antecedentes, es como entre el 11 y el 28 de mayo de 1999 la OACI convocó a 
una Conferencia Diplomática con el fin de aprobar el proyecto conocido como “Text 
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approved by the 30th Session of the ICAO Legal Committee, 28 April –9 May 1997and 
refined by the Special Group on the Modernization and Consolidation of the Warsaw 
System, Montreal 14-18 April 1998”  
 
Según el señor Aragone Coppola el grupo especial de trabajo lo que hizo fue que: 
 
“consolidó el proyecto presentado a la 30a sesión del Comité Jurídico con los “intercarrier 
agreements” y el Reglamento UE 2027/97, eliminó algunas opciones que se habían 
dejado en el proyecto entre paréntesis e incorporó la quinta jurisdicción. Así el proyecto 
presentado a la Conferencia Diplomática difería sustancialmente del proyecto discutido en 
la sesión del Comité Jurídico.”181
 
Sea como sea que se llegará a la definición final del proyecto lo que la OACI estaba 
urgida era de encontrar una opción de un nuevo Convenio que viniese a unificar todos los 
diferentes instrumentos integrantes del Sistema de Varsovia y que subsanase los errores 
de los Convenios anteriores en un único convenio moderno y adaptado a las nuevas 
necesidades que plantea el mundo de la aviación civil internacional.  
 
La redacción de un nuevo documento que sustituyera al antiguo Sistema de Varsovia 
vigente por más de setenta años significaba un gran reto, a saber, el hecho de plasmar en 
un documento los intereses contrapuestos de aerolíneas, Estados, pasajeros, 
aseguradoras, etc., cada una velando por sus intereses. Sin embargo, la puesta en 
marcha de un nuevo convenio que pudiera sustituir al antiguo sistema de Varsovia traerá 
muchos beneficios, entre ellos el dar uniformidad a un sistema que se ha visto remendado 
y emparchado en múltiples ocasiones, lo que ocasiona una gran inseguridad jurídica pues 
muchos países cuentan con diferentes marcos sobre los cuales basar su decisión. 
 
El éxito de esta conferencia se basó en implementar un texto que fuera, al menos, similar 
al que voluntariamente firmaron algunos grupos de transportistas aéreos años antes en 
los que ilimitaron discrecionalmente su responsabilidad y que recogiera algunos puntos 
considerados esenciales por ciertos Estados, o en casos no negociables como lo era la 
famosa “quinta jurisdicción”. Esto precisamente fue lo que hizo el grupo especial de 
trabajo que reformuló el proyecto presentado en la 30a sesión del Comité Jurídico y lo 
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que, al final de cuentas, aseguraría el éxito del nuevo proyecto. 
 
 
3.2.- Conferencia Diplomática convocada por la OACI.- 
 
Para poder comprender el éxito del proyecto reformulado por el Grupo Especial de 
Trabajo es necesario intentar analizar los diversos intereses contrapuestos de los 
gobiernos que llegaron a la Conferencia Diplomática. 
 
Por un lado los 37 estados partes de la Conferencia Europea de Aviación  Civil  
pretendían que, con cualquier proyecto que se presentara se incluyera la ilimitación de los 
montos indemnizatorios apoyando lo que años antes habían firmado en el Reglamento de 
la Unión Europea 2027/97, de manera que no firmarían ningún acuerdo que no 
estableciera dicha fórmula. 
 
Por su parte los Estados Unidos de América requerían, aparte de la ilimitación de los 
montos indemnizatorios y como una condición sine qua non para apoyar el acuerdo, que 
tal proyecto implantara la “quinta jurisdicción” por la cual tanto habían luchado y que 
pretendía que los ciudadanos norteamericanos tuvieran la oportunidad de poder 
establecer cualquier acción tendiente a cobrar la debida indemnización en el territorio de 
su residencia permanente. 
 
En contradicción con esas posiciones, la India rechazaba la ilimitación en los montos 
indemnizatorios, pues argumentaba que la inversión en la carga de la prueba equivaldría 
a una responsabilidad objetiva; asimismo estimaba injusta tal solución, ya que aceptar la 
responsabilidad objetiva ilimitada era una medida poco equitativa puesto que únicamente 
beneficiaría a los ciudadanos de los países desarrollados y en cambio perjudicaría a la 
industrias aéreas sin excepción, y sobre todo a las de pequeño y mediano tamaño que 
prevalecen en los países en vías de desarrollo, las cuales tendrían que pagar primas 
asegurativas por mucho superiores. 
 
Este rechazo a la introducción de la “quinta jurisdicción” y a la ilimitación de los montos 
indemnizatorios era compartido por el conjunto de los países africanos que sumaban 53 
Estados. Sin embargo, este grupo proponía la creación de una escala de indemnizaciones 
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en tres niveles, como nos comenta el señor Aragone Coppola: “... un nutrido y poderoso 
grupo de 53 Estados africanos que propusieron la creación de un sistema de 3 niveles: 
responsabilidad objetiva hasta DEG 100.000,00; responsabilidad subjetiva presunta hasta 
DEG 500.000,00; y responsabilidad subjetiva sin inversión del onus probandi a partir de 
DEG 500.000,00.”182
 
Una posición muy similar a la propuesta por los Estados africanos era la sugerida por la 
Conferencia Árabe de Aviación Civil integrada por 16 países, la cual compartía casi todos 
los puntos de la proposición africana, excepto que en lugar de establecer el segundo nivel 
con un tope de DEG 500.000,00, la Conferencia Árabe proponía un tope de DEG 
400.000,00. 
 
Aunado a esto, Francia tenía serias dudas en cuanto a la institución dentro del acuerdo de 
esta “quinta jurisdicción”; Inglaterra pretendía que se diera la ilimitación en los montos 
indemnizatorios para el tema del transporte internacional de mercancías, de la misma 
forma en que se hizo con el transporte internacional de pasajeros. Los países 
Escandinavos promovían que se incorporara la posibilidad de indemnización por el daño 
moral o mental de la misma forma que se trataba el daño material o corporal. 
 
Con este panorama el horizonte del futuro del proyecto se veía más que desalentador, 
pues si se tomaba en cuenta que para aprobar el proyecto eran necesarios los 2/3 de la 
totalidad de los votos de la Conferencia Diplomática se podía pensar que era casi 
imposible su aprobación.  
 
Con el siguiente panorama. Los 16 Estados árabes, 53 Estados africanos y la India, que 
juntos sumaban 70 Estados que como mínimo se opondrían al proyecto de Convención, 
sin contar con los demás países en vías de desarrollo que pudieran considerar inviable la 
responsabilidad objetiva ilimitada y la quinta jurisdicción; la Unión Europea que no 
ratificaría ningún acuerdo que no recogiera lo instaurado en el Reglamento UE 2027/97 
que precisamente proponía la responsabilidad ilimitada; los Estados Unidos que no 
votarían un proyecto que no incluyera lo la ilimitación de los montos indemnizatorios y la 
famosa “quinta jurisdicción”; más los demás intereses nacionales como los de Francia, 
Inglaterra y los países escandinavos que anotamos anteriormente; era de prever un futuro 
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más que sombrío de la conferencia.     
 
En las discusiones iniciales de la Conferencia todas las partes se limitaron a exponer sus 
posiciones contrapuestas de manera que en las primeras sesiones no surgió avance 
alguno. Ante tal situación, el Presidente de la Conferencia tomó la decisión de crear un 
grupo de trabajo ad hoc con el fin de acercar las diferencias entre los Estados votantes el 
cual se denominó “Friends of the Chairman Group”183
 
A tres días del final de la conferencia, justo el 25 de mayo de 1999, en donde algunos de 
los integrantes de las delegaciones de los Estados miembros de la Conferencia se sentían 
excluidos del Grupo de Amigos del Presidente y frustrados por haber perdido su tiempo 
en las reuniones, el Presidente de la Conferencia presentó ante el pleno un proyecto 
denominado el “Consensus Package” preparado por este grupo de trabajo luego de 
intensas reuniones y consultas. 
 
De manera un poco desconcertante el proyecto fue aprobado por unanimidad en la 
Conferencia y las discusiones que siguieron se centraron específicamente en debatir 
temas secundarios. 
 
A pesar de las críticas que muchos expertos han hecho ver sobre las muchas faltas 
procedimentales en la tramitación del proyecto, la falta de representatividad y la falta de 
expertos juristas especialistas en el tema del Derecho Aéreo en la redacción de este, casi 
todos concuerdan en el excelente nivel alcanzado en el “Consensus Package” por lo que 
no es coincidencia que a la fecha el Convenio de Montreal de 1999 cuente con más de 50 
ratificaciones y haya entrado en vigor el 04 de noviembre del año 2003. 
 
 
3.3.- Principios generales que estructuran el Convenio de Montreal de 1999.- 
 
Los principios generales que estructuran el Convenio de Montreal de 1999 en materia de 
                                                 
183 El Presidente de la Conferencia, Dr. Kenneth Rattray, Solicitor General de Jamaica, quien había actuado 
como informante en la Conferencia de Montego Bay de 1982 sobre Derecho del Mar, y que nombró este 
grupo de trabajo cuyo nombre traducido al español se podría denominar el “Grupo de Amigos del Presidente” 
se apartó de cualquier procedimiento establecido en las Conferencia pero que, en la experiencia del 
Presidente, había dado muy buenos resultados a la hora de construir consenso en la Conferencia de 1982. 
(Aragone Coppola; P. 16.) 
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responsabilidad del transportista por daños a los pasajeros son los siguientes: 
  
1 Se estructura sobre la base del Contrato de Transporte Aéreo pues el Convenio de 
Montreal aplica únicamente entre las partes, es decir, pasajeros y transportista o 
expedidores y transportista en el caso del contrato de transporte aéreo de carga. 
2 La responsabilidad entre las partes surge del incumplimiento de las obligaciones 
contractuales de manera que la responsabilidad establecida en el Convenio es 
contractual. 
3 Para el caso de daños a los pasajeros que impliquen la muerte o lesión corporal 
de estos se establece una responsabilidad ilimitada articulada en dos niveles de 
acuerdo al factor de atribución de la responsabilidad: 
a) un primer nivel que aplica en las indemnizaciones de hasta 100.000 DEG 
en donde se establece un régimen de responsabilidad objetiva (el 
transportista no puede eximir su responsabilidad excepto por hecho de la 
víctima). 
b) un segundo nivel que aplica en las indemnizaciones a partir de los 100.000 
DEG en donde se establece un régimen de responsabilidad subjetivo (el 
transportista puede eximir su responsabilidad alegando su falta de culpa). 
 
4 En el caso de daño producido por el retraso en las operaciones del porteador, se 
mantiene un régimen de responsabilidad contractual subjetivo, dado que el 
transportista puede alegar la debida diligencia con el fin de eximir su 
responsabilidad. 
5 Al igual que en otros instrumentos se sanciona con nulidad cualquier cláusula 
establecida en el contrato de transporte que contravenga el convenio o tienda a la 
exoneración total o parcial de la responsabilidad del transportista. 
6 Se reconoce la posibilidad de que en caso de daños exista un pago adelantado 
por parte del transportista con el fin de satisfacer las necesidades económicas 
inmediatas de las víctimas. 
7 Asimismo se reconoce la posibilidad, de que en caso de que exista muerte o lesión 
corporal de un pasajero, este pueda accionar ante los tribunales de un Estado 
parte del Convenio en donde la víctima tenga su domicilio principal siempre y 
cuando el transportista posea una oficina en ese lugar. 
8 Obligación de los Estados parte de exigir a sus líneas aéreas la contratación de un 
 
 
159
seguro adecuado que cubra su responsabilidad. 
 
Una vez que contamos con una pincelada clara de los principios generales que informan 
este tratado internacional podemos entrar a analizar con detalle la letra del mismo. 
 
 
3.4.- Ámbito de aplicación del convenio.- 
 
En lo referente al ámbito de aplicación del Convenio de Montreal la regulación en su 
mayor parte se mantiene incólume con respecto a lo que se estipulaba en el sistema de 
Varsovia. 
 
Según el artículo primero de este nuevo convenio, se establece que esta regulación será 
aplicable a todo transporte de personas, equipaje o carga que cumpla con los requisitos 
de ser un transporte  efectuado en aeronaves por vía aérea y de carácter internacional.184
 
La definición de lo que se entiende por un transporte internacional y que por tanto 
devendría aplicable este instrumento la da el mismo convenio en su artículo primero de la 
misma forma en que lo hacía el artículo primero del Convenio de Varsovia, pues se 
entiende que el transporte es internacional cuando: 
 
1 el punto de partida y el punto de destino del transporte se encuentran ubicados en 
dos Estados diferentes contratantes ambos del presente Convenio.185 
2 o bien el punto de partida y el punto de destino del transporte pueden coincidir en 
el territorio de un mismo Estado siempre y cuando se efectué una escala en el 
territorio de otro país sea o no, este último, Estado signatario del Convenio.186 
 
Un punto importante en esta regulación es que el transporte debe ser un transporte 
remunerado, con la única excepción que si es gratuito este último, debe ser realizado por 
una empresa de transporte aéreo, asimismo la empresa de transporte aéreo puede ser 
                                                 
184 Artículo 1, inciso 1 del Convenio para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo 
Internacional, firmado en Montreal el 28 de mayo de 1999. 
185 Artículo 1, inciso 2 del Convenio de Montreal de 1999. 
186 Artículo 1, inciso 2 del Convenio de Montreal de 1999. 
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pública, del Estado, o bien una persona privada.187
 
Es interesante notar que en cuanto a la forma de la redacción se mantiene casi intacto lo 
que se establecía en el Sistema de Varsovia, sin embargo, cabe hacer notar que se 
cambian los términos de “transporte de pasajeros” que era lo que establecía todo el 
Sistema de Varsovia a “transporte de personas” como lo establece el nuevo Convenio de 
Montreal y de transporte de mercancías a “transporte de carga”. 
 
Es importante hacer referencia a la reforma en el sentido de que “pasajero” se puede 
considerar, como lo vimos anteriormente, un término mucho más restringido que el de 
“persona”, pues se tiende a entender que pasajero es la persona que tiene un pasaje o 
que contrató con el porteador para que sea transportado, mientras que “persona” es un 
término mucho más amplio que involucra a cualquier persona que viaje legalmente a 
bordo de la aeronave. La misma situación sucede con el término “mercancía” que se 
sustituyo por la palabra “carga”. 
 
Sin embargo como se ha mostrado a lo largo del desarrollo de nuestra exposición, al 
basarse este y todos los convenios anteriores en un contrato de transporte aéreo y siendo 
que la responsabilidad nace del incumplimiento de obligaciones contractuales, este 
convenio aplicaría únicamente para el caso de los pasajeros en sentido estricto, es decir, 
excluyendo de su aplicación tanto a los tripulantes del transportista como a los polizones. 
 
De acuerdo a lo aquí expuesto, los transportes que por lo tanto quedan exceptuados de la 
aplicación del presente convenio son los siguientes: 
 
1 El transportes de personas, equipaje o carga que no se efectúe por vía aérea en 
algún tipo de aeronave. 
2 Los transportes aéreos que no tengan el carácter internacional de acuerdo a lo 
establecido en el presente convenio, de manera que únicamente se realicen en el 
territorio de un mismo Estado, o que sobrevuelen el espacio aéreo de otro estado 
sin hacer escala alguna en este. 
3 El transporte aéreo en el cual la escala que se realice en un segundo Estado no 
haya sido prevista, contratada o querida por las partes y se efectúe únicamente 
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por razones contingentes, como lo sería una escala por razones mecánicas o de 
emergencia.188 
4 El transporte aéreo internacional en el cual el punto de partida o el punto de 
destino no se encuentren ubicados en estados contratantes del presente convenio. 
5 Los transportes que aunque sean realizados por vía aérea y tengan el carácter 
internacional no sean realizados por una empresa que se dedique al transporte 
aéreo189, sean efectuados por el Estado o alguna persona de derecho público con 
fines comerciales o no190, con lo cual se excluye el transporte aéreo privado. 
6 Es posible también que queden fuera del ámbito de aplicación del presente 
convenio los transportes realizados por empresas estatales con fines no 
comerciales o de personas jurídicas de derecho público, incluyendo los transportes 
efectuados por autoridades militares para el ejercicio propio de sus funciones, 
cuando el Estado interesado formule las reservas correspondientes de acuerdo 
con el artículo 57 del Convenio.191 
 
El transporte de envíos postales ha quedado siempre fuera del ámbito de aplicación de 
este tipo de convenios desde todo lo que se conoce como el Sistema de Varsovia hasta el 
Convenio de Montreal de 1999, sin embargo este último Convenio, objeto de nuestro 
análisis, introduce una cláusula que a nuestro parecer debería de haber quedado excluida 
del articulado del convenio, pues menciona que “en el transporte de envíos postales, el 
transportista será responsable únicamente frente a la administración postal 
correspondiente.”192
 
Este inciso por sí mismo es poco claro, puesto que no define qué es un envío postal, cuál 
es la administración postal competente, ni nos da ninguna otra pista sobre el tema, más 
aún en el inciso tercero de ese mismo artículo se lee que salvo lo anteriormente 
mencionado con respecto a la responsabilidad del porteador en ese tipo de transporte, 
“las disposiciones del presente Convenio no se aplicarán al transporte de envíos 
postales.”193
 
                                                 
188 Aragone Coppola; P. 19. 
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190 Artículo 2, inciso 1 del Convenio de Montreal de 1999. 
191 Artículo 57 del Convenio de Montreal de 1999. 
192 Artículo 2, inciso 2 del Convenio de Montreal de 1999. 
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Aún no entendemos la lógica de tal artículo dado que se entiende que el Convenio de 
Montreal y todos los instrumentos que conforman el Sistema de Varsovia regulan 
únicamente el transporte por vía aérea de personas, sus equipajes y de carga. Los envíos 
postales siempre han quedado fuera de este tipo de instrumentos internacionales ya que 
para ello existen tratados especiales sobre el tema. 
 
Un aspecto que a nuestro juicio es necesario recalcar, es que el Convenio de Montreal no 
incluye algunos de los supuestos mediante los cuales, convenios anteriores a este, 
excluían de su ámbito de aplicación, como lo son el “transporte aéreo internacional 
ejecutado a título de primeros ensayos por empresas de navegación aérea con vistas al 
establecimiento de líneas regulares de navegación aérea” o los “transportes efectuados 
en circunstancias extraordinarias, fuera de toda operación normal de la explotación 
aérea.”194 De manera que de acuerdo con el presente convenio, dichos primeros ensayos 
y transportes efectuados en circunstancias extraordinarias quedan atinadamente incluidos 
dentro del ámbito de aplicación, limitándose únicamente a mencionar que en el caso de 
los transportes efectuados en circunstancias extraordinarias no serán aplicables las 
disposiciones relativas a la documentación del transporte que excedan el alcance normal 
de las actividades del transportista.195
 
  
3.5.- Supuestos de hecho que atribuyen responsabilidad al porteador en el 
Convenio de Montreal y causas eximentes de responsabilidad.- 
 
Al igual que en el Convenio de Varsovia existen determinados supuestos de hecho ante 
los cuales se logra atribuir la responsabilidad civil al porteador. Los supuestos de hecho 
son los siguientes: 
 
1 Muerte o lesión corporal de un pasajero. 
2 Destrucción, pérdida o avería del equipaje. 
3 Destrucción, pérdida o avería de la carga. 
4 Daño causado por retrasos en las operaciones del transportista de pasajeros, 
equipaje o carga. 
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195 Artículo 51 del Convenio de Montreal de 1999. 
 
 
163
 
En cuanto a este punto aplicaremos la misma metodología que hemos aplicado durante 
todo este estudio ya que no nos referiremos exhaustivamente a los supuestos que no se 
refieran al tema central de nuestra tesis, es decir, los supuesto primero y cuarto referentes 
a la muerte o lesión de los pasajeros y del daño producido por los retrasos en las 
operaciones del transportista, por tener estos una incidencia directa en el tema de la 
responsabilidad civil del porteador en el contrato de transporte aéreo de pasajeros. 
 
 
3.5.1.- Primer supuesto de hecho: Muerte o lesión corporal de los pasajeros.- 
 
Este supuesto se expone en el artículo 17 del Convenio de Montreal y menciona que “el 
transportista es responsable del daño causado en caso de muerte o de lesión corporal de 
un pasajero por la sola razón de que el accidente que causó la muerte o la lesión se haya 
producido a bordo de la aeronave o durante cualquiera de las operaciones de embarque o 
desembarque.”196
 
En el artículo 17 se define el daño, como el que resulta “en caso de muerte o de lesión 
corporal”, como lo hacíamos cuando analizábamos el Convenio de Varsovia, vemos que 
el resultado del daño que debe sufrir el pasajero debe ser únicamente de dos tipos, la 
muerte o una lesión corporal. 
 
A pesar de que diferentes delegaciones, entre ellas las latinoamericanas y algunas de 
países escandinavos, proponían la inclusión del daño psicológico o del daño moral como 
un supuesto que atribuye responsabilidad al transportista, a instancia de las compañías 
aseguradoras se rechazó la indemnización por este concepto, de tal manera, quedó 
excluido el daño moral o el daño psicológico que las personas pudiesen haber sufrido 
durante la ejecución del contrato, de la misma forma que lo hacía el Protocolo de 
Guatemala y el Sistema de Varsovia y que la jurisprudencia mayoritaria acuerpa según 
nos comenta Aragone Coppola.197
                                                 
196 Artículo 17 del Convenio de Montreal de 1999. 
197 Según éste jurista “...toda la jurisprudencia internacional dominante referida a la interpretación del 
término “bodily injury” y la no resarcibilidad del “stand alone mental injury” mantendría plena vigencia” 
pues “la resarcibilidad del daño mental que acompaña pero surge de las lesiones físicas no ha sido 
reconocida por la jurisprudencia” (Aragone Coppola; P. 22 y ss.) 
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Aún así existen dos tesis contradictorias con respecto a lo que se define como lesión 
corporal. La primera apuesta por un concepto restrictivo de “lesión corporal” y la segunda 
por un concepto más extensivo incluyendo el daño moral, el debate sin embargo, ha sido 
de orden semántico y su solución por el momento ha sido meramente interpretativa, 
dando paso a decisiones jurisdiccionales muy dispares198, las cuales hasta el momento se 
han centrado en determinar el significado de “lesión corporelle”. 
 
Por otra parte el artículo dispone que el daño causado por la muerte o lesión “de un 
pasajero”. Con tal afirmación, haciendo referencia a que el daño debe ser recibido por un 
pasajero debemos pensar en el sujeto dañado como el sujeto pasivo comprendido en la 
relación contractual, estrictamente definido como “pasajero”. 
 
De acuerdo con la definición de pasajero que ofrecimos cuando analizamos el contrato de 
transporte aéreo, en donde afirmamos que pasajero es cualquier persona que por medio 
del contrato de transporte aéreo esté habilitada para exigir el transporte en la aeronave 
con el conocimiento y el consentimiento del transportista. 
 
Al igual que ya hemos afirmado, estimamos que este concepto de pasajero excluye de la 
aplicación de las normas de dicho convenio, tanto al polizón como al personal 
aeronáutico, pues en ambos casos no podemos encontrar una relación contractual 
definida por el contrato de transporte aéreo de pasajeros entre el transportista y polizón o 
el personal aeronáutico. 
 
En el caso del polizón es claro que no existe una relación contractual pues este ingresa a 
la aeronave sin el título habilitante para tal efecto y sin el consentimiento o el 
                                                 
198 En los Estados Unidos, por ejemplo, la jurisprudencia se ha avocado mayoritariamente a conceder 
únicamente indemnización por daños morales siempre y cuando éstos daños hayan sido consecuencia directa 
de lesiones corporales (Burnett contra Trans World Airlines (1973); Rosman contra Trans World Airlines 
(1974); Beck contra KLM Royal Dutch Airlines (1975)), algunos casos han indemnizado daños morales sin 
que éstos sean consecuencia directa de una lesión corporal, haciendo del daño moral un daño resarcible 
autónomo (Husserl contra Swiss Air Transport Co, (1975); cristal contra British Overseas Airways Corp. 
(1975); Karfunkek contra Compagnie Nationale Air France (1977); Patagonia contra Trans World Airlines 
(1975), sin embargo éstas decisiones jurisdiccionales fueron revocadas por la Corte Suprema de los Estados 
Unidos en el caso “Eastern Airlines Inc. Contra Floyd” (1991). Asimismo la jurisprudencia brasileña declaró 
inadmisible el resarcimiento por daño moral según el Convenio de Varsovia (Recurso Extraordinario No. 
172720- 9 del Tribunal Supremo de Brasil). Consentino, Eduardo T.; Régimen Jurídico del Transportador 
Aéreo; Editorial Abeledo-Perrot; Buenos Aires, Argentina; P. 121 y ss. 
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conocimiento del transportista, por lo tanto en caso de causarse un daño al mismo, este 
se debería resolver mediante las reglas de la responsabilidad civil extracontractual. 
 
Caso parecido ocurre con el personal aeronáutico, pues entre ellos y el transportista 
puede existir un contrato de trabajo que los legitime para ingresar a la aeronave, al no ser 
considerados como pasajeros de acuerdo con el contrato de transporte de pasajeros, no 
podrían incluirse dentro de las reglas relativas a responsabilidad prevista en el Convenio 
de Montreal. 
 
El artículo 17 de estudio emplea la expresión que menciona que el transportista es 
responsable por el daño causado “por la sola razón” de que el accidente se haya 
producido a bordo de la aeronave o durante las operaciones de embarque y 
desembarque, lo que nos deja entrever una responsabilidad de tipo objetiva, al no mediar, 
al igual que se establecía en el Protocolo de Guatemala, la culpa del transportista o la 
falta de la debida diligencia, como necesarias para la imputación de la responsabilidad.  
Dicho argumento, sin embargo será estudiado más extensamente en páginas posteriores 
en donde analizaremos específicamente el tipo de responsabilidad del transportista aéreo. 
 
Importante es destacar el hecho de que el artículo 17 que estudiamos emplea el término 
“accidente” al referirse al hecho dañoso, el cual creemos que tiene una connotación 
diferente al término “hecho” utilizado en el Protocolo de Guatemala, o al término “evento” 
utilizado en el Convenio de Varsovia. 
 
Esta diferencia terminológica que apuntamos supra adquiere cierta relevancia si 
pensamos que los términos “hecho” o “evento” son muchísimos más amplios que el 
término “accidente” que es un cierto tipo de hecho o evento que se da en determinadas 
circunstancias, es decir, todo accidente es un hecho, pero no todo hecho configura un 
accidente.  
 
Al respecto podríamos remitirnos a un caso expuesto por Aragone Coppola199 conocido 
como el caso de Air France vs. Saks en el cual la Corte Suprema de los Estados Unidos, 
en el año 1985, definió el término accidente como todo “unexpected or unusual event or 
happening that is external to the passenger” lo cual intentando una traducción podríamos 
                                                 
199 Aragone Coppola; P. 23. 
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decir que es “todo hecho o suceso inesperado o inusual, el cual es externo al pasajero”. Al 
parecer esta definición ha sido bien acogida por la doctrina teniendo en cuenta la 
aclaración que hiciera la misma Corte cuando expresó que este concepto jurisprudencial 
debía ser interpretado de una forma flexible y teniendo en cuenta el compuesto fáctico del 
caso.  
 
De tal manera y tomando como base la anterior definición jurisprudencial podríamos decir 
que “accidente” debe ser cualquier hecho o suceso inesperado o inusual causante de un 
daño y externo al pasajero. No debemos definir acá el tipo de daño que debe ser causado 
puesto que esto ya fue definido por el artículo de estudio. 
 
Así mismo, el daño a que se refiere el mencionado inciso debe ser “...producido a bordo 
de la aeronave o durante cualquiera de las operaciones de embarque o desembarque.”  
 
Este tipo de regulación tiene el defecto que no determina de buena forma cuales son las 
operaciones de embarque o desembarque a las que se refiere dicho artículo. 
 
Al respecto sería válido hacer varias aclaraciones pues debemos considerar esta 
delimitación temporal durante la cual se puede causar el daño previsto en este convenio, 
como el espacio temporal de la ejecución del contrato de transporte aéreo.  
 
Para dichos efectos debemos considerar este espacio de tiempo que definimos como el 
período de la ejecución del contrato, como el periodo que inicia con las operaciones de 
embarque, se mantiene a bordo de la aeronave y finaliza con las operaciones de 
desembarque.  
 
Como hemos hecho mención, podemos considerar este momento de embarque como el 
instante en el cual se inicia la ejecución del contrato de transporte aéreo que se produce a 
partir de que los pasajeros ingresan efectivamente a la esfera de cuidado del transportista 
cuando son llamados a abordar la aeronave y se produce el control del pase de abordaje. 
 
Igualmente podemos definir el instante en el cual termina el periodo de desembarque 
como el momento de finalización del contrato en que los pasajeros salen del puente de 
abordaje y entran al espacio físico de la terminal, saliendo de la esfera de cuidado del 
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transportista. 
 
Entre estos dos umbrales de tiempo, es decir las operaciones de embarque y 
desembarque, se encuentra el periodo en que el pasajero pasa a bordo de la aeronave, 
durante el cual se puede producir el daño por el cual el transportista debe responder 
civilmente. 
 
Valga decir que el periodo en que el pasajero se mantiene a bordo de la aeronave está 
delimitado por estos dos umbrales de tiempo que se definieron. Esta aclaración tiene 
sentido si pensamos en un daño producido a bordo de la aeronave de un pasajero que 
abordó sin permiso, sin pasar por el control de la aerolínea o antes de que iniciaran las 
operaciones de embarque, pues dicho hecho dañoso no estaría cubierto por el supuesto 
de responsabilidad que analizamos acá, ya que el hecho se produjo fuera del periodo que 
comprende la ejecución contractual, de manera que no estaría contemplado por el 
Convenio y tendría que ser resuelto mediante las reglas de la responsabilidad civil 
extracontractual. 
 
Con el fin de determinar si el hecho dañoso se puede clasificar como un “accidente” que 
ha tenido lugar a bordo de la aeronave o en el curso de las operaciones de embarque o 
desembarque, la jurisprudencia estadounidense ha elaborado una prueba tripartita para 
tal fin, a la cual se le ha denominado como la “Day-Evangelinos test”200 debido a dos 
famosos casos judiciales: “Days contra Trans World Airlines Inc.”  y “Envangelinos contra 
Trans World Airlines Inc.”. Esta prueba se basa en analizar tres factores fundamentales, a 
saber: 
a) La localización del pasajero al momento del accidente. 
b) La naturaleza de la actividad que se realizaba al momento del accidente, y  
c) El grado de control ejercido por la aerolínea al momento del accidente. 
 
Según esta prueba, basada en estos tres factores, es posible determinar si el pasajero se 
ha de encontrar aún dentro de la esfera de cuidado que debe proveer el transportista 
durante el tiempo de ejecución contractual.  
 
3.5.1.1.- Causas eximentes de responsabilidad con respecto al primer supuesto de 
                                                 
200 Guevara Vega, 1999; P. 100. 
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hecho: Daño al pasajero.- 
 
En el análisis que hacíamos anteriormente al Convenio de Varsovia introdujimos una 
sección, luego del análisis de todos los supuestos de hecho, que se refería a las causas 
que eximían de responsabilidad al porteador. Esto lo hicimos así pues las causas 
eximentes de responsabilidad eran comunes para todos los supuestos de hecho con 
excepción de unas pocas especiales para cada tipo de transporte. 
 
En el Convenio de Montreal sólo existe una causa general que exime de responsabilidad 
al porteador, esto es, la caducidad de la acción. No obstante, cada uno de los diversos 
tipos de responsabilidad tiene eximentes de responsabilidad diferentes por lo que hemos 
decidido analizar dichas causas, como un aparte al final de cada supuesto, para así ver 
cada caso por separado de acuerdo con sus diferentes matices. 
 
Todo el Sistema de Varsovia se basa en la responsabilidad subjetiva y por eso cuando el 
porteador no tenía la culpa, no debía ser responsable de cualquier daño que sufriera un 
pasajero durante el transporte aéreo, de ahí que existieran causas que eximían de 
responsabilidad al porteador.  
 
Con el Convenio de Montreal de 1999, la situación cambia, pues a la par de la 
Responsabilidad Subjetiva se introduce el concepto de Responsabilidad Objetiva, el cual 
analizaremos más adelante.  
 
En el supuesto de daño al pasajero que le causa la muerte o lesiones existe un novedoso 
sistema que propone este Convenio, el cual mezcla tanto un sistema de responsabilidad 
objetivo en un primer nivel como un sistema de responsabilidad subjetivo en un nivel 
posterior. 
 
Con el ánimo de explicar este nuevo sistema de indemnización más en detalle 
observemos el siguiente gráfico: 
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Este sistema lo que hace es no introducir una limitación tope para el monto que puede 
reclamar un accionante, entonces se introducen dos etapas indemnizatorias, en la primera 
etapa para las indemnizaciones que van desde los 0 derechos especiales de giro hasta 
los 100.000,00 derechos especiales de giro aplica una responsabilidad objetiva, en la 
segundo que va de los 100.000 derechos especiales de giro en adelante aplica una 
responsabilidad subjetiva. Estas responsabilidades las estudiaremos en detalle más 
adelante, pero basta hacer la aclaración en este punto. 
 
En caso en mención, al igual que en todo el desarrollo del sistema de Varsovia en el caso 
de daños a los pasajeros, al encontrarnos en frente de una responsabilidad contractual se 
da una presunción iuris tantum de la culpa del transportista.  
 
Al contar entonces con dos sistemas distintos de atribución de responsabilidad se debe 
pensar en dos sistemas distintos también de eximentes aplicables para cada uno que 
tiendan a quebrar esta presunción de responsabilidad. 
 
En cuanto al primer tipo de responsabilidad, a saber la responsabilidad objetiva que aplica 
hasta los 100.000,00 DEG se puede pensar en una única eximente de responsabilidad 
que se denomina el hecho de la víctima y se establece en el artículo 20 del Convenio que 
a la letra dice:  
 
“Si el transportista prueba que la negligencia u otra acción u omisión indebida de la 
persona que pide indemnización, o de la persona de la que proviene su derecho, causó el 
daño o contribuyó a él, el transportista quedará exonerado, total o parcialmente, de su 
responsabilidad con respecto al reclamante, en la medida en que esta negligencia u otra 
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acción u omisión indebida haya causado el daño o contribuido a él.”201
 
Según esta eximente el transportista podrá exonerar su responsabilidad si logra probar 
que el daño sufrido por el pasajero se ha debido a una acción u omisión indebida de este. 
En tal caso el transportista quedará eximido de su responsabilidad total o parcialmente en 
la misma medida en que la acción u omisión indebida del pasajero haya sido causante del 
daño. Tal excepción es aplicable en general para cualquier otro tipo de daño, ya sea al 
equipaje, a la carga o las producidas por el retraso en las operaciones del porteador. 
 
Para el caso de la porción del monto indemnizatorio que supere los 100.000,00 derechos 
especiales de giro, aplica, como mencionamos, una responsabilidad de corte subjetivo, en 
la cual tenemos varias posibles eximentes de responsabilidad que el transportista podría 
alegar con el fin de excluir su culpa. 
 
Para esta segunda etapa de responsabilidad coincide, según el mismo artículo 20, la 
posibilidad de que el transportista alegue la culpa de la víctima con el fin de exonerar la 
posible indemnización que debería pagar al sujeto dañado. 
 
Asimismo tiene el porteador a su disposición otras dos posibles eximentes de 
responsabilidad, las cuales puede oponer demostrando que: “a) el daño no se debió a la 
negligencia o a otra acción u omisión indebida del transportista o sus dependientes o 
agentes; o b) el daño se debió únicamente a la negligencia o a otra acción u omisión 
indebida de un tercero.”  (El resaltado es nuestro.)202
 
Recalcamos entonces, que el Convenio de Montreal al hacer referencia a estas dos 
eximentes de responsabilidad menciona que el transportista puede alegar una u otra y no 
menciona que debe alegar las dos simultáneamente, lo cual es una ventaja para el 
transportista.  
 
Si bien el artículo hace referencia a la negligencia creemos que dicho concepto se puede 
incluir con únicamente mencionar una acción u omisión indebida por parte del 
transportista pues la negligencia no es más que una omisión indebida, de acuerdo con el 
                                                 
201 Artículo 20 del Convenio de Montreal de 1999. 
202 Artículo 21 del Convenio de Montreal de 1999. 
 
 
171
significado del término. 
 
De manera que si no existe una acción u omisión indebida por parte del transportista que 
produjese o contribuyese a la creación del daño sufrido por parte del pasajero, podemos 
decir que el transportista exime su responsabilidad civil en ese caso.  
 
Además, el artículo 21 de la Convención de Montreal, incluye, en el punto “b)” como una 
segunda eximente de la responsabilidad del transportista el hecho de que el daño se 
debiese “únicamente a la negligencia o a otra acción u omisión indebida de un tercero.”203  
 
En el mismo sentido, en que expresamos que la causal de la negligencia del transportista, 
como fuente de responsabilidad, podía estar comprendida dentro del texto que menciona 
a una acción u omisión indebida por parte del transportista, estimamos que esta 
referencia bizantina a la negligencia, acción u omisión indebida de un tercero como 
fuentes de exoneración de responsabilidad para el porteador, se puede omitir por estar, 
igualmente, comprendida en el mismo supuesto, pues es obvio que si el daño se debió 
únicamente a una acción u omisión de un tercero, entonces no se debió a una acción u 
omisión del transportista. 
 
Por último, como hemos mencionado, existe una causa general que exime de 
responsabilidad al transportista y aplica para cualquier tipo de responsabilidad, a saber, el 
transportista se puede ver liberado de su responsabilidad cuando se da el caso en que el 
sujeto que sufrió el daño, o bien sus causahabientes, no presentan la acción tendiente a 
cobrar la respectiva indemnización dentro del “plazo de dos años, a partir de la llegada a 
su destino o del día en que la aeronave hubiere debido llegar o de la detención del 
transporte.”204 Este plazo establecido en el artículo 35 del Convenio de Montreal es un 
plazo de caducidad, expresamente dispuesto por el mismo artículo, de manera que de no 
accionarse contra el transportista en el plazo anteriormente mencionado, el sujeto dañado 
perderá su derecho y el transportista quedará liberado de su responsabilidad. 
 
 
3.5.2.- Cuarto supuesto de hecho: Daño causado por retrasos en las operaciones 
                                                 
203 Artículo 21 del Convenio de Montreal de 1999. 
204 Artículo 35, inciso 1 del Convenio de Montreal de 1999. 
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del transportista de pasajeros.- 
 
Al igual que el primer supuesto de hecho que analizamos, este último y cuarto punto 
también nos interesa, pues atribuye responsabilidad al porteador cuando el daño, que se 
produce por el retraso en sus operaciones, lesiona a los pasajeros. 
 
Al respecto el artículo 19 expresa que: 
 
“El transportista es responsable del daño ocasionado por retrasos en el transporte aéreo 
de pasajeros, equipaje o carga. Sin embargo, el transportista no será responsable del 
daño ocasionado por retraso si prueba que él y sus dependientes y agentes adoptaron 
todas las medidas que eran razonablemente necesarias para evitar el daño o que les fue 
imposible, a uno y a otros, adoptar dichas medidas.”205
 
Este supuesto se puede presentar tanto en el transporte de equipajes, de carga o en el 
que a nosotros nos interesa, en el transporte aéreo internacional de pasajeros, pues los 
tres son susceptibles de ser afectados por retrasos en las operaciones del porteador lo 
que se puede traducir en daños económicos para las victimas al no poder llegar a tiempo 
a su destino. 
 
El primer comentario que se impone realizar al respecto, es que el Convenio no define lo 
que se debe entender por retraso. ¿Es un minuto? ¿Es una hora? ¿Es un día? Al no 
existir tal definición de lo que debe significar un retraso, la tarea de realizar esta definición 
corresponde a los tribunales donde se plantea el caso, con la desventaja de que no es 
posible de esta forma que exista un concepto uniforme de este. 
 
Incluso es necesario apuntar que la mayor parte de las compañías aéreas conciben que 
los horarios publicados son tiempos aproximados para la realización del transporte y que 
para nada, dichos tiempos pueden estar garantizados. 
 
Debemos estar claros en ser flexibles con el concepto que atribuimos a esta institución, 
pues por las características especiales que se presentan en el fenómeno aeronáutico no 
podemos ser rígidos con el retraso en las operaciones del transportador dado que existen 
                                                 
205 Artículo 19 del Convenio de Montreal de 1999. 
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muchos factores que pueden incidir en este, tales como: fenómenos climatológicos, 
congestión aeroportuaria y del espacio aéreo y demás situaciones especiales. 
 
Por otra parte, cabe la  especificación de que como en el análisis referente al Convenio de 
Varsovia, en la sección en la cual estudiamos el retraso, en el sentido de que para que 
surja responsabilidad por este concepto debe existir conjuntamente con el hecho del 
retraso en sí mismo, la producción de un daño al pasajero.  
 
Por consiguiente, no podemos hablar de un retraso responsable per se, si no debemos 
pensar en el retraso como un hecho con una potencialidad para producir daño y por ende 
con un potencialidad para eventualmente producir responsabilidad de parte del 
transportista. 
 
Al respecto debemos añadir que aunque se haya presentado un retraso en las 
operaciones del transportista y por esta causa se haya producido un daño, el transportista 
no necesariamente será responsable si logra, como vimos en el artículo 19, probar las 
eximentes de responsabilidad que analizaremos a continuación. 
 
 
3.5.2.1.- Causas eximentes de responsabilidad con respecto al cuarto supuesto de 
hecho: daño causado por retrasos en las operaciones del transportista de 
pasajeros.- 
 
Básicamente existen dos causas que permiten eximir al porteador de cualquier 
responsabilidad que se pueda generar por el daño producto del retraso en sus 
operaciones, a saber, son las siguientes: 
 
1 La primera causa por la que se puede eximir al porteador de responsabilidad en 
este supuesto es cuando se logra probar que se adoptaron por parte del 
transportista y sus agentes o dependientes todas las medidas razonablemente 
necesarias para evitar el daño producto del retraso o que les fue imposible 
adoptarlas.206 Así, podemos afirmar que el porteador es responsable únicamente 
cuando ha tenido la culpa del daño. 
                                                 
206 Artículo 19 del Convenio de Montreal de 1999. 
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2 De igual manera que en los anteriores tres supuestos, la segunda eximente de 
responsabilidad es la culpa de la víctima, enunciada en el artículo 20 del 
Convenio, ya que, cuando el transportista logra probar que la negligencia u otra 
acción u omisión indebida de la persona que pide la indemnización o de la persona 
de la proviene el derecho de esta causó el daño o contribuyó a él, se exime en la 
misma medida en que dicha persona causó el daño.  
 
 
3.6.- Limitación al monto de la indemnización.- 
 
Las limitaciones a los montos de indemnización que debe pagar el transportista en caso 
de que se determine su responsabilidad en relación con el daño ocasionado, se 
mantienen en muchos casos en el Convenio de Montreal, sin embargo, ha cambiado la 
manera en que se exponen dentro del Convenio. 
 
 
3.6.1.- Límites a los montos indemnizatorios en el caso de daño al pasajero.- 
  
Como hemos visto el tratamiento que le da el Convenio de Montreal a los límites de los 
montos indemnizatorios en el transporte de pasajeros es un poco diferente con respecto a 
los otros tipos de transportes y totalmente novedoso con respecto a los convenios 
internacionales anteriores. 
 
En primer lugar debemos afirmar que en el caso de un daño ocasionado contra un 
pasajero el convenio no establece limitación cuantitativa del monto de la indemnización 
por responsabilidad, lo cual es uno de los avances más grandes y característicos de este 
convenio. 
 
A pesar de esta ilimitación de la responsabilidad en general, aparece una limitación 
cuantitativa que se establece con el fin de determinar hasta qué punto aplica la 
responsabilidad objetiva del transportista, la cual abarca hasta los 100.000,00 derechos 
especiales de giro, por encima de la cual aplica la responsabilidad subjetiva. 
 
Si observamos el artículo 21 del Convenio que debería imponer las limitaciones de 
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responsabilidad en cuanto a los pasajeros, lo que dispone es, que si bien, el transportista 
no podrá excluir su responsabilidad por debajo de los 100.000,00 derechos especiales de 
giro, donde aplica la responsabilidad objetiva, el transportista únicamente no será 
responsable por encima de esa suma si prueba que el daño no se debió a una acción u 
omisión indebida suya, o sea, si prueba que no ha sido culpable del daño. 
 
Contrario sensu, entonces, podemos afirmar que si el daño producido se debió a una 
acción u omisión indebida del transportista, este podrá ser responsable por encima de los 
100.000,00 derechos especiales de giro sin disponer limitación alguna en cuanto al monto 
máximo de indemnización, por lo que es dable aseverar que la responsabilidad civil, 
según el Convenio de Montreal de 1999, para el caso de daño producido a un pasajero 
que implique la muerte o lesiones corporales de este, es ilimitada. 
 
 
3.6.2.- Límites a los montos indemnizatorios en el caso de retraso en las 
operaciones del porteador.- 
 
Con respecto a los límites que son aplicables para el caso del daño ocasionado a los 
pasajeros producto del retraso en las operaciones del porteador, en realidad la regulación 
al respecto es bastante simple, pues el artículo 22, inciso primero del Convenio de 
Montreal dispone que  en cuanto a este supuesto la responsabilidad del transportista se 
limitará únicamente a la suma de 4.150 derechos especiales de giro por pasajero.207
 
  
3.7.- Montos indemnizatorios diferentes a los estipulados en el convenio.- 
 
Como bien se apreció en el desarrollo del Sistema de Varsovia, siempre podemos 
encontrar algunos portillos que permitan romper con los límites indemnizatorios que se 
establecen y el Convenio de Montreal no es la excepción. 
 
                                                 
207 Artículo 22, inciso 1 del Convenio de Montreal de 1999. 
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3.7.1.- Forma de sobrepasar el límite de responsabilidad objetiva establecido para el 
caso de daño a los pasajeros que implique la muerte o lesión corporal de estos.- 
 
Si bien, para el caso de muerte o lesiones corporales de los pasajeros el Convenio de 
Montreal establece en general una responsabilidad ilimitada, sí limita cuantitativamente el 
monto hasta el cual es posible aplicar un régimen de responsabilidad objetiva, el cual 
encuentra su limitación en los 100.000,00 derechos especiales de giro, pues, en las 
indemnizaciones que superen esta suma, aplicaría un régimen de responsabilidad 
subjetivo. 
 
Sin embargo, estimamos que existe una forma para que se pueda dar el caso en que 
quiebre dicho límite de responsabilidad objetiva, para que este régimen pueda continuar 
siendo aplicable aún por encima de la suma descrita y así desplazar en todo o en parte al 
régimen de responsabilidad subjetiva que opera por sobre esta suma. 
 
Si observamos el artículo 27 del Convenio vemos que se establece el principio de libertad 
contractual según el cual “Ninguna de las disposiciones del presente Convenio impedirá al 
transportista negarse a concertar un contrato de transporte, renunciar a las defensas que 
pueda invocar en virtud del presente Convenio, o establecer condiciones que no estén en 
contradicción con las disposiciones del Convenio.” (El resaltado es nuestro.)  
 
De acuerdo con el artículo anterior se nota que es posible desplazar, por simple acuerdo 
entre las partes, este límite cuantitativo en el que opera el régimen objetivo, pues si el 
transportista puede renunciar a alegar las defensas que aplican al régimen de 
responsabilidad subjetiva, ( es decir, renunciar a la posibilidad de invocar el hecho de que 
el daño causado no fue producido por una acción u omisión suya) entonces, si no puede 
alegar falta de culpa, el régimen automáticamente se estaría transformando en un 
régimen de responsabilidad objetiva, o responsabilidad sin culpa, con lo cual el límite 
dispuesto en el cual aplica este régimen se rompería y podría seguirse aplicando hasta un 
monto acordado mucho más alto o simplemente ilimitado. 
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3.7.2.- Formas de sobrepasar el límite máximo indemnizatorio en el caso de daño a 
los pasajeros, causado por el retraso en las operaciones del porteador.- 
 
Para el caso del daño ocasionado a los pasajeros producido por el retraso en las 
operaciones del porteador en el cual se establece un tope de indemnización de 4.150 
derechos especiales de giro, creemos que existen formas por medio de las cuales se 
puede sobrepasar este límite de indemnización, las cuales procederemos a mencionar a 
continuación. 
 
Como primera forma en que se puede romper el límite y que se establece dentro de la 
redacción del Convenio la forma más importante y más obvia para aumentar o ilimitar la 
responsabilidad del transportista y que se ha mantenido como norma desde 1929 con el 
Convenio de Varsovia, es el acuerdo entre partes lo cual le permite al transportista, 
inclusive unilateralmente elevar o ilimitar los montos correspondientes a la indemnización 
por daños a los pasajeros, al equipaje o a la carga, así como los provenientes del retraso 
en las operaciones del transportista.208
 
Específicamente para el caso de retraso en el transporte de pasajeros, de acuerdo con lo 
que establece el artículo 22 del Convenio de Montreal, igualmente, es posible sobrepasar 
el límite que se fija si se logra probar que el daño es producto de “una acción u omisión 
del transportista o de sus dependientes o agentes, con intención de causar daño o con 
temeridad y sabiendo que probablemente causaría un daño.”209
 
Como bien habíamos hecho la aclaración anteriormente, cuando se habla de una acción 
indebida de alguno de los agentes o dependientes del transportista es necesario que los 
dependientes o los agentes se encuentren en el ejercicio de sus funciones al mando del 
transportista, pues si no pensamos que habría necesariamente que considerarlos como 
un tercero independiente. 
 
 
3.8.- Posibilidad de que el porteador realice pagos adelantados.- 
 
                                                 
208 Artículo 25 del Convenio de Montreal de 1999. 
209 Artículo 22, inciso 5 del Convenio de Montreal de 1999. 
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El presente Convenio de Montreal plantea la posibilidad de que cada uno de los países 
signatarios del Convenio dicten leyes nacionales, las cuales establezcan la necesidad de 
que en caso de que se produjese un accidente, se le obligue al transportista o 
transportistas involucrados a pagar, de manera anticipada y de forma inmediata, una 
suma que ayude a las familias a sobrellevar los gastos que conlleva todo lo relacionado 
con los resultados de un accidente.210
 
Debemos, no obstante, hacer ver que la eventualidad de efectuar pagos adelantados es 
simplemente una posibilidad descrita dentro del convenio y no una obligación para el 
transportista, la cual dependerá de las leyes de cada uno de los países que se encargarán 
de definir la obligatoriedad o no de estos giros adelantados. 
 
Es importante hacer ver que tal posibilidad la establece el convenio únicamente con 
relación a los accidentes que produjesen daño a los pasajeros que causen la muerte o 
lesiones corporales y estos o su sucesores serían los únicos que tienen derecho a 
reclamar tales pagos anticipados.  
 
Se aclara entonces, en el sentido de que estos pagos anticipados no constituyen ningún 
reconocimiento de la responsabilidad por parte del transportista que realiza los pagos, 
según dispone el convenio en el mismo artículo 28 que establece la posibilidad de que 
cada Estado signatario dicte la regla de que en caso de accidente el transportista deba 
sufragar pagos anticipados a las personas que tengan derecho a este. 
 
Asimismo en el caso de que se realizasen dichos pagos anticipados por parte del 
transportista y luego, el mismo transportista, resultare responsable del daño y por tanto 
deba resarcir cierta cantidad a las personas afectadas, entonces los pagos anticipados 
que realizó al principio pueden ser reducidos de cualquier suma final condenada o que 
deba pagar. 
 
 
3.9.- Libertad contractual.- 
 
Este es un tema que es necesario agregar en el análisis del Convenio de Montreal de 
                                                 
210 Artículo 28 del Convenio de Montreal de 1999. 
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1999 pues se le da una importancia puntual que si bien se establecía igualmente en el 
Sistema de Varsovia vale la pena rescatarlo aquí también. 
 
Por medio del artículo 27 se introduce esta regla que menciona que el transportista tiene 
libertad para establecer cualquier tipo de condiciones en el contrato de transporte aéreo 
siempre y cuando no se encuentren en contradicción con las cláusulas establecidas en el 
convenio.211
 
Asimismo es importante mencionar que el Convenio de Montreal establece específica y 
expresamente en el artículo de comentario la posibilidad de que el transportista pueda 
renunciar a invocar las defensas que se le ofrecen en virtud del presente convenio.  
 
Dentro del mismo tema de la libertad contractual al que hacemos referencia podemos 
también mencionar el artículo 25 del Convenio concerniente a las estipulaciones que se 
pueden hacer sobre los límites de los montos indemnizatorios. Al respecto, la norma, 
faculta al transportista para que pueda elevar los límites indemnizatorios a favor del 
pasajero o simplemente los elimine212 aún de forma unilateral, lo que no podría hacer es 
reducir dichos límites o eliminarnos completamente mediante cualquier tipo de acuerdo 
efectuado entre las partes involucradas. 
 
En caso de que suceda que el transportista reduzca dichos límites a los montos 
indemnizatorios o simplemente el transportista mediante el contrato se exonere totalmente 
de responsabilidad en este caso, dichas cláusulas serán nulas y no tendrán ningún 
efecto213, continuando, el contrato, siendo válido con respecto a las demás disposiciones. 
 
Por último, debemos hacer referencia a lo mencionado en el artículo 49 del Convenio de 
Montreal que nos dice que si antes de que ocurra un daño a los pasajeros, o a los bienes 
transportados se acuerde una cláusula que tienda a eludir la aplicación de las reglas 
establecidas en el Convenio, tales cláusulas serán nulas.214 El mencionado artículo hace 
referencia tanto a las cláusulas que tiendan a modificar la ley que ha de aplicarse como a 
las reglas relativas a la jurisdicción. 
                                                 
211 Artículo 27 del Convenio de Montreal de 1999. 
212 Artículo 25 del Convenio de Montreal de 1999. 
213 Artículo 26 del Convenio de Montreal de 1999. 
214 Artículo 49 del Convenio de Montreal de 1999. 
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En caso de que se establezcan en un contrato de transporte aéreo internacional cláusulas 
que padezcan de nulidad, esta nulidad de las cláusulas no anula el contrato, que en su 
conjunto deberá continuar siendo válido en cuanto a los demás puntos válidos 
establecidos. 
 
 
3.10.- Obligación por parte del transportista de contratar un seguro adecuado que 
cubra su responsabilidad.- 
 
De acuerdo con las recomendaciones hechas a los redactores del convenio, por primera 
vez en la historia, se establece la obligación para los Estados de exigirle a sus compañías 
aéreas la contratación y manutención de un seguro adecuado que cubra su 
responsabilidad en virtud de cualquier tipo de accidente.  
 
Igualmente este artículo número 50 del Convenio, dispone que es facultad del Estado 
Parte hacia el cual se dirige el transporte, el hecho de que este pueda exigir, por parte del 
transportista, la presentación de pruebas que acrediten la existencia y la validez de estos 
seguros de responsabilidad civil. 
 
Este estimamos que es un punto fundamental, que hasta la fecha se había obviado, y 
ayuda en mucho a asegurar una reparación de los posibles daños causados por parte del 
transportista, de manera que no se desampare el derecho que tendrían los pasajeros a 
exigir una justa indemnización en caso de ser dañados.  
 
 
3.11.- La acción de responsabilidad.- 
 
En cuanto a la acción que deben iniciar los afectados para reclamar sus indemnizaciones 
por los daños causados, el Convenio de Montreal especifica que solamente se podrá 
iniciar con sujeción a las condiciones previstas en el convenio con sus respectivos límites 
indemnizatorios.215
 
                                                 
215 Artículo 29 del Convenio de Montreal de 1999. 
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Un punto novedoso que estipula el presente instrumento legal se establece en la última 
parte del artículo 29 que menciona que: “En ninguna de dichas acciones se otorgará una 
indemnización punitiva, ejemplar o de cualquier naturaleza que no sea compensatoria.” 
 
De igual manera, existe una cláusula dentro del Convenio que vale la pena discutir en 
cuanto a la acción de responsabilidad en caso del fallecimiento de la persona responsable 
del daño causado, pues en dicho caso la acción de indemnización por los daños se 
ejercerá en contra de los causahabientes de la sucesión, siempre dentro de los límites 
previstos en el Convenio.216
 
Creemos que este derecho de acción contra los causahabientes de la sucesión, sin 
embargo, debería encausarse en contra de la sucesión misma y no de los causahabientes 
de esta, pues sería tanto como hacer responsables a los hijos por los delitos de los 
padres. 
 
3.11.1.- Plazos.- 
 
Al igual que se establece en el Sistema de Varsovia la regulación en cuanto al plazo 
máximo posible para iniciar una acción en los tribunales de las jurisdicciones autorizadas 
por el convenio, se establece que el derecho para accionar se extinguirá si dicha acción 
no se inicia dentro del plazo de dos años contados a partir de la fecha de la llegada a 
destino o del día en que la aeronave debería haber llegado o de la detención del 
transporte.217 218
 
Como hemos visto en caso de que no se inicie la acción dentro del plazo establecido, esta 
caducará, el derecho se extinguirá y por tanto el transportista se podrá liberar 
completamente de su respectiva responsabilidad civil. 
                                                 
216 Artículo 32 del Convenio de Montreal de 1999. 
217 Artículo 35 del Convenio de Montreal de 1999. 
218 Para el caso del transporte de equipajes o carga se establecen plazos específicos para presentar una protesta 
formal requisito para poder accionar luego a reclamar la indemnización correspondiente. En caso de avería se 
deberá presentar la protesta en el momento en que se notó la avería y a más tardar siete días para el equipaje 
facturado y catorce días para la carga, a partir de la fecha de su recibo. En caso de retraso la protesta deberá 
presentarse a más tardar dentro de los veintiún días a partir de la fecha en que el equipaje o la carga fueron 
puestos a disposición del interesado. Toda protesta debe hacerse por escrito y a falta de ésta toda acción será 
inadmisible, salvo el caso de fraude de parte del transportista. (Artículo 31 del Convenio de Montreal de 
1999). 
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3.11.2.- Condenatoria en costas.- 
 
Antes de iniciar con el tema de la condenatoria en costas debemos hacer referencia a que 
el transportista tiene la posibilidad de realizar una oferta de reparación del daño, por 
escrito a cada pasajero, con el fin de pagar, antes del litigio, una suma en dinero por 
concepto de indemnización de los daños sufridos.  
 
Por otra parte, al igual que se ha venido estipulando a lo largo de los convenios que 
conforman el Sistema de Varsovia desde que se estableció la condenatoria en costas en 
el Protocolo de La Haya, este convenio, que no es la excepción, en cuanto al tema de las 
costas del proceso, establece que los límites a los montos indemnizatorios no 
obstaculizan al tribunal para que condene en costas al porteador por encima de los límites 
indemnizatorios dispuestos. 
 
Sin embargo, como para toda regla existe una excepción, el mismo convenio le quita la 
facultad al tribunal de hacer la condenatoria en costas si el monto de la indemnización por 
la cual se condenó al transportista sin contar las costas y otros gastos, no excede el 
monto que el transportista le hubiese ofrecido al demandante en la oferta de reparación 
que este tenía la facultad de hacerle a la persona lesionada, según el mismo convenio. 
 
Esta oferta de reparación que puede hacerle el porteador a la persona que ha sufrido el 
daño debe, sin embargo, para poder excluir la condenatoria en costas de la forma a la que 
hacíamos referencia en el párrafo anterior, hacerse dentro de los primeros seis meses 
después que se causara el daño o bien antes del comienzo del litigio si esta última fecha 
es posterior. 
 
En lo referente a la condenatoria en costas podemos observar una evolución un poco 
extraña en lo que se refiere a este punto específico de la oferta de reparación que puede 
presentar el porteador.  
 
Así pues vemos que en el Convenio de Varsovia de 1929 ni siquiera se menciona el tema 
de las costas, sino que es hasta que se reforma este en 1955 en el Protocolo de La Haya 
que se introduce la opción de que el juez que tiene jurisdicción condene en costas aún por 
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encima del límite indemnizatorio, siempre y cuando el transportista no haya hecho una 
oferta de reparación o si la hubiese hecho que esta fuere superior al monto condenado. 
Vemos es esta forma es casi idéntica a la que se establece en Montreal en 1999. 
 
La extraña evolución del tratamiento del tema surge en Guatemala en 1971 cuando se 
constituye la norma que menciona que se podrá condenar en costas siempre que el 
demandante sea el que haya pedido extrajudicialmente al transportista la cantidad que 
reclama y que el transportista en el plazo de 6 meses a partir del recibo de la petición no 
hace una oferta por escrito de arreglo por una cantidad por lo menos igual a la 
indemnización concedida en juicio. 
 
Posteriormente, como hemos visto, en el Convenio de Montreal se regresa al sistema que 
existía en 1955 con el Protocolo de La Haya. No nos queda duda que se hace bien al 
regresar al antiguo sistema, pues como vemos el sistema implantado en 1971 es mucho 
más burocrático al exigir el requisito de la petitoria de una reparación por parte del 
demandante. 
 
 
3.11.3.- Jurisdicciones.- 
 
En cuanto a las jurisdicciones en las cuales se podría presentar una acción tendiente al 
cobro de la indemnización correspondiente, debemos mencionar que de acuerdo con el 
Convenio de Montreal, esta debe ejercerse dentro del  territorio de algún Estado parte del 
convenio en alguno de los siguientes lugares posibles a elección del actor219: 
 
1 Ante el tribunal del domicilio del transportista. 
2 Ante el tribunal del domicilio del la oficina principal del transportista. 
3 Ante el tribunal del lugar en donde el transportista tiene la oficina en que se 
celebró el contrato de transporte. 
4 Ante el tribunal del lugar de destino. 
 
Una variación importante que introduce este convenio es precisamente, aunque aplicable 
únicamente para el caso del transporte aéreo internacional de pasajeros, la posibilidad de 
                                                 
219 Artículo 33, incisos 1 y 2 del Convenio de Montreal de 1999. 
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establecer una quinta jurisdicción cuando se produce un daño que resulte en la muerte o 
lesiones del pasajero. 
 
En dicho caso es posible iniciar la acción tendiente a cobrar la debida indemnización por 
daños que causen la muerte o lesiones del pasajero en el domicilio de este siempre y 
cuando se cumplan las siguientes condiciones: 
 
1 Que el pasajero afectado tenga su residencia principal y permanente en ese lugar 
en el momento del accidente. 
2 Que el transportista explote servicios de transporte aéreo de pasajeros en sus 
propias aeronaves o en las de otro con arreglo en un acuerdo comercial, hacia y 
desde ese punto. 
3 Que el transportista realice sus actividades de transporte aéreo de pasajeros 
desde locales arrendados o de su propiedad, o de otro transportista con arreglo en 
un acuerdo comercial, en ese lugar. 
 
Hace bien el convenio al definir explícitamente tanto lo que se entiende por “acuerdo 
comercial” como lo que se entiende por “residencia principal y permanente”220. Según el 
mismo convenio, el término “acuerdo comercial” significa, para los efectos del mismo 
instrumento, un acuerdo realizado entre transportistas relativo a la provisión de sus 
servicios de transporte aéreo de pasajeros en conjunto. Se excluye, expresamente, el 
denominado contrato conocido como de agencia de viajes de la definición de lo que se 
podría denominar como un acuerdo comercial.  
 
Asimismo el concepto de residencia principal y permanente significa, a la luz del mismo 
convenio, el lugar efectivo de donde vive el pasajero, su morada fija y permanente, no 
tomando en cuenta la nacionalidad de esto. 
 
Esta quinta jurisdicción la introduce en realidad el Protocolo de Guatemala de 1971 en su 
artículo 12, sin embargo en dicho protocolo únicamente se dice que se le permite al actor 
accionar en la jurisdicción del domicilio del pasajero que ha sufrido el daño sí el 
transportista tiene en ese lugar un establecimiento.221
                                                 
220 Artículo 33, inciso 3 del Convenio de Montreal de 1999. 
221 Artículo 12 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
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La única diferencia entre ambas regulaciones es la introducción, por parte del Convenio 
de Montreal, de la posibilidad de que se presente la quinta jurisdicción aún el caso de que 
se tenga un acuerdo comercial con otro transportista por medio del cual se explotan los 
servicios de este y no necesariamente que sea el mismo transportista el que 
obligatoriamente tenga que poseer un establecimiento en dicha jurisdicción. 
 
 
3.12.- Caso en que los condenados son los dependientes o los agentes del 
transportista.- 
 
Es posible que alguna persona con la intención de cobrar la debida indemnización platee 
una acción igualmente contra alguno de los dependientes o de los agentes del 
transportista. 
 
Es de crucial importancia en este caso, antes de proseguir, determinar si el empleado del 
transportista estaba actuando, en el momento en que se ocasionó el daño, en el ejercicio 
de sus funciones o si por el contrario realizaba una acción la cual no estaba autorizado 
por el transportista para realizar y que por tanto fue realizada por su propia cuenta.  
 
En el último caso, si la persona realiza una acción que llegue a producir un daño penado 
por ley no actuando dentro del ejercicio de sus funciones, este convenio no la ampara y 
habría que discutir el asunto en la vía civil o penal, según sea el resultado del daño,  en el 
lugar que se tenga jurisdicción para ello. 
 
En el primer caso en que el dependiente o el agente que causa el daño actuaba en el 
ejercicio de sus funciones, según el presente Convenio, se podrá este amparar a las 
condiciones y a los límites de responsabilidad que son aplicables para el transportista.222
 
Asimismo se establece que el total de las sumas resarcibles, en caso de que se haya 
demandado simultáneamente al dependiente y al transportista, no podrá exceder los 
límites que son aplicables para una misma persona. De manera que la suma de ambas 
indemnizaciones no podrá ser mayor a la suma que el convenio dispone para cada 
                                                 
222 Artículo 30, inciso 1 del Convenio de Montreal de 1999. 
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caso.223
 
 
3.13.- Derecho de acción contra terceros.- 
 
El artículo 37 del Convenio de Montreal establece, de la misma forma que el artículo 13 
del Protocolo de Guatemala, establece expresamente la posibilidad para la persona que 
resulta formalmente responsable del daño de repetir contra alguna otra persona que 
efectivamente causara el daño o bien que haya colaborado con la producción de este.224
 
Como comentamos cuando realizábamos el análisis del Protocolo de Guatemala, este es 
punto que nos parece importantísimo sobre todo pensando en la introducción de una 
sistema de responsabilidad de tipo objetivo, pues como hemos visto, al reemplazar, una 
responsabilidad de tal tipo, al concepto de culpa y responsabilizar a la persona que 
despliega la actividad determinada como riesgosa, es posible que exista una persona 
responsable aparte del que se determinó como tal. 
 
Un ejemplo de esto es por ejemplo un accidente que ha resultado en daños a los 
pasajeros producto de una falla en el control de tráfico aéreo. En dicho caso en virtud de 
la responsabilidad objetiva y de la teoría del riesgo creado, el transportista al desplegar la 
actividad riesgosa debe asumir entonces el riesgo mismo de dicha actividad y por tanto 
debe hacerse responsable de los daños que por medio de dicha actividad se han 
causado. 
 
Entonces, en el caso anterior, si bien se reputa como responsable al transportista el cual 
deberá indemnizar a los pasajeros que han sufrido un daño, este posteriormente podrá 
accionar contra el control de tráfico aéreo con la pretensión de cobrar las indemnizaciones 
ya pagadas y los demás daños ocasionados. 
 
De manera que, como hemos dicho, es esencial, en un sistema de responsabilidad con un 
factor de atribución objetivo, que el responsable del daño tenga la posibilidad de repetir en 
contra de cualquier otra persona que efectivamente haya efectuado el daño o por lo 
                                                 
223 Artículo 30, inciso 2 del Convenio de Montreal de 1999. 
224 Artículo 37 del Convenio de Montreal de 1999. 
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menos colaborado con él. 
 
 
3.14.- Caso de los transportes sucesivos.- 
 
Para el caso de los transportes sucesivos que se definen, según el mismo convenio225, 
como los transportes que son efectuados por varios transportistas aéreos sucesivamente, 
debemos mencionar que estos serán consideramos como un mismo transporte para los 
efectos de este instrumento internacional. 
 
Esta regla tiende a considerar a todos los transportes aéreos efectuados como uno solo 
cuando las partes así lo hayan considerado tanto si fue objeto de un solo contrato, que 
abarque todos los transportes, como que si fue objeto de una seria de varios contratos de 
transporte aéreo. 
 
Igualmente, según la definición que se da dentro del Convenio, el transporte sucesivo no 
perderá su carácter de internacional por el hecho que uno o varios contratos de la serie de 
contratos que componen el transporte hayan sido ejecutados íntegramente dentro del 
territorio de un mismo Estado, mientras obviamente que dentro de la serie de contratos 
exista alguno que, por lo menos, dentro de su recorrido, haga escala en el territorio de 
otro país. 
 
Por tanto cuando se presente un transporte de este tipo, el transportista que acepte 
transportar pasajeros, equipajes o mercancías se deberá someter a lo dispuesto en él 
Convenio y se considerará una parte en el contrato de transporte, esto es así pues se 
cumplen los requisitos que se establecen para que un transporte encaje dentro del ámbito 
de aplicación del convenio a saber, que sea un transporte internacional, de personas, 
equipajes o mercancías, en aeronave y por vía aérea.226
 
En caso de que durante un transporte de esta naturaleza se le cause un daño a un 
pasajero, este o cualquier otra persona tenga derecho a ser indemnizado por el daño 
causado, únicamente se podrá proceder contra el transportista durante el cual se produjo 
                                                 
225 Artículo 1, inciso 3 del Convenio de Montreal de 1999. 
226 Artículo 1, inciso 1 del Convenio de Montreal de 1999. 
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el daño que ocasione ya sea la muerte, ya sean lesiones, o bien, daños producto del 
retraso en las operaciones transportista. 
 
Esta regla varía únicamente en el caso de que el primer transportista haya asumido 
expresamente, en el contrato de transporte aéreo, la responsabilidad por todo el viaje227, 
caso en el cual se podrían ver liberados de su responsabilidad los demás transportistas. 
 
 
3.15.- Caso de los transportes combinados.- 
 
El caso del transporte combinado es un poco diferente al caso del transporte sucesivo, 
pues como ya lo hemos definido anteriormente, en este tipo de transporte si bien existen 
transportistas sucesivos no todos son transportistas aéreos, si no que el transporte se 
realiza tanto por vía aérea como por otras vías, ya sea la marítima o la terrestre. 
 
En cuanto a este tipo de transporte, el presente Convenio únicamente se aplicará a la 
porción del transporte que haya sido efectuada por vía aérea si esta porción del transporte 
se ajusta a lo que se estipula que aplica dentro del ámbito de dicho Convenio228, es decir, 
como hemos dicho arriba, que el transporte efectuado por vía aérea, que sea un 
transporte internacional, de personas, equipajes o mercancías, en aeronave y por vía 
aérea. 
 
 
3.16.- Caso de los transportes efectuados por una persona distinta del transportista 
contractual.- 
 
En el capítulo quinto del Convenio se recoge por primera vez, lo que se estipula en el 
Protocolo de Guadalajara de 1961 con respecto al transporte que no es efectuado, en 
todo o en parte, por el mismo transportista con el que se formaliza el contrato de 
                                                 
227 Artículo 36 del Convenio de Montreal de 1999. - En el caso del transporte de carga o de equipajes, el 
pasajero o el expedidor tendrán derecho a reclamarle al primer transportista, asimismo el pasajero y el 
destinatario tendrá acción contra el último transportista. Tanto unos como otros podrán asimismo reclamarle 
la indemnización por los daños causados al transportista que efectuaba el transporte durante el cual se produjo 
el daño. Éstos transportista serán solidariamente responsables ante los sujetos afectados. (Artículo 36, inciso 3 
del Convenio de Montreal de 1999). 
228 Artículo 38 del Convenio de Montreal de 1999. 
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transporte aéreo. 
 
En este capítulo se diferencia el concepto de transportista contractual y el de transportista 
de hecho229, estos conceptos se aplican en el caso de que un transportista contractual, 
que efectivamente celebra un contrato de transporte aéreo con el pasajero, autoriza a otro 
transportista para que realice efectivamente el transporte. Vale advertir que esta 
autorización se presumirá salvo prueba en contrario según el artículo 39 del Convenio de 
Montreal.230
 
Esta figura de transporte realizado por un transportista de hecho se diferencia de la figura 
del transporte sucesivo porque en este caso únicamente se celebra un contrato de 
transporte aéreo a nombre del transportista contractual y el transportista de hecho actúa a 
nombre del primero realizando en todo o en parte el transporte aéreo, en cambio en el 
transporte sucesivo cada transportista actúa en su propio nombre. 
 
3.16.1.- La responsabilidad que deriva del transporte realizado por una persona 
distinta al transportista contractual.- 
 
La responsabilidad derivada de esta figura también es diferente de la del transportista 
sucesivo o de cualquier otro pues en caso de que se produjese un daño durante el 
transporte aéreo ambos transportistas pueden ser considerados responsables por que el 
transportista contractual es responsable por todo el trayecto del transporte, el transportista 
de hecho únicamente por la porción de la ruta que le corresponde realizar.231
 
Igualmente se plantea en el Convenio de Montreal una muy interesante responsabilidad 
mutua, que se refiere al hecho de que durante el transporte realizado por el transportista 
de hecho, las acciones u omisiones del este o de sus agentes y dependientes que actúen 
en el ejercicio de sus funciones y que causen daño, se considerarán también como 
acciones u omisiones del transportista de contractual. Asimismo es más claro que si surge 
una acción u omisión por parte del transportista de hecho que cause un daño durante el 
                                                 
229 El Protocolo de Guadalajara se refiere al transportista que efectivamente realiza el transporte como 
transportista actual, el Convenio de Montrel reforma el término para en adelante se refiere al mismo como 
“transportista de hecho”. 
230 Artículo 39 del Convenio de Montreal de 1999. 
231 Artículo 40 del Convenio de Montreal de 1999. 
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transporte realizado por este, se considerará también como acciones u omisiones del 
transportista contractual.232
 
Sin embargo ninguna de estas acciones causantes de un daño por parte del transportista 
de hecho lo obligará por encima de los límites a los montos indemnizatorios establecidos 
en el convenio, a menos que el transportista de hecho expresamente así lo acepte. 
 
Por otro lado, en cuanto a los dependientes y agentes de los transportistas involucrados, 
se aplica la misma regla que vimos anteriormente en cuanto a los límites de 
responsabilidad, pues en caso de que sus acciones u omisiones ocasionen un daño 
mientras actuaban en el ejercicio de sus funciones, tendrán derecho a invocar las 
condiciones establecidas en el presente convenio incluyendo las que apliquen los límites 
de responsabilidad a su favor de la misma forma en que aplican para el transportista.233
 
En caso de que intervengan con responsabilidad uno o varios actores en este contrato, es 
decir el transportista contractual, el transportista de hecho o sus agentes o dependientes 
en ejercicio de sus funciones, el total de la indemnización, es decir el total de las sumas 
que deben pagar cada uno de los involucrados que resultaren responsables no excederá 
la cantidad máxima mayor que pueda obtenerse de cualquiera de dichos involucrados de 
acuerdo con el Convenio sujeto de éste análisis.234
 
Asimismo ninguna persona estará obligada a pagar una suma mayor a la que, según el 
convenio, sea la suma máxima que debe pagar esa misma persona. 
 
Es decir que en caso de lesiones o muerte a un pasajero, y que encaje en el supuesto del 
17 en donde el máximo de la indemnización sea de 100.000,00 DEG, es decir en caso de 
que se pruebe que el daño no se debió a ninguna negligencia del transportista y 
únicamente se debió a la acción de un tercero, ninguna persona responsable involucrada 
estará obligada a pagar más de esa suma, ni tampoco el total de todas las 
indemnizaciones que deben pagar los diferentes actores podrá excederla.  
 
3.16.2.- Acciones de responsabilidad.- 
                                                 
232 Artículo 41 del Convenio de Montreal de 1999. 
233 Artículo 43 del Convenio de Montreal de 1999. 
234 Artículo 44 del Convenio de Montreal de 1999. 
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En este caso las acciones tendientes a cobrar la indemnización, cuando el daño se realiza 
durante el transporte de hecho, el demandante las podrá iniciar, a elección de este, contra 
el transportista de hecho o contra el transportista contractual, o bien contra ambos 
conjuntamente.235
 
Vale recordar que la posibilidad de demandar al transportista de hecho solamente o en 
conjunto con el transportista contractual aplica únicamente en el entendido de que el daño 
por el cual se reclama la indemnización se ha producido durante el transporte realizado 
por este, pues en caso contrario solo sería posible demandar al transportista contractual, 
ya que el transportista de hecho es responsable únicamente por los daños ocasionados 
durante el periodo en el cual, este efectivamente realiza el transporte y no por todo el 
transporte en su conjunto, el cual, es responsabilidad del transportista contractual. 
Igualmente es posible demandar por tanto, separadamente, al transportista contractual. 
 
En caso de que el accionante plantee la demanda para el cobro de la indemnización 
únicamente contra alguno de los dos transportistas, ya sea el transportista de hecho o el 
contractual, por separado, el transportista demandado tiene la facultad de traer al juicio al 
otro transportista, obviamente en el caso de que el accidente haya sido causado durante 
el transporte que haya efectuado el transportista de hecho, pues en caso contrario, si el 
transporte durante el cual se produjo el daño no fue efectuado por el transportista de 
hecho sino por el contractual, este, como vimos líneas arriba, sería el único responsable. 
 
3.16.3.- Jurisdicciones en las que se puede plantear la acción.- 
 
En el caso de que el accidente se produjese durante el periodo en el que el transportista 
de hecho realizaba el transporte, la acción se puede plantear en varias jurisdicciones. Por 
un lado, se puede plantear ante las jurisdicciones en las que, según analizamos, es 
posible demandar al transportista contractual, de acuerdo con el artículo 33 del presente 
Convenio236, a saber: 
 
1 Ante el tribunal del domicilio del transportista. 
                                                 
235 Artículo 45 del Convenio de Montreal de 1999. 
236 Artículo 33 del Convenio de Montreal de 1999. 
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2 Ante el tribunal del domicilio del la oficina principal del transportista. 
3 Ante el tribunal del lugar en donde el transportista tiene la oficina en que se 
celebró el contrato de transporte. 
4 Ante el tribunal del lugar de destino. 
5 Únicamente en el caso de muerte o lesiones a los pasajeros, se puede plantear la 
acción en el domicilio del pasajero siempre y cuando el pasajero tenga su 
residencia principal y permanente en ese lugar y que el transportista explote 
servicios de transporte aéreo hacia y desde ese punto y tenga locales arrendados 
o de su propiedad en ese lugar, todo esto es posible que se dé con arreglo en un 
acuerdo comercial. 
 
En este caso del transporte realizado por una tercera persona, se abre además la 
posibilidad de plantear la demanda en otros dos posibles lugares237 que son los 
siguientes: 
 
1 Ante el tribunal en que el transportista de hecho tenga su domicilio principal. 
2 Ante el tribunal en que el transportista de hecho tenga la sede de su oficina 
principal. 
 
De esta manera vemos que en el caso en que se produzca un daño a un pasajero que 
resulte en lesiones o la muerte de este se nos abre la posibilidad de accionar en siete 
potenciales diferentes jurisdicciones. 
 
 
4.- TEMA IV: LA RESPONSABILIDAD DEL PORTEADOR CON RESPECTO AL 
PASAJERO.- 
 
4.1.- Síntesis de la responsabilidad del porteador con respecto al pasajero 
establecida en los convenios previos al Convenio de Montreal de 1999.- 
 
Con el fin de determinar la responsabilidad civil del transportista en el contrato de 
transporte aéreo de pasajeros pretendemos, primero que todo, hacer una síntesis de los 
principios que hemos podido extraer del análisis de los Convenios Internacionales en la 
                                                 
237 Artículo 46 del Convenio de Montreal de 1999. 
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materia previos al Convenio de Montreal únicamente con respecto a la responsabilidad 
del transportista, para luego analizar específicamente la responsabilidad que se presenta 
en el Convenio de Montreal. 
 
Para tal fin analizaremos los dos tipos de daños que pueden sufrir los pasajeros y que se 
encuentran tipificados en dichos instrumentos jurídicos internacionales, a saber: a) muerte 
o lesión de los pasajeros, y; b) retraso en las operaciones del transportista. 
 
4.1.1.- La responsabilidad del porteador en el Sistema de Varsovia: Convenios de 
Varsovia 1929 - La Haya 1955 - Guadalajara 1961.- 
 
El Convenio de Varsovia como bien nos comenta el jurista peruano Julián Palacín: 
 
“en lo relativo a la responsabilidad del transportista, debemos destacar que éste acuerda 
un contrato con el usuario, por el cual se obliga a efectuar el transporte, asumiendo 
determinada responsabilidad cuando la obligación es incumplida. Siendo el factor 
atributivo de la responsabilidad, subjetivo.”238
 
Como vemos el Convenio de Varsovia resalta la importancia que tiene el contrato de 
transporte aéreo y que es por medio de este, donde se deriva la responsabilidad del 
transportista con respecto a sus pasajeros, ya que el transportista asume las obligaciones 
que le impone la relación contractual239 y en caso de incumplir alguna o algunas de estas 
asume determinadas responsabilidades.  
 
Según nos comenta Palacín “debemos señalar que a los fines de la aplicación de las 
normas del Convenio, se requiere la celebración de un contrato de transporte aéreo por 
ambas partes”240 de lo cual podemos inferir la relación contractual que debe existir entre 
ambos, de la cual, debe derivar la responsabilidad civil. 
 
                                                 
238 Palacín Fernández, 1991; P. 986. 
239 En el tema I de la presente tesis analizamos las obligaciones que asume el transportista en el contrato de 
transporte aéreo de pasajeros dentro de las cuales podemos recordar las siguientes: la obligación de efectuar el 
traslado de las personas entre los puntos previamente convenidos, la obligación de seguridad que impone 
efectuar ese traslado de manera tal que los pasajeros no sufran daño alguno, la obligación de efectuar el 
traslado con seguridad de los equipajes del pasajero, la obligación del transportista de cumplir con los 
horarios establecidos, etc. 
240 Palacín Fernández, 1991; P. 1011. 
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Con respecto a esta responsabilidad y como hemos podido observar en páginas 
anteriores, en el caso del transporte aéreo de pasajeros el Convenio deja ver claramente 
dos supuestos mediante los cuales el transportista asume responsabilidad. 
 
El primero consagrado en el artículo 17 dice que “el porteador es responsable del daño 
ocasionado, en caso de muerte, herida o cualquier otra lesión corporal sufrida por 
cualquier pasajero”241 y el segundo consagrado en el artículo 19 menciona que “el 
porteador es responsable del daño ocasionado por retrasos en el transporte aéreo de 
pasajeros”.242
 
Como vemos ambos supuestos de responsabilidad derivan de incumplimientos 
contractuales, el primero, caso de muerte, herida o lesión del pasajero, deriva del 
incumplimiento de la obligación de seguridad establecida en el contrato; y el segundo, 
caso del retraso, deriva del incumplimiento de la obligación de llevar a cabo el contrato en 
un tiempo determinado. 
 
Al derivarse la responsabilidad con respecto a los pasajeros del incumplimiento de una 
obligación establecida en un contrato podemos catalogar este tipo de responsabilidad 
como contractual. 
 
CONCLUSIÓN 1: En el Convenio de Varsovia con respecto a los daños ocasionados por 
el transportista a los pasajeros existe una responsabilidad contractual. 
 
Una vez definido que el tipo de responsabilidad del transportista frente a los daños 
producidos a los pasajeros es contractual, no resta determinar si dicha responsabilidad es 
subjetiva u objetiva. 
 
El artículo 20 del Convenio de Varsovia nos dice al respecto que “el porteador no será 
responsable si prueba que él y sus comisionados han tomado todas las medidas 
necesarias para evitar el daño o que les fue imposible tomarlas.”243
 
De este modo el transportista puede combatir la presunción de culpa en su contra con una 
                                                 
241 Artículo 17 del Convenio de Varsovia de 1929. 
242 Artículo 19 del Convenio de Varsovia de 1929. 
243 Artículo 20 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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prueba de la “debida diligencia”. Vale mencionar que sobre la base de esta presunción se 
invierte la carga de la prueba, pues se impone una presunción iuris tantum de 
responsabilidad en contra del transportista, el cual debe encargarse de probar su falta de 
culpa y con ello destruir esta presunción. 
 
Igualmente de acuerdo con el artículo 21 del mismo convenio, el porteador puede eximir 
total o parcialmente su responsabilidad si prueba que existe un hecho de la víctima.  
 
De manera que, de acuerdo con el artículo anterior, podemos decir que el transportista no 
es responsable sino cuando es culpable del hecho dañoso, es decir cuando el 
incumplimiento de cualquier obligación contractual se ha debido a una acción de él o de 
sus empleados.  
 
CONCLUSIÓN 2: La responsabilidad contractual que se plasma en el Convenio de 
Varsovia es de tipo subjetiva. 
 
Por otra parte, podríamos agregar que la responsabilidad del transportista en el Convenio 
de Varsovia en cuanto a la indemnización es generalmente limitada de acuerdo con el 
artículo 22 del Convenio en cuestión.  
 
Valga aclarar que hemos dicho que es generalmente limitada, pues es claro que existen 
excepciones a la regla en casos muy específicos, por ejemplo cuando existe dolo por 
parte del transportista o cuando no se ha emitido el billete de pasaje, sin embargo, 
debemos estar claros en que estas son excepciones a la regla. 
 
CONCLUSIÓN 3: La responsabilidad expresada en el Convenio de Varsovia es una 
responsabilidad civil contractual subjetiva y limitada en cuanto a la indemnización. 
 
4.1.2.- La responsabilidad del porteador en el Acuerdo de Montreal de 1966.-  
 
Al respecto, la importancia que reviste este acuerdo con relación a la responsabilidad civil 
del transportista es que constituye el preámbulo de un punto de quiebra en la tradición de 
la responsabilidad civil aeronáutica. 
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La anterior afirmación la realizamos por que este acuerdo es el primero de importancia 
internacional que nos deja ver un sistema de responsabilidad objetivo en lo referente al 
tema de responsabilidad contractual por daños a los pasajeros. 
 
El Acuerdo de Montreal de 1966 se aplica a los contratos de transporte aéreo de 
pasajeros que contengan puntos de origen, de destino o bien con escalas programadas 
en el territorio de los Estados Unidos de América. La contribución importante de este 
acuerdo al derecho aeronáutico se dio a raíz, como observamos páginas atrás, de 
presiones del gobierno de los Estados Unidos que exigió a las aerolíneas que tocaran 
puntos dentro de su territorio a renunciar expresamente a las defensas establecidas en el 
artículo 20, inciso primero del Convenio de Varsovia. 
 
Esta renuncia es de vital importancia puesto que el transportista no podría argumentar, 
intentando liberarse de la responsabilidad, que ha tenido la debida diligencia, es decir que 
“ha tomado todas las medidas necesarias para evitar el daño o que les fue imposible 
tomarlas”244, como sí estaba permitido anteriormente. 
 
En el Convenio de Varsovia, si el transportista, en caso de producirse un daño a uno de 
los pasajeros, lograba demostrar que había tenido la debida diligencia establecida en el 
artículo 20, demostrando su falta de culpa, entonces este se libraba de la responsabilidad 
civil con dicho acuerdo, entonces, el transportista no podría argumentar esta debida 
diligencia, no podría entonces liberarse de responsabilidad demostrando su falta de culpa, 
excepto por hecho de la víctima, y por tanto se establecería un régimen de 
responsabilidad de corte objetivo, pues el transportista sería responsable del daño, siendo 
o no culpable de este, debería entonces asumir la responsabilidad por el hecho de dirigir 
la actividad riesgosa del transporte. 
 
Las limitaciones a los montos indemnizatorios, si bien son elevados a 75.000,00 dólares 
de los Estados Unidos, se mantienen. 
 
Por otro lado continuamos sosteniendo que con respecto al pasajero se mantiene un 
régimen de responsabilidad contractual puesto que la obligación de seguridad siempre se 
deriva del contrato. 
                                                 
244 Artículo 20, inciso 1 del Convenio de Varsovia de 1929. 
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El Acuerdo no hace referencia alguna en cuanto al daño causado debido al retraso en las 
operaciones del transportista. 
 
CONCLUSIÓN: El Acuerdo de Montreal de 1966 establece por primera vez, a nivel 
internacional, un régimen de responsabilidad civil contractual de corte objetivo con 
limitación de los montos de las indemnizaciones.  
 
4.1.3.- La responsabilidad del porteador en el Protocolo de Guatemala de 1971.- 
 
Hasta antes de la firma del presente protocolo habíamos observado, en materia de 
Convenios Internacionales, la clara obstinación de mantener un sistema de 
responsabilidad subjetivo, en parte sostenido por las naciones que basaron su sistema de 
responsabilidad en la culpa.  
 
Es, sin embargo, clara la influencia que tuvo el Acuerdo de Montreal de 1966 al abrirle el 
paso a un sistema objetivo de responsabilidad, en la elaboración de este protocolo que 
por primera vez creemos que plasma en un Convenio Internacional sobre Aeronáutica el 
principio de responsabilidad sin culpa para el caso del transporte aéreo internacional de 
pasajeros. 
 
La anterior afirmación la hacemos basándonos en el artículo 4 de este Protocolo que 
establece que “El transportista será responsable del daño causado en caso de muerte o 
de lesión corporal del pasajero por la sola razón de que el hecho que las haya causado se 
produjo a bordo de la aeronave o durante cualquiera de las operaciones de embarque o 
desembarque.”(El subrayado es nuestro).245
 
En el artículo anterior el transportista asume la responsabilidad por el daño sufrido por el 
pasajero por el solo hecho de que este se haya producido durante la ejecución del 
contrato de transporte. 
 
Obviamente esta responsabilidad se produce únicamente con respecto al pasajero, no así 
con terceros, por lo que podemos decir que se deriva del contrato de transporte y de su 
                                                 
245 Artículo 4 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
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obligación de seguridad. 
 
Otro elemento rescatable es que, no interesa aquí si el transportista ha sido culpable o no 
del daño causado a su contraparte contractual. Con el Protocolo de Guatemala la posible 
culpa del transportista pasa a no tener la mayor importancia, puesto que no se discute. 
 
Interpretamos que según este instrumento jurídico, se le impone al transportista el deber 
de asumir el riesgo propio de su actividad por lo que debe hacerse responsable de los 
eventuales daños causados a los pasajeros durante la ejecución del contrato sin importar 
quien haya causado el daño, pues según lo establece el Protocolo, el transportista debe 
hacerse responsable “por la sola razón” de que el daño causado se haya producido a 
bordo de la aeronave o durante las operaciones de embarque o desembarque. 
 
Asimismo el instrumento jurídico en cuestión, elimina la posibilidad, en su artículo 6, de 
que el transportista alegue las defensas que se contenían en el Convenio de Varsovia que 
lo facultaban para eximir su responsabilidad cuando podía probar que había tenido la 
debida diligencia tendiente a no causar los daños a los pasajeros. 
 
Por lo antes expuesto, consideramos que el régimen de responsabilidad que se impone 
en este instrumento es un régimen objetivo pues el transportista asume el riesgo de su 
actividad peligrosa en la cual se hace responsable de los daños causados a los pasajeros 
que impliquen su muerte o lesión corporal, sin que importe determinar o no la culpa de 
este, no pudiendo argumentar las defensas eximentes de responsabilidad que se 
permitían en Convenios anteriores, es decir, caso fortuito, fuerza mayor y hecho de un 
tercero. 
 
Existe únicamente una causa por la cual la muerte o la lesión corporal se excluyen del 
ámbito de responsabilidad del transportista, esta se presenta cuando el daño se haya 
debido al estado de salud del pasajero, pues según Palacín esto “interrumpe el nexo de 
causalidad”246 dado que un daño de dicha naturaleza no tiene conexión alguna con el 
despliegue de la actividad riesgosa. 
 
Hacemos la aclaración de que todo lo expuesto hasta el momento con referencia al 
                                                 
246 Palacín Fernández, 1991; P. 999. 
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Protocolo de Guatemala se refiere a daños sufridos por los pasajeros en su cuerpo, es 
decir muerte o lesiones. Por consiguiente, los daños ocasionados debido al retraso en las 
operaciones del porteador reciben un tratamiento diferente. 
 
En cuanto a la institución del retraso, valoramos que, se conserva, en este Protocolo, un 
régimen de responsabilidad subjetivo, pues el artículo 6 del instrumento establece que “En 
el transporte de pasajeros y equipaje, el transportista no será responsable del daño 
ocasionado por retraso, si prueba que tanto él como sus dependientes, tomaron todas las 
medidas necesarias para evitar el daño o que les fue imposible tomarlas.” (El subrayado 
es nuestro.)247
 
Por lo visto, en cuanto al retraso se conserva un régimen de responsabilidad subjetivo de 
modo que el transportista es únicamente responsable del daño ocasionado por tal 
supuesto cuando este no haya podido probar su debida diligencia. Contrario sensu no 
será responsable del daño ocasionado a raíz del retraso si demuestra que ha tenido esta 
debida diligencia, es decir que ha tomado todas las medidas necesarias para evitar el 
daño.  
 
En cuanto a la limitación de los montos indemnizatorios, en el caso tanto de daños a los 
pasajeros como de daños producidos por el retraso, estos se mantienen, elevan su 
cuantía y se convierten en límites infranqueables, puesto que se elimina la posibilidad de 
sobrepasar el límite de responsabilidad en caso de dolo del transportista. 
 
CONCLUSIÓN: En el Protocolo de Guatemala conviven dos regímenes de 
responsabilidad contractual diferentes, el subjetivo y el objetivo, dependiendo del tipo de 
daño causado a los pasajeros, ambos con limitación de los montos indemnizatorios. En 
cuanto al daño que produce la muerte o lesiones corporales a los pasajeros se establece 
un régimen de responsabilidad contractual objetivo pues este es responsable del daño 
sea o no culpable de él. En cuanto al daño producido al pasajero y derivado del retraso en 
las operaciones del porteador se conserva un régimen de responsabilidad subjetivo pues 
este no sería responsable si no cuando se demuestre que no ha actuado con la debida 
diligencia. 
 
                                                 
247 Artículo 6 del Protocolo de Guatemala de 1971. 
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4.1.4.- La responsabilidad del porteador en el Protocolo de Montreal Número 4 de 
1975.- 
 
Como mencionamos cuando nos tocó analizar, en páginas anteriores, el Protocolo en 
cuestión, consideramos que este constituye una involución dentro del proceso evolutivo 
de los regímenes de responsabilidad que se venía desarrollando pues regresa, en lo 
referente a la responsabilidad por daños a los pasajeros, a un sistema de responsabilidad 
de corte subjetivo, pudiendo el transportista alegar la debida diligencia con el fin de eximir 
su culpa. 
 
Por otra parte, vale la pena simplemente hacer mención con fines ilustrativos, aunque el 
tema en sí no nos corresponda, que en el transporte de mercancías por primera vez se 
establece un régimen de responsabilidad objetivo dado que el transportista debe 
responder ante el daño en carga “por el solo hecho de que el daño se produzca durante el 
transporte aéreo.”248
 
4.1.5.- La responsabilidad del porteador en los Acuerdos Intertransportistas de la 
IATA.- 
 
Estos acuerdos impulsados por la IATA tienen un carácter privado y aplican, por tanto, 
únicamente para el transportista que desee acogerse a ellos. Es importante dejar en claro 
que dichos acuerdos no son excluyentes de los Convenios Internacionales anteriores por 
lo que continúan siendo aplicables paralelamente.  
 
Es difícil catalogar el tipo de responsabilidad que se presenta en estos acuerdos ya que 
es facultativo para el transportista escoger si desea un régimen de responsabilidad 
objetivo o subjetivo.  
 
Esto es así dado que el acuerdo establece que los transportistas pueden reservarse el 
derecho de alegar las defensas relativas a la debida diligencia, establecidas en el 
Convenio de Varsovia, manteniendo el régimen de responsabilidad subjetivo establecido; 
o bien, pueden renunciar a alegar dichas defensas, estableciendo de mutuo propio y 
aplicable únicamente para ellos mismos, un régimen de responsabilidad objetivo. 
                                                 
248 Artículo 4 del Protocolo Adicional Número 4 de 1975. 
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Recordemos que dicho acuerdo es unilateralmente firmado por propia voluntad del 
transportista, entonces depende de cada transportista la responsabilidad que este quiera 
asumir.  
 
Por otro lado, el punto más importante del acuerdo es que por primera vez en la historia, 
en el caso de muerte o lesión corporal de los pasajeros, el transportista acuerda renunciar 
a los límites de los montos de indemnización establecidos en los Convenios 
Internacionales anteriores, de manera que las indemnizaciones sean establecidas de 
acuerdo con la ley del domicilio del pasajero. 
 
CONCLUSIÓN: El Acuerdo Intertransportista de IATA, mantiene el régimen de 
responsabilidad derivado del Convenio de Varsovia, sin embargo, según este acuerdo el 
transportista está facultado para decidir si se acoge a un régimen de responsabilidad 
objetivo o subjetivo, o bien si ilimita su responsabilidad en cuanto a los montos de 
indemnización.  
 
4.2.- Responsabilidad civil del transportista en el Convenio de Montreal de 1999.-  
 
 
4.2.1.- La responsabilidad contractual.- 
 
Primero que todo en el análisis de la responsabilidad del transportista, tanto de la 
derivada de la muerte o lesiones ocasionadas como de la derivada del daño producto del 
retraso en las operaciones del porteador producidas a los pasajeros, debemos afirmar que 
la responsabilidad del transportista es contractual, pues creemos que la responsabilidad 
de este sujeto activo de la relación contractual se genera, con respecto a los pasajeros, a 
partir del incumplimiento de las obligaciones impuestas en el contrato de transporte de 
transporte aéreo, como lo es la obligación de seguridad que implica que el transportista al 
encontrarse el transportista obligado a ejecutar el transporte de las personas de manera 
que estas arriben al punto de destino en las mismas condiciones físicas que presentaban 
cuando iniciaron su viaje. 
 
Igualmente, la responsabilidad del porteador se puede generar a raíz del incumplimiento 
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de la obligación contractual de ejecutar el contrato de transporte aéreo en el tiempo y 
forma determinados; de la misma manera, el daño producto del retraso puede producir 
responsabilidad en el transportista y con ello la obligación de indemnizar al pasajero que 
resultare dañado.  
 
 
4.2.2.- Responsabilidad civil del transportista por muerte o lesiones de los 
pasajeros según el Convenio de Montreal de 1999.- 
 
4.2.2.1.- Daño responsable.- 
 
Como hemos visto en páginas anteriores en donde analizamos la parte general del 
Convenio, el artículo 17 del Convenio de Montreal sienta la base de la responsabilidad 
civil por daños producidos a los pasajeros al establecer que “El transportista es 
responsable del daño causado en caso de muerte o lesión corporal de un pasajero por la 
sola razón de que el accidente que causó la muerte o lesión se haya producido a bordo de 
la aeronave o durante cualquiera de las operaciones de embarque o desembarque.”249
 
Para la redacción del artículo anterior se puede decir que se utiliza la base de redacción 
de la modificación realizada a la Convención de Varsovia en el Protocolo de Guatemala 
de 1971.  
 
Dentro de las primeras cosas que hemos destacado al analizar específicamente la 
responsabilidad es que, como mencionamos, no todo daño es indemnizable sino solo el 
daño que causa muerte o lesión corporal del pasajero debido a un accidente, 
excluyéndose los daños que no son corporales como el daño psicológico o moral; 
realizada y motivada esta exclusión por el concepto de daño, así como por la presión 
ejercida por las compañías aseguradoras.  
 
4.2.2.2.- Factor atributivo de responsabilidad: Objetiva / Subjetiva.-250
                                                 
249 Artículo 17 del Convenio de Montreal de 1999. 
250 En cuanto a las responsabilidades tanto la objetiva como la subjetiva que se presentan en el Convenio de 
Montreal, varios autores entre ellos, Aragone Coppola, clasifican a la responsabilidad objetiva que se presenta 
como una responsabilidad objetiva relativa, y a la responsabilidad subjetiva como una responsabilidad 
subjetiva presunta. La primera afirmación nos parece poco acertada, la segunda redundante por las razones 
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En este acápite, específicamente, nos encomendaremos a la tarea de establecer con 
certeza cuál es el factor atributivo de responsabilidad civil, pues consideramos que este 
ha de diferir mucho de lo establecido en los convenios que conforman el Sistema de 
Varsovia, pues de manera muy similar a lo que se estableció en el Protocolo de 
Guatemala, este Convenio atribuye responsabilidad al transportista en caso de daños a 
los pasajeros “por la sola razón” de que el hecho dañoso se haya producido durante la 
ejecución del contrato.  
 
Es así como creemos que la culpa en realidad juega un papel secundario dentro del 
supuesto de los daños a los pasajeros, pues el concepto de culpa del transportista 
interviene únicamente en casos en donde la pretensión del accionante que desea cobrar 
una indemnización pretenda una suma superior a los 100.000,00 derechos especiales de 
giro de acuerdo con el artículo 21 del mismo Convenio de Montreal. 
 
Podemos interpretar por tanto, que caso de acciones tendientes a cobrar por concepto de 
indemnización menos de 100.000,00 derechos especiales de giro por pasajero, el 
transportista no podrá excusarse o eximirse casi de ninguna forma, excepto por el hecho 
de la víctima, de su responsabilidad y deberá cubrir dicha suma, sea este, culpable o no 
del hecho dañoso que causó la muerte o la lesión corporal del pasajero. 
 
Por lo dicho anteriormente podemos afirmar que el Convenio de Montreal establece un 
                                                                                                                                                    
que expondremos a continuación. La relatividad de ésta responsabilidad objetiva, según éste autor, tiene su 
origen en el hecho de que exista una eximente para los casos en que aplica ésta responsabilidad objetiva (en 
montos indemnizatorios por debajo de los 100.000,00 DEG en donde aplica la responsabilidad objetiva se 
puede alegar el hecho de la víctima como un eximente de responsabilidad). Nos parece poco acertada esta 
primera afirmación pues como analizamos cuando estudiamos las nociones jurídicas básicas sobre la 
responsabilidad civil, observamos que generalmente en la responsabilidad objetiva aplican eximentes que 
interrumpen el nexo causal entre el daño producido y la actividad riesgosa, lo cual es precisamente es lo que 
sucede con el hecho de la víctima que no hace que la objetividad de ésta responsabilidad se sea menos 
objetiva o se tienda a relativizar.  El segundo punto que debíamos aclarar es la clasificación como presunta de 
la responsabilidad subjetiva lo cual nos parece, como dijimos antes, redundante, puesto que si consideramos 
que la responsabilidad del transportista en el caso de muerte o lesión de un pasajero deriva de la obligación de 
seguridad incluida en el contrato de transporte aéreo, de manera que la responsabilidad se presenta como 
contractual, como hemos afirmado, debemos tener presente que en la teoría general de responsabilidad 
contractual es una regla que se presuma la culpa de una parte del contrato al constatar que no se han cumplido 
ciertas obligaciones a las que se había comprometido un sujeto parte de la relación contractual, por tanto si 
afirmamos que la responsabilidad del transportista es contractual con respecto a la muerte o lesión de sus 
pasajeros, entonces podemos colegir que en éste caso, es decir, en caso del incumplimiento de la obligación 
contractual de seguridad, se presumiría la responsabilidad del transportista. Por tanto, creemos que nos es 
necesario agregar el término “presunta” a la denominación de éste tipo de responsabilidad subjetiva. 
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sistema de responsabilidad, en acciones que tiendan a un pago por concepto de 
indemnización por debajo de los 100,000,00 derechos especiales de giro, de tipo objetivo, 
en donde basta corroborar el daño y verificar que fue causado durante la ejecución del 
contrato de transporte aéreo, es decir, durante las operaciones de embarque, 
desembarque o bordo de la aeronave, para atribuirle responsabilidad al transportador.  
 
Como ya hemos mencionado, en los casos en los que aplica la responsabilidad objetiva 
en montos de indemnización menores a los 100.000,00 derechos especiales de giro, 
aplica como única eximente de responsabilidad el hecho de la víctima, según el artículo 
20 de la Convención, que establece que “si el transportista prueba que la negligencia u 
otra acción u omisión indebida de la persona que pide indemnización, o de la persona de 
la que proviene su derecho, causó el daño o contribuyó a él, el transportista quedará 
exonerado, total o parcialmente, de su responsabilidad con respecto al reclamante, en la 
medida que ésta negligencia u otra acción u omisión indebida haya causado el daño o 
contribuido a él.”251
 
Pero ¿Qué sucede en acciones que pretendan una indemnización por encima de esta 
suma? En dicho caso, y de acuerdo con el artículo 21 del Convenio,  la responsabilidad 
objetiva y lo que hemos hasta aquí expuesto, se mantiene hasta que la indemnización 
alcance los 100.000 derechos especiales de giro. Sin embargo, la responsabilidad, en 
cuanto a la parte de la indemnización que exceda tal suma, se transforma en una 
responsabilidad más de corte subjetivo, por las razones que expondremos más adelante. 
 
En resumen, en las acciones que pretendan indemnización de más de 100.000,00 
derechos especiales de giro, existe una responsabilidad objetiva que comprende el monto 
pretendido entre los 0 y los 100.000,00 derechos especiales de giro; y por encima de los 
100.000,00 derechos especiales de giro la responsabilidad se torna en subjetiva, pues el 
factor culpa ocupa un papel preponderante, ya que el transportista solo será responsable 
por sobre esta suma cuando en la producción del daño haya mediado la culpa de este.  
 
Para aclarar el punto procedemos a la trascripción literal del artículo de comentario que 
establece que: 
 
                                                 
251 Artículo 20 del Convenio de Montreal de 1999. 
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 “1.- Respecto al daño previsto en el párrafo 1 del artículo 17 que no exceda de 
100.000,00 derechos especiales de giro por pasajero, el transportista no podrá excluir ni 
limitar su responsabilidad. 2.- El transportista no será responsable del daño previsto en el 
párrafo 1 del artículo 17 en la medida que exceda de 100.000,00 derechos especiales de 
giro por pasajero, si prueba que: a) el daño no se debió a la negligencia o a otra causa 
acción u omisión indebida del transportista o sus dependientes o agentes; o b) el daño se 
debió únicamente a la negligencia o a otra acción u omisión indebida de un tercero.”252
 
 
 
 
Como vemos el gráfico anterior nos ayuda a visualizar un poco mejor la situación que nos 
ocupa. Hasta el momento, por lo que hemos expuesto, quedamos claros en que la 
responsabilidad hasta por 100.000,00 derechos especiales de giro es una responsabilidad 
con un factor de atribución de tipo objetivo y hemos mencionado que sobre esta suma se 
nos presenta una responsabilidad de tipo subjetivo, pues la culpa tiene en tal supuesto, 
una importancia relevante. 
 
En la porción de la indemnización que supere el límite de los 100.000 DEG, el 
transportista puede eximirse de su responsabilidad, como bien lo expusimos cuando 
analizamos en detalle el presente convenio, probando que el daño no se ha debido a una 
acción u omisión indebida suya, o bien que el daño ha sido producido únicamente por un 
tercero. 
 
A la par de estas posibles eximentes de responsabilidad, podemos mencionar como 
tercera y última eximente de responsabilidad al hecho de la víctima, el cual aplica, como 
hemos observado y hecho mención en su momento, tanto para el supuesto de 
responsabilidad objetiva en montos menores a 100.000,00 derechos especiales de giro 
                                                 
252 Artículo 21 del Convenio de Montreal de 1999. 
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como para el supuesto de responsabilidad subjetiva en montos superiores a los 
100.000,00 derechos especiales de giro. 
 
Este supuesto de exención de responsabilidad se encuentra establecido en el artículo 20, 
y se refiere al hecho de que el transportista se puede eximir de su responsabilidad si logra 
probar que el hecho que causó el daño se haya debido a la acción u omisión indebida del 
pasajero. El transportista quedará eximido de su responsabilidad total o parcialmente, en 
la misma medida que el pasajero haya contribuido a su propio daño.  
 
Resumiendo un poco lo visto hasta el momento, podemos decir que el transportista, en 
acciones que pretendan indemnizaciones por encima de los 100.000,00 derechos 
especiales de giro, es responsable únicamente cuando el daño por el cual se pide la 
indemnización, ha sido causado por una acción u omisión indebida del transportista, 
contrario sensu, el transportista podrá eximirse de responsabilidad cuando el daño no 
haya sido causado por una acción u omisión indebida suya, expresión que a nuestro 
parecer incluye el hecho de que el daño haya sido causado únicamente por una acción u 
omisión indebida de un tercero o bien, que haya mediado en la producción del daño el 
hecho de la víctima. 
 
Por lo tanto, conviven dos tipos diferentes de responsabilidad en el caso de que exista un 
daño causado a un pasajero. Primero que todo existe una responsabilidad objetiva 
limitada a 100.000,00 DEG en donde no es importante la culpa del transportista, pues 
este es responsable exista esta o no; y luego, existe una responsabilidad subjetiva en la 
porción de la indemnización que supere los 100.000,00 DEG en la cual adquiere 
relevancia la culpa del transportista, pues este solo será responsable cuando haya 
existido una acción u omisión indebida por su parte que contribuyera a la producción del 
daño causado, es decir, cuando haya sido culpable de este daño. 
 
 
4.2.2.3.- Limitación de los montos indemnizatorios.- 
 
Por último, estimamos que intentando recoger los principios e inspirándose en las normas 
que integran la iniciativa japonesa de 1992, los acuerdos intertransportistas de IATA de 
1995 y 1996, y el Reglamento de la UE 2027/97; el Convenio de Montreal de 1999 trató 
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de innovar, con el establecimiento, para el caso en que diese la muerte o la lesión de un 
pasajero, una responsabilidad aparentemente ilimitada por parte del transportista. 
 
Si bien, en este caso, existe una limitación económica, como hemos visto, para el ámbito 
en el cual puede aplicar una responsabilidad objetiva, dicho monto se puede sobrepasar 
aplicando una responsabilidad subjetiva y no vemos que se disponga de ninguna 
limitación de suma como tope, como sí se establece en el caso del transporte de equipaje 
o de carga, o en el mismo caso del retraso y como sucedía en todos los instrumentos que 
integran el Sistema de Varsovia incluyendo el Protocolo de Guatemala. 
 
Por lo tanto consideramos permitido afirmar que la responsabilidad es limitada o ilimitada, 
según la causa del daño, pues si el transportista actuó con la debida diligencia, la 
responsabilidad del transportista sería obviamente limitada, lo cual es verdaderamente 
criticable. 
 
 
4.2.2.4.- Críticas al régimen de responsabilidad civil dispuesto en el Convenio de 
Montreal de 1999, para el caso de daños producidos a los pasajeros que impliquen 
la muerte o lesiones de estos.- 
 
Creemos loable la intención que tuviese el legislador al establecer en el Convenio de 
Montreal, aunque sea parcialmente, un régimen de responsabilidad objetiva limitado en 
cuanto a su monto máximo pues es claro que lo pretendía con la inserción de este 
régimen era permitir un sistema más justo y evitar largos y costosos litigios, así como el 
hecho de garantizar la reparación del daño causado. 
 
Sin embargo, pese a esta bien intencionada labor de los redactores del Convenio, hemos 
de considerar, por el comportamiento de los antecedentes jurisdiccionales con los que 
contamos, que el hecho de que la responsabilidad objetiva se encuentre limitada y por 
encima de esta limitación se establezca un régimen de responsabilidad subjetivo ilimitado, 
únicamente logrará que el accionante tenga que decidir entre dos posibilidades: 
 
1 La primera sería que el pasajero víctima del daño o sus derechohabientes tengan 
que conformarse con una indemnización de hasta 100.000 derechos especiales de 
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giro con el fin de no entrar en gravosos y poco céleres procesos jurisdiccionales, 
posiblemente no obteniendo el total de la indemnización que en derecho les 
corresponde.  
2 O, que como segunda opción, elija intentar cobrar una suma superior y plantear un 
litigio en el cual la discusión se centre, en intentar demostrar la actuación indebida 
por parte del transportista, que faculta al accionante, entrando en los territorios del 
régimen de responsabilidad subjetiva, cobrar una suma por encima de los 100.000 
derechos especiales de giro, con lo cual únicamente se logrará, como 
históricamente ha sucedido, el alargamiento de los costosos procesos judiciales. 
 
En resumen de lo hasta aquí analizado, podemos decir que la buena intención de los 
redactores de este instrumento no creemos que surta todos los frutos que se han 
pretendido, pues por un lado haría que las víctimas, con el fin de no pasar por un proceso 
lento y gravoso, se conformen con una reparación parcial del daño, o que si, por otro lado, 
deciden pasar por este gravoso proceso, la potencial indemnización que les 
correspondería, estaría sujeta a la demostración de un actuar indebido, y con ello al 
prolongado tiempo que tome el proceso para poder cobrar la reparación del daño. 
 
Vale eso sí, alabar la disposición establecida en el artículo 28 del Convenio que establece 
la posibilidad de que el transportista haga pagos adelantados y sin demora a los 
damnificados con el fin de satisfacer las necesidades inmediatas de estos, empero, 
debemos aclarar que dicha norma únicamente da la posibilidad de que la legislación 
nacional lo establezca así y no es, en nada, obligatorio hasta que los legisladores de cada 
país así lo reconozcan. 
 
Pensamos, por otro lado, que aún el conjunto sistemático de los convenios 
internacionales referentes a la responsabilidad en el derecho aéreo no ha alcanzado una 
madurez tal, para pensar en ofrecer una reparación integral del daño causado al pasajero, 
basados en que, si es cierto que se establece en Montreal una reparación integral que 
podríamos llamar cuantitativa, refiriéndonos al monto ilimitado de responsabilidad del 
transportista, creemos que no ofrece una reparación integral desde el punto de vista 
cualitativo, es decir con respecto a la calidad del daño reparable o indemnizable 
establecido, pues como se ha podido determinar no indemniza cierto tipo de daño, de 
manera que no podríamos decir que el Convenio de Montreal establece una reparación 
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integral y total del posible daño que se le pueda causar a los pasajeros. Lo cual 
estimamos, roza con las normas constitucionales, específicamente lo dispuesto en el 
artículo 41 de nuestra constitución al establecer esta, la base para que se obligue a 
cualquier sujeto dañoso a reparar integralmente el daño que ha causado. 
 
En nuestra opinión se excluye del ámbito del convenio el denominado daño moral pues 
este no encaja exactamente en la descripción de daño corporal, pues como se ha visto, 
se define como el dolor congojado que puede sufrir el pasajero a raíz del daño. 
 
Asimismo nos parece que los convenios excluyen el daño psicológico, al no poder 
definirse este como daño corporal y que pueden, tanto el daño psicológico como el daño 
moral, ser verdaderamente gravosos para los pasajeros que resulten dañados al 
potencialmente impedirles realizar ciertas tareas o convertirse en egresos pecuniarios al 
tener que pasar por costosos tratamientos para volver al estado en que se encontraban 
anteriormente a la realización del transporte. 
 
Valga aclarar que es necesario hacer la diferenciación entre el daño psicológico y las 
posibles lesiones mentales físicas, las cuales han de tener una connotación corpórea y 
por tanto deben ingresar en la clasificación de daño corporal. 
 
Es entendible que los intereses de las grandes compañías aseguradoras de transportistas 
aéreos hayan presionado a los redactores de estos instrumentos internacionales para que 
se excluyeran del ámbito de ellos, cierto tipo de daños como los morales debido, en parte, 
a la dificultad para la determinación y la valoración de estos, empero esto no es un 
argumento efectivo ni atendible para que se excluyan tales tipos de daños de una posible 
indemnización, pues hay que reconocerlos como dañinos y en algunas circunstancias 
gravosos y por consiguiente como sujetos de reparación. 
 
En cuanto a lo que hasta aquí hemos afirmado vale destacar que una parte de la doctrina 
se inclina por hacer una interpretación extensiva del concepto de daño corporal 
incluyendo dentro de este concepto las lesiones psíquicas pues, según algunos autores, 
estas “deben ser consideradas como daños físicos, por propia naturaleza, se debe 
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considerar también la inclusión de los daños morales.”253 Según esta interpretación si bien 
dentro del concepto de lesión corporal no se encuentra comprendido el daño moral, al ser 
este concurrente con los daños físicos debe ser resarcible.  
 
Con respecto a la anterior interpretación extensiva del concepto de daño, si bien 
consideramos loable el intento de incluir los daños morales dentro de la categoría de los 
daños resarcibles, creemos que tal idea sería extender demasiado el concepto hilando 
demasiado fino. Además, ¿qué sucede cuando se presenta un daño moral que no sea 
concurrente con un daño físico? Es obvio que este daño sería irreparable según el 
Convenio aún y cuando se aplique este tipo de interpretación extensiva.  
 
Consideramos por esto que aunque intentemos interpretar extensivamente el artículo 17 
del Convenio de Montreal, esto sería insuficiente, y por tanto, creemos conveniente 
continuar con nuestra crítica en cuanto a este punto, pues como hemos venido 
argumentando el concepto establecido en el mencionado artículo resulta a todas luces un 
obstáculo para una reparación integral de toda la gama de posibles daños que se puedan 
ocasionar. 
 
En conclusión, estimamos que para poder alcanzar el anhelo constitucional que impone 
una reparación integral del daño y una responsabilidad efectiva por parte del transportista 
debe ser necesario que este resarza la totalidad de los daños que se puedan causar sin 
excluir arbitrariamente modalidad alguna de estos. Es decir, no puede ser posible que el 
transportador aéreo deba reparar solo cierto tipo de daños, como lo son el daño que 
cause muerte del pasajero, o el daño que cause lesiones corporales y no repare los 
posibles daños morales o de otro tipo que no se incluyen en el Convenio. 
 
 
4.2.3.- Responsabilidad civil del transportista por retrasos en las operaciones 
aéreas según el Convenio de Montreal de 1999.-  
 
 
4.2.3.1.- Daño responsable.-  
 
                                                 
253 Zunino, 1979; P. 150. 
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El artículo 19 del Convenio de Montreal expresa en su primera parte que “El transportista 
es responsable del daño ocasionado por retrasos en el transporte aéreo de pasajeros, 
equipaje o carga.”254
 
Para los efectos de nuestro estudio nos centraremos específicamente en el análisis del 
retraso en el transporte aéreo de pasajeros y de la responsabilidad que este hecho puede 
generar en el transportista aéreo. 
 
En el tema de las relaciones contractuales, generalmente la ejecución de las prestaciones 
que se acuerdan en el contrato están sujetan a plazos precisos en cuanto a su 
cumplimiento y el transporte aéreo no es la excepción, pues el tiempo en que debe 
llevarse a cabo la ejecución del contrato es un punto determinante para escoger este tipo 
de transporte sobre el marítimo o el terrestre que dilatarían muchísimo más la ejecución 
de este.  
 
De ahí que Mapelli afirma que: 
 
“…en todo transporte comercial y más aún en el aéreo debe quedar aprioríticamente 
establecido un tiempo de realización y que éste compromiso debe observarse 
escrupulosamente por el transportista y que para que el mismo se sienta compelido a ello, 
el incumplimiento debe aparejarle penosas consecuencias, aunque siempre razonables.... 
Podemos a éstos efectos equiparar el retraso con la mora en el cumplimiento de una 
obligación.”255
 
Como regla general podemos decir, entonces, que la demora en la ejecución del contrato 
de transporte aéreo altera las obligaciones pactadas en él, no obstante, como hemos visto 
el artículo 19 que hace referencia al retraso es ambiguo, escueto y poco claro en el 
sentido de que no nos deja ver claramente una definición de retraso256 o de daño a los 
que aplica esta institución y no facilita un concepto para determinar sobre qué aspecto 
                                                 
254 Artículo 19 del Convenio de Montreal de 1999. 
255 Mapelli, Enrique; La responsabilidad del porteador aéreo en los casos de retraso; Sextas Jornadas Ibero- 
Americanas de Derecho Aeronáutico y del Espacio; Editado por el Instituto Iberoamericano de Derecho 
Aeronáutico y del Espacio y de la Aviación Comercial; Madrid, España; 1975; P. 302. 
256 Según nos comenta Mapelli que los tribunales americanos han interpretado que ante la ausencia de 
regulación al respecto en cuanto a la definición del retraso, “el transportista tendrá la obligación de 
realizarlo en un plazo normal” (Mapelli, 1975; P. 307 y ss.). 
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debe ser calculado este. 
 
En primer término sería necesario determinar si los horarios establecidos en el contrato 
constituyen un compromiso que se integra a este, pues en caso de que esto no resultara 
así, no podría entonces entenderse como un deber por parte del transportista y por tanto 
no existiría la posibilidad de que pudiese ocurrir un retraso.  
 
En cuanto a este punto debemos mencionar que según se expresa en las condiciones 
generales del contrato de transporte aéreo dictadas por IATA257 y gran parte de las 
compañías aéreas, como hemos dicho anteriormente, conciben que los horarios 
publicados son tiempos aproximados para la realización del transporte y para nada dichos 
tiempos pueden estar garantizados, los cuales se pueden variar sin previo aviso o aún 
cancelarse cuando las circunstancias lo exijan. 
 
Al respecto debemos tener en cuenta que la IATA es una asociación privada de 
transportistas y que las condiciones generales de contratación a las que hacíamos 
referencia deben ser tratadas por las aerolíneas como una simple recomendación para 
ser tomadas en cuenta por ellas y de ninguna manera son obligatorias y mucho menos 
pueden verse como una interpretación legítima de lo expresado por el texto de los 
convenios internacionales. 
 
Por otra parte creemos que cláusulas de esta naturaleza tienden a exonerar de una 
posible responsabilidad al transportista en caso de ocurrir un retraso, chocan y se 
contraponen con lo establecido en el artículo 26 del Convenio de Montreal que dispone 
que “Toda cláusula que tienda a exonerar al transportista de su responsabilidad o fijar un 
                                                 
257 Al respecto el artículo 10 de las Condiciones generales de transporte de pasajeros de la Asociación de 
Transporte Aéreo Internacional, aprobadas el 1 de abril de 1971, establece: a) El porteador se compromete a 
hacer cuanto sea posible para transportar al pasajero y su equipaje con la diligencia razonable. Las horas 
que figuran en el billete, horarios o cualquier otro lugar no están garantizadas no forman parte del contrato 
de transporte, no asumiendo el porteador la responsabilidad de los enlaces. b) Los horarios están sujetos a 
cambios sin previo aviso. El porteador, cuando lo requieran las circunstancias, podrá alterar u omitir los 
puntos de escala citados en el billete o en los horarios y sustituir los transportistas alternativos o la 
aeronave. c) El porteador no será responsable de errores u omisiones en los horarios y demás publicaciones 
o programas ni de lo que sus empleados, agentes o representantes aseguren o garanticen en relación con las 
fechas y hora de partida y llegada, o con los vuelos. Cuando lo requieran las circunstancias, el porteador 
podrá cancelar, desviar, posponer o retrasar un vuelo sin previo aviso. En cualquiera de estos casos, y con la 
debida consideración a los razonables intereses del pasajero, deberá transportarle, devolverle el dinero o 
cambiar la ruta, según se prevé en el artículo VI, párrafo 2, aunque sin que le sea imputable responsabilidad 
alguna. 
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límite inferior al establecido en el presente Convenio será nula y de ningún efecto...”.258
 
Por tanto, debemos considerar que las condiciones generales establecidas por IATA, al 
intentar exonerar al transportista de su responsabilidad por daños ocasionados producto 
del retraso en las operaciones del porteador deben ser consideradas nulas y deberán no 
tener efecto en el contrato. 
 
Al respecto Mapelli y Cosentino han afirmado que: 
 
“…con ligeras variantes, los tribunales han declarado la improcedencia de la dispensa 
contractual como una de las causales exonerativas de responsabilidad. Así, la reserva 
formulada por vía convencional, no puede liberar al transportador de todos los daños 
emergentes del retraso, ni eximirlo de reparar el perjuicio producido por un retardo de 
importancia.”259
 
Por lo expuesto, la posición que consideramos acertada en este respecto es que los 
horarios establecidos en el contrato de transporte aéreo son parte constituyente de esto y 
el transportista debe encontrarse obligado al cumplimiento de estos parámetros de 
tiempo.  
 
Sin embargo, pensamos que debido a la poca exactitud del artículo 19 en cuanto a la 
definición que hace del concepto de retraso y lo que se debe entender por este y por la 
especialidad que presenta el fenómeno aeronáutico, debemos ser flexibles en cuanto al 
concepto que debemos manejar en lo que se refiere al retraso, así como a lo de que se 
debe entender por daños producidos por este. 
 
Por otra parte, debemos aclarar el incumplimiento de la obligación contractual producido 
por el retraso en las operaciones del transportista de cumplir con los horarios establecidos 
no es per se generadora de responsabilidad, pues para que el retraso pueda ser 
generador de responsabilidad debe causar un daño a los pasajeros y para que este pueda 
ser indemnizable no debe mediar la eximente de responsabilidad dispuesto en la segunda 
parte del artículo 19. 
                                                 
258 Artículo 26 del Convenio de Montreal de 1999. 
259 Folchi, Mario; Cosentino, Eduardo; Derecho Aeronáutico y Transporte Aéreo; Editorial Astrea de Alfredo 
y Ricardo de Palma; Buenos Aires, Argentina; 1977; P. 106. 
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Esta segunda parte del artículo 19 menciona que “el transportista no será responsable del 
daño ocasionado por retraso si prueba que él y sus dependientes y agentes adoptaron 
todas las medidas que eran razonablemente necesarias para evitar el daño o que les fue 
imposible, a uno y a otros, adoptar dichas medidas.”260
 
Por tanto vemos que el transportista solo será responsable del daño causado a un 
pasajero por el retraso en sus operaciones, si este no logra probar su debida diligencia, es 
decir si este no logra probar su falta de culpa. 
 
Debemos considerar, entonces, a la institución del retraso como un hecho con 
potencialidad de generar daño a los pasajeros, y en caso de que este se produzca tiene la 
potencialidad de generar responsabilidad por parte del transportista si este no logra 
demostrar la debida diligencia establecida en el convenio. Es por esto que debemos 
afirmar que lo resarcible no es el retraso en sí, sino el efecto que este pueda generar. 
 
Al respecto, nos adherirnos a lo dicho por el catedrático costarricense Víctor Pérez 
cuando afirma que “en cuanto a la responsabilidad por retrasos cabe recordar que no todo 
retraso origina responsabilidad (no puede hablarse de retraso responsable, por ejemplo, 
en casos de congestión de tráfico, medidas de seguridad o fenómenos de la 
naturaleza)”.261  
 
Dicho lo anterior es pertinente extraer algunos elementos necesarios para la constitución 
de la responsabilidad del porteador en caso de ocurrir un daño producto del retraso en las 
operaciones de este referentes al transporte aéreo de pasajeros: 
 
1 Existencia del hecho del retraso en las operaciones del transportista. 
2 Existencia de daño producto de este retraso. 
3 Nexo de causalidad entre el retraso en las operaciones del transportista y el daño 
ocasionado al pasajero. 
4 Inexistencia de una causal que pueda exonerar al transportista de su 
responsabilidad.  
                                                 
260 Artículo 19 del Convenio de Montreal de 1999. 
261 Pérez Vargas, 2001; P. 23. 
 
 
215
 
Si se lograse configurar los anteriores elementos y por ende, llegase a existir una 
responsabilidad por parte del transportista, derivada del hecho de un retraso en las 
operaciones del porteador y causante de un daño al pasajero, debemos tener claro que 
dicha responsabilidad sería de carácter subjetiva y limitada, caracteres que analizaremos 
de seguido. 
 
 
4.2.3.2.- Factor atributivo de responsabilidad: subjetivo.- 
 
La aplicación de un régimen de responsabilidad subjetivo para el caso de daño causado 
por el retraso del transportista, en contraposición con el régimen aplicable para el caso de 
muerte o lesiones de los pasajeros, de corte objetivo, hace que la culpa del transportista 
juegue un papel muy importante en la responsabilidad derivada de la demora en la 
ejecución del contrato.  
 
Como vimos anteriormente, en la segunda parte del artículo 19 se dispone que el 
transportista no será responsable del retraso si este logra probar que se adoptaron todas 
las medidas necesarias para evitar el daño o que les fue imposible tomarlas.262 Esto no es 
más que el deber de la debida diligencia que debe tener el transportista, el cual, al 
ejecutar un transporte aéreo debe haber sido suficientemente diligente como para, con su 
conducta, haber intentado evitar los posibles daños que se pudieron haber previsto.  
 
De esta manera vemos que el transportista solo será responsable de un daño causado a 
los pasajeros por el retraso en sus operaciones si no ha tenido la debida diligencia, como 
para haber corregido las causas que se podían prever y corregir para realizar el transporte 
a tiempo. Contrario sensu no será responsable si al ser un transportista diligente utilizó su 
logística para hacer que la ejecución de su operación se efectuara en el preciso tiempo en 
que se contrató, previendo y eliminando las posibles causas de retraso que pudiese 
corregir.  
 
Obviamente existen causas que no son corregibles o no son previsibles de ninguna forma 
aunque se cuente con una debida diligencia, caso en el cual se entendería que fue 
                                                 
262 Artículo 19 del Convenio de Montreal de 1999. 
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imposible tomar dichas medidas, lo cual exoneraría de responsabilidad al porteador 
constituyendo un retardo no imputable a esto. 
 
De acuerdo con lo que expusimos del texto del artículo 19, estarían, dichas causas 
incorregibles, como pueden ser causas de fuerza mayor como las condiciones 
meteorológicas que siendo previsibles no son corregibles y escapan de la voluntad del 
transportador; o causas imprevisibles como el caso fortuito, exentas, ambas de 
responsabilidad por parte del transportista y por tanto el retraso debe ser soportado por el 
pasajero. 
 
Con lo hasta aquí expuesto podemos decir que, en realidad, el transportista es 
responsable únicamente cuando es culpable del hecho del retraso, en otras palabras, que 
será únicamente responsable del daño cuando por su culpa no se hayan tomado todas las 
medidas necesarias para corregir los posibles atrasos previsibles y corregibles.  
 
Esto es un claro ejemplo de responsabilidad civil subjetiva del transportista, pues la 
responsabilidad se constituye solo cuando media la culpa de esto en la producción del 
retraso al no haber sido tan diligente como se supone que un transportista deber ser con 
el fin de evitar posibles daños.  
 
Como comentario final a esta parte de análisis de la responsabilidad subjetiva del 
porteador en el caso de la demora, creemos que imponer este tipo de responsabilidad con 
el factor de atribución subjetiva debe ser lo adecuado para el caso de daños producto del 
retraso. 
 
No puede preverse en el supuesto del retraso una responsabilidad objetiva  pues creemos 
que esto traería consecuencias negativas respecto a la obligación de seguridad que debe 
prevalecer sobre la obligación temporal prevista en cuanto a la ejecución del contrato. 
 
El hecho de imponer un sistema de responsabilidad objetiva para este supuesto 
únicamente haría que el transportista, con el fin de no verse obligado a pagar 
indemnizaciones, intente efectuar sus vuelos cumpliendo con los horarios programados a 
veces sin tomar en cuenta, por ejemplo, cuestiones meteorológicas, las cuales, como 
hemos dicho, podrían resultar perjudiciales en cuanto al tema de la seguridad de los 
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pasajeros. 
 
 
4.2.3.3.- Limitación de los montos indemnizatorios.- 
 
El artículo 22 del Convenio de Montreal dispone que “En caso de daño causado por 
retraso, como se especifica en el artículo 19, en el transporte de personas, la 
responsabilidad del transportista se limita a 4.150,00 derechos especiales de giro por 
pasajero.”263
 
Como vemos el artículo per se es bastante claro en cuanto a la limitación del monto de la 
indemnización en este supuesto de hecho y muy diferente al tratamiento que se le daba 
en el Convenio de Varsovia, en el cual no se disponía de un límite indemnizatorio 
específico para este tipo de caso. 
 
 
4.2.3.4.- Críticas al régimen de responsabilidad civil dispuesto en el Convenio de 
Montreal de 1999, para el caso de daños producidos a los pasajeros causados por 
el retraso en las operaciones del transportista.- 
 
Como hemos podido apreciar, para el supuesto de daño ocasionado a un pasajero 
producido por el retraso en las operaciones del porteador, el convenio instaura un régimen 
de responsabilidad subjetivo y limitado.  
 
Con respecto a este caso, creemos que nuestras normas constitucionales permiten que 
las disposiciones infraconstitucionales dispongan qué tipo de régimen de responsabilidad 
se puede aplicar para cada caso concreto en el cual se produzcan daños, de manera que 
podrían disponer regímenes de responsabilidad tanto subjetivos como objetivos, lo que a 
nuestro parecer nuestra constitución no permite, basándonos en el artículo 41, es que una 
vez que se determina que un sujeto es responsable por la producción de un daño, 
lléguese a esta conclusión mediante cualquier tipo de régimen de responsabilidad, el 
sujeto dañoso no ejecute una reparación integral, cierta, efectiva, completa y total del 
daño causado y no una reparación a medias, incompleta o limitada pues de esta manera 
                                                 
263 Artículo 22, inciso 1 del Convenio de Montreal de 1999. 
 
 
218
negando una verdadera reparación del daño. 
 
En el caso de el daño producido por el retraso en las operaciones del porteador, si bien 
consideramos que el tratado tiene la facultad de imponer un régimen subjetivo, estimamos 
que el hecho de limitar cuantitativamente el monto de la indemnización por daños no 
ofrece al pasajero una posible reparación integral del daño en los casos en que el monto 
de la reparación supere los 4.150,00 derechos especiales de giro. 
 
Queremos aclarar aquí, que no hemos dicho que no se pueda dar el caso de que un daño 
causado por el retraso se repare integralmente, pues es posible que el quantum 
indemnizatorio por concepto de la reparación de un daño no supere los 4.150,00 derechos 
especiales de giro, caso en el cual el transportista podría pagar la totalidad de la 
estimación económica del daño y por ende ejecutarse una reparación integral. Sin 
embargo, no podemos pensar que todos los casos vayan a ocasionar daños que no 
superen esta suma, supuesto en el cual efectivamente se limitaría tanto la responsabilidad 
del transportista como el derecho del pasajero de obtener una reparación integral del 
daño que ha soportado. 
 
 
4.2.4.- Inconstitucionalidad de las limitaciones tendientes a obstaculizar una 
reparación integral del daño causado.- 
 
En esta sección nos interesa considerar específicamente la idea que tanto la exclusión de 
cierto tipo de daño arbitrariamente determinado por los redactores del convenio como la 
imposición de límites a los montos indemnizatorios resultan violatorios de los principios 
constitucionales que exigen una reparación integral del daño causado cualquiera que sea 
este.  
 
Antes debemos hacer referencia a que la pirámide normativa aplicable en el país, en 
orden jerárquico se compone de los siguientes elementos: 
 
1.- Constitución Política. 
2.- Tratados Internacionales. 
3.- Ley. 
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4.- Decretos ejecutivos, reglamentos y normas subordinadas a estos. 
 
Basados en dicho orden no puede existir ningún tratado, ley o decreto que contravenga lo 
dispuesto en la Constitución Política, esto, con la única excepción que ha aceptado la 
Sala Constitucional, de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, 
pues este tribunal ha afirmado que “... los instrumentos de Derechos Humanos vigentes 
en Costa Rica, tienen no solamente un valor similar a la Constitución Política, sino que en 
la medida en que otorguen mayores derechos o garantías a las personas, priman por 
sobre la Constitución.”264
 
Entonces partiendo de lo dicho anteriormente, al estar claros en que los Convenios, tanto 
el de Montreal de 1999, como los que componen el Sistema de Varsovia, no son 
instrumentos internacionales que especialmente protegen derechos humanos, deberían 
estos subordinarse a lo establecido por nuestra Constitución Política. 
 
Por otra parte, creemos que la Constitución de Costa Rica, en el artículo 41, establece el 
derecho a la reparación integral del daño al disponer que “Ocurriendo a las leyes, todos 
han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, 
propiedad o intereses morales....”.265
 
Con respecto al artículo anterior de nuestra carta magna debemos notar que el artículo 
hace referencia a cualquier tipo de daño sea este patrimonial o no, sea este físico o moral. 
Asimismo debemos interpretar que al referirse a la “reparación”, debe ser una reparación 
total, completa, integral, no podemos pensar que el constituyente pretendiera establecer 
con lo dicho una reparación que así no lo fuera, incompleta, parcial, no integral. 
 
A este respecto creemos conveniente citar lo expresado por el profesor Rivero al afirmar 
que “(...) el derecho a la reparación o resarcimiento tiene rango constitucional y, por tanto, 
se encuentra en la cúspide de la pirámide normativa del Ordenamiento Jurídico. Así, 
cualquier argumento doctrinal, legal o jurisprudencial que ponga obstáculos al logro de 
                                                 
264 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Voto No. 2313- 95 de las dieciséis horas dieciocho 
minutos del nueve de mayo de mil novecientos noventa y cinco. 
265 Artículo 41 de la Constitución Política de la República de Costa Rica del 07 de noviembre de 1949. 
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una reparación integral es contrario a la Constitución.”266
 
Basados en estos argumentos podemos concluir que el derecho a la reparación 
establecido en la constitución es el derecho a una reparación integral del daño, cualquiera 
que este fuese y sin hacer distinción de la clase de estos, el cual, por asumir rango 
constitucional debe tener la suficiente fuerza para hacer que el ordenamiento 
infraconstitucional se adapte a esta disposición.  
 
Como hemos mencionado específicamente en el Convenio de Montreal de 1999 nos 
interesa discutir la constitucional sobre dos cuestiones trascendentales de este, las 
cuales, creemos que rozan con la constitucionalidad del país: 
 
1.- La exclusión de la reparación de daño sufrido por los pasajeros que no se determine 
como corporal. 
2.- Los límites a los montos indemnizatorios establecidos para el caso del retraso. 
 
En cuanto a la exclusión del daño sufrido por los pasajeros que no se determine como 
corporal, creemos que no se establece ningún argumento válido que fundamente esta 
exclusión discriminada, pues la única razón que hemos escuchado durante toda la 
exposición de nuestro trabajo debido a la cual se excluyó el daño no corporal de los daños 
considerados como indemnizables ha sido la presión que han opuesto los aseguradores 
aéreos ante los redactores del convenio en mucho considerando sus intereses 
económicos. 
 
Hemos de suponer que daño es daño sea cual fuere y como tal, tiene efectos negativos 
en un sujeto de derecho, el cual, con fundamento en principios constitucionales no tiene 
por qué verse obligado a soportarlo si no ha contribuido a la producción de este. 
 
Si pretendemos que el pasajero soporte por sí mismo el tipo de daño que se excluye del 
convenio, es decir, el daño moral o el daño psicológico, entonces verdaderamente 
estaríamos irrespetando la Constitución pues vemos que esta exige el deber de reparar 
cualquier tipo de daño ya sea este causado a propiedad, intereses morales o en la 
                                                 
266 Rivero Sánchez, Juan Marco; Responsabilidad Civil; Tomo II; Medellín, Colombia; Biblioteca Jurídica 
Diké; segunda edición; 2001; P. 44. 
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persona misma.  
 
Ahora bien, con respecto al segundo punto del presente análisis, específicamente, con 
referencia a la posible inconstitucionalidad de la limitación a los montos de indemnización 
tanto para el caso del daño producido por el retraso en el Convenio de Montreal, como 
para todas las demás limitaciones de responsabilidad establecidas en los otros convenios 
vigentes, creemos que los argumentos que motivaron la instauración de estos límites ya 
no tienen cabida en nuestros días, los cuales pretendía fomentar el desarrollo de la 
industria aérea. Esta ha cambiado y se ha desarrollado en todos los campos, incluyendo 
el económico, desde que se hiciera la redacción del Convenio de Varsovia, fundador de 
los primeros límites a la responsabilidad del transportista aéreo a nivel internacional, 80 
años atrás, por lo cual no es dable esgrimir los mismos motivos que se expusieran en 
aquel entonces.  
 
De los argumentos a favor de la instauración de estos límites de responsabilidad podemos 
citar los siguientes, de los cuales, como veremos y hemos afirmado, ninguno tiene cabida 
en nuestros días: 
 
1.- Que debido al alto grado de riesgo de la operación aeronáutica era necesario 
establecer límites de responsabilidad. Debemos tomar en cuenta que al momento de la 
redacción del Convenio de Varsovia, en el cual se instauraron las limitaciones que a la 
fecha perduran, el riesgo aeronáutico era un factor importante a tomar en cuenta debido al 
escaso desarrollo tecnológico de los máquinas voladoras y, por tanto, cada viaje se podía 
considerar una aventura debido a la inseguridad que presentaban tales aparatos, 
asimismo se determino que los pasajeros también debían soportar en cierta medida estos 
riesgos aeronáuticos de manera que era razonable no establecer una responsabilidad 
ilimitada; sin embargo, debemos tomar en cuenta que si bien existían dichos riesgos en 
los primeros años del desarrollo de esta industria, en nuestra época estos se han reducido 
considerablemente haciendo del transporte aéreo una de las formas más seguras de 
viajar y por tanto excluyéndolos del panorama de argumentos válidos para establecer 
limitaciones de responsabilidad a favor del transportista. En conjunto con lo anterior, en 
nuestros tiempos, no consideramos justo que el pasajero tenga que soportar las 
limitaciones de responsabilidad del transportista basadas en estos riesgos aeronáuticos 
cuando prácticamente devienen inexistentes. 
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2.-Que se debían instaurar estos límites debido a la necesidad de proteger una industria 
insipiente. Esta es otra de las razones que se dieron en aquel entonces para validar la 
existencia de estos límites, era justificada debido a que en los primeros años de nuestro 
siglo la industria aeronáutica se encontraba en ciernes y por tanto era aún 
económicamente y financieramente débil, esto aunado a los riesgos inherentes a la 
aviación, a los que hacíamos referencia, hacían necesario proteger a este sector pues era 
razonablemente inviable desarrollar una industria con tantos riesgos y con 
responsabilidades ilimitadas, empero, el panorama ha cambiado, como hemos dicho los 
riesgos han bajado muchísimo, la industria aeronáutica en nuestros días es más fuerte 
que nunca y ha alcanzado un grado de desarrollo inimaginable en los años en que se 
instauraron estas limitaciones, por lo que afirmamos que este argumento tampoco es 
válido en nuestros días para considerar mantener límites aeronáuticos. 
 
3.- Que se debía limitar la responsabilidad debido al alto costo de seguros aeronáuticos 
que una ilimitación de responsabilidad pudiese acarrear. Esta tesis, sin embargo, en la 
actualidad no es tampoco válida puesto que como nos comenta Roger Guevara citando al 
Dr. Vásquez Rocha “... en términos prácticos la mayoría de las compañías del mundo ya 
están aseguradas por una responsabilidad ilimitada, lo que resulta claro al menos en el 
caso de las compañías de los Estados Unidos porque  una responsabilidad ilimitada está 
vigente desde siempre en su transporte interno...”.267 De igual manera, en muchos de los 
viajes internacionales aplica una responsabilidad ilimitada a raíz de la firma de acuerdos 
como los Acuerdos Interlineales de IATA. En este sentido, continúa comentando el señor 
Guevara Vega que “... es importante mencionar que según el criterio de los expertos, la 
existencia de una responsabilidad ilimitada no aumentaría sustancialmente los 
seguros.”268
 
4.- Que los límites de responsabilidad son necesarios en pro de evitar la inseguridad que 
se puede generar para las partes contratantes si todas buscan accionar en los Estados 
que admiten las indemnizaciones más elevadas. En realidad este problema nos parece 
que no es tal, puesto que en una infinidad de casos las partes pueden escoger la 
jurisdicción que más les conviene sin que en realidad se presenten problemas de una 
                                                 
267 Guevara Vega, 1999; P. 272. 
268 Guevara Vega, 1999; P. 272. 
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índole como la que se argumenta, injusto sería que no se diera esta posibilidad y que, 
como se encuentra planteado, las partes tuviesen que adherirse a lo dispuesto en un 
convenio internacional que no toma en cuenta los niveles de vida de cada Estado por 
separado, haciendo que en unos Estados la indemnización se considere extremadamente 
escasa  y en otros demasiado elevada. 
  
Por último en cuanto a estos límites de responsabilidad, debemos recordar que estos 
nunca se adecuaron pacíficamente a la voluntad de todos los Estados, debido, como 
hemos mencionado, a la diversidad de estándares económicos de vida de los ciudadanos 
de diferentes países partes, de manera que la limitación de los montos indemnizatorios en 
realidad no podría nunca ser una solución global uniforme que es uno de los fundamentos 
de los Convenios, a saber, ofrecer una uniformidad universal de ciertas reglas relativas al 
derecho aéreo. 
 
No pueden ser ni servir nunca para una solución global el establecimiento de limitaciones 
o tasaciones que apliquen universalmente pues la valoración de los bienes jurídicamente 
relevantes es diferentes dependiendo del lugar y del momento en que se enmarquen, no 
es lo mismo una lesión corporal de un daño ocurrido en Latinoamérica a una lesión 
corporal de un daño ocurrido en Europa pues los gastos médicos para la reparación de 
este daño varían local y temporalmente, estos son valoraciones eminentemente 
económicas y dependen del nivel de vida de los diferentes ciudadanos de las diferentes 
naciones que componen el orbe, por tanto ofrecer una limitación que aplique globalmente 
debe ser una utopía y es absurda desde el primer momento en que se planteó en los 
primeros años del siglo pasado para la redacción del Convenio de Varsovia, por tanto 
estas determinaciones económicas deben ser valoradas por el juez y peritos 
especializados para cada caso concreto y hacerlos depender del espacio y tiempo 
específicos. 
 
Debemos pensar, los abogados, como redactores legislativos, que establecer este tipo de 
tasaciones es escribir la crónica de muertes anunciadas para nuestros trabajos, pues 
pronto quedarán desactualizados por los cambios económicos y relegados al estudio de la 
historia del derecho. 
 
Igualmente al ser estos límites franqueables si se logra probar el “dolo” del transportista, 
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lo único a lo que contribuían era a hacer los procesos más extensos, centrándose, la parte 
actora, en intentar demostrar que efectivamente ha existido este actuar con intención de 
causar daño o con temeridad, que permitía ilimitar la responsabilidad del transportista. 
 
Por último debemos decir que cualquier limitación de responsabilidad a favor del 
transportista resulta evidente inequitativa, que esta tiende a beneficiar únicamente a la 
parte más fuerte de la relación contractual, la aerolínea, mientras que el pasajero, la parte 
más débil de la relación se ve perjudicado por esta. Es más el pasajero en caso de 
causarle un daño a la aerolínea resultaría ilimitadamente responsable, lo que resulta 
ilógico a todas luces.   
 
Con respecto específicamente a cuestiones de constitucionalidad sobre estos límites 
máximos, es menester, al igual que lo hicimos al analizar líneas arriba la 
constitucionalidad de la exclusión indemnizatoria de cierto de tipo de daño, volver a 
referirse al artículo 41 de la Constitución, el cual como hemos visto le impone el deber a la 
nación de eliminar todos los obstáculos tendientes a limitar una reparación no integral del 
daño. 
 
No podemos observar en este punto tampoco argumentos válidos para establecer estas 
limitaciones a la responsabilidad de una persona más que el deseo del tratado de 
proteger al sujeto más fuerte de la relación jurídica contractual, lo cual, a todas luces nos 
parece injusto. 
 
Creemos que, tanto una limitación al monto de la indemnización, como una exclusión de 
cierto tipo de daño de la categoría de los daños indemnizables, son obstáculos obvios a 
una reparación integral del daño, son protecciones absurdas que favorecen al sujeto más 
fuerte de la relación jurídica contractual en contra del sujeto más débil, son 
concentradores de debates dilatores en contra de una justicia pronta y cumplida y están, 
entonces, en contra de lo que dicta la Constitución de nuestro país. 
 
Para finalizar, es interesante simplemente hacer referencia a los motivos mismos que 
inspiran la convención de Montreal, pues, según se establece en los considerandos 
previos de esta, se debe reconocer “(...) la importancia de asegurar la protección de los 
intereses de los usuarios del transporte aéreo internacional y la necesidad de una 
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indemnización equitativa fundada en el principio de restitución;”269
 
Nos parece una obvia contradicción esta expresión de motivos con lo dispuesto en la 
convención misma pues es claro que no puede existir una indemnización equitativa, ni 
fundarse en el principio de restitución, un sistema de responsabilidad que deje al pasajero 
en descubierto cuando sufra un daño moral o un daño psicológico o cuando el monto 
máximo de los topes indemnizatorios no sea suficiente, pues en realidad no existe una 
verdadera restitución, ni siquiera una indemnización que pueda llamarse equitativa, pues 
ambos términos, tanto el de “restitución” como el de “indemnización equitativa” hacen 
referencia al hecho de volver a poner al sujeto dañado en la misma situación fáctica en la 
que se encontraba antes de que se produjera el daño, como si este nunca hubiese 
ocurrido, lo cual es claro que no es la intención verdadera de todos estos convenios 
anteriormente analizados. 
 
 
4.2.5.- Caso de la inejecución del contrato.- 
 
Es interesante ver como los Convenios Internacionales no establecen normas específicas 
en cuanto a la posibilidad de que se dé una inejecución del Contrato de Transporte Aéreo. 
 
Este supuesto creemos que debe constituir un hecho generador de responsabilidad civil 
contractual pues se incumplió la obligación principal del transportista y el objeto mismo del 
contrato.  
 
La inejecución del contrato se puede presentar nos parece en dos modalidades, la 
primera es la falta total de ejecución del transporte aéreo, es decir, su falta de iniciación.  
 
La segunda modalidad es que si bien el transporte ha iniciado, no llegó a su punto de 
destino convenido, es decir no hubo conclusión del transporte. 
 
Asimismo como los comenta el jurista peruano Julián Palacín, la inejecución del contrato 
se puede deber tanto a factores subjetivos como puede ser la simple voluntad del 
transportista de no iniciar o no concluir el transporte: como a factores objetivos como 
                                                 
269 Exposición de motivos del Convenio de Montreal de 1999. 
 
 
226
pueden ser la fuerza mayor o el caso fortuito.270
 
Por otra parte, la inejecución del contrato de transporte se puede deber a causas propias 
presentadas por el pasajero, como la voluntad de este de no realizar el viaje, por su 
conducta inapropiada, por la falta de requisitos migratorios o de seguridad, o por su 
estado físico o mental. 
 
Igualmente, se puede deber a otros factores que impidan la realización de la operación 
como pueden ser la cancelación de los permisos de explotación de la ruta o la quiebra de 
la compañía aérea. 
 
Debemos distinguir la inejecución contractual del retraso, pues algunos podrían equiparar 
un retraso muy prolongado con una inejecución del contrato de transporte aéreo, lo cual 
no estimamos acertado pues debemos aclarar que una retraso muy prolongado no es 
más que un retraso.  
 
La inejecución contractual debe ser simplemente la no ejecución de este, la inejecución 
total y no el retraso prolongado; es decir, es la no posibilidad de que el transportista 
realice la operación en algún momento, pues de otra forma no podría ser reputado como 
inejecución, es en palabras llanas, el hecho de dejar botados a los pasajeros en algún 
punto del transporte, ya sea al inicio del viaje o durante el transcurso. 
 
Ante la falta de regulación en los instrumentos internacionales de este supuesto de 
inejecución contractual se nos presentan dos soluciones diferentes dependiendo de la 
interpretación que utilicemos: 
 
c) Podríamos interpretar que ya que la inejecución del contrato no se encuentra 
regulada por los instrumentos internacionales relacionados con la materia, se 
podría inferir que los redactores de estos convenios decidieron no contemplar una 
responsabilidad del transportista en este supuesto, ergo no existiría 
responsabilidad civil del transportista, derivada de la falta de ejecución del contrato 
de transporte aéreo. 
d) La segunda solución interpretativa a la que podríamos recurrir sería la opción de 
                                                 
270 Palacín Fernández, 1991; P. 1120. 
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pensar que simplemente este supuesto no se encuentra regulado por estos 
convenios, motivo por el cual deberíamos buscarle las soluciones por otras vías 
jurídicas que consagren la responsabilidad en casos de inejecución contractual, 
como podrían ser los principios del derecho común. 
 
Nuestra posición es que el transportista debe ser responsable ante una falta de ejecución 
del contrato y que este debería encontrarse regulado por los convenios de estudio. 
 
 
4.2.5.- Caso del “overbooking”.- 
 
En un fenómeno relativamente reciente debido a la dinámica propia del transporte aéreo y 
por tanto carente de la adecuada regulación, el overbooking dicho en palabras simples es 
la sobreventa271 o mejor dicho, la admisión excesiva de reservas de tiquetes por parte del 
transportista para un vuelo en específico sobrepasando su capacidad, y por tanto 
viéndose el transportista en la necesidad de dejar pasajeros en tierra sin la posibilidad de 
ejecutar el transporte debidamente contratado.  
 
Esta es una forma común en que las aerolíneas incumplen el contrato de transporte aéreo 
y por tanto debe generar responsabilidad del transportista por la inejecución del contrato 
del transporte aéreo con respecto a los pasajeros que se vieron imposibilitados de realizar 
el traslado por vía aérea.  
 
Esta práctica se hizo común a raíz de que los transportistas comenzaron a conocer las 
tendencias propias de su negocio en el cual estadísticamente cierto porcentaje de 
pasajeros no asistían a la realización del viaje por diferentes razones personales 
imprevistas que les impedían la realización de este, por tanto los transportistas se daban 
el chance de sobrevender tiquetes de acuerdo a la disponibilidad de asientos con los que 
                                                 
271 Es necesario diferenciar el “overbooking” o admisión excesiva de reservas del “oversales” o sobreventa, 
pues el segundo se refiere a una práctica totalmente distinta en la cual si bien se venden un número superior 
de billetes de pasaje que los que puede cubrir la capacidad de la aeronave, la aerolínea expresamente no 
acepta el compromiso del traslado en aquellos tiquetes que exceden la capacidad de la operación, son los 
denominados tiquetes “sujetos a espacio” en los cuales el pasajero tiene pleno conocimiento de tal situación 
y acepta normalmente éste convenio de índole condicional por un precio menor. En el “overbooking” la 
aerolínea se compromete al traslado (la obligación no se establece como condicional) y el pasajero no tiene 
conocimiento de que su tiquete se encuentra sujeto a espacio, con lo cual podríamos decir que es una práctica 
engañosa por parte del transportador aéreo vendiendo contratos muchas veces inejecutables. 
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contaban en sus vuelos en la misma proporción estadística en la que los pasajeros no 
asistían.  
 
Según afirma Mapelli mencionado lo dicho por el Director General de la IATA, “los datos 
reunidos por diversos transportistas internacionales de importancia indican que el número 
de pasajeros no presentados oscila entre el seis por ciento y el quince por ciento de las 
reservas, según las rutas, estación, etc., cifras que pueden ascender hasta el veinte por 
ciento en rutas con un elevado tráfico de viajeros de negocios.”272
 
Obviamente han de existir casos en los cuales todos los pasajeros con tiquetes válidos 
asistían al chequeo de determinado vuelo excediendo la capacidad de este, con lo cual 
algunos no podrían realizar el viaje.  
 
Normalmente esta práctica se ha encuadrado dentro del supuesto fáctico del mero 
incumplimiento contractual como una simple inejecución del tal, sin embargo, la tendencia 
legislativa en diferentes países ha llevado a que se dé una regulación con sanciones 
específicas para estos casos como nos comenta el señor Mario Folchi al afirmar que “Esto 
ha sido reconocido en el ámbito de la legislación interna por muchos países, como por ej., 
los europeos y por los Estados Unidos de América. En ambos casos, el marco legal es 
severo para el transportista si se produce el “overbooking” y ello demuestra la validez y 
necesidad de su incorporación al texto de un nuevo convenio internacional, para 
responder así a la deseada unificación legislativa.”273
 
Es posible que dicha práctica utilizada dentro de una adecuada estrategia de ventas de 
las compañías aéreas ayude a no dejar de utilizar espacios que de otra forma irían vacíos 
durante determinado trayecto, sin embargo, debemos estar claros en que si se produce 
este overbooking de manera que no se pueda ejecutar algún contrato de transporte aéreo, 
el transportista debe ser responsable pues se ha comprometido perfeccionando un 
contrato y por tanto, al verse dañado el pasajero, lesionado en su derecho de ser 
transportado e incumplida la obligación contractual del transportista de ejecutar el traslado 
                                                 
272 Mapelli, Enrique; El Overbooking o Exceso de Reservas de Plazas en el Transporte Aéreo; Trabajos de 
Derecho Aeronáutico y del Espacio; Colección de Estudios Jurídicos; Volumen II; Instituto Iberoamericano 
de Derecho Aeronáutico y del Espacio y de la Aviación Comercial; Madrid, España; 1978; P. 474. 
273 Folchi, Mario O.; La legislación internacional sobre la responsabilidad de los transportadores aéreos; 
Temas de Aviación Comercial y Derecho Aeronáutico y Espacial IV; Universidad Argentina de la Empresa – 
Asociación Latinoamericana de Derecho Aeronáutico y Espacial; Buenos Aires; 2000; p 49. 
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en un tiempo determinado, el daño deber ser reparado por este. 
 
Hemos decidido analizar el caso del overbooking por aparte del caso de la simple 
inejecución contractual, pues, no creemos conveniente asimilar ambos supuestos. 
Pensamos que si bien en el overbooking se da una inejecución del contrato, esta se 
agrava por lo que pensamos que puede ser un dolo eventual, ya que el transportista 
vende el tiquete con el conocimiento de que posiblemente no se pueda realizar el 
transporte con respecto a los sujetos afectados por exceso de reservas, de manera que 
podríamos decir que esta práctica, en el caso de que llegue a afectar a pasajeros, 
configuraría una inejecución contractual agravada precisamente por el dolo presente y por 
tanto merecedora de una regulación especial. 
 
En cuanto al punto anterior, resulta interesante transcribir un extracto un de la sentencia 
del caso “Capón Carlos A. y otro contra Aerolíneas Argentinas S. A. sobre Daños y 
Perjuicios varios” al expresar que:  
 
“La mencionada práctica denominada habitualmente como overbooking, responde pura y 
exclusivamente a los intereses comerciales de la empresa de aeronavegación y puede, en 
muchos casos como en el subexamen, significar una práctica de total desconsideración 
hacia el pasajero, que tiene pasaje reservado. Lo que significa, dicho en otros términos la 
adopción de un régimen –voluntariamente establecido- que es susceptible de entrañar 
una inejecución del contrato, fruto de una práctica descomedida y voluntaria, que tiñe a 
dicha inejecución de características dolosas obligacionalmente...”.274
 
En este sentido debemos establecer y determinar muy específicamente el concepto del 
overbooking que queremos dar, pues por overbooking se debe entender la práctica de 
ventas de la aerolínea que dolosamente reserva más espacios que los que tiene 
capacidad la aeronave. 
 
Esta conceptualización nos parece clave puesto que el sentido de establecer una 
regulación especial de este supuesto, por aparte del de la inejecución contractual, tiene 
sentido si es que la regulación agrava la pena por el hecho de ser el overbooking una 
                                                 
274 Caso Capón Carlos A. y otro contra Aerolíneas Argentinas S. A. sobre Daños y Perjuicios varios. Fallo de 
la Cámara Nacional en lo Civil y Comercial Federal de la República Argentina dictado por la Sala II, con 
fecha del 08 de junio de 1995. 
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actitud con el conocimiento y la aceptación de que eventualmente, el transportista, puede 
incumplir con la ejecución de algunos contratos de transporte aéreo y las obligaciones en 
consecuencia asumidas, de otra manera, no tendría sentido estudiar este caso por aparte.  
 
Si aceptamos esta definición del concepto entonces debemos entender que el hecho de 
que, eventual pero esporádicamente, se presente una sobreventa de tiquetes para un 
determinado vuelvo debido a algún problema técnico con el sistema de reservas del cual 
el transportista no tenía conocimiento no se puede reputar como overbooking debido a 
que no existía ni el conocimiento del problema, ni el dolo eventual, por lo que tal caso 
debería conceptualizarse dentro del supuesto de la inejecución contractual simple. 
 
Tomando en cuento el agravante y la extendida práctica comercial del overbooking se 
debería, entonces, establecer una regulación especial para este supuesto, la cual, deber 
ser introducida en los convenios internacionales que regulan la materia. 
 
 
5.- TEMA V: PROPUESTA DE REGULACIÓN DE UN NUEVO CONVENIO 
INTERNACIONAL PARA LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS REGLAS RELATIVAS AL 
TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL CON RESPECTO A LOS DAÑOS 
CAUSADOS A LOS PASAJEROS.- 
 
Si bien hasta aquí hemos analizado y criticado algunos de los puntos esenciales con 
respecto a la responsabilidad del transportista aéreo en cuanto a los daños causados a 
los pasajeros según los convenios internacionales en la materia, creemos que, la 
regulación establecida, sobretodo en el Convenio de Montreal de 1999 resulta insuficiente 
para poder brindarle una solución adecuada a toda la posible gama de supuestos fácticos 
que se puedan presentar y que deberían generar responsabilidad civil. 
 
No queremos, sin embargo, que se malentienda en este punto el hecho de que no 
creamos que el Convenio de Montreal pueda configurarse en un medio para la solución 
de algunos de los problemas que se presentaban y se continúan presentando en la 
actualidad con respecto a la responsabilidad del porteador, pero como hemos 
mencionado sí pensamos que el instrumento jurídico internacional firmado en Montreal 
resulta insuficiente. 
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A pesar de lo dicho, igualmente opinamos que es importante destacar algunos de los 
aciertos que la redacción del proyecto ha incorporado como lo pueden ser el hecho de la 
inclusión de una regulación específica para el caso del transporte aéreo efectuado por 
una persona distinta del transportista contractual, la incorporación de la quinta jurisdicción 
o el quinto foro, la previsión de la posibilidad de que se dé un arbitraje aunque únicamente 
se presente para el supuesto del transporte de carga o la exigencia para los Estados de 
supervisar que sus transportistas cuenten con seguros adecuados para cubrir eventuales 
indemnizaciones. 
 
Empero lo dicho anteriormente queremos en este capítulo proponer algunas reformas que 
consideramos pudiesen contribuir al desarrollo de un derecho aeronáutico internacional 
mucho más acorde con las necesidades de nuestros tiempos, centrándonos, eso sí, por la 
extensión limitada de nuestro estudio, en la responsabilidad del porteador con respecto al 
transporte aéreo internacional de pasajeros. 
 
 
5.1.- Principios ideales en los que se podría basar la regulación de un nuevo 
convenio internacional que regule la responsabilidad civil del porteador con 
respecto al transporte aéreo internacional de pasajeros.- 
 
Estimamos que para que un proyecto de convenio internacional pueda realmente 
convertirse en un instrumento jurídico eficiente, que verdaderamente pretenda una 
unificación de las reglas relativas al transporte aéreo internacional de pasajeros que 
perdure en el tiempo, que verdaderamente modernice el Sistema de Varsovia y los 
convenios posteriores, que reconozca “la importancia de asegurar la protección de los 
intereses de los usuarios del transporte aéreo internacional y la necesidad de una 
indemnización equitativa fundada en el principio de restitución”275,  y que reafirme “la 
conveniencia de un desarrollo ordenado de las operaciones de transporte aéreo 
internacional”276 es necesario que se base en los siguientes principios: 
 
1 Basado sobre un contrato de transporte aéreo que aplique entre las partes y que, 
                                                 
275 Tomado de la exposición de motivos expuestos en el Convenio de Montreal de 1999. 
276 Tomado de la exposición de motivos expuestos en el Convenio de Montreal de 1999. 
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por ende, la responsabilidad surja del incumplimiento de las obligaciones 
contractuales. 
2 Se debe establecer un sistema de responsabilidad objetivo, excepto para el caso 
del daño producido por el retraso en las operaciones del transportista en el cual se 
mantendría un sistema de responsabilidad subjetivo. 
3 Se debe incluir cualquier tipo de daño como potencial tenedor de responsabilidad y 
las indemnizaciones deben ser ilimitadas con el fin de ofrecer y no obstaculizar 
una verdadera reparación integral del daño. 
 
 
5.2.- Modificaciones propuestas al Convenio de Montreal de 1999.- 
 
Una vez nombrados sucintamente los principios sobre los cuales creemos que se debería 
basar un convenio internacional que regule eficientemente la materia, procedemos en 
esta sección a analizar detenidamente, punto por punto, las reformas específicas que se 
propone introducir. 
 
 
5.2.1.- Regulación con respecto al contrato de transporte aéreo de pasajeros.- 
 
El artículo 1 del Convenio de Montreal de 1999 menciona lo siguiente: 
 
Ámbito de aplicación: “El presente convenio se aplica a todo transporte internacional de 
personas, equipaje o carga efectuado en aeronaves, a cambio de una remuneración. Se 
aplica igualmente al transporte gratuito efectuado en aeronaves por una empresa de 
transporte aéreo.” 
 
Como nota interesante hemos mencionado que ninguno de los Convenios Internacionales 
en la materia de estudio comprenden una definición de lo que se debe entender para los 
efectos de la aplicación de esos instrumentos del Contrato de Transporte Aéreo, ni 
siquiera se hace mención a este, empero todos los juristas coinciden, casi sin excepción, 
en que estos constituyen la base para la aplicación de todos los instrumentos jurídicos 
internacionales que hemos tratado en el presente trabajo. 
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Sin embargo, estimamos que el hecho de que no se haga mención del contrato dentro de 
la redacción de los convenios pudiese resultar ambiguo o por lo menos poco claro, en el 
caso de tener que excluir de la posibilidad de la aplicación de los convenios de viajeros 
que no son pasajeros. 
 
Debemos considerar que no todo viajero es un pasajero, pues viajero será cualquier 
persona que viaje a bordo de la aeronave, lo que a nuestro juicio incluiría a los polizones, 
mientras que pasajero es únicamente aquella persona que cuenta con un billete de 
pasaje, es decir, con un contrato de transporte aéreo de pasajeros. 
  
El problema se presenta pues en algunos artículos de los convenios se utilizan las 
expresiones de “viajero” o de “pasajero” indistintamente, lo que podría prestarse a 
confusión. El mismo problema se presenta en los textos en el idioma francés en donde se 
utilizan los vocablos “voyageur” o “passager”. 
 
Asimismo a raíz de la encrucijada que nos tomó la definición del concepto de operaciones 
de embarque o desembarque, el cual es uno de los conceptos que más dolores de 
cabeza han generado entre los juristas que intentan una definición, estimamos que de 
definir apropiadamente el tiempo de la ejecución contractual podría esclarecer bastante la 
cuestión, la cual abordaremos más adelante. 
 
 
5.2.1.1.- Propuesta de regulación con respecto al contrato de transporte aéreo de 
pasajeros.- 
 
Reformar el artículo 1, inciso 1 del Convenio de Montreal de manera que se lea lo 
siguiente: 
 
“1.- El presente Convenio se aplica a todo contrato de transporte internacional de 
personas, equipaje o carga efectuado en  aeronaves y por vía aérea, a cambio de una 
remuneración. Se aplica igualmente al transporte aéreo internacional gratuito efectuado 
por una empresa de transporte aéreo. 
 
Nos pareció interesante que en la redacción del artículo no se establecía la necesidad de 
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que el transporte se diera por vía aérea, por tanto lo incluimos en la redacción. 
 
 
5.2.2.- Regulación con respecto a los daños que generan responsabilidad.- 
 
En cuanto al análisis de los daños y su concepto, en nuestro estudio nos hemos enfocado 
principalmente en los daños que pueden sufrir los pasajeros durante la ejecución de un 
contrato de transporte aéreo para lo cual abordamos la cuestión desde dos perspectivas 
diferentes de la misma manera que lo hacen los convenios que hemos estudiado, la 
primera se refiere a los daños que pueden sufrir los pasajeros en su cuerpo y la segunda 
se refiere a los daños que pueden sufrir los pasajeros producto del retraso en las 
operaciones del porteador, por causa de la inejecución del contrato o del “overbooking”. 
 
Esta división conceptual que hacen los convenios y que ya hemos analizado y criticado, 
pretendemos, en esta sección, modificarla con el fin de proponer una solución más acorde 
con las necesidades reales de los consumidores y de la industria aeronáutica en la 
actualidad. 
 
 
5.2.2.1.- Daños que atentan contra la integridad de los pasajeros.- 
 
El artículo 17 del Convenio de Montreal de 1999 referente a la muerte y lesiones de los 
pasajeros menciona lo siguiente:  
 
“El transportista es responsable del daño causado en caso de muerte o de lesión corporal 
de un pasajero por la sola razón de que el accidente que causó la muerte o lesión se haya 
producido a bordo de la aeronave o durante cualquiera de las operaciones de embarque o 
desembarque.”  
 
Pensamos que la anterior norma encuentra varias deficiencias que analizaremos de 
seguido. 
 
5.2.2.1.1.- Concepto de daño: “... del daño causado en caso de muerte o de lesión 
corporal de un pasajero...” 
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Los diversos instrumentos internacionales han atribuido responsabilidad al transportista 
cuando se presenta el “caso de muerte o de lesión corporal de un pasajero”. Basados en 
todo lo que ya hemos expuesto durante toda la exposición de este trabajo debemos 
proponer un cambio conceptual del primer concepto de daño expresado en todos los 
convenios que integran el Sistema de Varsovia, convenios posteriores a este y el 
Convenio de Montreal de 1999, que se refiere a lo que estos instrumentos han conocido 
como la famosa “lesión corporal”, “bodily injury” en su traducción inglesa o bien “lesión 
corporelle” en su acepción francesa. 
 
Con respecto al caso del concepto de muerte no tenemos comentarios por ser este un 
concepto más simple de entender y que no ha generado controversia a lo largo de la vida 
jurídica de los convenios vigentes que expresan tal término.  
 
Sin embargo, el concepto de lesión corporal ha generado una amplia polémica debido a 
las razones que hemos dado anteriormente, principalmente por no quedar de forma clara 
entendido y dejado muchas veces a la libre interpretación para algunos, de qué se 
entiende por “lesión corporal”  y si esta incluye o no otro tipo de lesiones, no estrictamente 
corporales como pueden ser el daño moral o psicológico. 
 
En caso de hacer tanto una interpretación extensiva como restrictiva del concepto 
tendremos serios inconvenientes a la hora de intentar probar la validez del argumento, 
pues existen pocos asideros objetivos desde donde partir. 
 
Nuestra conclusión es que esta discusión centrada en la semántica de los términos 
anteriormente expresados no podrá solventarse hasta que no se introduzca una nueva 
redacción que posibilite una interpretación unívoca que no se preste a debate.  
 
Es por esto que consideramos que debe incluirse expresamente dentro de la categoría de 
lesiones indemnizables tanto el daño moral como el daño psicológico a la par de las 
demás lesiones corporales estableciendo una categoría que, como el título de esta 
sección lo indica, se debe referir a los daños que atenten con la integridad de la persona y 
no sólo contra su cuerpo, sino también contra su espíritu de manera que podamos 
acercarnos a una reparación verdaderamente integral del daño sin tener que excluir de la 
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indemnización a alguna categoría de daños que podrían quedar sin reparación. 
 
Una solución tal nos parece que sería la más justa puesto que es indebido que el sujeto 
pasivo de la relación contractual, es decir, el pasajero, tenga que verse obligado a 
soportar un daño por sí mismo y que este no pueda verse indemnizado incluyendo, dentro 
de los daños reparables, cualquier tipo de daño que atente contra la integridad de los 
pasajeros, no sólo en su integridad física, sino también en su integridad desde un punto 
de vista holístico, que incluya cuerpo y la psiquis, lo que verdaderamente se encontraría 
una reparación integral del daño, el cual cumpliría el mandato constitucional establecido 
en el artículo 41. 
 
Además, enfocándonos en el punto del transportista, es ilógico y sin ningún argumento de 
derecho válido, que este pueda verse exonerado del pago de un daño que él haya 
causado por no haberse previsto en el convenio, debido a razones que como hemos visto, 
no son de aplicación en nuestros días, al irresponsabilizar al transportista sin razón 
aparente y en contra de los principios del derecho civil, uno de los cuales, consagrado en 
el artículo 1045 del Código Civil de Costa Rica, dice que “Todo aquel que por dolo, falta, 
negligencia o imprudencia, causa a otro un daño, está obligado a repararlo junto con los 
perjuicios.”277
 
Por tanto, el concepto de daño expresado en todo el sistema de Varsovia y aún el en 
Convenio de Montreal de 1999, debe ser reformado con el fin de que resulte más claro, 
unívoco, amplio y no discrimine daño alguno, pues como hemos dicho: daño es daño, 
cualquiera que este sea, y si cumple con los requisitos y elementos que lo componen 
debe ser indemnizado por el agente dañoso. 
 
 
5.2.2.1.2.- Concepto de accidente: “... por la sola razón de que el accidente que 
causó la muerte o lesión...”.- 
 
El término “accidente” igualmente es un tanto polémico dado que no podemos entender el 
concepto como cualquier hecho dañoso cualquier siniestro. De ahí la necesidad de definir 
el término en pro de una mayor determinación  del significado de la disposición.  
                                                 
277 Artículo 1045 del Código Civil de la Républica de Costa Rica. 
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Muchos autores hacen la diferenciación entre accidente e incidente, diciendo que 
accidente no puede ser cualquier incidente, lo cual nos es de poca ayuda y es una 
interpretación excesivamente técnica.  
 
Según el señor Mapelli278 el término “accidente” puede ser interpretada tanto en un 
sentido restrictivo como cualquier hecho dañoso que esté relacionado con la explotación 
de la empresa aérea. Ejemplo de este tipo de interpretación lo podemos ver plasmado en 
el anexo de la Convención de Chicago que señalada que accidente es “cualquier hecho 
relacionado con la operación de una aeronave que tiene lugar en el momento en que una 
persona entre en la misma con intención de realizar el vuelo hasta el momento en que los 
pasajeros hayan desembarcado.” 
 
De forma más restrictiva aún, este término ha sido definido por diversos tribunales, como 
“un hecho inesperado e inusual que tiene que ver con la operación aérea”279. Creemos 
que la interpretación de esta jurisprudencia es aún más restrictiva que la que dispone el 
anexo del Convenio de Chicago pues aparte de definir el accidente como un hecho 
relacionado con la operación aérea, le agrega dos elementos más necesarios para 
configurar la figura del accidente, a saber, que sea un hecho inesperado e inusual.  
 
No compartimos estas interpretaciones restrictivas por considerar que son verdaderos 
obstáculos y restringen, en muchos casos, las tentativas por conseguir una reparación 
integral del daño. Más bien, nos inclinamos por la interpretación amplia del concepto que 
tiene más relación con la víctima, siempre que exista una relación de causalidad entre la 
actividad o la conducta riesgosa que desarrolla la compañía aérea y el daño producido. 
 
Por tanto, para establecer una definición del concepto de accidente podríamos partir de lo 
dicho por el Dr. Mapelli quien menciona que “(...) será accidente.... cualquier suceso que 
determine daño derivado de muerte, herida u otra lesión corporal, siempre que se reúnan 
las restantes condiciones exigidas por el Convenio.” 
 
Consideramos que el concepto expresado por el Dr. Mapelli es verdaderamente acertado, 
                                                 
278 Mapelli, 1968; P. 159. 
279 Air France vrs Sacks, De Marines vrs KLM Royal Dutch Airlines. 
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lo cual nos lleva a creer que el concepto de accidente en realidad sale sobrando de la 
redacción del artículo pues de acuerdo con la anterior definición, resulta sinónimo del 
concepto de daño antes expresado. 
 
Como conclusión de este acápite, podemos decir, entonces, que lo ideal sería eliminar el 
concepto de accidente del artículo y cambiarlo por el concepto de daño, de “cualquier 
hecho o suceso”, o bien, a nuestro juicio más puntual de “hecho dañoso”, con el fin de 
eliminar la discusión sobre su extensión.  
 
 
5.2.2.1.3.- Concepto del tiempo de ejecución contractual: “... se haya producido a 
bordo de la aeronave o durante cualquiera de las operaciones de embarque o 
desembarque.”.- 
 
Como mencionamos en páginas supra, la mención del contrato de transporte aéreo dentro 
de la redacción del convenio no sólo nos ayuda a solucionar la cuestión del ámbito de 
aplicación en cuanto a los sujetos sobre los cuales aplica las responsabilidades 
establecidas, sino que igualmente nos puede ayudar a aclarar la controvertida cuestión 
del tiempo en el cual se puede imputar la responsabilidad al transportista aéreo. 
 
En cuanto a este punto podemos hacerle dos críticas principales a la redacción del 
artículo de comentario. La primera es la expresión “a bordo de la aeronave” pues no todos 
los accidentes que sucedan a bordo de la aeronave van a ser responsabilidad del 
transportista, ya explicaremos por qué. La segunda es la equivoca, ampliamente 
interpretable y poco determinada expresión “operaciones de embarque o desembarque”. 
 
Sin embargo, previo a exponer las críticas que hemos mencionado, debemos hacer 
mención a lo que consideramos el tiempo de la ejecución contractual. 
 
Si estamos de acuerdo con que la base sobre la cual se funda la responsabilidad en el 
Convenio de Montreal es una base contractual, entonces debemos estar de acuerdo con 
que la responsabilidad nace del incumplimiento de las obligaciones contractuales 
previamente acordadas. 
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Esta especie contractual está sometida a tiempos en los cuales se deben cumplir las 
obligaciones contractuales, por ejemplo, el contrato debe iniciar su ejecución en un 
momento determinado, de modo contrario estaría incumpliendo una de sus obligaciones y 
posiblemente el transportista sería responsable por retraso. 
 
Asimismo la obligación de transportar a los pasajeros con seguridad únicamente se puede 
incumplir durante la ejecución del transporte, pues más allá de este el transportista no 
está obligado a proporcionarle seguridad a los pasajeros, en otras palabras el 
transportista tiene la obligación de velar por la seguridad de los pasajeros únicamente 
durante la ejecución del contrato de transporte aéreo, el tiempo de ejecución contractual. 
 
Entonces, ¿Cuál es el tiempo durante el cual se ejecuta el contrato? De acuerdo con los 
convenios internacionales de la materia se pueden distinguir tres etapas en la ejecución 
del contrato de transporte aéreo, a saber: las operaciones de embarque, el tiempo que el 
pasajero se mantiene a bordo de la aeronave y las operaciones de desembarque. 
 
El tiempo que el pasajero se mantiene a bordo de la aeronave se encuentra limitado en 
sus extremos por las operaciones de embarque o desembarque. Esta aclaración vale si 
tomamos en cuenta que, como hemos dicho, no todo siniestro ocurrido a bordo de la 
aeronave puede considerarse un hecho responsable para el transportista de acuerdo con 
los términos de dicho convenio pues, podríamos pensar, en el caso de un pasajero que 
aborda la aeronave sin la autorización del transportista haciendo ingreso mucho antes de 
que se realice el chequeo y que una vez abordo se caiga y lesione. En este caso aunque 
el daño se ha producido a bordo de la aeronave no se aplicaría el Convenio de Montreal, 
pues al haber hecho ingreso a la aeronave sin que el chequeo y la operación de abordaje 
hubiesen iniciado (es decir, sin que la ejecución del contrato hubiese iniciado) el sujeto 
lesionado no puede considerarse todavía pasajero y aún en ese momento no ha iniciado 
la obligación de seguridad del transportista. El caso aún así se podría resolver mediante 
las reglas de la responsabilidad extracontractual, las cuales sin embargo no abarcamos 
en nuestro estudio. 
 
Por lo anterior, consideramos que la expresión “a bordo de la aeronave” que utiliza el 
artículo 17 del Convenio no es la que mejor pueda expresar los límites de la 
responsabilidad del transportista en cuanto al tiempo y sería necesario reformarla.  
 
 
240
 
El inicio de las operaciones de embarque y la finalización de las operaciones de 
desembarque limitan en sus extremos la ejecución del contrato de transporte aéreo, 
tiempo durante el cual se mantiene la obligación de seguridad del transportista, 
desgraciadamente la determinación de la extensión de los conceptos no ha sido de fácil 
aplicación, lo cual ha dificultado en muchos casos las decisiones jurisdiccionales. 
 
Debido a esta dificultad es que los tribunales estadounidenses elaboraron el “Day- 
Evangelinos Test” el cual, como analizamos en su momento, tiene como finalidad analizar 
el grado de control que ha tomado el transportista sobre el pasajero, determinando el 
momento en el cual efectivamente el pasajero entra en la esfera de cuidado del 
transportista.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior creemos que, entonces, el momento en el que inician las 
operaciones de embarque es a partir del instante en el cual los funcionarios de la 
aerolínea realizan el control del pase de abordar para que los pasajeros puedan ingresar 
al puente que los lleva a la puerta de la aeronave, pues en este momento el pasajero 
ingresa dentro de la esfera de cuidado del transportista. La operación de embarque 
finaliza cuando el pasajero efectivamente hace su ingreso a bordo de la aeronave. 
 
De modo análogo, entonces, las operaciones de desembarque inician en el momento en 
que el pasajero sale de la aeronave y terminan cuando este emerge del puente de 
abordaje e ingresa a la terminal aeroportuaria, momento en el cual finaliza la obligación 
contractual del transportista de brindarle seguridad a los viajeros. 
 
 
5.2.2.1.4.- Propuesta de regulación con respecto a los daños que atenten contra la 
integridad de los pasajeros.- 
 
De todo lo que hemos mencionado en las últimas tres secciones referentes a los daños 
contra la integridad de los pasajeros, podemos concluir tres cuestiones básicas: 
 
a.- El Convenio de Montreal en su artículo 17 debe incluir inequívocamente cualquier tipo 
de daño que se le pueda ocasionar al pasajero ampliando el concepto de daño 
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indemnizable que se tiene actualmente y pasando de únicamente un daño meramente 
corporal a un concepto de daño que también pueda incluir el daño moral, el daño 
psicológico o cualquier otro que el pasajero pueda sufrir. 
 
b.- Se debe eliminar del artículo de comentario el concepto de accidente pues 
consideramos que tal concepto únicamente se presta para equivocación y no contribuye 
en nada a la aclaración del concepto, muy por el contrario únicamente se puede prestar 
para ser utilizado como un obstáculo para que el sujeto dañado pueda obtener una 
reparación integral del daño. El término “accidente” puede ser cambiado por ejemplo por 
el término “hecho dañoso” que se presta menos a confusión. 
 
c.- Se debe suprimir el concepto que se utiliza para la delimitación temporal de la 
responsabilidad del transportista pues el concepto de “operaciones de embarque o 
desembarque” es de difícil definición y se presta para el debate.  
  
Por lo anterior proponemos que se reforme el artículo 17, inciso 1 del Convenio de 
Montreal de manera que se lea lo siguiente: 
 
“1.- El transportista es responsable de cualquier daño causado a un pasajero por la sola 
razón de que el hecho dañoso se haya producido durante la ejecución del contrato de 
transporte aéreo de pasajeros.” 
 
El hecho de mantener en la redacción del artículo la frase “por la sola razón” refleja hasta 
cierto punto una responsabilidad objetiva, sin embargo este tema lo abordaremos 
específicamente en la sección siguiente, por lo que no nos referiremos con detalles ahora. 
 
Ahora bien, con el fin de definir qué se entiende como el periodo que constituye la 
ejecución del contrato de transporte aéreo de pasajeros introducimos el siguiente inciso 
inmediatamente posterior al anterior: 
 
“2.- Para los fines del presente Convenio, el tiempo de ejecución del contrato de 
transporte aéreo de pasajeros se entiende como el tiempo durante el cual el pasajero se 
encuentra dentro de la esfera de cuidado del transportista iniciando esta cuando el 
pasajero pasa el control del pase de abordaje y finalizando cuando el pasajero ingresa a 
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la terminal aeroportuaria.” 
 
 
5.2.2.2.- Sistema de responsabilidad que debe operar ante el daño que atenta contra 
la integridad de los pasajeros.- 
 
El artículo 21 del Convenio de Montreal de 1999 menciona lo siguiente:  
 
Indemnización en caso de muerte o lesiones de los pasajeros:  
“1.- Respecto al daño previsto en el párrafo 1 del artículo 17 que no exceda de 100.000 
derechos especiales de giro por pasajero, el transportista no podrá excluir su 
responsabilidad. 
2.- El transportista no será responsable del daño previsto en el párrafo 1 del artículo 17 en 
la medida que exceda de 100.000 derechos especiales de giro por pasajero, si prueba 
que: 
(a) el daño no se debió a la negligencia o a otra acción u omisión indebida del 
transportista o sus dependientes o agentes; o 
(b) el daño se debió únicamente a la negligencia o a otra acción u omisión indebida de un 
tercero.” 
 
Consideramos que la anterior norma encuentra varias deficiencias que analizaremos de 
seguido. 
 
5.2.2.2.1.- Factor atributivo de la responsabilidad.- 
 
Dos han sido los aspectos más criticados del Sistema de Varsovia a lo largo de todos los 
años en los que ha tenido vigencia y que han contribuido a su “resquebrajamiento”, como 
nos comenta Balian “Dos explicaciones tiene, a nuestro entender, “resquebrajamiento” 
(del Sistema de Varsovia), y ellas son: La necesidad de un Sistema de Responsabilidad 
Objetivo o Absoluto (según el vocabulario Anglosajón) y la necesidad de indemnización 
ilimitada o total (como califican los norteamericanos a la ilimitación).”280
 
                                                 
280 Balian, Eduardo N.; El Convenio de Varsovia de 1929: Evolución Actual del Sistema de Responsabilidad; 
Temas de Aviación Comercial y Derecho Aeronáutico V; Editado por la Asociación Latino Americana de 
Derecho Aeronáutico y Espacial (ALADA); Buenos Aires, Argentina; 2001; P. 197. 
 
 
243
En cuanto al mantenimiento de un régimen de responsabilidad con fundamento en la 
culpa del transportista es claro que este sistema fue bien establecido de acuerdo con el 
momento del desarrollo jurídico e industrial por el cual atravesaban los redactores del 
Convenio de Varsovia en los primeros años del siglo anterior. Sin embargo, las 
situaciones no son ya las de aquel momento, los conceptos jurídicos sobre 
responsabilidad y el desarrollo de la industria, en especial de la industria aeronáutica, han 
dado un salto cuantitativo desde entonces y es obvio que las normas de dispuestas en 
aquella época deben evolucionar a la par del compuesto fáctico.  
 
El principio que reza que “no hay responsabilidad sin culpa” y que en su momento inspiró 
a los integrantes del grupo de expertos del CITEJA ha perdido su vigencia para dar paso 
a otras teorías que fundamentan la responsabilidad sin culpa basada en el riesgo asumido 
por una persona, la cual conocimos en las primeras página de este trabajo como 
“Responsabilidad Objetiva”. 
 
El argumento de los riesgos aeronáuticos que anteriormente servían para justificar la 
limitación de responsabilidad, actualmente, pero desde otro punto de vista, al 
considerarse la actividad aeronáutica como una actividad riesgosa de la cual el 
transportista obtiene un provecho económico, permite justificar la aplicación del factor 
objetivo como nuevo criterio de imputación de la responsabilidad. 
 
El fundamento lógico, como hemos visto, de este sistema de responsabilidad, se basa en 
que el transportista, al obtener un provecho económico de la actividad aeronáutica, debe 
entonces, justamente, asumir el riesgo de esa actividad, reparando los daños que el 
despliegue de esa conducta calificada como riesgosa, pudiese producir. 
 
Esta, podríamos decir, que es la solución aparentemente más justa a un problema como 
el que pueden ocasionar los daños derivados de una actividad aérea, pues entonces, 
quien se está procurando provecho sobre la actividad riesgosa, es decir, el transportista, 
que se presume cuenta con suficientes medios económicos, es quien debe reparar los 
daños que fueron consecuencia de la operación de esa actividad, asegurándose, el 
ordenamiento jurídico, que la reparación recaiga sobre las personas que efectivamente 
puedan repararlo. 
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En este mismo orden de ideas creemos, entonces, que sería injusto que un daño derivado 
de la actividad aeronáutica que le genera recursos económicos al transportista, aunque no 
haya sido culpa de este, tenga que ser asumido independientemente por un pasajero. 
 
En tales casos, el riesgo de la actividad reemplaza la culpabilidad que se presenta en la 
responsabilidad subjetiva, de manera que si se causa un daño producto de la actividad 
riesgosa basta determinar el daño y el nexo causal entre este y la actividad riesgosa para 
que se configure la responsabilidad objetiva. 
 
Por otra parte, no estamos hablando acá de una responsabilidad absoluta en todo el 
sentido de la palabra, pues es claro, que de la misma forma en que lo expusimos al 
principio de nuestro estudio, el transportista puede igualmente eximir su responsabilidad, 
o por lo menos intentar hacer que su responsabilidad sea menos gravosa. A saber, 
existen dos formas por medio de las cuales el transportista puede eximir su 
responsabilidad; y a nuestro criterio puede existir una tercera forma por medio de la cual 
este puede intentar hacerla menos gravosa. 
 
Las dos maneras por medio de las cuales el transportista podría eximir su responsabilidad 
son: la fuerza mayor y el hecho de la víctima. Ambas lo que hacen es quebrar el nexo de 
causalidad existente o que pudiese existir entre el despliegue de la actividad riesgosa y el 
daño causado.  
 
Asimismo la solución que podría intentar el transportista para hacer menos gravosa su 
responsabilidad, en caso de que este no resulte culpable, es que expresamente se 
asiente la posibilidad de que el transportista pueda repetir lo pagado a quien haya sido el 
verdadero culpable del daño causado, posibilidad que veremos en detalle más adelante y 
que se expresa en el artículo 37 del Convenio de Montreal de 1999. 
 
 
5.2.2.2.2.- Limitación de los montos indemnizatorios.-  
 
En cuanto al punto en cuestión, ya hemos revisado en páginas anteriores los argumentos 
han justificado históricamente los límites a los montos indemnizatorios y los hemos 
rebatido uno por uno, considerando que no son de aplicación en nuestros tiempos.  
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De la misma manera, hemos objetado el establecimiento y la aplicación de estos 
considerando el roce constitucional al impedir y obstaculizar la posibilidad de que se dé 
una reparación integral del daño como dispone la Constitución Política de la nación.  
 
Específicamente en cuanto a la estructura indemnizatoria con respecto a los daños que 
puedan sufrir los pasajeros en su cuerpo, establecida en el artículo 21 del Convenio de 
para la Unificación de Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional, firmado 
en Montreal el 28 de mayo de 1999, consideramos que el sistema de responsabilidad 
objetiva limitado a 100.000 derechos especiales de giro e ilimitado sobre esta suma 
basándose en un régimen de responsabilidad subjetiva no es el más adecuado para 
abarcar el problema y poder alcanzar una reparación adecuada del daño, por las razones 
que expondremos a continuación, muchas de las cuales fueron efectivamente tomadas en 
cuenta por los grupos de trabajo que han redactado tanto los Acuerdos Interlineales de 
IATA como el Convenio de comentario. 
 
1- Si se pretende continuar manteniendo estos límites que hemos mencionado podrían 
continuar dándose ciertos efectos negativos indeseables en cualquier jurisdicción como 
por ejemplo, el atraso en los procesos jurisdiccionales al centrarse la discusión en el 
alegato de la parte actora para romper el límite indemnizatorio que comprende la 
responsabilidad objetiva establecido en 100.000 derechos especiales de giro intentando 
probar la existencia de dolo o falta de la debida diligencia con el fin de ilimitar la 
responsabilidad del transportista. 
 
2- El hecho de establecer cualquier tipo de limitación de responsabilidad sería un 
problema desde el punto de vista monetario puesto que los Derechos Especiales de Giro 
establecidos por el Fondo Monetario Internacional se tratan de una unidad “constituida 
para el comercio y los intercambios financieros entre las distintas balanzas de pago, que 
carece de idoneidad para calcular las indemnizaciones en términos de moneda 
constante.”281. Esto es así puesto que este cálculo de la unidad monetaria está basado en 
las fluctuaciones de cinco tipos diferentes de monedas282, que si bien generan más 
                                                 
281 Guevara Vega, 1999; P. 76. 
282 Los cinco tipos de monedas que se utilizan para el cálculo de los Derechos Especiales de Giro son: el dólar 
estadounidense, el marco alemán, el franco francés, el yen japonés y la libra esterlina inglesa. Anteriormente 
se utilizaba como base el cálculo sobre 16 tipos de monedas de los mayores Estados exportadores del mundo. 
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estabilidad que el hecho de tomar en cuenta una sola, su cotización no se ajusta en forma 
estricta a la inflación o a la devaluación y fluctúa de acuerdo con las economía de estos 
cinco Estados; de manera que, en cualquier caso, en algún momento los limites 
indemnizatorios se desactualizarían y en caso de que los Estados parte intentarán una 
actualización de acuerdo con el artículo 24 del Convenio podría de nuevo repetirse la 
historia que ha sucedido con el Sistema de Varsovia, en el cual debido en mucho a estas 
actualizaciones de los montos topes de indemnización que aprueban unos Estados y 
otros no, se llegaría la misma desuniformidad sufrida en el pasado y por tanto no se 
estaría logrando uno de los objetivos principales del Convenio para la “Unificación”  de 
Ciertas Reglas Relativas al Transporte Aéreo Internacional. 
 
3.- Asimismo el hecho de establecer límites indemnizatorios tiende a convertirse en una 
punto de partida sin sustento real u objetivo para las posibles negociaciones que puedan 
propiciar al no tomar en cuenta el caso concreto, lo cual tiende a ser poco congruente con 
una reparación real e integral de los daños de la misma forma que nos comenta el Dr. 
Ferrer citando al señor Eduardo M. Dueri al afirmar que: 
 
“(...) un límite artificial tiende a convertirse en un pago automático que los pasajeros 
esperarán cuando quiera que sufran daños, independientemente de la cuantía de los 
perjuicios realmente sufridos. Así pues, al remover este límite cada reclamación podrá ser 
analizada según sus propios méritos, sin que exista un monto inicial sobre el que versen 
las negociaciones de transacción;”283
 
4.- Por otro lado, si pensamos en la estructura que comprende el nuevo Convenio de 
Montreal en cuanto a la responsabilidad, debemos pensar que aunque la responsabilidad 
a primera vista parezca ilimitada, podría ser efectivamente limitada a 100.000 DEG si el 
transportista ha tenido la debida diligencia, y por tanto, es posible que no se ofrezca una 
reparación integral del daño, en caso de que este supere ese monto límite para la 
responsabilidad objetiva, con lo cual efectivamente se estaría contraviniendo lo 
establecido en el artículo 41 de nuestra Constitución Política. 
 
Consideramos que al no existir límites de topes a los montos de indemnización, esto 
permitiría que el reclamante deba probar el verdadero monto del perjuicio causado, 
                                                 
283 Ferrer, 1999; P. 67. 
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haciendo que efectivamente se pague, como deba ser, la reparación del daño más 
exactamente de acuerdo con la valoración de este en determinado tiempo y lugar, sin 
dejarse guiar, la indemnización, por montos previamente establecidos, lo que produciría 
mayor exactitud en los resarcimientos. 
 
 
5.2.2.2.3.- Pagos adelantados.- 
 
Si bien el Convenio de Montreal introduce una norma que contempla el pago adelantado 
de indemnizaciones, esta no es de aplicación obligatoria, pues únicamente aplica si la ley 
nacional del domicilio del transportista así lo exige; lo cual nos parece a todas luces de 
poca ayuda para evitarle daños mayores a los pasajeros, por tanto creemos necesario 
establecer la obligación y no la posibilidad de que se den efectivamente estos giros 
adelantados por concepto de indemnización con el fin de ayudar a solventar por lo menos 
parte de los problemas y los daños que se le pueden ocasionar a los pasajeros. 
 
 
La intención de la realización del pago adelantado es intentar ayudar al pasajero a cubrir 
las necesidades inmediatas que el daño le ha generado, sean estas en caso de muerte 
los costos del funeral y los trámites conexos, o en caso de lesión los costos médicos 
inmediatos que el pasajero ha debido cubrir. Asimismo, el periodo en que se debe hacer 
dicho pago, estimamos que no debe exceder los dos o tres meses posteriores al 
acaecimiento del daño. 
 
En cuanto a la determinación de la cuantía del pago adelantado nos oponemos 
rotundamente a establecer un monto determinado en el convenio mismo por lo que se 
debería disponer, entonces, la obligación para los Estados partes del instrumento que el 
hecho de establecer en su ley nacional el monto de acuerdo a los estándares de vida del 
lugar. 
 
 
5.2.2.2.4.- Propuesta de regulación con respecto a la responsabilidad del 
transportista en caso de daños que atenten con la integridad de los pasajeros.- 
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Después de analizar tanto el factor de atribución de la responsabilidad y las limitaciones a 
los montos indemnizatorios en las dos secciones anteriores, la solución más válida y 
jurídicamente aceptable sería establecer un sistema de responsabilidad objetivo sin 
limitación de los montos indemnizatorios.  
 
Eso sí es conveniente mantener como eximentes de responsabilidad, como hemos dicho, 
tanto la culpa de la víctima, como la fuerza mayor. Asimismo, la posibilidad de que el 
transportista responsable pueda repetir lo pagado contra el verdadero culpable del daño 
causado. 
 
Primero que todo debemos decir que los límites indemnizatorios, cualesquiera que estos 
sean, nos parecen tanto inconstitucionales como inviables por las razones anteriormente 
expuestas, por consiguiente nos quedaba la tarea de definirnos, ya sea, por una 
responsabilidad objetiva o por una responsabilidad subjetiva. 
 
Luego de analizar las bondades y desventajas de estos dos factores de atribución de 
responsabilidad debimos inclinarnos por la instauración de un régimen de responsabilidad 
objetivo, pues es el que a todas luces nos parece más justo y viable de acuerdo con los 
criterios jurídicos y económicos actuales. 
 
Basta con revisar las tendencias modernas en cuanto a la responsabilidad para darnos 
cuenta de la veracidad de nuestra afirmación anterior. Ejemplos de estas tendencias las 
podemos encontrar en las nuevas legislaciones, tanto internacionales como nacionales, 
en cuanto a la protección del consumidor y específicamente en el campo del derecho 
aeronáutico en los acuerdos interlineales de carácter privado.  
 
Así, por ejemplo, nuestra legislación costarricense, en una tendencia legislativa seguida 
por muchas naciones del continente, mediante el artículo 35284 de la ley 7472 denominada 
“Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Comsumidor” impone un 
                                                 
284 “Artículo 35.- Régimen de responsabilidad. El productor, el proveedor y el comerciante deben responder 
concurrente e independientemente de la existencia de culpa, si el consumidor resulta perjudicado por razón 
del bien o el servicio, de informaciones inadecuadas o insuficientes sobre ellos o de su utilización y riesgos. 
Sólo se libera quien demuestre que ha sido ajeno al daño. Los representantes legales de los establecimientos 
mercantiles o, en su caso, los encargados del negocio son responsables por los actos o los hechos propios o 
por los de sus dependientes o auxiliares. Los técnicos, los encargados de la elaboración y el control 
responden solidariamente, cuando así corresponda, por las violaciones a esta Ley en perjuicio del 
consumidor.” 
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régimen de responsabilidad objetiva sin limitaciones a los montos indemnizatorios al 
establecer que el productor, proveedor o comerciante deben responder 
“independientemente de la existencia de culpa” y si bien establece sanciones 
administrativas no prejuzga la cuestión de una correspondiente responsabilidad civil o 
penal en sede judicial.  
 
De igual forma los Acuerdos Interlineales redactados por la Asociación de Transporte 
Aéreo Internacional (IATA) han consagrado un sistema como el que proponemos 
estableciendo la posibilidad de “renunciar a los límites de responsabilidad”285 de manera 
de que esta se convierta en una responsabilidad ilimitada y la “indemnización pueda ser 
determinada y concedida según los términos de la ley del domicilio del pasajero”.  
Además, en el artículo segundo de dicho acuerdo se dispone expresamente la posibilidad 
de renunciar a alegar las defensas estipuladas que lo eximan de responsabilidad, 
específicamente la defensa que le permitía alegar la debida diligencia, con lo cual la 
responsabilidad se tornaría objetiva pues el factor de atribución no sería la culpa del 
transportista.  
 
Es importante recordar la gran acogida que han tenido tales acuerdos entre los 
transportistas aéreos, los cuales han firmado de mutuo propio los acuerdos de IATA, pues 
según la estadística que presentamos cuando analizamos el impacto que han tenido 
dichos instrumentos jurídicos pudimos comprobar que aproximadamente un noventa y 
cinco por ciento de los pasajeros efectivamente transportados realizan sus viajes bajo la 
luz de estos acuerdos, de manera que podemos decir que en la práctica ya opera un 
sistema de responsabilidad objetiva ilimitada en donde lo más interesante es que ha sido 
bien acogido precisamente por aquellos sujetos a los que afecta, a saber, las líneas 
aéreas. 
 
Por último valga hacer la mención que en Costa Rica, mediante el artículo 1048 del 
Código Civil, creemos que ha aplicado desde finales del siglo XIX, cuando aún no existían 
aeronaves, un sistema como el que estamos proponiendo, pues como pudimos observar, 
esta norma vigente desde 1888 establece una responsabilidad objetiva sin limitaciones 
cuando “una persona muriere o fuere lesionada por una máquina motiva, o un vehículo de 
                                                 
285 Artículo 1 del Acuerdo Intertransportistas sobre la Responsabilidad por los Pasajeros (IIA). 
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un ferrocarril, tranvía u otro modo de transporte análogo.”286. Es obvio, por el momento en 
que se redactó la norma, que no se haga mención del transporte aéreo pues las 
aeronaves se inventaron hasta más de dos décadas después, pero podemos interpretar 
que las frases “máquina motiva” u “otro modo de transporte análogo” hacen referencia 
directa a las aeronaves. 
 
Vale mencionar el papel que juegan los seguros aeronáuticos dentro de toda esta 
argumentación, dado que al final de cuentas son las compañías de seguros y no las 
aerolíneas las que terminan pagando las indemnizaciones correspondientes, al ser la 
contratación de estos obligatoria por el mismo convenio y tomando en cuenta que como 
hemos dicho un sistema de responsabilidad como el propuesto no tendría un verdadero 
impacto en las finanzas de las compañías aéreas debido al pago de las primas de 
cobertura. 
 
No nos queda más que reiterar nuestra posición en pro del establecimiento de un sistema 
de responsabilidad de corte objetivo y sin limitación de suma, el que como hemos podido 
demostrar aplica en la actualidad y que simplemente no ha sido reconocido por los 
instrumentos internacionales correspondientes. De igual manera nos parece conveniente 
consagrar como eximentes de responsabilidad tanto al hecho de la víctima como a la 
fuerza mayor por excluir el nexo de causalidad entre el despliegue de la actividad riesgosa 
y el daño causado. 
 
Por todo lo hasta aquí expuesto proponemos que se reforme el artículo 21 del Convenio 
de Montreal de manera que se lea lo siguiente: 
 
“Artículo 21. Indemnizaciones en caso de daño a los pasajeros. 
 
“Respecto al daño previsto en el artículo 17 el transportista deberá responder 
independientemente de la existencia de culpa y no podrá excluir ni limitar su 
responsabilidad.” 
 
Asimismo proponemos reformar el artículo 20 del Convenio de Montreal de manera que 
se establezcan las eximentes de responsabilidad que hemos planteado de la siguiente 
                                                 
286 Artículo 1048 del Código Civil de la República de Costa Rica. 
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manera: 
 
“Artículo 20. Exoneración. 
 
“1.- Si el transportista prueba que la negligencia u otra acción u omisión indebida de la 
persona que pide la indemnización, o de la persona de la que proviene su derecho, causó 
el daño o contribuyó a él, el transportista quedará exonerado, total o parcialmente, de su 
responsabilidad con respecto al reclamante, en la medida en que esta negligencia u otra 
acción u omisión indebida haya causado el daño o contribuido a él.  
2.- Si el transportista prueba que un hecho inevitable de la naturaleza causó el daño o 
contribuyó a él, el transportista quedará exonerado, total o parcialmente, de su 
responsabilidad con respecto al reclamante, en la medida en que este hecho haya 
causado el daño o contribuido a él.” 
 
En el párrafo primero intentamos abarcar la eximente de responsabilidad debido al hecho 
de la víctima, mientras que el párrafo segundo lo hicimos por el daño causado debido a la 
fuerza mayor, la cual preferimos definir como “un hecho inevitable de la naturaleza” 
previendo las posibles consecuencias y malentendidos que pudiese generar la redacción 
del termino “fuerza mayor” en otros ordenamientos. 
 
En cuanto al tema de los pagos adelantados específicamente para el supuesto de los 
daños que atenten contra la integridad de los pasajeros consideramos correcto introducir 
el siguiente artículo: 
 
“En caso de daño contra la integridad de un pasajero, el transportista deberá realizar 
pagos adelantados a los pasajeros dañados con el fin de cubrir las necesidades 
inmediatas de estos, dependiendo el tipo de daño sufrido. Los Estados partes deberán 
determinar los montos que los transportistas deberán pagar por adelantado y el plazo 
para el pago de estos de acuerdo con los estándares de vida en su territorio. Dicho pago 
adelantado no prejuzga la cuestión de la responsabilidad del transportista, ni constituye un 
reconocimiento de esta y podrá ser deducido de toda cantidad posteriormente pagada 
como indemnización por el transportista.”  
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5.2.2.3.- Daño a los pasajeros producto del retraso en las operaciones del 
transportista.- 
 
El artículo 19 del Convenio de Montreal de 1999 menciona lo siguiente: 
 
Retraso:  
“El transportista es responsable del daño ocasionado por retrasos en el transporte aéreo 
de pasajeros, equipaje o carga. Sin embargo, el transportista no será responsable del 
daño ocasionado por retraso si prueba que él y sus dependientes y agentes adoptaron 
todas las medidas que eran razonablemente necesarias para evitar el daño o que les fue 
imposible, a unos y a otros, adoptar dichas medidas.” 
 
Ahora bien, el artículo 22 inciso primero respecto del retraso dispone lo siguiente: 
 
“En caso de daño causado por retraso, como se especifica en el artículo 19, en el 
transporte de personas, la responsabilidad del transportista se limita a 4.150 derechos 
especiales de giro por pasajero.” 
 
Estimamos correcto reformar la anterior norma de acuerdo con los argumentos que 
expondremos de seguido. 
 
5.2.2.3.1.- Concepto de retraso.- 
 
Uno de los principales problemas que ha resultado del establecimiento de una 
responsabilidad debido al retraso en las operaciones del transportista, es precisamente la 
dificultad que les ha planteado a los juristas la definición del concepto. 
 
Entonces, ¿qué se debe entender por retraso? ¿El retraso debe ser de una hora o de solo 
unos minutos? En realidad nos parece, después de un delicado razonamiento al respecto, 
que dicha pregunta que muchos juristas se plantean y por la que muchos han propuesto 
la irresponsabilidad del daño producido por el retraso en las operaciones, es irrelevante. 
 
Recordemos que no existe un retraso responsable per se, pues para que el retraso en las 
operaciones del transportista pueda producir responsabilidad y el deber de reparar el 
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daño, precisamente debe de existir un daño, de tal manera que únicamente el retraso que 
produce un daño genera responsabilidad. 
 
Por la anterior razón es que el hecho de intentar definir el retraso se vuelve irrelevante, 
pues la operación se puede retrasar o un mes o un minuto, que mientras este retraso no 
haya causado un daño no cabría imputar una responsabilidad al transportista, pues la 
responsabilidad, como bien han planteado los convenios no debe surgir del retraso en sí, 
sino del posible daño que este pueda producir. 
 
Entonces, debemos entender simplemente que retraso es, pura y simplemente, retraso; 
tengamos presente que el contrato de transporte aéreo debe ejecutarse en un tiempo y 
forma determinados, precisamente porque así fue pactado por las partes, y entonces el 
retraso no es otra cosa que una ejecución a destiempo de la obligación contractual por 
parte del transportista de efectuar el transporte en un momento determinado. Es en 
realidad un incumplimiento de la obligación a la que se comprometió la parte, sin 
embargo, para que este incumplimiento, como hemos visto, genere responsabilidad, debe 
existir uno de los elementos de esta, a saber, un daño. 
 
Por lo anteriormente expuesto podemos decir que no importa la extensión del retraso, si 
este causa un daño el transportista deberá repararlo, sin embargo, estimamos que debe 
ser obligación de la persona que reclama la indemnización, el hecho de demostrar que 
efectivamente se le ha causado un daño, y demostrar igualmente en la sede en que 
reclama el perjuicio, la valoración exacta del monto económico del daño causado con el 
fin de que el transportista lo repare, y no más que lo justamente reclamado. 
 
5.2.2.3.2.- Factor atributivo de la responsabilidad.- 
 
Una vez claros con los conceptos de retraso en las operaciones del transportador aéreo y 
de daño producto de este retraso implicando la potencialidad de generar responsabilidad 
por parte del transportista, es hora de valorar el factor atributivo de responsabilidad que 
debemos proponer. 
 
Al establecer una responsabilidad objetiva para el caso del retraso puede resultar 
perjudicial para la operación aérea, a diferencia del daño en contra la integridad física de 
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los pasajeros que analizamos supra, por lo que proponemos mantener una 
responsabilidad subjetiva, debido a las razones que expondremos de seguido. 
 
Por la especial situación en la cual se desenvuelve la operación aeronáutica, haciendo 
específica referencia los factores por los cuales se podría originar un retraso, a saber, por 
ejemplo, condiciones meteorológicas que impidan la navegación aérea o congestión de 
tráfico aéreo que retrasen el tiempo de vuelo de la aeronave, pensar en establecer una 
responsabilidad objetiva podría resultar nocivo para la seguridad de los pasajeros, 
cuestión que debe primar sobre las demás. 
 
La seguridad de los pasajeros se puede ver afectada con el establecimiento de un factor 
de atribución de la responsabilidad de corte objetivo, pues al verse mucho más 
constreñido el transportista en su responsabilidad y más propenso al deber de pagar 
indemnizaciones, el transportista lógicamente intentará realizar su operación en el tiempo 
establecido pudiendo ignorar su obligación brindar seguridad a los pasajeros, al intentar 
realizar la operación dentro del plazo contratado, en muchos casos, posiblemente con 
condiciones meteorológicas adversas, no apegándose a lo instruido por los controladores 
de tráfico aéreo en momentos de congestión, o bien, no tomando las medidas necesarias 
para evitar un daño como por ejemplo pueden ser las inspecciones de rutina de la 
aeronave, o cualquier otra circunstancia análoga. 
 
Entonces, si el transportista se viese obligado a tener que pagar indemnizaciones por la 
sola razón de que se comprobase un daño producto del retraso en las operaciones de 
este, sin tomar en cuenta si el retraso se debió a la culpa del transportador como 
sucedería en el caso de establecerse una responsabilidad objetiva, podríamos hacer que 
el transportista considere más rentable sacrificar la seguridad de los pasajeros que 
sacrificar la puntualidad de su operación y exponerse a la sanción de pagar 
indemnizaciones por concepto de daño producto del retraso en sus operaciones, lo cual 
es muy poco deseable. 
 
Asimismo, el hecho de que los tiempos de la operación de las aerolíneas se vean 
frecuentemente afectados por causadas ajenas a su control, como pueden ser las malas 
condiciones meteorológicas o la congestión de tráfico aéreo en ciertos aeropuertos, nos 
hace pensar que la solución más viable para abordar la responsabilidad en cuanto a este 
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tema, es mantener un sistema subjetivo de responsabilidad, de manera que el 
transportista pueda eximir su responsabilidad en el caso de que el retraso que ha 
producido no se deba a su culpa o sea producto de caso fortuito, fuerza mayor o hecho de 
la víctima. 
 
 
5.2.2.3.3.- Limitación de los montos indemnizatorios.- 
 
En lo que respecta al tema de la limitación de responsabilidad, hemos dejado clara 
nuestra posición en páginas anteriores en cuanto a que consideramos inaceptable 
cualquier tipo de limitación de responsabilidad o de la cuantía de la indemnización por 
considerar que tales limitaciones se oponen a una verdadera reparación integral del daño 
que consagra la Constitución Política costarricense. 
 
Por otro lado, aparte de la consideración de inconstitucionalidad de una norma que limite 
la responsabilidad y obstaculice una reparación integral del daño, creemos que debido a 
la forma en que hemos realizado el planteamiento de la cuestión de la responsabilidad por 
retrasos, el no considerar ningún límite artificial que sirva como punto de partida para 
posibles negociaciones entre las partes posibilita el hecho de que el reclamante deba 
hacer una valoración específica y determinada en un valor pecuniario del daño causado, 
lo cual facilita una mayor certeza en cuanto a la valoración del perjuicio causado pues 
estos serán analizados por sus propios méritos. 
 
Asimismo, el establecimiento de límites económicos artificiales perpetuaría el problema de 
la cuestión monetaria al verse obligado el convenio a instaurar un mecanismo para su 
actualización, cuando lo más correcto sería que los daños sean valorados en cada caso 
concreto de acuerdo a los estándares del tribunal en el cual se plantea el caso. 
 
Por último, con el mantenimiento de los límites de responsabilidad se continuaría 
presentando el inconveniente procesal de la tardanza de los procesos al perpetuarse los 
debates intentando el reclamante probar el dolo del transportista con el fin de quebrar con 
los límites impuestos. 
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5.2.2.3.4.- Propuesta de regulación con respecto a la responsabilidad del 
transportista en caso de daño a los pasajeros producto del retraso en las 
operaciones del transportista.- 
 
Resumiendo lo hasta aquí expuesto hemos planteado, para el caso del retraso en las 
operaciones del transportista un sistema de responsabilidad subjetiva, como el que se ha 
consagrado a lo largo de toda la existencia del Sistema de Varsovia, pero agregando una 
responsabilidad sin limitación de suma, muy a contrario de los principios expuestos en los 
Convenios Internacionales en la materia. 
 
Por tanto proponemos se mantenga incólume la redacción del artículo 19 del Convenio de 
Montreal que establece la responsabilidad subjetiva y que a la letra dispone: 
 
“Artículo 19. Retraso. 
 
“El transportista es responsable del daño ocasionado por retrasos en el transporte aéreo 
de pasajeros, equipaje y carga. Sin embargo, el transportista no será responsable del 
daño ocasionado por retraso si prueba que él y sus dependientes y agentes adoptaron 
todas las medidas que eran razonablemente necesarias para evitar el daño o que les fue 
imposible, a unos y a otros, adoptar dichas medidas.” 
 
Proponemos la eliminación del artículo 22, inciso 1 del Convenio de Montreal que 
establece las limitaciones de las indemnizaciones con respecto al retraso en el transporte 
aéreo de pasajeros, con el fin de ilimitar la responsabilidad de dicha indemnización. 
 
 
5.2.2.4.- Daño a los pasajeros producto de la inejecución del contrato de transporte 
aéreo.- 
 
A diferencia del caso del retraso en las operaciones del transportista, en el cual, 
podríamos decir que se da un incumplimiento parcial del contrato de transporte aéreo, los 
instrumentos jurídicos internacionales que regulan la responsabilidad del porteador no 
regulan el caso de la inejecución total de esta especie contractual. 
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Ante el silencio de estas convenciones en cuanto al tema, debemos pensar en dos 
posibilidades, la primera que nos parece grave es que estos instrumentos han dejado sin 
responsabilidad una causa frecuente de generación de daños a los pasajeros, o bien, que 
debemos buscar la solución jurídica al problema remitiéndonos a otros cuerpos legales 
como las condiciones generales de IATA o las leyes de cada país, lo cual no nos parece 
menos grave debido a la desuniformidad en cuanto a las posibles soluciones al problema 
que se pueden presentar. 
 
Ante tal encrucijada, debemos pensar que la solución más viable y correcta debe ser 
incluir expresamente el caso de la inejecución contractual dentro de los supuestos que 
generan responsabilidad del transportador aéreo.  
 
 
5.2.2.4.1.- Concepto de inejecución contractual.- 
 
Debemos distinguir la inejecución contractual del retraso, pues algunos podrían pensar 
que un retraso muy prolongado equivaldría a una inejecución contractual, lo cual no nos 
parece acertado. 
 
Un retraso muy prolongado debe considerarse como tal, como un simple retraso, pues 
como hemos dicho la determinación del tiempo del retraso nos parece irrelevante para 
efectos de su definición, obviamente no será irrelevante para efectos de determinar los 
perjuicios causado y posteriormente la indemnización debida. 
 
Además, la inejecución del contrato de transporte aéreo debe ser entendida como una 
inejecución total y sin posibilidad de que el transportista realice la operación en un tiempo 
posterior, es decir, interrumpir o no iniciar el transporte dejando a los pasajeros varados 
en algún punto del transporte. 
 
Una clara muestra de un caso en que esta situación puede ocurrir es por ejemplo, cuando 
se da la quiebra de una compañía aérea o la cancelación de los permisos de explotación 
de las rutas y por tanto la compañía se ve imposibilitada de realizar el transporte de los 
pasajeros, de ejecutar los contratos de transporte que no habían sido ejecutados. Para 
citar un ejemplo reciente podemos mencionar el caso de la aerolínea española Air Madrid, 
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la cual simplemente decidió dejar de operar dejando a cientos de miles de pasajeros sin 
posibilidad de ser transportados a sus destinos y sin ofrecerles una solución a corto plazo. 
 
 
5.2.2.4.2.- Factor atributivo de la responsabilidad.- 
 
No cabe duda de que ante una inejecución del contrato de transporte aéreo por parte del 
transportista este debe hacerse responsable de los daños causados debido al 
incumplimiento de sus obligaciones contractuales. 
 
Nos daremos ahora a la tarea de determinar si esta responsabilidad que asume el 
transportista debe ser objetiva o subjetiva, dependiendo de las especiales circunstancias 
del caso en estudio. 
 
Tomando en cuenta las especiales circunstancias del caso específico pensamos que la 
solución más viable en este punto debe ser la instauración de un régimen de 
responsabilidad objetivo, de manera que una vez comprobada la inejecución del contrato 
de transporte aéreo y el daño causado, se pueda corroborar la responsabilidad del 
transportista. 
 
De igual manera debemos recordar que la evolución de las normas jurídicas en cuanto a 
la responsabilidad civil han evolucionado hacia un régimen de responsabilidad de este 
tipo, al haber tomado cada vez más vigencia la teoría que hemos mencionado según la 
cual el transportista debe asumir los riesgos propios de su operación, como sucede en el 
presente caso, pues es injusto hacer que el pasajero soporte las consecuencias de un 
incumplimiento contractual por parte del transportista. 
 
Tomemos también en cuenta las nuevas tendencias legislativas en torno a la protección 
del consumidor, de las que hemos hecho mención y que establecen una responsabilidad 
objetiva para estos casos en pro de brindar mayor seguridad jurídica y amparo a los 
derechos de los consumidores al ser considerados como la parte más débil de la relación 
contractual.  
 
De igual manera el transportista puede verse eximido de su responsabilidad por dos 
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razones fundamentales, la primera se refiere a la fuerza mayor y la segunda a la culpa de 
la víctima, caso, este último, en el cual el transportista se podrá ver eximido de su 
responsabilidad si la inejecución del contrato se debe a causas propias del pasajero como 
lo pueden ser la conducta inapropiada de él o la falta de requisitos migratorios o de 
seguridad como ya se ha mencionado. 
 
 
5.2.2.4.3.- Limitación de los montos indemnizatorios.- 
 
Al igual que hemos sostenido durante el desarrollo de este trabajo, nos oponemos a que 
se establezcan límites artificiales y sin fundamento jurídico a los montos indemnizatorios 
en lo referente a este supuesto, pues no podemos limitar u obstaculizar el derecho 
constitucional a una reparación integral del daño. 
 
 
5.2.2.4.4.- Pagos adelantados.- 
 
Por otra parte, para el caso concreto, con el fin de evitar daños mayores que se le 
pudiesen causar a los pasajeros, proponemos se establezca un pago adelantado, 
obligado e inmediato por parte del transportista a favor del pasajero equivalente al precio 
que este último pagara por concepto del tiquete aéreo, a menos que medie alguna 
eximente de responsabilidad a favor del transportista, ya sea la fuerza mayor, o bien,  ya 
sea la culpa de la víctima. 
 
Esta norma no debe prejuzgar la posible responsabilidad adicional por concepto de 
perjuicios sufridos por los pasajeros derivados del incumplimiento contractual debido a la 
inejecución del transporte, de manera que el pasajero tenga la posibilidad de accionar de 
forma posterior contra el transportista con el fin de cobrar una indemnización por estos 
perjuicios causados. 
 
Si bien el Convenio de Montreal introduce una norma que contempla el pago adelantado 
de indemnizaciones, esta no es de aplicación obligatoria, dado que únicamente aplica si la 
ley nacional del domicilio del transportista así lo exige; lo cual, nos parece a todas luces 
de poca ayuda para evitarle daños mayores a los pasajeros, por tanto, estimamos 
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necesario establecer la obligación y no la posibilidad de que se den efectivamente estos 
giros adelantados por concepto de indemnización con el fin de ayudar a solventar por lo 
menos parte de los problemas y los daños que se le pueden ocasionar a los pasajeros. 
 
 
5.2.2.4.5.- Propuesta de regulación con respecto a la responsabilidad del 
transportista en caso de daños producto de la inejecución del contrato de 
transporte aéreo.- 
 
Por todo lo expuesto consideramos apremiante incluir un artículo que regule el caso de la 
inejecución contractual en el que se establezca la responsabilidad del transportista en 
dichos casos, así como sus debidos eximentes y la obligación de girar a favor del 
pasajero los pagos adelantados arriba propuestos, de la siguiente forma: 
 
“Artículo: Responsabilidad por causa de la inejecución del contrato de transporte aéreo de 
pasajeros. 
 
El transportista es responsable del daño causado en caso de inejecución del contrato de 
transporte aéreo independientemente de la existencia de culpa y no podrá excluir ni limitar 
su responsabilidad.” 
 
En cuanto a los eximentes de responsabilidad que deben aplicar en este supuesto nos 
debemos remitir a lo que ya hemos afirmado cuando tratamos el tema del daño que 
atenta contra la integridad de los pasajeros, pues para este caso son de aplicación las 
mismas causas de exención de la responsabilidad, a saber, la fuerza mayor y el hecho de 
la víctima.287
 
Como último punto consideramos importante introducir un artículo que obligue al 
                                                 
287 “Artículo 20. Exoneración. 1.- Si el transportista prueba que la negligencia u otra acción u omisión 
indebida de la persona que pide la indemnización, o de la persona de la que proviene su derecho, causó el 
daño o contribuyó a él, el transportista quedará exonerado, total o parcialmente, de su responsabilidad con 
respecto al reclamante, en la medida en que ésta negligencia u otra acción u omisión indebida haya causado 
el daño o contribuido a él.  
2.- Si el transportista prueba que un hecho inevitable de la naturaleza causó el daño o contribuyó a él, el 
transportista quedará exonerado, total o parcialmente, de su responsabilidad con respecto al reclamante, en 
la medida en que ésta negligencia u otra acción u omisión indebida haya causado el daño o contribuido a 
él.” 
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transportista a la realización de pagos adelantados a favor del pasajero con el fin de cubrir 
parte de sus necesidades inmediatas, de la siguiente manera: 
 
“Artículo: Pagos adelantados para el caso de la inejecución del contrato de transporte 
aéreo pasajeros. 
 
En caso de inejecución del contrato de transporte aéreo de pasajeros el transportista hará 
el pago adelantado y sin demora al pasajero de, como mínimo, la suma equivalente a la 
pagada por este por su billete de pasaje. Dicho pago adelantado no prejuzga la cuestión 
de la responsabilidad del transportista, ni constituye un reconocimiento de esta y podrá 
ser deducido de toda cantidad posteriormente pagada como indemnización por el 
transportista.”   
 
 
5.2.2.5.- Daño a los pasajeros producto de la práctica “overbooking” por parte del 
transportista aéreo.- 
 
 
5.2.2.5.1.- Concepto de Overbooking.- 
 
Como hemos mencionado anteriormente el overbooking es la dolosa admisión excesiva 
de reservas con respecto a la capacidad de espacio en un vuelo determinado, viéndose, 
el transportador, en la necesidad de no poder ejecutar algunos de los contratos de 
transporte aéreo al no contar con esta capacidad en la aeronave.  
 
El transportista, al incumplir la obligación principal del contrato de transporte, es decir, al 
no ejecutar el traslado de los pasajeros, debe ser responsable debido al incumplimiento 
contractual. 
 
Sin embargo, debemos diferenciar entre la inejecución del contrato pura y simple y el 
overbooking, puesto que entraña, como hemos mencionado, un dolo eventual por parte 
del transportista, ya que acepta la situación y tiene conocimiento de que probablemente 
no pueda cumplir con el contrato de transporte aéreo en los términos de tiempo y forma 
establecidos. 
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Las nuevas tendencias legislativas han reconocido expresamente este problema y han 
aplicado severas sanciones a las líneas aéreas que realizan dicha práctica comercial. 
 
El texto del Convenio de Montreal en pro de una mayor unificación de las reglas 
referentes a la responsabilidad en el transporte aéreo no debería tampoco quedarse al 
margen de esta tendencia y por ende se propone su inclusión dentro del texto de la 
convención. 
 
 
5.2.2.5.2.- Factor atributivo de la responsabilidad y limitaciones a los montos 
indemnizatorios.- 
 
De igual manera que como planteamos en la sección en que analizamos la inejecución 
del contrato de transporte aéreo debemos proponer para este caso específico una 
responsabilidad de corte objetivo sin limitación de suma por las razones ya expuestas en 
la sección anterior. 
 
Afirmamos lo anterior pues con respecto a la instauración de la responsabilidad objetiva, 
creemos que esta es la que mejor protege al consumidor y le otorga una solución más 
fácil al daño ocasionado. 
 
Con respecto a las limitaciones a los montos de indemnización ya hemos hecho patente 
nuestra inconformidad por considerar tales limitaciones como artificiales, sin fundamento 
jurídico y por obstaculizar el mandato constitucional para que se dé una verdadera 
reparación integral de los daños.  
 
No obstante, debido a la conducta dolosa presente en este tipo de transporte proponemos 
una solución que puede variar entre dos posibles opciones las cuales analizaremos en la 
siguiente sección, pues implican un pago adelantado o inmediato en cualquiera de ambas 
soluciones propuestas.  
 
 
5.2.2.5.3.- Solución y pagos adelantados.- 
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Los argumentos que ya hemos ofrecido validando pagos adelantados son de aplicación 
para este supuesto dado que evitan daños mayores que se le pudiesen causar a los 
pasajeros. 
 
Para este caso específico proponemos que se establezca una solución que como hemos 
dicho puede oscilar entre dos posibilidades, entre las cuales puede escoger el pasajero, y 
que en ambos casos implica una multa al transportista a favor del primero tomando en 
cuenta la conducta considerada dolosa por parte del porteador. 
 
La primera solución sería el establecimiento del deber del transportista tanto, de la 
devolución íntegra e inmediata a favor del pasajero del precio que este pagó por concepto 
del billete de pasaje, como la obligación para el porteador de embarcar al pasajero en el 
siguiente vuelo hacia el punto de destino. 
 
La segunda solución que podría escoger el pasajero sería el pago obligado e inmediato 
por parte del transportista a favor del primero del monto equivalente al doble de lo pagado 
por el pasajero por concepto de su billete de pasaje a título de multa por el perjuicio 
causado. 
 
Esta norma no debe prejuzgar la posible responsabilidad adicional por concepto de 
perjuicios sufridos por los pasajeros derivados del daño causado por el hecho del 
overbooking, de manera que el pasajero tenga la posibilidad de accionar de forma 
posterior contra el transportista con el fin de cobrar una indemnización por dichos 
perjuicios causados.  
 
 
5.2.2.5.4.- Propuesta de regulación con respecto a la responsabilidad del 
transportista en caso de daños producidos por la práctica del “overbooking”.- 
 
Debido a todas las razones y argumentos expuestos y siempre tomando en cuenta el 
agravante de responsabilidad debido al dolo eventual presente, debemos considerar la 
necesidad de incluir una norma que regule el caso del overbooking estableciendo la 
responsabilidad del transportista y sus soluciones de la siguiente forma: 
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“Artículo: Responsabilidad por causa del daño producido por overbooking en el contrato 
de transporte aéreo de pasajeros. 
 
“1.- El transportista es responsable del daño causado, independientemente de la 
existencia de culpa, en caso de no poder embarcar a un pasajero que cuenta con 
reservación y título habilitante para exigir el cumplimiento del contrato de transporte aéreo 
de pasajeros en el tiempo y la forma previamente estipulados, debido a la práctica del 
overbooking. En este caso el transportista no podrá excluir ni limitar su responsabilidad. 
2.- Para los fines del presente convenio, la expresión “overbooking” hace referencia a la 
admisión excesiva de reservas como practica comercial del transportista y con el 
conocimiento de este. 
3.- Para los fines del presente convenio, la expresión “título habilitante para exigir el 
cumplimiento del contrato de transporte aéreo de pasajeros” hace referencia al billete de 
pasaje, documento de transporte, individual o colectivo, o a cualquier otro medio que le 
permita al pasajero exigir el cumplimiento del contrato de transporte aéreo de pasajero.” 
 
Asimismo, se debe estipular expresamente la solución antes propuesta para lo cual 
planteamos el siguiente artículo. 
 
“Artículo: Pagos adelantados en caso de overbooking. 
 
1.- Respecto del daño previsto en el artículo anterior el pasajero podrá elegir entre las 
siguientes soluciones: 
(a) La obligación por parte del transportista de embarcar al pasajero en el siguiente vuelo 
con capacidad que se dirija hacia el punto de destino y el pago inmediato, por parte del 
transportista, del precio pagado por el pasajero por concepto del billete de pasaje. 
(b) El pago inmediato, por parte del transportista, a favor del pasajero del monto 
equivalente al doble de lo pagado por el pasajero por concepto del billete de pasaje. 
2.- Dichos pagos adelantados no prejuzgan la cuestión de la responsabilidad del 
transportista, ni constituyen un reconocimiento de esta y podrán ser deducidos de toda 
cantidad posteriormente pagada como indemnización por el transportista.”   
 
De igual forma en este supuesto, los eximentes de responsabilidad que deben aplicar son 
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la fuerza mayor y el hecho de la víctima, por lo que nos remitimos al artículo 20 redactado 
al analizar el tema del daño que atenta contra la integridad de los pasajeros.288
 
 
5.2.2.6.- Obligaciones concurrentes y/o accesorias del transportista en caso de 
retraso en las operaciones del transportista, inejecución contractual y 
“overbooking”.- 
 
En los casos de daños debidos al retraso en las operaciones del porteador, inejecución 
del contrato de transporte aéreo de pasajeros y practica del overbooking, en los que el 
transportista tenga responsabilidad, conjuntamente con las responsabilidades 
anteriormente establecidas, se debe imponer la obligación por parte del transportista de 
proveer a los pasajeros del alojamiento adecuado y la comida necesaria para suplir sus 
necesidades básicas, pues los gastos por concepto de estos rubros al ser consecuencia 
del incumplimiento de una obligación contractual por parte del transportista, deberían en 
buena teoría ser cubiertos por este último y no tener que ser asumidos por el pasajero. 
 
 
5.2.2.6.1.- Propuesta de regulación con respecto a obligaciones concurrentes y/o 
accesorias del transportista en caso de retraso en las operaciones del transportista, 
inejecución contractual y “overbooking”.- 
 
Según lo expuesto nos parece necesario que tal regulación se encuentre expresamente 
estipulada en el Convenio, como una obligación concurrente con las demás, de la 
siguiente manera: 
 
“Artículo: Obligaciones concurrentes del transportista en caso de retraso, inejecución 
contractual y overbooking. 
                                                 
288 “Artículo 20. Exoneración. 1.- Si el transportista prueba que la negligencia u otra acción u omisión 
indebida de la persona que pide la indemnización, o de la persona de la que proviene su derecho, causó el 
daño o contribuyó a él, el transportista quedará exonerado, total o parcialmente, de su responsabilidad con 
respecto al reclamante, en la medida en que ésta negligencia u otra acción u omisión indebida haya causado 
el daño o contribuido a él.  
2.- Si el transportista prueba que un hecho inevitable de la naturaleza causó el daño o contribuyó a él, el 
transportista quedará exonerado, total o parcialmente, de su responsabilidad con respecto al reclamante, en 
la medida en que ésta negligencia u otra acción u omisión indebida haya causado el daño o contribuido a 
él.” 
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En los casos en los cuales el transportista sea responsable del daño producto del retraso, 
inejecución contractual y overbooking en el contrato de transporte aéreo de pasajeros, 
este deberá proveer a los pasajeros del alojamiento y la comida necesarias, mientras se 
mantenga la situación que originó el daño.” 
 
 
5.2.3.- Otras regulaciones referentes a la responsabilidad del transportista.- 
 
En esta sección, una vez analizados ya los aspectos principales de la responsabilidad del 
transportista aéreo, a saber, daños que generan responsabilidad, factores de atribución y 
limitaciones de responsabilidad, nos gustaría proceder, de manera muy resumida, a 
analizar algunos aspectos accesorios que nos ayudarán a completar el sistema que 
hemos propuesto, abordando los artículos del Convenio de Montreal sobre los cuales no 
nos referimos en la sección previa. 
 
 
5.2.3.1.- Normas que devienen inaplicables.- 
 
Como consecuencia de los cambios que hemos propuesto en los acápites anteriores, 
consideramos que algunos artículos dispuestos en el Convenio de Montreal de 1999 se 
podrían derogar por devenir inaplicables, por lo menos, con respecto a la responsabilidad 
del transportista en cuanto a lo que se refiere a los daños causados en contra de los 
pasajeros a la luz del contrato de transporte aéreo. 
 
Lo anterior tiene específica relación con la proscripción de los límites de los montos de 
indemnización que se disponían anteriormente, pues al estos no existir, saldrían sobrando 
los artículos que especialmente disponen normas con relación a ellos, a saber: el artículo 
23 que hace referencia a la conversión de la unidades monetarias, el artículo 24 que 
establece la revisión de los límites de responsabilidad y el artículo 25 que dispone que el 
transportista podrá estipular que el contrato de transporte estará sujeto a límites de 
responsabilidad más elevados. 
 
Como vemos tales artículos, al referirse a los límites de los montos de indemnización 
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aplicables para el transporte, los cuales proponemos que se eliminen, devendrían 
inaplicables y por tanto, no tendría sentido mantener dicha regulación, por lo menos, en lo 
que respecta al contrato de transporte aéreo de pasajeros. 
 
Aclaramos que, al no analizar como tema de nuestro trabajo la regulación establecida en 
el Convenio para el caso del transporte de equipaje o carga, no nos referiremos a los 
artículos que regulan tal materia, por tanto serán obviados de nuestro trabajo. (Artículo 17 
incisos 2, 3 y 4, artículo 18, artículo 22 incisos 2, 3, 4 y 5, artículo 31 y artículo 42). 
 
 
5.2.3.2.- Regulación con respecto a la nulidad de las cláusulas contractuales.- 
 
El artículo 26 del Convenio de Montreal, referente a los casos en los que aplica la nulidad 
de algunas cláusulas contractuales, menciona lo siguiente: 
 
“Toda cláusula que tienda a exonerar al transportista de su responsabilidad o a fijar un 
límite inferior al establecido en el presente Convenio será nula y de ningún efecto, pero la 
nulidad de dicha cláusula no implica la nulidad del contrato, que continuará sujeto a las 
disposiciones del presente Convenio.” 
 
Es obvio que con la reforma propuesta resultaría innecesario establecer la nulidad de las 
cláusulas que tiendan a fijar un límite inferior al establecido, pues claro que no 
proponemos el establecimiento de ningún límite de responsabilidad.  
 
Por otro lado, valoramos prudente incorporar, aparte de la nulidad de las cláusulas que 
tiendan a exonerar la responsabilidad del transportista, la nulidad de las cláusulas 
contractuales que tiendan a limitar el alcance de las normas establecidas en el presente 
Convenio. 
 
Un ejemplo de lo anterior, y que es precisamente el problema que se quiere corregir, es la 
aplicación de algunas de las Condiciones Generales para el Contrato de Transporte Aéreo 
dispuestas por IATA, las cuales como pudimos apreciar en capítulos anteriores tienden a 
limitar las disposiciones de los convenios, específicamente las que se refieren a la 
responsabilidad por retraso en las operaciones del porteador, y que a nuestro criterio son 
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ilegales por pretender prácticamente exonerar al transportista en tal supuesto o limitar el 
alcance de las normas del convenio. 
 
Precisamente para evitar que por medio de cláusulas contractuales se intente limitar el 
alcance de las normas aquí previstas, proponemos se reforme el artículo 26 del Convenio 
de Montreal de la siguiente manera:  
 
“Toda cláusula que tienda a exonerar al transportista de su responsabilidad o a limitar el 
alcance de las normas establecidas en el presente Convenio será nula y de ningún efecto, 
pero la nulidad de dicha cláusula no implica la nulidad del contrato, que continuará sujeto 
a las disposiciones del presente Convenio.” 
 
 
5.2.3.3.- Regulación con respecto a la libertad contractual.- 
 
Al respecto el artículo 27 del Convenio con respecto a la libertad contractual dice a la 
letra: 
 
“Ninguna de las disposiciones del presente Convenio impedirá al transportista negarse a 
concertar un contrato de transporte, renunciar a las defensas que pueda invocar en virtud 
del presente Convenio, o establecer condiciones que no estén en contradicción con las 
disposiciones del presente Convenio.” 
 
Respecto de la presente disposición no tenemos crítica alguna y estimamos importante 
mantener dicha regulación intacta dentro del cuerpo del Convenio. 
 
 
5.2.3.4.- Regulación con respecto a los pagos adelantados.- 
 
Esta norma, dispuesta en el artículo 28 del Convenio, como bien se ha podido notar la 
hemos ido tratando independientemente dentro del tratamiento de cada supuesto 
generador de responsabilidad de acuerdo con las necesidades específicas de cada hecho 
dañoso. 
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Vale, sin embargo, mencionar algunos de los cambios introducido a este respecto, pues 
en el Convenio de Montreal el pago adelantado se encuentra previsto únicamente en el 
caso de muerte o lesiones corporales de los pasajeros, mientras nosotros hemos creído y 
así lo hemos dispuesto, que la figura se debe aplicar ampliamente en cada uno de los 
supuestos de daño que hemos tratado previamente, a saber: el daño contra la integridad 
de los pasajeros, el retraso, la inejecución contractual y el overbooking con regulaciones 
muy diferentes en cada caso según la gravedad del hecho y las necesidades de los 
pasajeros afectados. 
 
Por otro lado, en el Convenio de estudio se dispone que el transportista únicamente está 
obligado a realizar el pago adelantado en caso de que así lo exija la ley nacional del 
transportador. Esta manera de aplicación de la figura limita en mucho la aplicación del 
pago adelantado, pues son muy escasos los ordenamientos jurídicos que disponen tales 
pagos, es por tal razón que creemos que debe desligarse la aplicación del pago 
adelantado de las disposiciones de los ordenamientos internos de cada país, pues esto 
únicamente puede contribuir a una desuniformidad del sistema. 
  
A nuestro parecer, la aplicación de la figura es un medio por el cual se pueden disminuir 
las consecuencias lesivas para el pasajero del hecho generador de la responsabilidad del 
transportista. Además, al ser tomada como una ayuda casi inmediata contribuye a hacer 
menos gravoso el trauma y el posible daño moral. 
 
Igualmente estimamos, y en eso sí concordamos con el artículo de comentario, que el 
hecho del pago adelantado no de tomarse como un reconocimiento de la responsabilidad 
del transportista, y su pago efectivo podrá ser deducido de toda cantidad posteriormente 
pagada por este por concepto de indemnización. 
 
 
5.2.3.5.- Regulación con respecto al fundamento de las reclamaciones.- 
 
En lo refierente al artículo 29 que trata el tema del fundamento de las reclamaciones no 
tenemos mayores observaciones excepto por el hecho de que sería conveniente eliminar 
la frase que involucra los límites de responsabilidad en cualquier acción que tienda a la 
indemnización por daños dentro de lo estipulado en el presente Convenio, de manera que 
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se pudiera leer de la siguiente manera: 
 
“En el transporte de pasajeros, de equipaje y de carga, toda acción de indemnización de 
daños, sea que se funde en el presente convenio, en un contrato o en un acto ilícito, sea 
en cualquier otra causa, solamente podrá iniciarse con sujeción a las condiciones 
establecidas en el presente Convenio, sin que ello afecte a la cuestión de qué personas 
pueden iniciar las acciones y cuáles son sus respectivos derechos. En ninguna de dichas 
acciones se otorgará una indemnización punitiva, ejemplar o de cualquier naturaleza que 
no sea compensatoria.” 
 
Para aclarar un poco más la cuestión sobre la que versa esta parte, únicamente 
queremos hacer ver que el segmento que reformamos anteriormente se leía de la 
siguiente manera “... con sujeción a las condiciones y a los límites de responsabilidad 
como los previstos en el presente convenio...” 
 
 
5.2.3.6.- Regulación con respecto a la responsabilidad de los dependientes y 
agentes del transportista.- 
 
Esta disposición basada en el artículo 30 del Convenio de Montreal en términos generales 
establece que de iniciarse una acción específicamente en contra de uno de los 
dependientes o agentes del transportista, estos podrán ampararse a las condiciones y a 
los límites de responsabilidad que se establecen siempre y cuando puedan probar que 
actuaban dentro del ejercicio de sus funciones. Asimismo, dispone que dichos límites no 
se aplicarán, si se demuestra que el dependiente que causa el daño en cuestión actuaba 
con dolo. 
 
Como vemos el artículo podría ser de utilidad si se aplica dentro de un marco regulatorio 
como el que dispone el Convenio de Montreal, en el que es normal encontrarse límites a 
los montos de indemnización para los daños previstos en este cuerpo jurídico, sin 
embargo, una norma como la de estudio, resultaría en realidad inaplicable dentro de un 
sistema de responsabilidad sin limitación de suma para las indemnizaciones previstas.  
 
Por esta razón enunciada supra es que proponemos la supresión de la norma de 
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comentario por resultar inaplicable enmarcada en un sistema de responsabilidad como el 
que se propone. 
 
 
5.2.3.7.- Regulación con respecto al fallecimiento de la persona responsable.- 
 
Con respecto al artículo 32 que se refiere al caso del fallecimiento de la persona 
responsable del daño estimamos que se debe introducir una reforma puesto que la norma 
establece una transmisión de las obligaciones del porteador a sus causahabientes en 
caso de fallecimiento. 
 
Lo primero que hay que observar es que el transportista, rara vez es una persona física, y 
al ser estas las únicas que verdaderamente y en el estricto sentido del término pueden 
fallecer, la regulación aquí analizada, no tendría una verdadera utilidad práctica. 
 
Por tanto, se debe incluir el supuesto de que la persona responsable sea una corporación 
o un ente jurídico y en consecuencia, incluir los supuestos por medio de los cuales puede 
finalizar, o bien transformarse, la “vida” jurídica de esta sociedad. 
 
Así por ejemplo, consideramos conveniente incluir el supuesto de la quiebra, de la venta 
de la sociedad o de la fusión con otras corporaciones. 
 
Igualmente es conveniente establecer otros cambios fundamentales a la redacción del 
artículo 32 pues tal y como aparece actualmente en el Convenio de Montreal, la norma 
dispone que en caso de fallecimiento del sujeto responsable “la acción de indemnización 
se ejercerá, dentro de los límites previstos en el presente Convenio...”. Esta frase nos 
parece que hacía referencia específica a los límites de los montos indemnizatorios que 
hemos propuesto derogar, por lo que tal frase carecería de sentido. En cambio creemos 
que se adecua mucho mejor a la reforma que proponemos, la expresión que mencione 
que “la acción de indemnización se ejercerá, de acuerdo a las condiciones previstas en el 
presente Convenio” haciendo referencia más general a cualquier condición establecida. 
 
Por otra parte, una segunda modificación, que aunque  no sea materia de nuestro estudio 
nos parece importante destacar, es que el artículo de análisis se encontraba redactado de 
 
 
272
forma tal que la acción, en caso de fallecimiento de la persona responsable del daño, se 
dirigiría contra los causahabientes de la sucesión. Sin embargo, nos parece más acertado 
hacer referencia a que en caso de fallecimiento del responsable la acción se dirija contra 
la sucesión en términos generales y no en contra de los causahabientes de esta. 
 
Por tanto, reformamos el artículo analizado para que se lea de la siguiente manera: 
 
“1.- En caso de fallecimiento de la persona física responsable, la acción de indemnización 
de daños se ejercerá, de acuerdo con las condiciones previstas en el presente Convenio, 
contra la sucesión. 
2.- En caso de quiebra de la persona jurídica responsable, la acción de indemnización de 
daños se ejercerá, de acuerdo con las condiciones previstas en el presente Convenio, 
contra la sucesión. ” 
3.- En caso de fusión, transformación o venta de la persona jurídica responsable, la 
acción de daños se ejercerá, de acuerdo con las condiciones previstas en el presente 
Convenio, contra la persona física o jurídica que prevaleció a la fusión o transformación 
de la persona jurídica responsable, o contra el comprador físico o jurídico de esta.” 
 
 
5.2.3.8.- Regulación con respecto a las jurisdicciones aplicables.- 
 
Como hemos determinado cuando analizamos el tema de la jurisdicción, el Convenio de 
Montreal incluye la posibilidad de acudir ante la controversial quinta jurisdicción, muy 
reclamada por los Estados Unidos, por medio de la cual el pasajero puede accionar con el 
fin de cobrar la debida indemnización por daños en el domicilio de este. 
 
Anteriormente sólo existían cuatro jurisdicciones principales, a saber, la del tribunal del 
domicilio del transportista, la de su oficina principal, la de la oficina por cuyo conducto se 
celebró el contrato de transporte aéreo y la del tribunal del lugar de destino. 
 
Con el Convenio de Montreal se inserta una quinta jurisdicción que admite la acción en el 
tribunal del lugar de la residencia principal y permanente del pasajero.  
 
No obstante, la convención de cita únicamente admitió esta opción en el caso del daño 
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resultante de la muerte o lesiones corporales del pasajero siempre y cuando el 
transportista explote en ese territorio servicios de transporte aéreo de pasajeros, ya sea 
en sus propias aeronaves o en las de otro, por medio de un acuerdo comercial y con la 
condición que tuviese oficinas en ese lugar. 
 
Como vemos, si bien hay que reconocer el avance que el Convenio dio en este sentido, 
creemos que no es suficiente, debido a las restricciones establecidas para aplicar esta 
jurisdicción adicional con respecto a los posibles tipos de daños. Por tanto, consideramos 
que esta quinta jurisdicción debería por lo menos aplicar en todos los posibles supuestos 
de daños a los pasajeros, a saber, tanto del daño en contra de la integridad de los 
pasajeros, como en los supuestos de daño por retraso en las operaciones del porteador, 
inejecución del contrato y “overbooking”. 
 
Esto en realidad lo que hace es brindar al pasajero la posibilidad efectiva de acceso a la 
justicia permitiendo que él accione en el tribunal de su domicilio. Debemos asimismo tener 
en cuenta que para que esta disposición aplique, el transportista deberá contar con una 
oficina o una explotación de servicios de transporte aéreo en ese territorio, de modo 
contrario no se podría dar dicha solución, lo que posibilitaría una respuesta rápida en ese 
territorio por parte del transportista por tener presencia en esa localidad. 
 
De otra forma consideramos que, de mantener una regulación como la establecida, haría 
nugatorio, en cierta forma, el derecho constitucional de justicia pronta y cumplida; más 
teniendo en cuenta los nuevos tipos de contratación por medio de Internet en donde el 
contrato no se concluye en un territorio específico. 
 
Por lo tanto, proponemos que la quinta jurisdicción, de la misma forma que las otras 
cuatro jurisdicciones disponibles, aplique para todos los supuestos de daño que pueda 
sufrir el pasajero, y el artículo se reforme para que se lea de la siguiente forma: 
  
“1.- Una acción de indemnización de daños deberá iniciarse, a elección del demandante, 
en el territorio de un Estado Parte, sea ante el tribunal del domicilio del transportista o de 
su oficina principal, o del lugar en que tiene una oficina por cuyo conducto se ha 
celebrado el contrato de transporte aéreo de  pasajeros, sea ante el tribunal del lugar de 
destino. 
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2.- Igualmente una acción podrá iniciarse en el territorio de un Estado Parte en el que el 
pasajero tiene su residencia principal y permanente en el momento del accidente, siempre 
y cuando, en ese territorio, el transportista explote servicios de transporte aéreo de 
pasajeros en sus propias aeronaves o en las de otro transportista con arreglo a un 
acuerdo comercial y en el que el transportista realiza sus actividades de transporte aéreo 
de pasajeros desde locales arrendados o que son de su propiedad o de otro transportista 
con el que tiene un acuerdo comercial. 
3.- Para los fines del párrafo 2:  
(a) “acuerdo comercial” significa un acuerdo, que no es un contrato de agencia, hecho 
entre transportistas y relativo a la provisión de sus servicios conjuntos de transporte aéreo 
de pasajeros.  
(b) “residencia principal y permanente” significa la morada fija y permanente del pasajero 
en el momento del accidente. La nacionalidad del pasajero no será el factor determinante 
al respecto. 
4.- Las cuestiones de procedimiento se regirán por la ley del tribunal que conoce el caso.” 
 
 
5.2.3.9.- Regulación con respecto a la posibilidad de acudir a conciliación y 
arbitraje.- 
 
La posibilidad de que las demandas de las partes se resuelvan mediante conciliación y 
arbitraje deben ser cuestiones principales que, a nuestro criterio, se deben regular en el 
Convenio. 
 
Debemos tomar en cuenta los beneficios de estos instrumentos de solución de 
controversias que facilitan el acceso a una justicia pronta y cumplida, otorgándole mayor 
celeridad y flexibilidad a la resolución de conflictos, siempre con apego a las normas 
preestablecidas. 
 
El Convenio de Montreal únicamente prevé la posibilidad de que el transportista incluya 
por escrito la posibilidad de acudir a un arbitraje en caso de daño a la carga, lo que nos 
parece un error, pues también debe preverse la posibilidad en el transporte de pasajeros, 
dado que en la mayoría de los casos resulta mucho más urgente solucionar este daño 
que cualquier otro. 
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Asimismo, la posibilidad de que se lleve a cabo un conciliación debería no quedarse al 
margen de la regulación, debiendo ser esta obligatoria para las partes previo a un litigio, 
sea cual sea el tipo de daño acontecido. 
 
Por tanto, afirmamos la necesidad de reformar el artículo 34 en cuestión por considerar 
imprescindible la presencia de estos instrumentos dentro de la reglamentación de la 
convención. Una propuesta de reforma sería la siguiente: 
 
“1.- Con sujeción a lo establecido en este artículo, las partes en el contrato de transporte 
aéreo, deberán acudir, de previo a la celebración de cualquier litigio o arbitraje relativos a 
la responsabilidad del transportista prevista en el presente Convenio, a fin de intentar 
solucionar la controversia, a una conciliación obligatoria. 
2.- Con sujeción a lo establecido en este artículo, las partes en el contrato de transporte 
aéreo podrán estipular que toda controversia relativa a la responsabilidad del 
transportista, prevista en el presente Convenio, se resolverá por medio de arbitraje. Dicho 
acuerdo se hará por escrito. 
3.- El procedimiento de conciliación o arbitraje se llevará a cabo, a elección del 
reclamante, en una de las jurisdicciones mencionadas en el artículo 33. 
4.- El árbitro o el tribunal arbitral aplicarán las disposiciones del presente Convenio.” 
 
 
5.2.3.10.- Regulación con respecto al plazo para plantear la acción.- 
 
Con respecto al plazo en el cual es permitido presentar las acciones tendientes a cobrar la 
debida indemnización por daños causados, no tenemos ningún comentario o crítica que 
hacerle a la redacción del artículo 35 de la convención, en donde se establece dicho 
aspecto. 
 
Procedemos, por tanto, a transcribir el mencionado artículo tal y como aparece en el 
Convenio: 
 
“1.- El derecho a indemnización se extinguirá si no se inicia una acción dentro del plazo 
de dos años, contados a partir de la fecha de llegada a destino o la del día en que la 
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aeronave debería haber llegado o la de la detención del transporte. 
2.- La forma de calcular ese plazo se determinará por la ley del tribunal que conoce el 
caso.” 
 
 
5.2.3.11.- Regulación con respecto al derecho de acción contra terceros.- 
 
Este es, a nuestro juicio, uno de los puntos importantísimos que no debe estar ausente de 
del articulado de la convención, máxime al incluir, como lo hemos propuesto en la mayoría 
de los casos, una responsabilidad de corte objetivo, ya que el transportista responsable, 
aún sin culpa, por el hecho de dirigir una actividad que se considera lleva asociada 
riesgos inherentes a esta, debe tener el derecho de poder repetir contra los que se 
determine son los verdaderos responsables del daño causado. 
 
Como hemos explicado a lo largo de este trabajo, el transportista debe responder en un 
primer plano, pues es la actividad riesgosa que este dirige la que se determina causante 
del daño, con lo cual se protege al sujeto dañado, en dicho caso, el pasajero, y se le 
garantiza de forma más segura una indemnización y una reparación del daño causado, 
que no debe ser, obviamente, asumido por el pasajero. 
 
Sin embargo, ¿Qué sucede en caso de acaecer, por ejemplo, un accidente aéreo 
producto de una falla en los organismos que controlan el tráfico aéreo, como puede ser 
una colisión entre dos aeronaves?  
 
En dicho caso, es claro que por medio de la responsabilidad de corte objetivo que se le ha 
impuesto al transportista, él debe hacerle frente, de primer momento, a las 
indemnizaciones que se derivan de los daños causados por este siniestro, al ser, este tipo 
de accidente propio de la navegación aérea y que entraña el riesgo del que hemos hecho 
mención. Empero, el transportista debe tener el derecho de, una vez indemnizados los 
respectivos sujetos del daño, repetir contra el verdadero responsable del daño, en este 
caso, los organismos de transito aéreo, con el fin de cobrar el perjuicio que ha debido 
cargar el transportista con el debido pago de las indemnizaciones a los pasajeros que han 
sufrido daño producto del accidente. 
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Como podemos ver el derecho del transportista de cobrar el perjuicio al verdadero 
responsable debe ser un punto central dentro de nuestra estructura de responsabilidad y 
por ende, proponemos mantener intacto el artículo 37 del actual Convenio de Montreal, 
que literalmente menciona: 
 
“Ninguna de las disposiciones del presente Convenio afecta a la cuestión de si la persona 
responsable de daños, de conformidad con el mismo, tiene o no derecho de acción 
regresiva contra alguna otra persona.” 
 
 
5.2.3.12.- Regulación con respecto a la aplicación obligatoria de las disposiciones 
establecidas en el Convenio.- 
 
Con respecto al artículo 49 que instaura la aplicación obligatoria de las disposiciones 
establecidas en el Convenio, no tenemos ninguna crítica u observación al respecto y 
pensamos que dicha regulación debería mantenerse tal y como aparece redactada en el 
instrumento, a saber: 
 
“Toda cláusula del contrato de transporte y todos los acuerdos particulares concertados 
antes de que ocurra el daño, por los cuales las partes traten de eludir la aplicación de las 
reglas establecidas en el presente Convenio, sea decidiendo la ley que habrá de 
aplicarse, sea modificando las reglas relativas a la jurisdicción, serán nulos y de ningún 
efecto.” 
 
 
5.2.3.13.- Regulación con respecto a los seguros aeronáuticos.- 
 
El artículo 50 del Convenio de Montreal de 1999 establece la obligación para los Estados 
Partes de exigir a sus transportistas la manutención de un seguro adecuado para cubrir su 
eventual responsabilidad ante siniestros que ocasionen daños como los que hemos 
analizado. 
 
De igual manera que en el artículo anterior, no ofrecemos ninguna crítica a la redacción 
del artículo de comentario, pues nos parece claramente acertada tal disposición.  
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En vista de lo anterior procedemos únicamente a la transcripción de este:  
 
“Los Estados Partes exigirán a sus transportistas que mantengan un seguro adecuado 
que cubra su responsabilidad en virtud del presente Convenio. El Estado Parte hacia el 
cual el transportista explota servicios podrá exigirle a éste que presente pruebas de que 
mantiene un seguro adecuado, que cubre su responsabilidad en virtud del presente 
Convenio.” 
 
 
5.2.3.14.- Regulaciones específicas para diferentes especies de transporte aéreo.- 
 
Una vez analizadas las cuestiones tanto principales como específicas relacionadas con la 
responsabilidad del transportista establecidas dentro del Convenio de Montreal de 1999, 
en la siguiente parte de nuestro estudio nos centraremos en el análisis general de los 
casos de las diferentes modalidades de transporte que incluyen necesariamente a más de 
un transportista con el fin de realizar el viaje hasta el punto de destino. 
 
Dentro de esta categoría analizaremos en específico al transporte sucesivo, al combinado 
y al realizado por un transportista diferente del contractual respectivamente. 
 
 
5.2.3.14.1.- Regulación con respecto al transporte sucesivo.- 
 
El tipo de transporte sucesivo se configura cuando un pasajero para poder realizar un 
viaje desde el punto de salida hasta el punto de llegada necesita de la concurrencia de 
transportistas aéreos con el fin de poder arribar a su destino. 
 
Un ejemplo simple de lo dicho, sería un viaje desde San José, Costa Rica hasta Alaska, 
Estados Unidos, en el cual el pasajero necesite contratar con al menos dos compañías 
aéreas diferentes pero enlazadas entre sí, con el fin de poder llevar al pasajero hasta su 
destino por no existir una compañía que realice el viaje directo. En dicho caso, por 
ejemplo, el pasajero que sale desde Costa Rica deberá volar hacia otro Estado en donde 
pueda realizar una conexión con algún otro vuelo que lo lleve hasta su destino final.  
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De acuerdo con el Dr. Mapelli el transporte sucesivo contemplado por la Convención 
“obedece a un contrato único, cuya realización material no se lleva a cabo por un solo 
porteador sino enlazadamente por dos o más de ellos.” 
 
Debemos aclarar eso sí, que según nuestro criterio, y tal y como se deduce del Convenio, 
el hecho del transporte sucesivo no debe ser estrictamente entendido como constituido 
por un contrato único, sino que igualmente puede ser constituido por una serie de 
contratos entrelazados entre sí, del cual las partes han tenido conocimiento. 
 
Es en resumidas palabras un transporte efectuado por varios transportistas 
sucesivamente. Para efectos del Convenio y de acuerdo con el párrafo tercero del artículo 
primero, este transporte se considerará uno solo si las partes lo han considerado así y por 
ende no perderá su carácter de internacional si algún trayecto se debe realizar dentro de 
un mismo Estado. Asimismo si las partes del contrato han considerado la operación como 
una sola, no importa si el transporte ha sido objeto de uno o varios contratos en serie. 
 
Lo dispuesto en el artículo 36 regula lo relativo a la responsabilidad del transportista en 
este caso y básicamente lo que dispone es que el transporte, de haber sido considerado 
por las partes como una sola operación, cada una de estas partes se someterá a las 
reglas establecidas en el Convenio de Montreal y que en caso de que surja un accidente, 
el pasajero únicamente podrá proceder contra el transportista que haya efectuado el 
transporte durante el cual se produjo el daño sobre el cual se reclama la indemnización, 
excepto en el caso en el primer transportista haya asumido expresamente la 
responsabilidad por todo el viaje. 
 
Una sola observación tenemos con respecto a este punto, cuando en el párrafo segundo 
del artículo 36 en cuestión se permite únicamente al primer transportista asumir la 
responsabilidad por todo el viaje. Surgen las preguntas, ¿Por qué solo al primero? ¿Por 
qué no abrir la responsabilidad para que otros transportistas asuman responsabilidades?  
 
Nos parece que para entender el sentido de este artículo es necesario remontarse a la 
época de la redacción del Convenio de Varsovia, pues comparando la redacción del 
artículo 30 del Convenio de Varsovia con el artículo 36 de la Convención susodicha, 
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vemos es virtualmente idéntica para lo cual se debe tener presente que, aquella se hizo 
en una época en donde no existían los medios de comunicación actuales. 
 
Era entendible entonces que el primer transportista pudiese asumir la responsabilidad por 
todo el viaje puesto que, en las oficinas de este era donde normalmente las personas se 
acercaban a comprar sus tiquetes aéreos y como un medio de garantizar la venta el 
transportista podía usar el método descrito. Además, el pasajero por lo general no tenía 
un contacto directo con los transportistas sucesivos y era por esto que él se acercaba  
únicamente a comprar sus billetes de pasajes donde el primero que vendía, tanto sus 
tiquetes como los de los demás transportistas por medio de acuerdos comerciales 
previamente establecidos. 
 
Sin embargo, la situación actual es sumamente diversa, pues como los medios de 
información y las telecomunicaciones de nuestro tiempo, cualquier pasajero puede 
obtener rápidamente un contacto directo con cualquier transportista en cualquier parte del 
mundo, solo basta ingresar a Internet para efectuar las compras de los tiquetes aéreos.  
 
Por las razones mencionadas es que consideramos que en la actualidad parece ilógico 
que únicamente el primer transportista pueda asumir la responsabilidad por todo el 
trayecto. Por consiguiente, proponemos una reforma al artículo 36 para poder abrir la 
posibilidad de que también otros transportistas puedan asumir responsabilidades similares 
a las que podría asumir únicamente el primero. 
 
De modo que proponemos una reforma al artículo 36 para se lea como sigue: 
 
“1.- En el caso del transporte que deben efectuar varios transportistas sucesivamente y 
que esté comprendido en la definición del párrafo 3 del artículo 1, cada transportista que 
acepte pasajeros, equipaje o carga se someterá a las reglas establecidas en el presente 
Convenio y será considerado como una de las partes del contrato de transporte en la 
medida en que el contrato se refiere a la parte del transporte efectuado bajo su 
supervisión. 
2.- En el caso de un transporte de esa naturaleza, el pasajero, o cualquier persona que 
tenga derecho a una indemnización por él, sólo podrá proceder contra el transportista que 
haya efectuado el transporte durante el cual se produjo el accidente o el retraso, salvo en 
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el caso en que, por estipulación expresa, algún transportista haya asumido la 
responsabilidad por todo el viaje. 
3.- En el caso en que más de un transportista, por estipulación expresa, haya asumido la 
responsabilidad por todo el viaje, la responsabilidad será solidaria entre ellos.” 
 
 
5.2.3.14.2.- Regulación con respecto al transporte combinado.- 
 
El transporte combinado es el que se efectúa en parte en aeronave por vía aérea y en 
parte por cualquier otro u otros medios de transporte, ya sea este marítimo o terrestre de 
cualquier tipo. 
 
Con respecto al tipo de transporte, estimamos poco lo que hay que aportar, pues el 
Convenio de Montreal en el artículo 38, donde se establece su regulación, solo menciona 
que lo dispuesto por la convención será de aplicación obligatoria para el transporte 
efectuado únicamente por vía aérea y que siempre que las disposiciones del Convenio se 
respeten, se podrán incluir, dentro del billete de pasaje, condiciones con respecto a los 
otros medios de transporte. 
 
No haremos crítica alguna con respecto a esta regulación y por tanto no le efectuaremos 
ninguna reforma pertinente. 
 
 
5.2.3.14.3.- Regulación con respecto al transporte aéreo efectuado por una persona 
distinta del transportista contractual.- 
 
Con respecto a la regulación introducida en el Convenio de Montreal de 1999 relativa al 
transporte efectuado por una persona distinta del transportista contractual, de primer 
momento debemos mencionar, que este hecho, constituye un gran acierto por parte de 
este instrumento, pues al incorporar lo dispuesto en el Convenio Suplementario de 
Guadalajara dentro del cuerpo normativo de este, se contribuye en mucho a la 
uniformidad del sistema por concentrarse la regulación en una única regulación 
internacional. 
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El Convenio de Montreal de 1999 dispone todo un capítulo, el número cinco, para la 
ordenación de esta figura, lo que hace ver la importancia que reviste dentro del transporte 
aéreo actual.  
 
Con respecto a nuestra propuesta de regulación, por ser pocas las modificaciones que 
proponemos introducir, las veremos todas en esta sección. 
 
De acuerdo con el artículo 39, se introduce básicamente una definición del instituto para 
aclarar que las disposiciones del capítulo de comentario aplicarán cuando el transportista 
con el cual se celebra un contrato de transporte aéreo, es decir, el transportista 
contractual, autoriza a otro transportista para que efectivamente efectúe, en todo o en 
parte, el transporte contratado en nombre del primero, tomando el segundo la 
denominación de “transportista de hecho”.  
 
Asimismo se establece, según el artículo 40 del Convenio, que ambos transportistas 
quedarán sujetos a las disposiciones del Convenio, lo que obviamente incluye todas las 
normas referentes a la responsabilidad de estos, sin embargo, el transportista de hecho 
será responsable únicamente por transporte efectuado bajo su cargo mientras que el 
transportista contractual lo será con respecto a todo el transporte previsto. 
 
Hasta aquí no debemos realizar ninguna observación pertinente con respecto a lo 
dispuesto, empero, en el artículo 41, en el cual se establece que las acciones y 
omisiones, tanto de uno u otro transportista, así como de sus dependientes o agentes en 
el ejercicio de sus funciones, se considerarán como realizadas también por el otro 
transportista, estableciéndose una responsabilidad mutua; lo cual nos parece correcto, no 
obstante, sería menester obviar los límites de responsabilidad que se le imponen al 
transportista de hecho de la misma forma que al transportista contractual por devenir 
estos inaplicables, de acuerdo con la argumentación que hemos sostenido a lo largo de 
toda nuestra exposición. 
 
La última parte del artículo anterior, de forma muy lógica, finaliza haciendo la observación 
de que ningún acuerdo especial por el cual el transportista contractual asuma 
obligaciones no impuestas por el Convenio podrá afectar al transportista de hecho a 
menos que este lo acepte. 
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No nos referiremos a lo referente del artículo 42, pues hace mención específicamente al 
destinatario de las protestas, la cual es una figura eminente usada en el transporte de 
carga que no analizamos en dicha tesis. 
 
Por otro lado, con respecto a las normas descritas con los numerales 43 y 44 del 
Convenio de Montreal, sí creemos necesario hacer una reforma importante en lo  
referente a los dependientes y agentes de ambos transportistas, los cuales mediante la 
prueba de que actuaban en el ejercicio de sus funciones podrían ampararse a las 
condiciones y los límites de responsabilidad dispuestos y al total de las indemnizaciones 
que estos deberían cubrir, las cuales en su conjunto no podrían exceder el límite de 
responsabilidad establecido. 
 
Si recordamos lo dicho cuando analizamos, en la parte general del convenio, los artículos 
que se referían a los dependientes y agentes del transportista y al fundamento de las 
reclamaciones, criticamos fuertemente el hecho de que ambos artículos se basaran en los 
límites de responsabilidad previstos, lo que en el sistema que proponemos no tendría 
ningún sentido y por tanto lo que consideramos más conveniente es la supresión de éstas 
normas.  
 
Por otro lado el artículo 47 que dispone la nulidad de las cláusulas contractuales que 
tienen a exonerar a los transportistas de su responsabilidad o fijar límites inferiores de 
responsabilidad, es casi idéntica a la norma del artículo 26 del Convenio, la única 
diferencia radica en la mención de ambos transportistas. Cuando formulamos la reforma 
del artículo 26, esta, estaba basada en la omisión de la referencia a los límites, apoyando 
la reforma formulada del artículo no en estos, sino en la nulidad de las cláusulas que 
tendieran a exonerar de responsabilidad al transportista, o bien, a limitar el alcance de las 
normas establecidas. De esta manera, aplicando lo dicho previamente, proponemos la 
reforma del artículo 47 para que se lea como sigue: 
 
“Toda cláusula que tienda a exonerar al transportista contractual o al transportista de 
hecho de su responsabilidad o a limitar el alcance de las normas establecidas en el 
presente Convenio será nula y de ningún efecto, pero la nulidad de dicha cláusula no 
implica la nulidad del contrato, que continuará sujeto a las disposiciones del presente 
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Convenio.”  
 
Con respecto a las demás normas presentes en el capítulo que nos ocupa no 
proponemos ninguna reforma y por tanto creemos que es conveniente que los artículos 45 
(referente a los destinatarios de las reclamaciones), 46 (referente a la jurisdicción 
adicional aplicable en este caso), y 48 (referente a las relaciones existentes entre los 
transportistas) mantengan su redacción original. 
  
Para concluir basta indicar que no haremos referencia a las cláusulas finales por tratarse 
estas de meras cuestiones administrativas del tratado.  
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CONCLUSIÓN 
 
 
Muchas han sido las conclusiones extraíbles del desarrollo del presente trabajo, sin 
embargo, en este punto y una vez concluida la lectura de este, basta que mencionemos 
las más obvias e importantes, pues de otra manera estaríamos extendiéndonos más de lo 
que en lo referente a nuestro tema importa.  
 
Como conclusión general estimamos que el Convenio de Montreal de 1999, si bien vino a 
subsanar muchos de los yerros de los que padecían los anteriores instrumentos 
internacionales, no resulta satisfactorio pues mantiene muchos de los errores que se han 
venido arrastrando a lo largo de la historia. Esta es la razón por la cual decidimos realizar 
una propuesta alternativa, dado que nuestra intención no era nada más hacer notar las 
deficiencias intrínsecas presentes en la convención, sino constructivamente proponer las 
que desde nuestro punto de vista pueden ser las posibles soluciones para el problema 
que nos encontramos.  
 
Es cierto también que no todo el trabajo realizado en Montreal es despreciable, son 
destacables sus aciertos, los cuales recalcaremos de seguido, sin olvidar sus defectos, 
los cuales también mencionaremos. 
 
- ASPECTOS POSITIVOS DEL CONVENIO DE MONTREAL DE 1999 
 
Como primer acierto y quizá el más destacable, aunque no de fondo, es que este 
instrumento refunde todas las normas anteriores en un único cuerpo normativo, lo cual 
ayuda a darle un sentido de uniformidad a todo el sistema que se encontraba desgastado 
por la fragmentación sufrida a raíz de la multiplicidad de convenciones y otros 
instrumentos internacionales que habían visto la luz en años posteriores al Convenio de 
Varsovia, los cuales, habían hecho del sistema de responsabilidad civil del transporte 
aéreo internacional un verdadero problema a la hora de su aplicación debido a la 
diversidad normativa y de sistemas de responsabilidad. 
 
Otro de los puntos a destacar como favorables en este instrumento es la incorporación de 
las normas insertas en el Convenio de Guadalajara de 1961 dentro del cuerpo normativo 
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del Convenio, las cuales tratan de la responsabilidad del transportista no contractual o de 
hecho, pues anteriormente se tenía esta regulación en un convenio aparte de todas las 
demás normas, lo cual había dificultado su aplicación ya que no todas las partes 
involucradas en la Convención de Varsovia habían sido signatarias de este convenio de 
1961 y por ello la inclusión de estas normas dentro del artículo responde a una buena 
técnica legislativa deseable desde un principio.  
 
Como un punto que podemos subrayar se encuentra la mención de la posibilidad de que 
se den pagos adelantados a las víctimas o a las familias de las víctimas de un accidente 
acaecido durante el transporte aéreo, este sin embargo, es un punto discutible en cuanto 
a su aplicación deseable, pues como lo hicimos notar en su momento solo se establece la 
posibilidad de que la ley nacional se la que establezca la posibilidad de que se dé este 
pago adelantado y no lo instaura como una cuestión imperativa que debería darse, lo cual 
sin duda, hacer venir a menos el adelanto conceptual a favor de los usuarios dado en este 
punto.  
 
Asimismo, vale resaltar la introducción de una quinta jurisdicción por parte del Convenio 
para recordar la jurisdicción del domicilio principal y permanente de la víctima, siempre y 
cuando el transportista mantenga operaciones en ese lugar, mediante tal jurisdicción se 
hace mucho más simple la reclamación de las indemnizaciones y con esto se acerca 
mucho más la justicia a las víctimas. 
 
Por último, dentro de los aciertos destacables en esta norma podemos mencionar la 
posibilidad que se establece para que cualquier Estado pueda exigir a sus transportistas 
nacionales o a los extranjeros, que efectúen operaciones desde o hacia su país, a 
mantener un seguro considerado como obligatorio que eventualmente pueda cubrir los 
daños en caso de un daño.  
 
 
- ASPECTO NEGATIVOS DEL CONVENIO DE MONTREAL DE 1999.  
 
El primer aspecto que consideramos negativo es el hecho de que se haya establecido un 
régimen de responsabilidad para el caso del daño a los pasajeros de tipo objetivo limitado 
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y sobre este un régimen subjetivo ilimitado, pues un sistema tal traería varias deficiencias 
propias como analizamos en su debido momento. 
 
Por otro lado, no podemos dejar de mencionar el malestar que sentimos al ver excluido de 
los supuestos de responsabilidad de la convención a la lesión psicológica y al daño moral, 
los cuales no están sujetos a indemnización por parte del transportista. Hemos de 
suponer que cualquier daño al tener efectos negativos en un sujeto de derecho debe 
verse reparado por quien lo ocasionó, de manera que no podemos aceptar la norma 
anterior. 
 
En cuanto al supuesto de hecho del daño retraso como generador de responsabilidad, 
también vimos una insuficiencia en cuanto a la redacción del articulado en donde se 
menciona esta causal, no estableciendo con certeza cual es el concepto del retraso, para 
lo cual concluimos que el retraso per se no genera responsabilidad, sino que se debe 
tratar de un retraso dañoso. Asimismo, consideramos a la limitación de los montos 
indemnizatorios referidos a este rubro como no aceptable por cuanto consideramos 
cualquier limitación que se oponga a una reparación integral del daño como 
inconstitucional.  
 
Como otro punto criticable al Convenio de estudio creemos factible mencionar la falta de 
regulación tanto del caso de la inejecución contractual como del caso del overbooking o la 
excesiva reserva de pasajes, pues ambos casos, a nuestro parecer deben ser 
constituyentes de la responsabilidad civil del porteador. 
 
Una de las críticas más serias que hacemos es la no regulación de la posibilidad de dirimir 
las diferencias mediante una conciliación o un arbitraje, pues la convención únicamente 
acepta la posibilidad de ir a arbitraje en casos de responsabilidad civil en el transporte 
aéreo de carga y no así en el de pasajeros.  
 
Por último, es criticable la posibilidad de que se den pagos adelantados en el convenio, 
pues como hemos dicho, se establece esto solamente como una posibilidad de que los 
Estados lo instauren y no como un imperativo.  
 
Por todo lo anterior es que consideramos que si bien el Convenio de Montreal de 1999 
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introdujo algunas mejoras necesarias, no introdujo todas las mejoras posibles a la 
regulación y por esto es que nos avocamos a proponer una posible solución al intentar 
redactar algunas mejoras que a nuestro entender podrían ayudar en mucho a dirimir los 
problemas que se presentan en algunos de los casos de responsabilidad civil 
internacional. 
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ANEXO I 
CONVENIO DE VARSOVIA 
 
 
CONVENTION FOR THE UNIFICATION OF CERTAIN RULES RELATING TO 
INTERNATIONAL CARRIAGE BY AIR, SIGNED AT WARSAW ON 12 OCTOBER 1929 
 
( WARSAW CONVENTION) 
 
CHAPTER I 
SCOPE - DEFINITIONS 
 
Article 1 
1. This Convention applies to all international carriage of persons, luggage or goods performed by aircraft for 
reward. It applies equally to gratuitous carriage by aircraft performed by an air transport undertaking.  
2. For the purposes of this Convention the expression "international carriage" means any carriage in which, 
according to the contract made by the parties, the place of departure and the place of destination, whether or 
not there be a break in the carriage or a transhipment, are situated either within the territories of two High 
Contracting Parties, or within the territory of a single High Contracting Party, if there is an agreed stopping 
place within a territory subject to the sovereignty, suzerainty, mandate or authority of another Power, even 
though that Power is not a party to this Convention. A carriage without such an agreed stopping place 
between territories subject to the sovereignty, suzerainty, mandate or authority of the same High Contracting 
Party is not deemed to be international for the purposes of this Convention. 
3. A carriage to be performed by several successive air carriers is deemed, for the purposes of this 
Convention, to be one undivided carriage, if it has been regarded by the parties as a single operation, whether 
it had been agreed upon under the form of a single contract or of a series of contracts, and it does not lose its 
international character merely because one contract or a series of contracts is to be performed entirely within a 
territory subject to the sovereignty, suzerainty, mandate or authority of the same High Contracting Party. 
 
Article 2 
1. This Convention applies to carriage performed by the State or by legally constituted public bodies provided 
it falls within the conditions laid down in Article 1. 
2. This Convention does not apply to carriage performed under the terms of any international postal 
Convention. 
 
CHAPTER II 
DOCUMENTS OF CARRIAGE 
 
Section I - Passenger Ticket 
 
Article 3 
1. For the carriage of passengers the carrier must deliver a passenger ticket which shall contain the following 
particulars:-  
(a) the place and date of issue; 
(b) the place of departure and of destination; 
(c) the agreed stopping places, provided that the carrier may reserve the right to alter the stopping places in 
case of necessity, and that if he exercises that right, the alteration shall not have the effect of depriving the 
carriage of its international character; 
(d) the name and address of the carrier or carriers; 
(e) a statement that the carriage is subject to the rules relating to liability established by this Convention. 
2. The absence, irregularity or loss of the passenger ticket does not affect the existence or the validity of the 
contract of carriage, which shall none the less be subject to the rules of this Convention. Nevertheless, if the 
 
 
300
carrier accepts a passenger without a passenger ticket having been delivered he shall not be entitled to avail 
himself of those provisions of this Convention which exclude or limit his liability. 
 
Section II - Luggage Ticket 
 
Article 4 
 
1. For the carriage of luggage, other than small personal objects of which the passenger takes charge himself, 
the carrier must deliver a luggage ticket. 
2. The luggage ticket shall be made out in duplicate, one part for the passenger and the other part for the 
carrier. 
3. The luggage ticket shall contain the following particulars:- 
(a) the place and date of issue; 
(b) the place of departure and of destination; 
(c) the name and address of the carrier or carriers; 
(d) the number of the passenger ticket; 
(e) a statement that delivery of the luggage will be made to the bearer of the luggage ticket; 
(f) the number and weight of the packages; 
(g) the amount of the value declared in accordance with Article 22(2); 
(h) a statement that the carriage is subject to the rules relating to liability established by this Convention. 
4. The absence, irregularity or loss of the luggage ticket does not affect the existence or the validity of the 
contract of carriage, which shall none the less be subject to the rules of this Convention. Nevertheless, if the 
carrier accepts luggage without a luggage ticket having been delivered, or if the luggage ticket does not 
contain the particulars set out at (d), (f) and (h) above, the carrier shall not be entitled to avail himself of those 
provisions of the Convention which exclude or limit his liability. 
 
Section III - Air Consignment Note 
 
Article 5 
1. Every carrier of goods has the right to require the consignor to make out and hand over to him a document 
called an "air consignment note"; every consignor has the right to require the carrier to accept this document. 
2. The absence, irregularity or loss of this document does not affect the existence or the validity of the 
contract of carriage which shall, subject to the provisions of Article 9, be none the less governed by the rules 
of this Convention. 
 
Article 6 
1. The air consignment note shall be made out by the consignor in three original parts and be handed over 
with the goods. 
2. The first part shall be marked "for the carrier," and shall be signed by the consignor. The second part shall 
be marked "for the consignee"; it shall be signed by the consignor and by the carrier and shall accompany the 
goods. The third part shall be signed by the carrier and 
handed by him to the consignor after the goods have been accepted. 
3. The carrier shall sign on acceptance of the goods. 
4. The signature of the carrier may be stamped; that of the consignor may be printed or stamped. 
5. If, at the request of the consignor, the carrier makes out the air consignment note, he shall be deemed, 
subject to proof to the contrary, to have done so on behalf of the consignor.  
 
Article 7 
 
The carrier of goods has the right to require the consignor to make out separate consignment notes when there 
is more than one package. 
 
Article 8 
The air consignment note shall contain the following particulars:- 
(a) the place and date of its execution; 
(b) the place of departure and of destination; 
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(c) the agreed stopping places, provided that the carrier may reserve the right to alter the stopping places in 
case of necessity, and that if he exercises that right the alteration shall not have the effect of depriving the 
carriage of its international character; 
(d) the name and address of the consignor; 
(e) the name and address of the first carrier; 
(f) the name and address of the consignee, if the case so requires; 
(g) the nature of the goods; 
(h) the number of the packages, the method of packing and the particular marks or numbers upon them; 
(i) the weight, the quantity and the volume or dimensions of the goods; 
(j) the apparent condition of the goods and of the packing; 
(k) the freight, if it has been agreed upon, the date and place of payment, and the person who is to pay it; 
(l) if the goods are sent for payment on delivery, the price of the goods, and, if the case so requires, the 
amount of the expenses incurred; 
(m) the amount of the value declared in accordance with Article 22 (2); 
(n) the number of parts of the air consignment note; 
(o) the documents handed to the carrier to accompany the air consignment note; 
(p) the time fixed for the completion of the carriage and a brief note of the route to be followed, if these 
matters have been agreed upon; 
(q) a statement that the carriage is subject to the rules relating to liability established by this Convention. 
 
Article 9 
If the carrier accepts goods without an air consignment note having been made out, or if the air consignment 
note does not contain all the particulars set out in Article 8(a) to (i) inclusive and (q), the carrier shall not be 
entitled to avail himself of the provisions of this Convention which exclude or limit his liability. 
 
Article 10 
1. The consignor is responsible for the correctness of the particulars and statements relating to the goods 
which he inserts in the air consignment note. 
2. The consignor will be liable for all damage suffered by the carrier or any other person by reason of the 
irregularity, incorrectness or incompleteness of the said particulars and statements. 
 
Article 11 
1. The air consignment note is prima facie evidence of the conclusion of the contract, of the receipt of the 
goods and of the conditions of carriage. 
2. The statements in the air consignment note relating to the weight, dimensions and packing of the goods, as 
well as those relating to the number of packages, are prima facie evidence of the facts stated; those relating to 
the quantity, volume and condition of the goods do not constitute evidence against the carrier except so far as 
they both have been, and are stated in the air consignment note to have been, checked by him in the presence 
of the consignor, or relate to the apparent condition of the goods. 
 
Article 12 
1. Subject to his liability to carry out all his obligations under the contract of carriage, the consignor has the 
right to dispose of the goods by withdrawing them at the aerodrome of departure or destination, or by 
stopping them in the course of the journey on any landing, or by calling for them to be delivered at the place 
of destination or in the course of the journey to a person other than the consignee named in the air 
consignment note, or by requiring them to be returned to the aerodrome of departure. He must not exercise 
this right of disposition in such a way as to prejudice the carrier or other consignors and he must repay any 
expenses occasioned by the exercise of this right. 
2. If it is impossible to carry out the orders of the consignor the carrier must so inform him forthwith.  
3. If the carrier obeys the orders of the consignor for the disposition of the goods without requiring the 
production of the part of the air consignment note delivered to the latter, he will be liable, without prejudice to 
his right of recovery from the consignor, for any damage which may be caused thereby to any person who is 
lawfully in possession of that part of the air consignment note. 
4. The right conferred on the consignor ceases at the moment when that of the consignee begins in accordance 
with Article 13. Nevertheless, if the consignee declines to accept the consignment note or the goods, or if he 
cannot be communicated with, the consignor resumes his right of disposition. 
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Article 13 
1. Except in the circumstances set out in the preceding Article, the consignee is entitled, on arrival of the 
goods at the place of destination, to require the carrier to hand over to him the air consignment note and to 
deliver the goods to him, on payment of the charges due and on complying with the conditions of carriage set 
out in the air consignment note. 
2. Unless it is otherwise agreed, it is the duty of the carrier to give notice to the consignee as soon as the 
goods arrive. 
3. If the carrier admits the loss of the goods, or if the goods have not arrived at the expiration of seven days 
after the date on which they ought to have arrived, the consignee is entitled to put into force against the carrier 
the rights which flow from the contract of carriage. 
 
Article 14 
The consignor and the consignee can respectively enforce all the rights given them by Articles 12 and 13, 
each in his own name, whether he is acting in his own interest or in the interest of another, provided that he 
carries out the obligations imposed by the contract. 
 
Article 15 
1. Articles 12, 13 and 14 do not affect either the relations of the consignor or the consignee with each other or 
the mutual relations of third parties whose rights are derived either from the consignor or from the consignee. 
2. The provisions of Articles 12, 13 and 14 can only be varied by express provision in the air consignment 
note. 
 
Article 16 
1. The consignor must furnish such information and attach to the air consignment note such documents as are 
necessary to meet the formalities of customs, octroi or police before the goods can be delivered to the 
consignee. The consignor is liable to the carrier for any damage occasioned by the absence, insufficiency or 
irregularity of any such information or documents, unless the damage is due to the fault of the carrier or his 
agents. 
2. The carrier is under no obligation to enquire into the correctness or sufficiency of such information or 
documents. 
 
CHAPTER III 
LIABILITY OF THE CARRIER 
 
Article 17 
The carrier is liable for damage sustained in the event of the death or wounding of a passenger or any other 
bodily injury suffered by a passenger, if the accident which caused the damage so sustained took place on 
board the aircraft or in the course of any of the operations of embarking or disembarking. 
 
Article 18 
1. The carrier is liable for damage sustained in the event of the destruction or loss of, or of damage to, any 
registered luggage or any goods, if the occurrence which caused the damage so sustained took place during 
the carriage by air. 
2. The carriage by air within the meaning of the preceding paragraph comprises the period during which the 
luggage or goods are in charge of the carrier, whether in an aerodrome or on board an aircraft, or, in the case 
of a landing outside an aerodrome, in any place whatsoever. 
3. The period of the carriage by air does not extend to any carriage by land, by sea or by river performed 
outside an aerodrome. If, however, such a carriage takes place in the performance of a contract for carriage by 
air, for the purpose of loading, delivery or transshipment, any damage is presumed, subject to proof to the 
contrary, to have been the result of an event which took place during the carriage by air. 
 
Article 19 
The carrier is liable for damage occasioned by delay in the carriage by air of passengers, luggage or goods. 
 
Article 20 
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1. The carrier is not liable if he proves that he and his agents have taken all necessary measures to avoid the 
damage or that it was impossible for him or them to take such measures.  
2. In the carriage of goods and luggage the carrier is not liable if he proves that the damage was occasioned by 
negligent pilotage or negligence in the handling of the aircraft or in navigation and that, in all other respects, 
he and his agents have taken all necessary measures to avoid the damage. 
 
Article 21 
If the carrier proves that the damage was caused by or contributed to by the negligence of the injured person 
the Court may, in accordance with the provisions of its own law, exonerate the carrier wholly or partly from 
his liability. 
 
Article 22 
1. In the carriage of passengers the liability of the carrier for each passenger is limited to the sum of 125,000 
francs. Where, in accordance with the law of the Court seised of the case, damages may be awarded in the 
form of periodical payments, the equivalent capital value of the said payments shall not exceed 125,000 
francs. Nevertheless, by special contract, the carrier and the passenger may agree to a higher limit of liability. 
2. In the carriage of registered luggage and of goods, the liability of the carrier is limited to a sum of 250 
francs per kilogram, unless the consignor has made, at the time when the package was handed over to the 
carrier, a special declaration of the value at delivery and has paid a supplementary sum if the case so requires. 
In that case the carrier will be liable to pay a sum not exceeding the declared sum, unless he proves that that 
sum is greater than the actual value to the consignor at delivery.  
3. As regards objects of which the passenger takes charge himself the liability of the carrier is limited to 5,000 
francs per passenger. 
4. The sums mentioned above shall be deemed to refer to the French franc consisting of 65 ½ milligrams gold 
of millesimal fineness 900.  
These sums may be converted into any national currency in round figures. 
 
Article 23 
Any provision tending to relieve the carrier of liability or to fix a lower limit than that which is laid down in 
this Convention shall be null and void, but the nullity of any such provision does not involve the nullity of the 
whole contract, which shall remain subject to the provisions of this Convention. 
 
Article 24 
1. In the cases covered by Articles 18 and 19 any action for damages, however founded, can only be brought 
subject to the conditions and limits set out in this Convention. 
2. In the cases covered by Article 17 the provisions of the preceding paragraph also apply, without prejudice 
to the questions as to who are the persons who have the right to bring suit and what are their respective rights. 
 
Article 25 
1. The carrier shall not be entitled to avail himself of the provisions of this Convention which exclude or limit 
his liability, if the damage is caused by his wilful misconduct or by such default on his part as, in accordance 
with the law of the Court seised of the case, is considered to be equivalent to wilful misconduct. 
2. Similarly the carrier shall not be entitled to avail himself of the said provisions, if the damage is caused as 
aforesaid by any agent of the carrier acting within the scope of his employment.  
 
Article 26 
1. Receipt by the person entitled to delivery of luggage or goods without complaint is prima facie evidence 
that the same have been delivered in good condition and in accordance with the document of carriage.  
2. In the case of damage, the person entitled to delivery must complain to the carrier forthwith after the 
discovery of the damage, and, at the latest, within three days from the date of receipt in the case of luggage 
and seven days from the date of receipt in the case of goods. In the case of delay the complaint must be made 
at the latest within fourteen days from the date on which the luggage or goods have been placed at his 
disposal. 
3. Every complaint must be made in writing upon the document of carriage or by separate notice in writing 
despatched within the times aforesaid. 
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4. Failing complaint within the times aforesaid, no action shall lie against the carrier, save in the case of fraud 
on his part.  
 
Article 27 
In the case of the death of the person liable, an action for damages lies in accordance with the terms of this 
Convention against those legally representing his estate. 
 
Article 28 
1. An action for damages must be brought, at the option of the plaintiff, in the territory of one of the High 
Contracting Parties, either before the Court having jurisdiction where the carrier is ordinarily resident, or has 
his principal place of business, or has an establishment by which the contract has been made or before the 
Court having jurisdiction at the place 
of destination. 
2. Questions of procedure shall be governed by the law of the Court seised of the case. 
 
Article 29 
1. The right to damages shall be extinguished if an action is not brought within two years, reckoned from the 
date of arrival at the destination, or from the date on which the aircraft ought to have arrived, or from the date 
on which the carriage stopped. 
2. The method of calculating the period of limitation shall be determined by the law of the Court seised of the 
case. 
 
Article 30 
1. In the case of carriage to be performed by various successive carriers and falling within the definition set 
out in the third paragraph of Article 1, each carrier who accepts passengers, luggage or goods is subjected to 
the rules set out in this Convention, and is deemed to be one of the contracting parties to the contract of 
carriage in so far as the contract deals with that part of the carriage which is performed under his supervision. 
2. In the case of carriage of this nature, the passenger or his representative can take action only against the 
carrier who performed the carriage during which the accident or the delay occurred, save in the case where, 
by express agreement, the first carrier has assumed liability for the whole journey. 
3. As regards luggage or goods, the passenger or consignor will have a right of action against the first carrier, 
and the passenger or consignee who is entitled to delivery will have a right of action against the last carrier, 
and further, each may take action against the carrier who performed the carriage during which the destruction, 
loss, damage or delay took place. These carriers will be jointly and severally liable to the passenger or to the 
consignor or consignee.  
 
CHAPTER IV 
PROVISIONS RELATING TO COMBINED CARRIAGE 
 
Article 31 
1. In the case of combined carriage performed partly by air and partly by any other mode of carriage, the 
provisions of this Convention apply only to the carriage by air, provided that the carriage by air falls within 
the terms of Article 1. 
2. Nothing in this Convention shall prevent the parties in the case of combined carriage from inserting in the 
document of air carriage conditions relating to other modes of carriage, provided that the provisions of this 
Convention are observed as regards the carriage by air.  
 
CHAPTER V 
GENERAL AND FINAL PROVISIONS 
 
Article 32 
Any clause contained in the contract and all special agreements entered into before the damage occurred by 
which the parties purport to infringe the rules laid down by this Convention, whether by deciding the law to 
be applied, or by altering the rules as to jurisdiction, shall be null and void. Nevertheless for the carriage of 
goods arbitration clauses are allowed, subject to this Convention, if the arbitration is to take place within one 
of the jurisdictions referred to in the first paragraph of Article 28. 
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Article 33 
Nothing contained in this Convention shall prevent the carrier either from refusing to enter into any contract 
of carriage, or from making regulations which do not conflict with the provisions of this Convention.  
 
Article 34 
This Convention does not apply to international carriage by air performed by way of experimental trial by air 
navigation undertakings with the view to the establishment of a regular line of air navigation, nor does it 
apply to carriage performed in extraordinary circumstances outside the normal scope of an air carrier's 
business. 
 
Article 35 
The expression "days" when used in this Convention means current days not working days. 
 
Article 36 
The Convention is drawn up in French in a single copy which shall remain deposited in the archives of the 
Ministry for Foreign Affairs of Poland and of which one duly certified copy shall be sent by the Polish 
Government to the Government of each of the High Contracting Parties.  
 
Article 37 
1. This Convention shall be ratified. The instruments of ratification shall be deposited in the archives of the 
Ministry for Foreign Affairs of Poland, which will notify the deposit to the Government of each of the High 
Contracting Parties. 
2. As soon as this Convention shall have been ratified by five of the High Contracting Parties it shall come 
into force as between them on the ninetieth day after the deposit of the fifth ratification. Thereafter it shall 
come into force between the High Contracting Parties who shall have ratified and the High Contracting Party 
who deposits his instrument of ratification on the ninetieth day after the deposit. 
3. It shall be the duty of the Government of the Republic of Poland to notify to the Government of each of the 
High Contracting Parties the date on which this Convention comes into force as well as the date of the deposit 
of each ratification. 
 
Article 38  
1. This Convention shall, after it has come into force, remain open for accession by any State. 
2. The accession shall be effected by a notification addressed to the Government of the Republic of Poland, 
which will inform the Government of each of the High Contracting Parties thereof.  
3. The accession shall take effect as from the ninetieth day after the notification made to the Government of 
the Republic of Poland. 
 
Article 39 
1. Any one of the High Contracting Parties may denounce this Convention by a notification addressed to the 
Government of the Republic of Poland, which will at once inform the Government of each of the High 
Contracting Parties. 
2. Denunciation shall take effect six months after the notification of denunciation, and shall operate only as 
regards the Party who shall have proceeded to denunciation. 
 
Article 40 
1. Any High Contracting Party may, at the time of signature or of deposit of ratification or of accession 
declare that the acceptance which he gives to this Convention does not apply to all or any of his colonies, 
protectorates, territories under mandate, or any other territory subject to his sovereignty or his authority, or 
any territory under his suzerainty. 
2. Accordingly any High Contracting Party may subsequently accede separately in the name of all or any of 
his colonies, protectorates, territories under mandate or any other territory subject to his sovereignty or to his 
authority or any territory under his suzerainty which has been thus excluded by his original declaration. 
3. Any High Contracting Party may denounce this Convention, in accordance with its provisions, separately 
or for all or any of his colonies, protectorates, territories under mandate or any other territory subject to his 
sovereignty or to his authority, or any other territory under his suzerainty.  
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Article 41 
Any High Contracting Party shall be entitled not earlier than two years after the coming into force of this 
Convention to call for the assembling of a new international Conference in order to consider any 
improvements which may be made in this Convention. To this end he will communicate with the Government 
of the French Republic which will take the necessary measures to make preparations for such Conference. 
 
This Convention done at Warsaw on the 12th October, 1929, shall remain open for signature until the 31st 
January, 1930. 
 
"ADDITIONAL PROTOCOL (With reference to Article 2) The High Contracting Parties reserve to 
themselves the right to declare at the time of ratification or of accession that the first paragraph of Article 2 of 
this Convention shall not apply to international carriage by air performed directly by the State, its colonies, 
protectorates or mandated territories or by any other territory under its sovereignty, suzerainty or authority." 
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ANEXO II 
PROTOCOLO DE LA HAYA 
 
 
PROTOCOL TO AMEND THE CONVENTION FOR THE UNIFICATION OF CERTAIN RULES  
RELATING TO INTERNATIONAL CARRIAGE BY AIR, SIGNED AT WARSAW ON 12 
OCTOBER 1929, DONE AT THE HAGUE ON 28 SEPTEMBER 1955 
 
(THE HAGUE PROTOCOL 1955) 
 
THE GOVERNMENTS UNDERSIGNED CONSIDERING that it is desirable to amend the Convention for 
the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 
1929, HAVE AGREED as follows: 
 
CHAPTER I 
AMENDMENTS TO THE CONVENTION 
 
Article I 
In Article 1 of the Convention - 
(a) paragraph 2 shall be deleted and replaced by the following:- 
"2. For the purposes of this Convention, the expression international carriage means any carriage in which, 
according to the agreement between the parties, the place of departure and the place of destination, whether or 
not there be a break in the carriage or a transhipment, are situated either within the territories of two High 
Contracting Parties or within the territory of a single High Contracting Party if there is an agreed stopping 
place within the territory of another State, even if that State is not a High Contracting Party. Carriage between 
two points within the territory of a single High Contracting Party without an agreed stopping place within the 
territory of another State is not international carriage for the purposes of this Convention." 
(b) paragraph 3 shall be deleted and replaced by the following:- 
"3. Carriage to be performed by several successive air carriers is deemed, for the purposes of this Convention, 
to be one undivided carriage if it has been regarded by the parties as a single operation, whether it had been 
agreed upon under the form of a single contract or of a series of contracts, and it does not lose its international 
character merely because one contract or a series of contracts is to be performed entirely within the territory 
of the same State." 
 
Article II 
In Article 2 of the Convention - paragraph 2 shall be deleted and replaced by the following:- 
"2. This Convention shall not apply to carriage of mail and postal packages." 
 
Article III 
In Article 3 of the Convention - 
(a) paragraph 1 shall be deleted and replaced by the following:- 
"1. In respect of the carriage of passengers a ticket shall be delivered containing: 
(a) an indication of the places of departure and destination; 
(b) if the places of departure and destination are within the territory of a single High Contracting Party, one or 
more agreed stopping places being within the territory of another State, an indication of at least one such 
stopping place; 
(c) a notice to the effect that, if the passenger's journey involves an ultimate destination or stop in a country 
other than the country of departure, the Warsaw Convention may be applicable and that the Convention 
governs and in most cases limits the liability of carriers for death or personal injury and in respect of loss of or 
damage to baggage." 
(b) paragraph 2 shall be deleted and replaced by the following:- 
"2. The passenger ticket shall constitute prima facie evidence of the conclusion and conditions of the contract 
of carriage. The absence, irregularity or loss of the passenger ticket does not affect the existence or the 
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validity of the contract of carriage which shall, none the less, be subject to the rules of this Convention. 
Nevertheless, if, with the consent of the carrier, the passenger embarks without a passenger ticket having been 
delivered, or if the ticket does not include the notice required by paragraph 1 (c) of this Article, the carrier 
shall not be entitled to avail himself of the provisions of Article 22." 
 
Article IV 
In Article 4 of the Convention - 
(a) paragraphs 1, 2 and 3 shall be deleted and replaced by the following:- 
"1. In respect of the carriage of registered baggage, a baggage check shall be delivered, which, unless 
combined with or incorporated in a passenger ticket which complies with the provisions of Article 3, 
paragraph 1, shall contain: 
(a) an indication of the places of departure and destination; 
(b) if the places of departure and destination are within the territory of a single High Contracting Party, one or 
more agreed stopping places being within the territory of another State, an indication of at least one such 
stopping place; 
(c) a notice to the effect that, if the carriage involves an ultimate destination or stop in a country other than the 
country of departure, the Warsaw Convention may be applicable and that the Convention governs and in most 
cases limits the liability of carriers in respect of loss of or damage to baggage." 
(b) paragraph 4 shall be deleted and replaced by the following:- 
"2. The baggage check shall constitute prima facie evidence of the registration of the baggage and of the 
conditions of the contract of carriage. The absence, irregularity or loss of the baggage check does not affect 
the existence or the validity of the contract of carriage which shall, none the less, be subject to the rules of this 
Convention. Nevertheless, if the carrier takes charge of the baggage without a baggage check having been 
delivered or if the baggage check (unless combined with or incorporated in the passenger ticket which 
complies with the provisions of Article 3, paragraph 1 (c)) does not include the notice required by paragraph 1 
(c) of this Article, he shall not be entitled to avail himself of the provisions of Article 22, paragraph 2." 
 
Article V 
In Article 6 of the Convention - paragraph 3 shall be deleted and replaced by the following:- 
"3. The carrier shall sign prior to the loading of the cargo on board the aircraft." 
 
Article VI 
Article 8 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"The air waybill shall contain:  
(a) an indication of the places of departure and destination; 
(b) if the places of departure and destination are within the territory of a single High Contracting Party, one or 
more agreed stopping places being within the territory of another State, an indication of at least one such 
stopping place; 
(c) a notice to the consignor to the effect that, if the carriage involves an ultimate destination or stop in a 
country other than the country of departure, the Warsaw Convention may be applicable and that the 
Convention governs and in most cases limits the liability of carriers in respect of loss of or damage to cargo." 
 
Article VII 
Article 9 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"If, with the consent of the carrier, cargo is loaded on board the aircraft without an air waybill having been 
made out, or if the air waybill does not include the notice required by Article 8, paragraph (c), the carrier shall 
not be entitled to avail himself of the provisions of Article 22, paragraph 2." 
 
Article VIII 
In Article 10 of the Convention - paragraph 2 shall be deleted and replaced by the following:-  
"2. The consignor shall indemnify the carrier against all damage suffered by him, or by any other person to 
whom the carrier is liable, by reason of the irregularity, incorrectness or incompleteness of the particulars and 
statements furnished by the consignor." 
 
Article IX 
To Article 15 of the Convention - the following paragraph shall be added:- 
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"3. Nothing in this Convention prevents the issue of a negotiable air waybill." 
 
Article X 
Paragraph 2 of Article 20 of the Convention shall be deleted. 
 
Article XI 
Article 22 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 22  
1. In the carriage of persons the liability of the carrier for each passenger is limited to the sum of two hundred 
and fifty thousand francs. Where, in accordance with the law of the court seised of the case, damages may be 
awarded in the form of periodical payments, the equivalent capital value of the said payments shall not exceed 
two hundred and fifty thousand francs. Nevertheless, by special contract, the carrier and the passenger may 
agree to a higher limit of liability. 
2. (a) In the carriage of registered baggage and of cargo, the liability of the carrier is limited to a sum of two 
hundred and fifty francs per kilogramme, unless the passenger or consignor has made, at the time when the 
package was handed over to the carrier, a special declaration of interest in delivery at destination and has paid 
a supplementary sum if the case so requires. In that case the carrier will be liable to pay a sum not exceeding 
the declared sum, unless he proves that that sum is greater than the passenger's or consignor's actual interest in 
delivery at destination. (b) In the case of loss, damage or delay of part of registered baggage or cargo, or of 
any object contained therein, the weight to be taken into consideration in determining the amount to which the 
carrier's liability is limited shall be only the total weight of the package or packages concerned. Nevertheless, 
when the loss, damage or delay of a part of the registered baggage or cargo, or of an object contained therein, 
affects the value of other packages covered by the same baggage check or the same air waybill, the total 
weight of such package or packages shall also be taken into consideration in determining the limit of liability. 
3. As regards objects of which the passenger takes charge himself the liability of the carrier is limited to five 
thousand francs per passenger.  
4. The limits prescribed in this article shall not prevent the courtfrom awarding, in accordance with its own 
law, in addition, the whole or part of the court costs and of the other expenses of the litigation incurred by the 
plaintiff. The foregoing provision shall not apply if the amount of the damages awarded, excluding court costs 
and other expenses of the litigation, does not exceed the sum which the carrier has offered in writing to the 
plaintiff within a period of six months from the date of the occurrence causing the damage, or before the 
commencement of the action, if that is later. 
5. The sums mentioned in francs in this Article shall be deemed to refer to a currency unit consisting of sixty-
five and a half milligrammes of gold of millesimal fineness nine hundred. These sums may be converted into 
national currencies in round figures. Conversion of the sums into national currencies other than gold shall, in 
case of judicial proceedings, be made according to the gold value of such currencies at the date of the 
judgment." 
 
Article XII 
In Article 23 of the Convention, the existing provision shall be renumbered as paragraph 1 and another 
paragraph shall be added as follows:- 
"2. Paragraph 1 of this Article shall not apply to provisions governing loss or damage resulting from the 
inherent defect, quality or vice of the cargo carried." 
 
Article XIII 
In Article 25 of the Convention - paragraphs 1 and 2 shall be deleted and replaced by the following:- 
"The limits of liability specified In Article 22 shall not apply if it is proved that the damage resulted from an 
act or omission of the carrier, his servants or agents, done with intent to cause damage or recklessly and with 
knowledge that damage would probably result; provided that, in the case of such act or omission of a servant 
or agent, it is also proved that he was acting within the scope of his employment." 
 
Article XIV 
After Article 25 of the Convention, the following article shall be inserted:- 
"Article 25 A 
1. If an action is brought against a servant or agent of the carrier arising out of damage to which this 
Convention relates, such servant or agent, if he proves that he acted within the scope of his employment, shall 
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be entitled to avail himself of the limits of liability which that carrier himself is entitled to invoke under 
Article 22. 
2. The aggregate of the amounts recoverable from the carrier, his servants and agents, in that case, shall not 
exceed the said limits.  
3. The provisions of paragraphs 1 and 2 of this article shall not apply if it is proved that the damage resulted 
from an act or omission of the servant or agent done with intent to cause damage or recklessly and with 
knowledge that damage would probably result." 
 
Article XV 
In Article 26 of the Convention - paragraph 2 shall be deleted and replaced by the following:- 
"2. In the case of damage, the person entitled to delivery must complain to the carrier forthwith after the 
discovery of the damage, and, at the latest, within seven days from the date of receipt in the case of baggage 
and fourteen days from the date of receipt in the case of cargo. In the case of delay the complaint must be 
made at the latest within twenty-one days from the date on which the baggage or cargo have been placed at 
his disposal." 
 
Article XVI 
Article 34 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"The provisions of Articles 3 to 9 inclusive relating to documents of carriage shall not apply in the case of 
carriage performed in extraordinary circumstances outside the normal scope of an air carrier's business." 
 
Article XVII 
After Article 40 of the Convention, the following Article shall be inserted:- 
"Article 40 A 
1. In Article 37, paragraph 2 and Article 40, paragraph 1, the expression High Contracting Party shall mean 
State. In all other cases, the expression High Contracting Party shall mean a State whose ratification of or 
adherence to the Convention has become effective and whose denunciation thereof has not become effective. 
2. For the purposes of the Convention the word territory means not only the metropolitan territory of a State 
but also all other territories for the foreign relations of which that State is responsible." 
 
CHAPTER II 
SCOPE OF APPLICATION OF THE 
CONVENTION AS AMENDED 
 
Article XVIII 
The Convention as amended by this Protocol shall apply to international carriage as defined in Article 1 of the 
Convention, provided that the places of departure and destination referred to in that Article are situated either 
in the territories of two parties to this Protocol or within the territory of a single party to this Protocol with an 
agreed stopping place within the territory of another State. 
 
CHAPTER III 
FINAL CLAUSES 
  
Article XIX 
As between the Parties to this Protocol, the Convention and the Protocol shall be read and interpreted together 
as one single instrument and shall be known as the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955. 
 
Article XX 
Until the date on which this Protocol comes into force in accordance with the provisions of Article XXII, 
paragraph 1, it shall remain open for signature on behalf of any State which up to that date has ratified or 
adhered to the Convention or which has participated in the Conference at which this Protocol was adopted. 
 
Article XXI 
1. This Protocol shall be subject to ratification by the signatory States. 
2. Ratification of this Protocol by any State which is not a Party to the Convention shall have the effect of 
adherence to the Convention as amended by this Protocol. 
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3. The instruments of ratification shall be deposited with the Government of the People's Republic of Poland. 
 
Article XXII 
1. As soon as thirty signatory States have deposited their instruments of ratification of this Protocol, it shall 
come into force between them on the ninetieth day after the deposit of the thirtieth instrument of ratification. 
It shall come into force for each State ratifying thereafter on the ninetieth day after the deposit of its 
instrument of ratification.  
2. As soon as this Protocol comes into force it shall be registered with the United Nations by the Government 
of the People's Republic of Poland. 
 
Article XXIII 
1. This Protocol shall, after it has come into force, be open for adherence by any non-signatory State. 
2. Adherence to this Protocol by any State which is not a Party to the Convention shall have the effect of 
adherence to the Convention as amended by this Protocol. 
3. Adherence shall be effected by the deposit of an instrument of adherence with the Government of the 
People's Republic of Poland and shall take effect on the ninetieth day after the deposit. 
 
Article XXIV 
1. Any Party to this Protocol may denounce the Protocol by notification addressed to the Government of the 
People's Republic of Poland. 
2. Denunciation shall take effect six months after the date of receipt by the Government of the People's 
Republic of Poland of the notification of denunication. 
3. As between the Parties to this Protocol, denunciation by any of them of the Convention in accordance with 
Article 39 thereof shall not be construed in any way as a denunciation of the Convention as amended by this 
Protocol.  
 
Article XXV 
1. This Protocol shall apply to all territories for the foreign relations of which a State Party to this Protocol is 
responsible, with the exception of territories in respect of which a declaration has been made in accordance 
with paragraph 2 of this Article. 
2. Any State may, at the time of deposit of its instrument of ratification or adherence, declare that its 
acceptance of this Protocol does not apply to any one or more of the territories for the foreign relations of 
which such State is responsible. 
3. Any State may subsequently, by notification to the Government of the People's Republic of Poland, extend 
the application of this Protocol to any or all of the territories regarding which it has made a declaration in 
accordance with paragraph 2 of this Article. The notification shall take effect on the ninetieth day after its 
receipt by that Government. 
4. Any State Party to this Protocol may denounce it, in accordance with the provisions of Article XXIV, 
paragraph 1, separately for any or all of the territories for the foreign relations of which such State is 
responsible. 
 
Article XXVI 
No reservation may be made to this Protocol except that a State may at any time declare by a notification 
addressed to the Government of the People's Republic of Poland that the Convention as amended by this 
Protocol shall not apply to the carriage of persons, cargo and baggage for its military authorities on aircraft, 
registered in that State, the whole capacity of which has been reserved by or on behalf of such authorities. 
 
Article XXVII 
The Government of the People's Republic of Poland shall give immediate notice to the Governments of all 
States signatories to the Convention or this Protocol, all States Parties to the Convention or this Protocol, and 
all States Members of the International Civil Aviation Organization or of the United Nations and to the 
International Civil Aviation Organization: 
(a) of any signature of this Protocol and the date thereof; 
(b) of the deposit of any instrument of ratification or adherence in respect of this Protocol and the date 
thereof; 
(c) of the date on which this Protocol comes into force in accordance with Article XXII, paragraph 1; 
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(d) of the receipt of any notification of denunciation and the date thereof; 
(e) of the receipt of any declaration or notification made under Article XXV and the date thereof; and 
(f) of the receipt of any notification made under Article XXVI and the date thereof. 
 
IN WITNESS WHEREOF the undersigned Plenipotentiaries, having been duly authorized, have signed this 
Protocol.  
 
DONE at The Hague on the twenty-eighth day of the month of September of the year One Thousand Nine 
Hundred and Fifty-five, in three authentic texts in the English, French and Spanish languages. In the case of 
any inconsistency, the text in the French language, in which language the Convention was drawn up, shall 
prevail.  
 
This Protocol shall be deposited with the Government of the People's Republic of Poland with which, in 
accordance with Article XX, it shall remain open for signature, and that Government shall send certified 
copies thereof to the Governments of all States signatories to the Convention or this Protocol, all States 
Parties to the Convention or this Protocol, and all States Members of the International Civil Aviation 
Organization or of the United Nations, and to the International Civil Aviation Organization. 
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ANEXO III 
CONVENIO DE GUADALAJARA 
 
 
CONVENTION SUPPLEMENTARY TO THE WARSAW CONVENTION FOR THE UNIFICATION 
OF CERTAIN RULES RELATING TO INTERNATIONAL CARRIAGE BY AIR PERFORMED BY 
A PERSON OTHER THAN THE CONTRACTING CARRIER, SIGNED IN GUADALAJARA, ON 18 
SEPTEMBER 1961 
 
(GUADALAJARA CONVENTION 1961) 
 
THE STATES SIGNATORY TO THE PRESENT CONVENTION NOTING that the Warsaw Convention 
does not contain particular rules relating to international carriage by air performed by a person who is not a 
party to the agreement for carriage CONSIDERING that it is therefore desirable to formulate rules to apply in 
such circumstances HAVE AGREED AS FOLLOWS: 
 
Article I 
In this Convention: 
(a) "Warsaw Convention" means the Convention for the Unification of Certain Rules Relating to International 
Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 1929, or the Warsaw Convention as amended at The Hague, 
1955, according to whether the carriage under the agreement referred to in paragraph (b) is governed by the 
one or by the other;  
(b) "contracting carrier" means a person who as a principal makes an agreement for carriage governed by the 
Warsaw Convention with a passenger or consignor or with a person acting on behalf of the passenger or 
consignor; 
(c) "actual carrier" means a person other than the contracting carrier, who, by virtue of authority from the 
contracting carrier, performs the whole or part of the carriage contemplated in paragraph (b) but who is not 
with respect to such part a successive carrier within the meaning of the Warsaw Convention. Such authority is 
presumed in the absence of proof to the contrary. 
 
Article II 
If an actual carrier performs the whole or part of carriage which, according to the agreement referred to in 
Article I, paragraph (b), is governed by the Warsaw Convention, both the contracting carrier and the actual 
carrier shall, except as otherwise provided in this Convention, be subject to the rules of the Warsaw 
Convention, the former for the whole of 
the carriage contemplated in the agreement, the latter solely for the carriage which he performs.  
 
Article III 
1. The acts and omissions of the actual carrier and of his servants and agents acting within the scope of their 
employment shall, in relation to the carriage performed by the actual carrier, be deemed to be also those of the 
contracting carrier. 
2. The acts and omissions of the contracting carrier and of his servants and agents acting within the scope of 
their employment shall, in relation to the carriage performed by the actual carrier, be deemed to be also those 
of the actual carrier. Nevertheless, no such act or omission shall subject the actual carrier to liability 
exceeding the limits specified in Article 22 of the Warsaw Convention. Any special agreement under which 
the contracting carrier assumes obligations not imposed by the Warsaw Convention or any waiver of rights 
conferred by that Convention or any special declaration of interest in delivery at destination contemplated in 
Article 22 of the said Convention, shall not affect the actual carrier unless agreed to by him. 
 
Article IV 
Any complaint to be made or order to be given under the Warsaw Convention to the carrier shall have the 
same effect whether addressed to the contracting carrier or to the actual carrier. Nevertheless, orders referred 
to in Article 12 of the Warsaw Convention shall only be effective if addressed to the contracting carrier. 
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Article V 
In relation to the carriage performed by the actual carrier, any servant or agent of that carrier or of the 
contracting carrier shall, if he proves that he acted within the scope of his employment, be entitled to avail 
himself of the limits of liability which are applicable under this Convention to the carrier whose servant or 
agent he is unless it is proved that he acted in a manner which, under the Warsaw Convention, prevents the 
limits of liability from being invoked. 
 
Article VI 
In relation to the carriage performed by the actual carrier, the aggregate of the amounts recoverable from that 
carrier and the contracting carrier, and from their servants and agents acting within the scope of their 
employment, shall not exceed the highest amount which could be awarded against either the contracting 
carrier or the actual carrier under this Convention, but none of the persons mentioned shall be liable for a sum 
in excess of the limit applicable to him. 
 
Article VII 
In relation to the carriage performed by the actual carrier, an action for damages may be brought, at the option 
of the plaintiff, against that carrier or the contracting carrier, or against both together or separately. If the 
action is brought against only one of those carriers, that carrier shall have the right to require the other carrier 
to be joined in the proceedings, the procedure and effects being governed by the law of the court seised of the 
case. 
 
Article VIII 
Any action for damages contemplated in Article VII of this Convention must be brought, at the option of the 
plaintiff, either before a court in which an action may be brought against the contracting carrier, as provided 
in Article 28 of the Warsaw Convention, or before the court having jurisdiction at the place where the actual 
carrier is ordinarily resident or has his principal place of business. 
 
Article IX 
1. Any contractual provision tending to relieve the contracting carrier or the actual carrier of liability under 
this Convention or to fix a lower limit than that which is applicable according to this Convention shall be null 
and void, but the nullity of any such provision does not involve the nullity of the whole agreement, which 
shall remain subject to the provisions of this Convention. 
2. In respect of the carriage performed by the actual carrier, the preceding paragraph shall not apply to 
contractual provisions governing loss or damage resulting from the inherent defect, quality or vice of the 
cargo carried. 
3. Any clause contained in an agreement for carriage and all special agreements entered into before the 
damage occurred by which the parties purport to infringe the rules laid down by this Convention, whether by 
deciding the law to be applied, or by altering the rules as to jurisdiction, shall be null and void. Nevertheless, 
for the carriage of cargo arbitration clauses are allowed, subject to this Convention, if the arbitration is to take 
place in one of the jurisdictions referred to in Article VIII. 
 
Article X 
Except as provided in Article VII, nothing in this Convention shall affect the rights and obligations of the two 
carriers between themselves.  
 
Article XI 
Until the date on which the Convention comes into force in accordance with the provisions of Article XIII, it 
shall remain open for signature on behalf of any State which at that date is a Member of the United Nations or 
of any of the Specialized Agencies. 
 
Article XII 
1. This Convention shall be subject to ratification by the signatory States. 
2. The instruments of ratification shall be deposited with the Government of the United States of Mexico. 
 
Article XIII 
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1. As soon as five of the signatory States have deposited their instruments of ratification of this Convention, it 
shall come into force between them on the ninetieth day after the date of the deposit of the fifth instrument of 
ratification. It shall come into force for each State ratifying thereafter on the ninetieth day after the deposit of 
its instrument of ratification. 
2. As soon as this Convention comes into force, it shall be registered with the United Nations and the 
International Civil Aviation Organization by the Government of the United States of Mexico.  
 
Article XIV 
1. This Convention shall, after it has come into force, be open for accession by any State Member of the 
United Nations or of any of the Specialized Agencies. 
2. The accession of a State shall be effected by the deposit of an instrument of accession with the Government 
of the United States of Mexico and shall take effect as from the ninetieth day after the date of such deposit.  
 
Article XV 
1. Any Contracting State may denounce this Convention by notification addressed to the Government of the 
United States of Mexico. 
2. Denunciation shall take effect six months after the date of receipt by the Government of the United States 
of Mexico of the notification of denunciation. 
 
Article XVI 
1. Any Contracting State may at the time of its ratification of or accession to this Convention or at any time 
thereafter declare by notification to the Government of the United States of Mexico that the Convention shall 
extend to any of the territories for whose international relations it is responsible. 
2. The Convention shall, ninety days after the date of the receipt of such notification by the Government of 
the United States of Mexico, extend to the territories named therein. 
3. Any Contracting State may denounce this Convention, in accordance with the provisions of Article XV, 
separately for any or all of the territories for the international relations of which such State is responsible. 
 
Article XVII 
No reservation may be made to this Convention. 
 
Article XVIII 
The Government of the United States of Mexico shall give notice to the International Civil Aviation 
Organization and to all States Members of the United Nations or of any of the Specialized Agencies:  
(a) of any signature of this Convention and the date thereof; 
(b) of the deposit of any instrument of ratification or accession and the date thereof; 
(c) of the date on which this Convention comes into force in accordance with Article XIII, paragraph 1; 
(d) of the receipt of any notification of denunciation and the date thereof: 
(e) of the receipt of any declaration or notification made under Article XVI and the date thereof. 
 
IN WITNESS WHEREOF the undersigned Plenipotentiaries, having been duly authorized, have signed this 
Convention.  
 
DONE at Guadalajara on the eighteenth day of September One Thousand Nine Hundred and Sixty-one in 
three authentic texts drawn up in the English, French and Spanish languages. In case of any inconsistency, the 
text in the French language, in which language the Warsaw Convention of 12 October 1929 was drawn up, 
shall prevail. The Government of the United States of Mexico will establish an official translation of the text 
of the Convention in the Russian language. 
 
This Convention shall be deposited with the Government of the United States of Mexico with which in 
accordance with Article XI, it shall remain open for signature, and that Government shall send certified copies 
thereof to the International Civil Aviation Organization and to all States Members of the United Nations or of 
any Specialized Agency. 
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ANEXO IV 
PROTOCOLO DE GUATEMALA 
 
 
PROTOCOL TO AMEND THE CONVENTION FOR THE UNIFICATION OF CERTAIN RULES 
RELATING TO INTERNATIONAL CARRIAGE BY AIR, SIGNED AT WARSAW ON 12 
OCTOBER 1929, AS AMENDED BY THE PROTOCOL DONE AT HE HAGUE ON 28 
SEPTEMBER 1955, SIGNED AT GUATEMALA CITY, ON 8 MARCH 1971 
 
THE GOVERNMENTS UNDERSIGNED CONSIDERING that it is desirable to amend the Convention for 
the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 
1929 as amended by the Protocol done at The Hague on 28 September 1955, HAVE AGREED as follows: 
 
CHAPTER I 
AMENDMENTS TO THE CONVENTION 
 
Article I 
The Convention which the provisions of the present Chapter modify is the Warsaw Convention as amended at 
The Hague in 1955. 
 
Article II 
Article 3 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 3  
1. In respect of the carriage of passengers an individual or collective document of carriage shall be delivered 
containing:  
(a) an indication of the places of departure and destination; 
(b) if the places of departure and destination are within the territory of a single High Contracting Party, one or 
more agreed stopping places being within the territory of another State, an indication of at least one such 
stopping place. 
2. Any other means which would preserve a record of the information indicated in (a) and (b) of the foregoing 
paragraph may be substituted for the delivery of the document referred to in that paragraph. 
3. Non-compliance with the provisions of the foregoing paragraphs shall not affect the existence or the 
validity of the contract of carriage, which shall, none the less, be subject to the rules of this Convention 
including those relating to limitation of liability." 
 
Article III 
Article 4 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 4 
1. In respect of the carriage of checked baggage, a baggage check shall be delivered, which, unless combined 
with or incorporated in a document of carriage which complies with the provisions of Article 3, 
paragraph 1, shall contain: 
(a) an indication of the places of departure and destination; 
(b) if the places of departure and destination are within the territory of a single High Contracting Party, one or 
more agreed stopping places being within the territory of another State, an indication of at least one such 
stopping place. 
2. Any other means which would preserve a record of the information indicated in (a) and (b) of the foregoing 
paragraph may be substituted for the delivery of the baggage check referred to in that paragraph. 
3. Non-compliance with the provisions of the foregoing paragraphs shall not affect the existence or the 
validity of the contract of carriage, which shall, none the less, be subject to the rules of this Convention 
including those relating to limitation of liability." 
 
Article IV 
Article 17 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
 
 
317
"Article 17  
1. The carrier is liable for damage sustained in case of death or personal injury of a passenger upon condition 
only that the event which caused the death or injury took place on board the aircraft or in the course of any of 
the operations of embarking or disembarking. However, the carrier is not liable if the death or injury resulted 
solely from the state of health of the passenger. 
2. The carrier is liable for damage sustained in case of destruction or loss of, or of damage to, baggage upon 
condition only that the event which caused the destruction, loss or damage took place on board the aircraft or 
in the course of any of the operations of embarking or disembarking or during any period within which the 
baggage was in charge of the carrier. However, the carrier is not liable if the damage resulted solely from the 
inherent defect, quality or vice of the baggage.  
3. Unless otherwise specified, in this Convention the term "baggage" means both checked baggage and 
objects carried by the passenger." 
 
Article V 
In Article 18 of the Convention - paragraphs 1 and 2 shall be deleted and replaced by the following:- 
"1. The carrier is liable for damage sustained in the event of the destruction or loss of, or of damage to, any 
cargo, if the occurrence which caused the damage so sustained took place during the carriage by air. 
2. The carriage by air within the meaning of the preceding paragraph comprises the period during which the 
cargo is in charge of the carrier, whether in an airport or on board an aircraft, or, in the case of a landing 
outside an airport, in any place whatsoever."  
 
Article VI 
Article 20 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 20 
1. In the carriage of passengers and baggage the carrier shall not be liable for damage occasioned by delay if 
he proves that he and his servants and agents have taken all necessary measures to avoid the damage or that it 
was impossible for them to take such measures.  
2. In the carriage of cargo the carrier shall not be liable for damage resulting from destruction, loss, damage or 
delay if he proves that he and his servants and agents have taken all necessary measures to avoid the damage 
or that it was impossible for them to take such measures." 
 
Article VII 
Article 21 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 21 
If the carrier proves that the damage was caused or contributed to by the negligence or other wrongful act or 
omission of the person claiming compensation, the carrier shall be wholly or partly exonerated from his 
liability to such person to the extent that such negligence or wrongful act or omission caused or contributed to 
the damage. When by reason of the death or injury of a passenger compensation is claimed by a person other 
than the passenger, the carrier shall likewise be wholly or partly exonerated from his liability to the extent that 
he proves that the damage was caused or contributed to by the negligence or other wrongful act or omission of 
that passenger." 
 
Article VIII 
Article 22 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 22 
1. (a) In the carriage of persons the liability of the carrier is limited to the sum of one million five hundred 
thousand francs for the aggregate of the claims, however founded, in respect of damage suffered as a result of 
the death or personal injury of each passenger. Where, in accordance with the law of the court seised of the 
case, damages may be awarded in the form of periodic payments, the equivalent capital value of the said 
payments shall not exceed one million five hundred thousand francs. 
(b) In the case of delay in the carriage of persons the liability of the carrier for each passenger is limited to 
sixty-two thousand five hundred francs. 
(c) In the carriage of baggage the liability of the carrier in the case of destruction, loss, damage or delay is 
limited to fifteen thousand francs for each passenger. 
2. (a) In the carriage of cargo, the liability of the carrier is limited to a sum of two hundred and fifty francs per 
kilogramme, unless the consignor has made, at the time when the package was handed over to the carrier, a 
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special declaration of interest in delivery at destination and has paid a supplementary sum if the case so 
requires. In that case the carrier will be liable to pay a sum not exceeding the declared sum, unless he proves 
that that sum is greater than the consignor's actual interest in delivery at destination. 
(b) In the case of loss, damage or delay of part of the cargo, or of any object contained therein, the weight to 
be taken into consideration in determining the amount to which the carrier's liability is limited shall be only 
the total weight of the package or packages concerned. Nevertheless, when the loss, damage or delay of a part 
of the cargo, or of an object contained therein, affects the value of other packages covered by the same air 
waybill, the total weight of such package or packages shall also be taken into consideration in determining the 
limit of liability. 
3. (a) The courts of the High Contracting Parties which are not authorized under their law to award the costs 
of the action, including lawyers' fees, shall, in actions to which this Convention applies, have the power to 
award, in their discretion, to the claimant the whole or part of the costs of the action, including lawyers' fees 
which the court considers reasonable. 
(b) The costs of the action including lawyers' fees shall be awarded in accordance with subparagraph (a) only 
if the claimant gives a written notice to the carrier of the amount claimed including the particulars of the 
calculation of that amount and the carrier does not make, within a period of six months after his receipt of 
such notice, a written offer of settlement in an amount at least equal to the compensation awarded within the 
applicable limit. This period will be extended until the time of commencement of the action if that is later. 
(c) The costs of the action including lawyers' fees shall not be taken into account in applying the limits under 
this Article.  
4. The sums mentioned in francs in this Article and Article 42 shall be deemed to refer to a currency unit 
consisting of sixty-five and a half milligrammes of gold of millesimal fineness nine hundred. These sums may 
be converted into national currencies in round figures. Conversion of the sums into national currencies other 
than gold shall, in case of judicial proceedings, be made according to the gold value of such currencies at the 
date of the judgment." 
 
Article IX 
Article 24 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 24 
1. In the carriage of cargo, any action for damages, however founded, can only be brought subject to the 
conditions and limits set out in this Convention. 
2. In the carriage of passengers and baggage any action for damages, however founded, whether under this 
Convention or in contract or in tort or otherwise, can only be brought subject to the conditions and limits of 
liability set out in this Convention without prejudice to the question as to who are the persons who have the 
right to bring suit and what are their respective rights. Such limits of liability constitute maximum limits and 
may not be exceeded whatever the circumstances which gave rise to the liability." 
 
Article X 
Article 25 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 25 
The limit of liability specified in paragraph 2 of Article 22 shall not apply if it is proved that the damage 
resulted from an act or omission of the carrier, his servants or agents, done with intent to cause damage or 
recklessly and with knowledge that damage would probably result; provided that, in the case of such act or 
omission of a servant or agent, it is also proved that he was acting within the scope of his employment." 
 
Article XI 
In Article 25 A of the Convention - paragraphs 1 and 3 shall be deleted and replaced by the following: 
"1. If an action is brought against a servant or agent of the carrier arising out of damage to which the 
Convention relates, such servant or agent, if he proves that he acted within the scope of his employment, shall 
be entitled to avail himself of the limits of liability which that carrier himself is entitled to invoke under this 
Convention.  
3. The provisions of paragraphs 1 and 2 of this Article shall not apply to the carriage of cargo if it is proved 
that the damage resulted from an act or omission of the servant or agent done with intent to cause damage or 
recklessly and with knowledge that damage would probably result." 
 
Article XII 
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In Article 28 of the Convention - the present paragraph 2 shall be renumbered as paragraph 3 and a new 
paragraph 2 shall be inserted as follows: 
"2. In respect of damage resulting from the death, injury or delay of a passenger or the destruction, loss, 
damage or delay of baggage, the action may be brought before one of the Courts mentioned in paragraph 1 of 
this Article, or in the territory of one of the High Contracting Parties, before the Court within the jurisdiction 
of which the carrier has an establishment if the passenger has his domicile or permanent residence in the 
territory of the same High Contracting Party." 
 
Article XIII 
After Article 30 of the Convention, the following Article shall be inserted:- 
"Article 30 A 
Nothing in this Convention shall prejudice the question whether a person liable for damage in accordance 
with its provisions has a right of recourse against any other person." 
 
Article XIV 
After Article 35 of the Convention, the following Article shall be inserted:- 
"Article 35 A 
No provision contained in this Convention shall prevent a State from establishing and operating within its 
territory a system to supplement the compensation payable to claimants under the Convention in respect of 
death, or personal injury, of passengers. Such a system shall fulfil the following conditions: 
(a) it shall not in any circumstances impose upon the carrier, his servants or agents, any liability in addition to 
that provided under this Convention; 
(b) it shall not impose upon the carrier any financial or administrative burden other than collecting in that 
State contributions from passengers if required so to do; 
(c) it shall not give rise to any discrimination between carriers with regard to the passengers concerned and 
the benefits available to the said passengers under the system shall be extended to them regardless of the 
carrier whose services they have used; 
(d) if a passenger has contributed to the system, any person suffering damage as a consequence of death or 
personal injury of such passenger shall be entitled to the benefits of the system." 
 
Article XV 
After Article 41 of the Convention, the following Article shall be inserted:- 
"Article 42 
1. Without prejudice to the provisions of Article 41, Conferences of the Parties to the Protocol done at 
Guatemala City on the eighth March 1971 shall be convened during the fifth and tenth years respectively after  
he date of entry into force of the said Protocol for the purpose of reviewing the limit established in Article 22, 
paragraph 1 (a) of the Convention as amended by that Protocol. 
2. At each of the Conferences mentioned in paragraph 1 of this Article the limit of liability in Article 22, 
paragraph 1 (a) in force at the respective dates of these Conferences shall not be increased by an amount 
exceeding one hundred and eighty-seven thousand five hundred francs. 
3. Subject to paragraph 2 of this Article, unless before the thirtyfirst December of the fifth and tenth years 
after the date of entry into force of the Protocol referred to in paragraph 1 of this Article the aforesaid 
Conferences decide otherwise by a two-thirds majority vote of the Parties present and voting, the limit of 
liability in Article 22, paragraph 1 (a) in force at the respective dates of these Conferences shall on those dates 
be increased by one hundred and eighty-seven thousand five hundred francs.  
4. The applicable limit shall be that which, in accordance with the preceding paragraphs, is in effect on the 
date of the event which caused the death or personal injury of the passenger." 
 
CHAPTER II 
SCOPE OF APPLICATION 
OF THE CONVENTION AS AMENDED 
 
Article XVI 
The Warsaw Convention as amended at The Hague in 1955 and by this Protocol shall apply to international 
carriage as defined in Article 1 of the Convention, provided that the places of departure and destination 
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referred to in that Article are situated either in the territories of two Parties to this Protocol or within the 
territory of a single Party to this Protocol with an agreed stopping place in the territory of another State. 
 
CHAPTER III 
FINAL CLAUSES 
 
Article XVII 
As between the Parties to this Protocol, the Warsaw Convention as amended at The Hague in 1955 and this 
Protocol shall be read and interpreted together as one single instrument and shall be known as the Warsaw 
Convention as amended at The Hague, 1955, and at Guatemala City, 1971. 
 
Article XVIII 
Until the date on which this Protocol enters into force in accordance with the provisions of Article XX, it shall 
remain open for signature by all States Members of the United Nations or of any of the Specialized Agencies 
or of the International Atomic Energy Agency or Parties to the Statute of the International Court of Justice, 
and by any other State invited by the General Assembly of the United Nations to become a Party to this 
Protocol. 
 
Article XIX 
1. This Protocol shall be subject to ratification by the signatory States. 
2. Ratification of this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention or by any State 
which is not a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, shall have the effect of 
accession to the Warsaw Convention as amended at the Hague, 1955, and at Guatemala City, 1971. 
3. The instruments of ratification shall be deposited with the International Civil Aviation Organization. 
 
Article XX 
1. This Protocol shall enter into force on the ninetieth day after the deposit of the thirtieth instrument of 
ratification on the condition, however, that the total international scheduled air traffic, expressed in 
passengerkilometers, according to the statistics for the year 1970 published by the International Civil Aviation 
Organization, of the airlines of five States which have ratified this Protocol, represents at least 40 % of the 
total international scheduled air traffic of the airlines of the member States of the International Civil Aviation 
Organization in that year. If, at the time of deposit of the thirtieth instrument of ratification, this condition has 
not been fulfilled, the Protocol shall not come into force until the ninetieth day after this condition shall have 
been satisfied. This Protocol shall come into force for each State ratifying after the deposit of the last 
instrument of ratification necessary for entry into force of this Protocol on the ninetieth day after the deposit 
of its instrument of ratification. 
2. As soon as this Protocol comes into force it shall be registered with the United Nations by the International 
Civil Aviation Organization.  
 
Article XXI 
1. After the entry into force of this Protocol it shall be open for accession by any State referred to in Article 
XVIII.  
2. Accession to this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention or by any State 
which is not a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, shall have the effect of 
accession to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, and at Guatemala City, 1971. 
3. Accession shall be effected by the deposit of an instrument of accession with the International Civil 
Aviation Organization and shall take effect on the ninetieth day after the deposit. 
 
Article XXII 
1. Any Party to this Protocol may denounce the Protocol by notification addressed to the International Civil 
Aviation Organization.  
2. Denunciation shall take effect six months after the date of receipt by the International Civil Aviation 
Organization of the notification of denunciation. 
3. As between the Parties to this Protocol, denunciation by any of them of the Warsaw Convention in 
accordance with Article 39 thereof or of the Hague Protocol in accordance with Article XXIV thereof shall 
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not be construed in any way as a denunciation of the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, 
and at Guatemala City, 1971.  
 
Article XXIII 
1. Only the following reservations may be made to this Protocol:- 
(a) a State whose courts are not authorized under its law to award the costs of the action including lawyers' 
fees may at any time by a notification addressed to the International Civil Aviation Organization declare that 
Article 22, paragraph 3 (a) shall not apply to its courts; and 
(b) a State may at any time declare by a notification addressed to the International Civil Aviation 
Organization that the Warsaw Convention as amended at The Hague 1955, and at Guatemala City, 1971 shall 
not apply to the carriage of persons, baggage and cargo for its military authorities on aircraft, registered in 
that State, the whole capacity of which has been reserved by or on behalf of such authorities. 
2. Any State having made a reservation in accordance with the preceding paragraph may at any time withdraw 
such reservation by notification to the International Civil Aviation Organization. 
 
Article XXIV 
The International Civil Aviation Organization shall promptly inform all signatory or acceding States of the 
date of each signature, the date of deposit of each instrument of ratification or accession, the date of entry into 
force of this Protocol, and other relevant information.  
 
Article XXV 
As between the Parties to this Protocol which are also Parties to the Convention, Supplementary to the 
Warsaw Convention, for the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air Performed 
by a Person Other than the Contracting Carrier, signed at Guadalajara on 18 September 1961 (hereinafter 
referred to as the "Guadalajara Convention") any reference to the "Warsaw Convention" contained in the 
Guadalajara Convention shall include reference to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, 
and at Guatemala City, 1971, in cases where the carriage under the agreement referred to in Article 1, 
paragraph (b) of the Guadalajara Convention is governed by this Protocol. 
 
Article XXVI 
This Protocol shall remain open, until 30 September 1971, for signature by any State referred to in Article 
XVIII, at the Ministry of External Relations of the Republic of Guatemala and thereafter, until it enters into 
force in accordance with Article XX, at the International Civil Aviation Organization. The Government of the 
Republic of Guatemala shall promptly inform the International Civil Aviation Organization of any signature 
and the date thereof during the time that the Protocol shall be open for signature in Guatemala. 
 
IN WITNESS WHEREOF the undersigned Plenipotentiaries, having been duly authorized, have signed this 
Protocol.  
 
DONE at Guatemala City on the eighth day of the month of March of the year One Thousand Nine Hundred 
and Seventy-one in three authentic texts in the English, French and Spanish languages. The International Civil 
Aviation Organization shall establish an authentic text of this Protocol in the Russian language.* In the case 
of any inconsistency, the text in the French language, in which language the Warsaw Convention of 12 
October 1929 was drawn up, shall prevail. 
 
* The authentic text of the Protocol in the Russian language was approved by the Council of ICAO at its 86th 
Session, on 9 October 1975, and is published under the authority of the Secretary General. 
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ANEXO V 
PROTOCOLO ADICIONAL DE MONTREAL No. I 
 
 
ADDITIONAL PROTOCOL No. 1 TO AMEND CONVENTION FOR THE UNIFICATION OF 
CERTAIN RULES RELATING TO INTERNATIONAL CARRIAGE BY AIR, SIGNED AT 
WARSAW ON 12 OCTOBER 1929, SIGNED AT MONTREAL, ON 25 SEPTEMBER 1975 
 
THE GOVERNMENTS UNDERSIGNED CONSIDERING that it is desirable to amend the Convention for 
the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 
1929 HAVE AGREED as follows:  
 
CHAPTER I 
AMENDMENTS TO THE CONVENTION 
 
Article I 
The Convention which the provisions of the present Chapter modify is the Warsaw Convention, 1929. 
 
Article II 
Article 22 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 22 
1. In the carriage of passengers the liability of the carrier for each passenger is limited to the sum of 8 300 
Special Drawing Rights. Where, in accordance with the law of the court seised of the case, damages may be 
awarded in the form of periodic payments, the equivalent capital value of the said payments shall not exceed 
this limit. Nevertheless, by special contract, the carrier and the passenger may agree to a higher limit of 
liability. 
2. In the carriage of registered baggage and of cargo, the liability of the carrier is limited to a sum of 17 
Special Drawing Rights per kilogramme, unless the consignor has made, at the time when the package was 
handed over to the carrier, a special declaration of interest in delivery at destination and has paid a 
supplementary sum if the case so requires. In that case the carrier will be liable to pay a sum not exceeding 
the declared sum, unless he proves that that sum is greater than the consignor's actual interest in delivery at 
destination.  
3. As regards objects of which the passenger takes charge himself the liability of the carrier is limited to 332 
Special Drawing Rights per passenger. 
4. The sums mentioned in terms of the Special Drawing Right in this Article shall be deemed to refer to the 
Special Drawing Right as defined by the International Monetary Fund. Conversion of the sums into national 
currencies shall, in case of judicial proceedings, be made according to the value of such currencies in terms of 
the Special Drawing Right at the date of the judgment. The value of a national currency, in terms of the 
Special Drawing Right, of a High Contracting Party which is a Member of the International Monetary Fund, 
shall be calculated in accordance with the method of valuation applied by the International Monetary Fund, in 
effect at the date of the judgment, for its operations and transactions. The value of a national currency, in 
terms of the Special Drawing Right, of a High Contracting Party which is not a Member of the International 
Monetary Fund, shall be calculated in a manner determined by that High Contracting Party. Nevertheless, 
those States which are not Members of the International Monetary Fund and whose law does not permit the 
application of the provisions of paragraphs 1, 2 and 3 of Article 22 may, at the time of ratification or 
accession or at any time thereafter, declare that the limit of liability of the carrier in judicial proceedings in 
their territories is fixed at a sum of 125 000 monetary units per passenger with respect to paragraph 1 of 
Article 22; 250 monetary units per kilogramme with respect to paragraph 2 of Article 22; and 5 000 monetary 
units per passenger with respect to paragraph 3 of Article 22. This monetary unit corresponds to sixty-five and 
a half milligrammes of gold of millesimal fineness nine hundred. These sums may be converted into the 
national currency concerned in round figures. The conversion of these sums into national currency shall be 
made according to the law of the State concerned." 
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CHAPTER II 
SCOPE OF APPLICATION OF 
THE CONVENTION AS AMENDED 
 
Article III 
The Warsaw Convention as amended by this Protocol shall apply to international carriage as defined in 
Article 1 of the Convention, provided that the place of departure and destination referred to in that Article are 
situated either in the territories of two Parties to this Protocol, or within the territory of a single Party to this 
Protocol with an agreed stopping place in the territory of another State. 
 
CHAPTER III 
FINAL CLAUSES 
 
Article IV 
As between the Parties to this Protocol, the Convention and the Protocol shall be read and interpreted together 
as one single instrument and shall be known as the Warsaw Convention as amended by Additional Protocol 
No. 1 of Montreal, 1975.  
 
Article V 
Until the date on which this Protocol comes into force in accordance with the provisions of Article VII, it 
shall remain open for signature by any State. 
 
Article VI 
1. This Protocol shall be subject to ratification by the signatory States. 
2. Ratification of this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention shall have the 
effect of accession to the Convention as amended by this Protocol. 
3. The instruments of ratification shall be deposited with the Government of the Polish People's Republic. 
 
Article VII 
1. As soon as thirty signatory States have deposited their instruments of ratification of this Protocol, it shall 
come into force between them on the ninetieth day after the deposit of the thirtieth instrument of ratification. 
It shall come into force for each State ratifying thereafter on the ninetieth day after the deposit of its 
instrument of ratification.  
2. As soon as this Protocol comes into force it shall be registered with the United Nations by the Government 
of the Polish People's Republic. 
 
Article VIII 
1. This Protocol, after it has come into force, shall be open for accession by any non-signatory State. 
2. Accession to this Protocol by any State which is not a Party to the Convention shall have the effect of 
accession to the Convention as amended by this Protocol. 
3. Accession shall be effected by the deposit of an instrument of accession with the Government of the Polish 
People's Republic and shall take effect on the ninetieth day after the deposit. 
 
Article IX 
1. Any Party to this Protocol may denounce the Protocol by notification addressed to the Government of the 
Polish People's Republic. 
2. Denunciation shall take effect six months after the receipt by the Government of the Polish People's 
Republic of the notification of denunciation.  
3. As between the Parties to this Protocol, denunciation by any of them of the Convention in accordance with 
Article 39 thereof shall not be construed in any way as a denunciation of the Convention as amended by this 
Protocol. 
 
Article X 
No reservation may be made to this Protocol. 
 
Article XI 
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The Government of the Polish People's Republic shall promptly inform all States Parties to the Warsaw 
Convention or of that Convention as amended, all signatory or acceding States to the present Protocol, as well 
as the International Civil Aviation Organization, of the date of each signature, the date of deposit of each 
instrument of ratification or accession, the date of coming into force of this Protocol, and other relevant 
information. 
 
Article XII 
As between the Parties to this Protocol which are also Parties to the Convention, Supplementary to the 
Warsaw Convention, for the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air Performed 
by a Person Other than the Contracting Carrier, signed at Guadalajara on 18 September 1961 (hereinafter 
referred to as the "Guadalajara Convention") any reference to the "Warsaw Convention" contained in the 
Guadalajara Convention shall include reference to the Warsaw Convention as amended by Additional 
Protocol No. 1 of Montreal, 1975, in cases where the carriage under the agreement referred to in Article 1, 
paragraph (b) of the Guadalajara Convention is governed by this Protocol.  
 
Article XIII 
This Protocol shall remain open for signature until 1 January 1976 at the Headquarters of the International 
Civil Aviation Organization and thereafter until it comes into force in accordance with Article VII at the 
Ministry for Foreign Affairs of the Polish People's Republic. The International Civil Aviation Organization 
shall promptly inform the Government of the Polish People's Republic of any signature and the date thereof 
during the time that the Protocol shall be open for signature at the Headquarters of the International Civil 
Aviation Organization.  
 
IN WITNESS WHEREOF the undersigned Plenipotentiaries, having been duly authorized, have signed this 
Protocol.  
 
DONE at Montreal on the twenty-fifth day of the month of September of the year One Thousand Nine 
Hundred and Seventy-five in four authentic texts in the English, French, Russian and Spanish languages. In 
the case of any inconsistency, the text in the French language, in which language the Warsaw Convention of 
12 October 1929 was drawn up, shall prevail. 
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ANEXO VI 
PROTOCOLO ADICIONAL DE MONTREAL No. II 
 
 
ADDITIONAL PROTOCOL No.2 AMEND THE CONVENTION FOR THE UNIFICATION OF 
CERTAIN RULES RELATION TO INTERNATIONAL CARRIAGE BY AIR, SIGNED AT 
WARSAW ON 12 OCTOBER 1929, AS AMENDED BY THE PROTOCOL DONE AT THE HAGUE 
ON 28 SEPTEMBER 1955, SIGNED AT MONTREAL, ON 25 SEPTEMBER 1975 
 
THE GOVERNMENTS UNDERSIGNED ONSIDERING that it is desirable to amend the Convention for the 
Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 1929 
as amended by the Protocol done at The Hague on 28 September 1955, HAVE AGREED as follows: 
 
CHAPTER I 
AMENDMENTS TO THE CONVENTION 
 
Article I 
The Convention which the provisions of the present Chapter modify s the Warsaw Convention as amended at 
The Hague in 1955. 
 
Article II 
Article 22 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 22 
1. In the carriage of persons the liability of the carrier for each passenger is limited to the sum of 16 600 
special Drawing Rights. Where, in accordance with the law of the court seised of the case, damages may be 
awarded in the form of periodic payments, the equivalent capital value of the said payments shall not exceed 
this limit. Nevertheless, by special contract, the carrier and the passenger may agree to a higher limit of 
liability. 
2. (a) In the carriage of registered baggage and of cargo, the liability of the carrier is limited to a sum of 17 
Special Drawing Rights per kilogramme, unless the passenger or consignor has made, at the time when the 
package was handed over to the carrier, a special declaration of interest in delivery at destination and has paid 
a supplementary sum if the case so requires. In that case the carrier will be liable to pay a sum not exceeding 
the declared sum, unless he proves that that sum is greater than the passenger's or consignor's actual interest in 
delivery at destination.  
(b) In the case of loss, damage or delay of part of registered baggage or cargo, or of any object contained 
therein, the weight to be taken into consideration in determining the amount to which the carrier's liability is 
limited shall be only the total weight of the package or packages concerned. Nevertheless, when the loss, 
damage or delay of a part of the registered baggage or cargo, or of an object contained therein, affects the 
value of other packages covered by the same baggage check or the same air waybill, the total weight of such 
package or packages shall also be taken into consideration in determining the limit of liability. 
3. As regards objects of which the passenger takes charge himself the liability of the carrier is limited to 332 
Special Drawing Rights per passenger. 
4. The limits prescribed in this Article shall not prevent the court from awarding, in accordance with its own 
law, in addition, the whole or part of the court costs and of the other expenses of the litigation incurred by the 
plaintiff. The foregoing provision shall not apply if the amount of the damages awarded, excluding court costs 
and other expenses of the litigation, does not exceed the sum which the carrier has offered in writing to the 
plaintiff within a period of six months from the date of the occurrence causing the damage, or before the 
commencement of the action, if that is later. 
5. The sums mentioned in terms of the Special Drawing Right in this Article shall be deemed to refer to the 
Special Drawing Right as defined by the International Monetary Fund. Conversion of the sums into national 
currencies shall, in case of judicial proceedings, be made according to the value of such currencies in terms of 
the Special Drawing Right at the date of the judgment. The value of a national currency, in terms of the 
Special Drawing Right, of a High Contracting Party which is a Member of the International Monetary Fund, 
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shall be calculated in accordance with the method of valuation applied by the International Monetary Fund, in 
effect at the date of the judgment, for its operations and transactions. The value of a national currency, in 
terms of the Special Drawing Right, of a High Contracting Party which is not a Member of the International 
Monetary Fund, shall be calculated in a manner determined by that High Contracting Party. Nevertheless, 
those States which are not Members of the International Monetary Fund and whose law does not permit the 
application of the provisions of paragraphs 1, 2(a) and 3 of Article 22 may at the time of ratification or 
accession or at any time thereafter, declare that the limit of liability of the carrier in judicial proceedings in 
their territories is fixed at a sum of 250 000 monetary units per passenger with respect to paragraph 1 of 
Article 22; 250 monetary units per kilogramme with respect to paragraph 2(a) of Article 22; and 5 000 
monetary units per passenger with respect to paragraph 3 of Article 22. This monetary unit corresponds to 
sixty-five and a half milligrammes of gold of millesimal fineness nine hundred. These sums may be converted 
into the national currency concerned in round figures. The conversion of these sums into national currency 
shall be made according to the law of the State concerned."  
 
CHAPTER II 
SCOPE OF APPLICATION OF THE CONVENTION AS AMENDED 
 
Article III 
The Warsaw Convention as amended at The Hague in 1955 and by this Protocol shall apply to international 
carriage as defined in Article 1 of the Convention, provided that the places of departure and destination 
referred to in that Article are situated either in the territories of two Parties to this Protocol or within the 
territory of a single Party to this Protocol with an agreed stopping place in the territory of another State. 
 
CHAPTER III 
FINAL CLAUSES 
 
Article IV 
As between the Parties to this Protocol, the Warsaw Convention as amended at The Hague in 1955 and this 
Protocol shall be read and interpreted together as one single instrument and shall be known as the Warsaw 
Convention as amended at The Hague, 1955, and by Additional Protocol No. 2 of Montreal, 1975. 
 
Article V 
Until the date on which this Protocol comes into force in accordance with the provisions of Article VII, it 
shall remain open for signature by any State. 
 
Article VI 
1. This Protocol shall be subject to ratification by the signatory States. 
2. Ratification of this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention or by any State 
which is not a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, shall have the effect of 
accession to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, and by Additional Protocol No. 2 of 
Montreal, 1975. 
3. The instruments of ratification shall be deposited with the Government of the Polish People's Republic. 
 
Article VII 
1. As soon as thirty signatory States have deposited their instruments of ratification of this Protocol, it shall 
come into force between them on the ninetieth day after the deposit of the thirtieth instrument of ratification. 
It shall come into force for each State ratifying thereafter on the ninetieth day after the deposit of its 
instrument of ratification.  
2. As soon as this Protocol comes into force it shall be registered with the United Nations by the Government 
of the Polish People's Republic. 
 
Article VIII 
1. This Protocol, after it has come into force, shall be open for accession by any non-signatory State. 
2. Accession to this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention or by any State 
which is not a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, shall have the effect of 
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accession to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, and by Additional Protocol No. 2 of 
Montreal, 1975. 
3. Accession shall be effected by the deposit of an instrument of accession with the Government of the Polish 
People's Republic and shall take effect on the ninetieth day after the deposit. 
 
Article IX 
1. Any Party to this Protocol may denounce the Protocol by notification addressed to the Government of the 
Polish People's Republic.  
2. Denunciation shall take effect six months after the date of receipt by the Government of the Polish People's 
Republic of the notification of denunciation. 
3. As between the Parties to this Protocol, denunciation by any of them of the Warsaw Convention in 
accordance with Article 39 thereof or of the Hague Protocol in accordance with Article XXIV thereof shall 
not be construed in any way as a denunciation of the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, 
and by Additional Protocol No. 2 of Montreal, 1975. 
 
Article X 
No reservation may be made to this Protocol except that a State may at any time declare by a notification 
addressed to the Government of the Polish People's Republic that the Convention as amended by this Protocol 
shall not apply to the carriage of persons, cargo and baggage for its military authorities on aircraft, registered 
in that State, the whole capacity of which has been reserved by or on behalf of such authorities. 
 
Article XI 
The Government of the Polish People's Republic shall promptly inform all States Parties to the Warsaw 
Convention or to that Convention as amended, all signatory or acceding States to the present Protocol, as well 
as the International Civil Aviation Organization, of the date of each signature, the date of deposit of each 
instrument of ratification or accession, the date of coming into force of this Protocol, and other relevant 
information.  
 
Article XII 
As between the Parties to this Protocol which are also Parties to the Convention, Supplementary to the 
Warsaw Convention, for the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air Performed 
by a Person Other than the Contracting Carrier, signed at Guadalajara on 18 September 1961 (hereinafter 
referred to as the "Guadalajara Convention") any reference to the "Warsaw Convention" contained in the 
Guadalajara Convention shall include reference to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, 
and by Additional Protocol No. 2 of Montreal, 1975, in cases where the carriage under the agreement referred 
to in Article 1, paragraph (b) of the Guadalajara Convention is governed by this Protocol. 
 
Article XIII 
This Protocol shall remain open for signature until 1 January 1976 at the Headquarters of the International 
Civil Aviation Organization and thereafter until it comes into force in accordance with Article VII at the 
Ministry for Foreign Affairs of the Polish People's Republic. The International Civil Aviation Organization 
shall promptly inform the Government of the Polish People's Republic of any signature and the date thereof 
during the time that the Protocol shall be open for signature at the Headquarters of the International Civil 
Aviation Organization.  
 
IN WITNESS WHEREOF the undersigned Plenipotentiaries, having been duly authorized, have signed this 
Protocol.  
 
DONE at Montreal on the twenty-fifth day of the month of September of the year One Thousand Nine 
Hundred and Seventy-five in four authentic texts in the English, French, Russian and Spanish languages. In 
the case of any inconsistency, the text in the French language, in which language the Warsaw Convention of 
12 October 1929 was drawn up, shall prevail. 
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ANEXO VII 
PROTOCOLO ADICIONAL DE MONTREAL No. III 
 
 
ADDITIONAL PROTOCOL No. 3 TO AMEND THE CONVENTION FOR THE UNIFICATION OF 
CERTAIN RULES RELATING TO INTERNATIONAL CARRIAGE BY AIR, SIGNED AT 
WARSAW ON 12 OCTOBER 1929, AS AMENDED BY THE PROTOCOL DONE AT THE HAGUE 
ON 28 SEPTEMBER 1955  AND AT GUATEMALA CITY ON 8 MARCH 1971, SIGNED AT 
MONTREAL, ON 25 SEPTEMBER 1975 
 
THE GOVERNMENTS UNDERSIGNED CONSIDERING that it is desirable to amend the Convention for 
the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 
1929 as amended by the Protocols done at The Hague on 28 September 1955, and at Guatemala City on 8 
March 1971, HAVE AGREED as follows: 
 
CHAPTER I 
AMENDMENTS TO THE CONVENTION 
 
Article I 
The Convention which the provisions of the present Chapter modify is the Warsaw Convention as amended at 
The Hague in 1955, and at Guatemala City in 1971. 
 
Article II 
Article 22 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 22 
1. (a) In the carriage of persons the liability of the carrier is limited to the sum of 100 000 Special Drawing 
Rights for the aggregate of the claims, however founded, in respect of damage suffered as a result of the death 
or personal injury of each passenger. Where, in accordance with the law of the court seised of the case, 
damages may be awarded in the form of periodic payments, the equivalent capital value of the said payments 
shall not exceed 100 000 Special Drawing Rights. (b) In the case of delay in the carriage of persons the 
liability of the carrier for each passenger is limited to 4 150 Special Drawing Rights. (c) In the carriage of 
baggage the liability of the carrier in the case of destruction, loss, damage or delay is limited to 1 000 Special 
Drawing Rights for each passenger. 
2. (a) In the carriage of cargo, the liability of the carrier is limited to a sum of 17 Special Drawing Rights per 
kilogramme, unless the consignor has made, at the time when the package was handed over to the carrier, a 
special declaration of interest in delivery at destination and has paid a supplementary sum if the case so 
requires. In that case the carrier will be liable to pay a sum not exceeding the declared sum, unless he proves 
that that sum is greater than the consignor's actual interest in delivery at destination. (b) In the case of loss, 
damage or delay of part of the cargo, or of any object contained therein, the weight to be taken into 
consideration in determining the amount to which the carrier's liability is limited shall be only the total weight 
of the package or packages concerned. Nevertheless, when the loss, damage or delay of a part of the cargo, or 
of an object contained therein, affects the value of other packages covered by the same air waybill, the total 
weight of such package or packages shall also be taken into consideration in determining the limit of liability.  
3. (a) The courts of the High Contracting Parties which are not authorized under their law to award the costs 
of the action, including lawyers' fees, shall, in actions to which this Convention applies, have the power to 
award, in their discretion, to the claimant the whole or part of the costs of the action, including lawyers' fees 
which the court considers reasonable. (b) The costs of the action including lawyers' fees shall be awarded in 
accordance with subparagraph (a) only if the claimant gives a written notice to the carrier of the amount 
claimed including the particulars of the calculation of that amount and the carrier does not make, within a 
period of six months after his receipt of such notice, a written offer of settlement in an amount at least equal 
to the compensation awarded within the applicable limit. This period will be extended until the time of 
commencement of the action if that is later. (c) The costs of the action including lawyers' fees shall not be 
taken into account in applying the limits under this Article.  
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4. The sums mentioned in terms of Special Drawing Right in this Article and Article 42 shall be deemed to 
refer to the Special Drawing Right as defined by the International Monetary Fund. Conversion of the sums 
into national currencies shall, in case of judicial proceedings, be made according to the value of such 
currencies in terms of the Special Drawing Right at the date of the judgment. The value of a national 
currency, in terms of the Special Drawing Right, of a High Contracting Party which is a Member of the 
International Monetary Fund, shall be calculated in accordance with the method of valuation applied by the 
International Monetary Fund, in effect at the date of the judgment, for its operations and transactions. The 
value of a national currency, in terms of the Special Drawing Right, of a High Contracting Party which is not 
a Member of the International Monetary Fund, shall be calculated in a manner determined by that High 
Contracting Party.  Nevertheless, those States which are not Members of the International Monetary Fund and 
whose law does not permit the application of the provisions of paragraphs 1 and 2(a) of Article 22 may, at the 
time of ratification or accession or at any time thereafter, declare that the limit of liability of the carrier in 
judicial proceedings in their territories is fixed at a sum of 1 500 000 monetary units per passenger with 
respect to paragraph 1(a) of Article 22; 62 500 monetary units per passenger with respect to paragraph 1(b) of 
Article 22; 15 000 monetary units per passenger with respect to paragraph 1(c) of Article 22; and 250 
monetary units per kilogramme with respect to paragraph 2(a) of Article 22. A State applying the provisions 
of this paragraph may also declare that the sum referred to in paragraphs 2 and 3 of Article 42 shall be the 
sum of 187 500 monetary units. This monetary unit corresponds to sixty-five and a half milligrammes of gold 
of millesimal fineness nine hundred. These sums may be converted into the national currency concerned in 
round figures. The conversion of these sums into national currency shall be made according to the law of the 
State concerned." 
 
Article III 
In Article 42 of the Conventionparagraphs 2 and 3 shall be deleted and replaced by the following:- 
"2. At each of the Conferences mentioned in paragraph 1 of this Article the limit of liability in Article 22, 
paragraph 1 (a) in force at the respective dates of these Conferences shall not be increased by an amount 
exceeding 12 500 Special Drawing Rights. 
3. Subject to paragraph 2 of this Article, unless before the thirtyfirst December of the fifth and tenth year after 
the date of entry into force of the Protocol referred to in paragraph 1 of this Article the aforesaid Conferences 
decide otherwise by a two-thirds majority vote of the Parties present and voting, the limit of liability in Article 
22, paragraph 1 (a) in force at the respective dates of these Conferences shall on those dates be increased by 
12 500 Special Drawing Rights."  
 
CHAPTER II 
SCOPE OF APPLICATION OF THE CONVENTION AS AMENDED 
 
Article IV 
The Warsaw Convention as amended at The Hague in 1955, and at Guatemala City in 1971 and by this 
Protocol shall apply to international carriage as defined in Article 1 of the Convention, provided that the 
places of departure and destination referred to in that Article are situated either in the territories of two Parties 
to this Protocol or within the territory of a single Party to this Protocol with an agreed stopping place in the 
territory of another State. 
 
CHAPTER III 
FINAL CLAUSES 
 
Article V 
As between the Parties to this Protocol, the Warsaw Convention as amended at The Hague in 1955 and at 
Guatemala City in 1971, and this Protocol shall be read and interpreted together as one single instrument and 
shall be known as the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, at Guatemala City, 1971, and by 
the Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975. 
 
Article VI 
Until the date on which this Protocol comes into force in accordance with the provisions of Article VIII, it 
shall remain open for signature by any State. 
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Article VII 
1. This Protocol shall be subject to ratification by the signatory States. 
2. Ratification of this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention or by any State 
which is not a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, or by any State which is not 
a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, and at Guatemala City, 1971, shall have 
the effect of accession to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, at Guatemala City, 1971, 
and by the Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975. 
3. The instruments of ratification shall be deposited with the Government of the Polish People's Republic. 
 
Article VIII 
1. As soon as thirty signatory States have deposited their instruments of ratification of this Protocol, it shall 
come into force between them on the ninetieth day after the deposit of the thirtieth instrument of ratification. 
It shall come into force for each State ratifying thereafter on the ninetieth day after the deposit of its 
instrument of ratification.  
2. As soon as this Protocol comes into force it shall be registered with the United Nations by the Government 
of the Polish People's Republic. 
 
Article IX 
1. This Protocol, after it has come into force, shall be open for accession by any non-signatory State. 
2. Accession to this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention or by any State 
which is not a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, or by any State not a Party to 
the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, and at Guatemala City, 1971, shall have the effect 
of accession to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, at Guatemala City, 1971, and by the 
Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975. 
3. Accession shall be effected by the deposit of an instrument of accession with the Government of the Polish 
People's Republic and shall take effect on the ninetieth day after the deposit. 
 
Article X 
1. Any Party to this Protocol may denounce the Protocol by notification addressed to the Government of the 
Polish People's Republic.  
2. Denunciation shall take effect six months after the date of receipt by the Government of the Polish People's 
Republic of the notification of denunciation. 
3. As between the Parties to this Protocol, denunciation by any of them of the Warsaw Convention in 
accordance with Article 39 thereof or of The Hague Protocol in accordance with Article XXIV thereof or of 
the Guatemala City Protocol in accordance with Article XXII thereof shall not be construed in any way as a 
denunciation of the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, at Guatemala City, 1971, and by the 
Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975. 
 
Article XI 
1. Only the following reservations may be made to this Protocol:- 
(a) any State whose courts are not authorized under its law to award the costs of the action including lawyers' 
fees may at any time by a notification addressed to the Government of the Polish People's Republic declare 
that Article 22, paragraph 3(a) shall not apply to its courts; 
(b) any State may at any time declare by a notification addressed to the Government of the Polish People's 
Republic that the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, at Guatemala City, 1971, and by the 
Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975, shall not apply to the carriage of persons, baggage and cargo for 
its military authorities on aircraft, registered in that State, the whole capacity of which has been reserved by or 
on behalf of such authorities; and 
(c) any State may declare at the time of ratification of or accession to the Montreal Protocol No. 4 of 1975, or 
at any time thereafter, that it is not bound by the provisions of the Warsaw Convention as amended at The 
Hague, 1955, at Guatemala City, 1971, and by the Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975, in so far as 
they relate to the carriage of cargo, mail and postal packages. Such declaration shall have effect ninety days 
after the date of receipt by the Government of the Polish People's Republic of the declaration. 
2. Any State having made a reservation in accordance with the preceding paragraph may at any time withdraw 
such reservation by notification to the Government of the Polish People's Republic. 
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Article XII 
The Government of the Polish People's Republic shall promptly inform all States Parties to the Warsaw 
Convention or to that Convention as amended, all signatory or acceding States to the present Protocol, as well 
as the International Civil Aviation Organization, of the date of each signature, the date of deposit of each 
instrument of ratification or accession, the date of coming into force of this Protocol, and other relevant 
information.  
 
Article XIII 
As between the Parties to this Protocol which are also Parties to the Convention, Supplementary to the 
Warsaw Convention, for the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air Performed 
by a Person Other than the Contracting Carrier, signed at Guadalajara on 18 September 1961 (hereinafter 
referred to as the "Guadalajara Convention") any reference to the "Warsaw Convention" contained in the 
Guadalajara Convention shall include reference to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, 
at Guatemala City, 1971, and by the Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975, in cases where the carriage 
under the agreement referred to in Article 1, paragraph (b) of the Guadalajara Convention is governed by this 
Protocol.  
 
Article XIV 
This Protocol shall remain open for signature until 1 January 1976 at the Headquarters of the International 
Civil Aviation Organization and thereafter until it comes into force in accordance with Article VIII at the 
Ministry for Foreign Affairs of the Polish People's Republic. The International Civil Aviation Organization 
shall promptly inform the Government of the Polish People's Republic of any signature and the date thereof 
during the time that the Protocol shall be open for signature at the Headquarters of the International Civil 
Aviation Organization.  
 
IN WITNESS WHEREOF the undersigned Plenipotentiaries, having been duly authorized, have signed this 
Protocol. 
 
DONE at Montreal on the twenty-fifth day of September of the year One Thousand Nine Hundred and 
Seventy-five in four authentic texts in the English, French, Russian and Spanish languages. In the case of any 
inconsistency, the text in the French language, in which language the Warsaw Convention of 12 October 1929 
was drawn up, shall prevail.  
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ANEXO VIII 
PROTOCOLO ADICIONAL DE MONTREAL No. IV 
 
 
MONTREAL PROTOCOL No.4 TO AMEND CONVENTION FOR THE UNIFICATION OF 
CERTAIN RULES RELATING TO INTERNATIONAL CARRIAGE BY AIR, SIGNED AT 
WARSAW ON 12 OCTOBER 1929, AS AMENDED BY THE PROTOCOL DONE AT THE HAGUE 
ON 28 SEPTEMBER 1955, SIGNED AT MONTREAL ON 25 SEPTEMBER 1975 
 
THE GOVERNMENTS UNDERSIGNED CONSIDERING that it is desirable to amend the Convention for 
the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 
1929 as amended by the Protocol done at The Hague on 28 September 1955, HAVE AGREED as follows: 
 
CHAPTER I 
AMENDMENTS TO THE CONVENTION 
 
Article I 
The Convention which the provisions of the present Chapter modify is the Warsaw Convention as amended at 
The Hague in 1955. 
 
Article II 
In Article 2 of the Conventionparagraph 2 shall be deleted and replaced by the following:- 
"2. In the carriage of postal items the carrier shall be liable only to the relevant postal administration in 
accordance with the rules applicable to the relationship between the carriers and the postal administrations. 
3. Except as provided in paragraph 2 of this Article, the provisions of this Convention shall not apply to the 
carriage of postal items."  
 
Article III 
In Chapter II of the Convention- Section III (Articles 5 to 16) shall be deleted and replaced by the following:- 
"Section III.-Documentation relating to cargo 
Article 5 
1. In respect of the carriage of cargo an air waybill shall be delivered. 
2. Any other means which would preserve a record of the carriage to be performed may, with the consent of 
the consignor, be substituted for the delivery of an air waybill. If such other means are used, the carrier shall, 
if so requested by the consignor, deliver to the consignor a receipt for the cargo permitting identification of 
the consignment and access to the information contained in the record preserved by such other means. 
3. The impossibility of using, at points of transit and destination, the other means which would preserve the 
record of the carriage referred to in paragraph 2 of this Article does not entitle the carrier to refuse to accept 
the cargo for carriage.  
Article 6 
1. The air waybill shall be made out by the consignor in three original parts. 
2. The first part shall be marked "for the carrier"; it shall be signed by the consignor. The second part shall be 
marked "for the consignee"; it shall be signed by the consignor and by the carrier. The third part shall be 
signed by the carrier and handed by him to the consignor after the cargo has been accepted. 
3. The signature of the carrier and that of the consignor may be printed or stamped. 
4. If, at the request of the consignor, the carrier makes out the air waybill, he shall be deemed, subject to proof 
to the contrary, to have done so on behalf of the consignor. 
Article 7 
When there is more than one package: 
(a) the carrier of cargo has the right to require the consignor to make out separate air waybills; 
(b) the consignor has the right to require the carrier to deliver separate receipts when the other means referred 
to in paragraph 2 of Article 5 are used. 
Article 8 
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The air waybill and the receipt for the cargo shall contain:  
(a) an indication of the places of departure and destination; 
(b) if the places of departure and destination are within the territory of a single High Contracting Party, one or 
more agreed stopping places being within the territory of another State, an indication of at least one such 
stopping place; and (c) an indication of the weight of the consignment. 
Article 9 
Non-compliance with the provisions of Articles 5 to 8 shall not affect the existence or the validity of the 
contract of carriage, which shall, none the less, be subject to the rules of this Convention including those 
relating to limitation of liability.  
Article 10 
1. The consignor is responsible for the correctness of the particulars and statements relating to the cargo 
inserted by him or on his behalf in the air waybill or furnished by him or on his behalf to the carrier for 
insertion in the receipt for the cargo or for insertion in the record preserved by the other means referred to in 
paragraph 2 of Article 5.  
2. The consignor shall indemnify the carrier against all damage suffered by him, or by any other person to 
whom the carrier is liable, by reason of the irregularity, incorrectness or incompleteness of the particulars and 
statements furnished by the consignor or on his behalf.  
3. Subject to the provisions of paragraphs 1 and 2 of this Article, the carrier shall indemnify the consignor 
against all damage suffered by him, or by any other person to whom the consignor is liable, by reason of the 
irregularity, incorrectness or incompleteness of the particulars and  statements inserted by the carrier or on his 
behalf in the receipt for the cargo or in the record preserved by the other means referred to in paragraph 2 of 
Article 5. 
Article 11 
1. The air waybill or the receipt for the cargo is prima facie evidence of the conclusion of the contract, of the 
acceptance of the cargo and of the conditions of carriage mentioned therein. 
2. Any statements in the air waybill or the receipt for the cargo relating to the weight, dimensions and packing 
of the cargo, as well as those relating to the number of packages, are prima facie evidence of the facts stated; 
those relating to the quantity, volume and condition of the cargo do not constitute evidence against the carrier 
except so far as they both have been, and are stated in the air waybill to have been, checked by him in the 
presence of the consignor, or relate to the apparent condition of the cargo. 
Article 12 
1. Subject to his liability to carry out all his obligations under the contract of carriage, the consignor has the 
right to dispose of the cargo by withdrawing it at the airport of departure or destination, or by stopping it in 
the course of the journey on any landing, or by calling for it to be delivered at the place of destination or in 
the course of the journey to a person other than the consignee originally designated, or by requiring it to be 
returned to the airport of departure. He must not exercise this right of disposition in such a way as to prejudice 
the carrier or other consignors and he must repay any expenses occasioned by the exercise of this right. 
2. If it is impossible to carry out the orders of the consignor the carrier must so inform him forthwith. 
3. If the carrier obeys the orders of the consignor for the disposition of the cargo without requiring the 
production of the part of the air waybill or the receipt for the cargo delivered to the latter, he will be liable, 
without prejudice to his right of recovery from the consignor, for any damage which may be caused thereby to 
any person who is lawfully in possession of that part of the air waybill or the receipt for the cargo. 
4. The right conferred on the consignor ceases at the moment when that of the consignee begins in accordance 
with Article 13. Nevertheless, if the consignee declines to accept the cargo, or if he cannot be communicated 
with, the consignor resumes his right of disposition.  
Article 13 
1. Except when the consignor has exercised his right under Article 12, the consignee is entitled, on arrival of 
the cargo at the place of destination, to require the carrier to deliver the cargo to him, on payment of the 
charges due and on complying with the conditions of carriage.  
2. Unless it is otherwise agreed, it is the duty of the carrier to give notice to the consignee as soon as the cargo 
arrives. 
3. If the carrier admits the loss of the cargo, or if the cargo has not arrived at the expiration of seven days after 
the date on which it ought to have arrived, the consignee is entitled to enforce against the carrier the rights 
which flow from the contract of carriage.  
Article 14 
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The consignor and the consignee can respectively enforce all the rights given them by Articles 12 and 13, 
each in his own name, whether he is acting in his own interest or in the interest of another, provided that he 
carries out the obligations imposed by the contract of carriage. 
Article 15 
1. Articles 12, 13 and 14 do not affect either the relations of the consignor and the consignee with each other 
or the mutual relations of third parties whose rights are derived either from the consignor or from the 
consignee. 
2. The provisions of Articles 12, 13 and 14 can only be varied by express provision in the air waybill or the 
receipt for the cargo.  
Article 16 
1. The consignor must furnish such information and such documents as are necessary to meet the formalities 
of customs, octroi or police before the cargo can be delivered to the consignee. The consignor is liable to the 
carrier for any damage occasioned by the absence, insufficiency or irregularity of any such information or 
documents, unless the damage is due to the fault of the carrier, his servants or agents. 
2. The carrier is under no obligation to enquire into the correctness or sufficiency of such information or 
documents."  
 
Article IV 
Article 18 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 18 
1. The carrier is liable for damage sustained in the event of the destruction or loss of, or damage to, any 
registered baggage, if the occurrence which caused the damage so sustained took place during the carriage by 
air.  
2. The carrier is liable for damage sustained in the event of the destruction or loss of, or damage to, cargo 
upon condition only that the occurrence which caused the damage so sustained took place during the carriage 
by air.  
3. However, the carrier is not liable if he proves that the destruction, loss of, or damage to, the cargo resulted 
solely from one or more of the following: 
(a) inherent defect, quality or vice of that cargo; 
(b) defective packing of that cargo performed by a person other than the carrier or his servants or agents; 
(c) an act of war or an armed conflict; 
(d) an act of public authority carried out in connexion with the entry, exit or transit of the cargo. 
4. The carriage by air within the meaning of the preceding paragraphs of this Article comprises the period 
during which the baggage or cargo is in the charge of the carrier, whether in an airport or on board an aircraft, 
or, in the case of a landing outside an airport, in any place whatsoever. 
5. The period of the carriage by air does not extend to any carriage by land, by sea or by river performed 
outside an airport. If, however, such carriage takes place in the performance of a contract for carriage by air, 
for the purpose of loading, delivery or transhipment, any damage is presumed, subject to proof to the contrary, 
to have been the result of an event which took place during the carriage by air." 
 
Article V 
Article 20 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 20 
In the carriage of passengers and baggage, and in the case of damage occasioned by delay in the carriage of 
cargo, the carrier shall not be liable if he proves that he and his servants and agents have taken all necessary 
measures to avoid the damage or that it was impossible for them to take such measures." 
 
Article VI 
Article 21 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 21 
1. In the carriage of passengers and baggage, if the carrier proves that the damage was caused by or 
contributed to by the negligence of the person suffering the damage the Court may, in accordance with the 
provisions of its own law, exonerate the carrier wholly or partly from his liability. 
2. In the carriage of cargo, if the carrier proves that the damage was caused by or contributed to by the 
negligence or other wrongful act or omission of the person claiming compensation, or the person from whom 
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he derives his rights, the carrier shall be wholly or partly exonerated from his liability to the claimant to the 
extent that such negligence or wrongful act or omission caused or contributed to the damage." 
 
Article VII 
In Article 22 of the Convention-  
(a) in paragraph 2 (a) the words "and of cargo" shall be deleted. 
(b) after paragraph 2 (a) the following paragraph shall be inserted:- 
"(b) In the carriage of cargo, the liability of the carrier is limited to a sum of 17 Special Drawing Rights per 
kilogramme, unless the consignor has made, at the time when the package was handed over to the carrier, a 
special declaration of interest in delivery at destination and has paid a supplementary sum if the case so 
requires. In that case the carrier will be liable to pay a sum not exceeding the declared sum, unless he proves 
that the sum is greater than the consignor's actual interest in delivery at destination." 
(c) paragraph 2 (b) shall be designated as paragraph 2 (c). 
(d) after paragraph 5 the following paragraph shall be inserted:- 
"6. The sums mentioned in terms of the Special Drawing Right in this Article shall be deemed to refer to the 
Special Drawing Right as defined by the International Monetary Fund. 
Conversion of the sums into national currencies shall, in case of judicial proceedings, be made according to 
the value of such currencies in terms of the Special Drawing Right at the date of the judgment. The value of a 
national currency, in terms of the Special Drawing Right, of a High Contracting Party which is a Member of 
the International Monetary Fund, shall be calculated in accordance with the method of valuation applied by 
the International Monetary Fund, in effect at the date of the judgment, for its operations and transactions. The 
value of a national currency, in terms of the Special Drawing Right, of a High Contracting Party which is not 
a Member of the International Monetary Fund, shall be calculated in a manner determined by that High 
Contracting Party. Nevertheless, those States which are not Members of the International Monetary Fund and 
whose law does not permit the application of the provisions of paragraph 2 (b) of Article 22 may, at the time 
of ratification or accession or at any time thereafter, declare that the limit of liability of the carrier in judicial 
proceedings in their territories is fixed at a sum of two hundred and fifty monetary units per kilogramme. This 
monetary unit corresponds to sixty-five and a half milligrammes of gold of millesimal fineness nine hundred. 
This sum may be converted into the national currency concerned in round figures. The conversion of this sum 
into the national currency shall be made according to the law of the State concerned." 
 
Article VIII 
Article 24 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 24 
1. In the carriage of passengers and baggage, any action for damages, however founded, can only be brought 
subject to the conditions and limits set out in this Convention, without prejudice to the question as to who are 
the persons who have the right to bring suit and what are their respective rights. 
2. In the carriage of cargo, any action for damages, however founded, whether under this Convention or in 
contract or in tort or otherwise, can only be brought subject to the conditions and limits of liability set out in 
this Convention without prejudice to the question as to who are the persons who have the right to bring suit 
and what are their respective rights. Such limits of liability constitute maximum limits and may not be 
exceeded whatever the circumstances which gave rise to the liability." 
 
Article IX 
Article 25 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 25 
In the carriage of passengers and baggage, the limits of liability specified in Article 22 shall not apply if it is 
proved that the damage resulted from an act or omission of the carrier, his servants or agents, done with intent 
to cause damage or recklessly and with knowledge that damage would probably result; provided that, in the 
case of such act or omission of a servant or agent, it is also proved that he was acting within the scope of his 
employment." 
 
Article X 
In Article 25 A of the Conventionparagraph 3 shall be deleted and replaced by the following:- 
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"3. In the carriage of passengers and baggage, the provisions of paragraphs 1 and 2 of this Article shall not 
apply if it is proved that the damage resulted from an act or omission of the servant or agent done with intent 
to cause damage or recklessly and with knowledge that damage would probably result." 
 
Article XI 
After Article 30 of the Convention, the following Article shall be inserted:- 
"Article 30 A 
Nothing in this Convention shall prejudice the question whether a person liable for damage in accordance 
with its provisions has a right of recourse against any other person." 
 
Article XII 
Article 33 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 33 
Except as provided in paragraph 3 of Article 5, nothing in this Convention shall prevent the carrier either from 
refusing to enter into any contract of carriage or from making regulations which do not conflict with the 
provisions of this Convention."  
 
Article XIII 
Article 34 of the Convention shall be deleted and replaced by the following:- 
"Article 34 
The provisions of Articles 3 to 8 inclusive relating to documents of carriage shall not apply in the case of 
carriage performed in extraordinary circumstances outside the normal scope of an air carrier's business." 
 
CHAPTER II 
SCOPE OF APPLICATION OF THE CONVENTION AS AMENDED 
 
Article XIV 
The Warsaw Convention as amended at The Hague in 1955 and by this Protocol shall apply to international 
carriage as defined in Article 1 of the Convention, provided that the places of departure and destination 
referred to in that Article are situated either in the territories of two Parties to this Protocol or within the 
territory of a single Party to this Protocol with an agreed stopping place in the territory of another State. 
 
CHAPTER III 
FINAL CLAUSES 
 
Article XV 
As between the Parties to this Protocol, the Warsaw Convention as amended at The Hague in 1955 and this 
Protocol shall be read and interpreted together as one single instrument and shall be known as the Warsaw 
Convention as amended at The Hague, 1955, and by Protocol No. 4 of Montreal, 1975. 
 
Article XVI 
Until the date on which this Protocol comes into force in accordance with the provisions of Article XVIII, it 
shall remain open for signature by any State. 
 
Article XVII 
1. This Protocol shall be subject to ratification by the signatory States. 
2. Ratification of this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention or by any State 
which is not a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, shall have the effect of 
accession to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, and by Protocol No. 4 of Montreal, 
1975. 
3. The instruments of ratification shall be deposited with the Government of the Polish People's Republic. 
 
Article XVIII 
1. As soon as thirty signatory States have deposited their instruments of ratification of this Protocol, it shall 
come into force between them on the ninetieth day after the deposit of the thirtieth instrument of ratification. 
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It shall come into force for each State ratifying thereafter on the ninetieth day after the deposit of its 
instrument of ratification.  
2. As soon as this Protocol comes into force it shall be registered with the United Nations by the Government 
of the Polish People's Republic. 
 
Article XIX 
1. This Protocol, after it has come into force, shall be open for accession by any non-signatory State. 
2. Accession to this Protocol by any State which is not a Party to the Warsaw Convention or by any State 
which is not a Party to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, shall have the effect of 
accession to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, and by Protocol No. 4 of Montreal, 
1975.  
3. Accession shall be effected by the deposit of an instrument of accession with the Government of the Polish 
People's Republic and shall take effect on the ninetieth day after the deposit. 
 
Article XX 
1. Any Party to this Protocol may denounce the Protocol by notification addressed to the Government of the 
Polish People's Republic.  
2. Denunciation shall take effect six months after the date of receipt by the Government of the Polish People's 
Republic of the notification of denunciation. 
3. As between the Parties to this Protocol, denunciation by any of them of the Warsaw Convention in 
accordance with Article 39 thereof or of The Hague Protocol in accordance with Article XXIV thereof shall 
not be construed in any way as a denunciation of the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, 
and by Protocol No. 4 of Montreal, 1975.  
 
Article XXI 
1. Only the following reservations may be made to this Protocol:- 
(a) a State may at any time declare by a notification addressed to the Government of the Polish People's 
Republic that the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, and by Protocol No. 4 of Montreal, 
1975, shall not apply to the carriage of persons, baggage and cargo for its military authorities on aircraft, 
registered in that State, the whole capacity of which has been reserved by or on behalf of such authorities; and 
(b) any State may declare at the time of ratification of or accession to the Additional Protocol No. 3 of 
Montreal, 1975, or at any time thereafter, that it is not bound by the provisions of the Warsaw Convention as 
amended at The Hague, 1955, and by Protocol No. 4 of Montreal, 1975, in so far as they relate to the carriage 
of passengers and baggage. Such declaration shall have effect ninety days after the date of receipt of the 
declaration by the Government of the Polish People's Republic. 
2. Any State having made a reservation in accordance with the preceding paragraph may at any time withdraw 
such reservation by notification to the Government of the Polish People's Republic. 
 
Article XXII 
The Government of the Polish People's Republic shall promptly inform all States Parties to the Warsaw 
Convention or to that Convention as amended, all signatory or acceding States to the present Protocol, as well 
as the International Civil Aviation Organization, of the date of each signature, the date of deposit of each 
instrument of ratification or accession, the date of coming into force of this Protocol, and other relevant 
information.  
 
Article XXIII 
As between the Parties to this Protocol which are also Parties to the Convention, Supplementary to the 
Warsaw Convention, for the Unification of Certain Rules Relating to International Carriage by Air Performed 
by a Person Other than the Contracting Carrier, signed at Guadalajara on 18 September 1961 (hereinafter 
referred to as the "Guadalajara Convention") any reference to the "Warsaw Convention" contained in the 
Guadalajara Convention shall include reference to the Warsaw Convention as amended at The Hague, 1955, 
and by Protocol No. 4 of Montreal, 1975, in cases where the carriage under the agreement referred to in 
Article 1, paragraph (b) of the Guadalajara Convention is governed by this Protocol.  
 
Article XXIV 
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If two or more States are Parties both to this Protocol and to the Guatemala City Protocol, 1971, or to the 
Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975, the following rules shall apply between them:  
(a) the provisions resulting from the system established by this Protocol, concerning cargo and postal items, 
shall prevail over the provisions resulting from the system established by the Guatemala City Protocol, 1971, 
or by the Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975; 
(b) the provisions resulting from the system established by the Guatemala City Protocol, 1971, or by the 
Additional Protocol No. 3 of Montreal, 1975, concerning passengers and baggage, shall prevail over the 
provisions resulting from the system established by this Protocol. 
 
Article XXV 
This Protocol shall remain open for signature until 1 January 1976 at the Headquarters of the International 
Civil Aviation Organization and thereafter until it comes into force in accordance with Article XVIII at the 
Ministry for Foreign Affairs of the Polish People's Republic. The International Civil Aviation Organization 
shall promptly inform the Government of the Polish People's Republic of any signature and the date thereof 
during the time that the Protocol shall be open for signature at the Headquarters of the International Civil 
Aviation Organization.  
 
IN WITNESS WHEREOF the undersigned Plenipotentiaries, having been duly authorized, have signed this 
Protocol.  
 
DONE at Montreal on the twenty-fifth day of September of the year One Thousand Nine Hundred and 
Seventy-five in four authentic texts in the English, French, Russian and Spanish languages. In the case of any 
inconsistency, the text in the French language, in which language the Warsaw Convention of 12 October 1929 
was drawn up, shall prevail.  
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ANEXO IX 
CONVENIO DE MONTREAL DE 1999 
 
 
CONVENTION FOR THE UNIFICATION OF CERTAIN RULES FOR INTERNATIONAL 
CARRIAGE BY AIR  SIGNED AT MONTREAL ON 28 MAY 1999 
 
THE STATES PARTIES TO THIS CONVENTION RECOGNIZING the significant contribution of the 
Convention for the Unification of Certain Rules relating to International Carriage by Air signed in Warsaw on 
12 October 1929, hereinafter referred to as the "Warsaw Convention", and other related instruments to the 
harmonization of private international air law;  
RECOGNIZING the need to modernize and consolidate the Warsaw Convention and related instruments;  
RECOGNIZING the importance of ensuring protection of the interests of consumers in international carriage 
by air and the need for equitable compensation based on the principle of restitution;  
REAFFIRMING the desirability of an orderly development of international air transport operations and the 
smooth flow of passengers, baggage and cargo in accordance with the principles and objectives of the 
Convention on International Civil Aviation, done at Chicago on 7 December 1944;  
CONVINCED that collective State action for further harmonization and codification of certain rules 
governing international carriage by air through a new Convention is the most adequate means of achieving an 
equitable balance of interests;  
HAVE AGREED AS FOLLOWS:  
 
CHAPTER I  
GENERAL PROVISIONS  
 
Article 1: Scope of Application  
1. This Convention applies to all international carriage of persons, baggage or cargo performed by aircraft for 
reward. It applies equally to gratuitous carriage by aircraft performed by an air transport undertaking.  
2. For the purposes of this Convention, the expression international carriage means any carriage in which, 
according to the agreement between the parties, the place of departure and the place of destination, whether or 
not there be a break in the carriage or a transhipment, are situated either within the territories of two States 
Parties, or within the territory of a single State Party if there is an agreed stopping place within the territory of 
another State, even if that State is not a State Party. Carriage between two points within the territory of a 
single State Party without an agreed stopping place within the territory of another State is not international 
carriage for the purposes of this Convention.  
3. Carriage to be performed by several successive carriers is deemed, for the purposes of this Convention, to 
be one undivided carriage if it has been regarded by the parties as a single operation, whether it had been 
agreed upon under the form of a single contract or of a series of contracts, and it does not lose its international 
character merely because one contract or a series of contracts is to be performed entirely within the territory 
of the same State.  
4. This Convention applies also to carriage as set out in Chapter V, subject to the terms contained therein. 
 
Article 2: Carriage Performed by State and Carriage of Postal Items  
1. This Convention applies to carriage performed by the State or by legally constituted public bodies provided 
it falls within the conditions laid down in Article 1.  
2. In the carriage of postal items, the carrier shall be liable only to the relevant postal administration in 
accordance with the rules applicable to the relationship between the carriers and the postal administrations.  
3. Except as provided in paragraph 2 of this Article, the provisions of this Convention shall not apply to the 
carriage of postal items.  
 
CHAPTER II  
DOCUMENTATION AND DUTIES OF THE PARTIES RELATING TO THE CARRIAGE OF 
PASSENGERS, BAGGAGE AND CARGO  
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Article 3: Passengers and Baggage  
1. In respect of carriage of passengers, an individual or collective document of carriage shall be delivered 
containing:  
(a) an indication of the places of departure and destination;  
(b) if the places of departure and destination are within the territory of a single State Party, one or more 
agreed stopping places being within the territory of another State, an indication of at least one such stopping 
place.  
2. Any other means which preserves the information indicated in paragraph 1 may be substituted for the 
delivery of the document referred to in that paragraph. If any such other means is used, the carrier shall offer 
to deliver to the passenger a written statement of the information so preserved.  
3. The carrier shall deliver to the passenger a baggage identification tag for each piece of checked baggage.  
4. The passenger shall be given written notice to the effect that where this Convention is applicable it governs 
and may limit the liability of carriers in respect of death or injury and for destruction or loss of, or damage to, 
baggage, and for delay.  
5. Non-compliance with the provisions of the foregoing paragraphs shall not affect the existence or the 
validity of the contract of carriage, which shall, nonetheless, be subject to the rules of this Convention 
including those relating to limitation of liability.  
 
Article 4: Cargo  
1. In respect of the carriage of cargo, an air waybill shall be delivered.  
2. Any other means which preserves a record of the carriage to be performed may be substituted for the 
delivery of an air waybill. If such other means are used, the carrier shall, if so requested by the consignor, 
deliver to the consignor a cargo receipt permitting identification of the consignment and access to the 
information contained in the record preserved by such other means.  
 
Article 5: Contents of Air Waybill or Cargo Receipt  
The air waybill or the cargo receipt shall include:  
(a) an indication of the places of departure and destination;  
(b) if the places of departure and destination are within the territory of a single State Party, one or more 
agreed stopping places being within the territory of another State, an indication of at least one such stopping 
place; and  
(c) an indication of the weight of the consignment.  
 
Article 6: Document Relating to the Nature of the Cargo  
The consignor may be required, if necessary, to meet the formalities of customs, police and similar public 
authorities to deliver a document indicating the nature of the cargo. This provision creates for the carrier no 
duty, obligation or liability resulting therefrom.  
 
Article 7: Description of Air Waybill  
1. The air waybill shall be made out by the consignor in three original parts.  
2. The first part shall be marked "for the carrier"; it shall be signed by the consignor. The second part shall be 
marked "for the consignee"; it shall be signed by the consignor and by the carrier. The third part shall be 
signed by the carrier who shall hand it to the consignor after the cargo has been accepted.  
3. The signature of the carrier and that of the consignor may be printed or stamped.  
4. If, at the request of the consignor, the carrier makes out the air waybill, the carrier shall be deemed, subject 
to proof to the contrary, to have done so on behalf of the consignor.  
 
Article 8: Documentation for Multiple Packages  
When there is more than one package:  
(a) the carrier of cargo has the right to require the consignor to make out separate air waybills;  
(b) the consignor has the right to require the carrier to deliver separate cargo receipts when the other means 
referred to in paragraph 2 of Article 4 are used.  
 
Article 9: Non-compliance with Documentary Requirements  
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Non-compliance with the provisions of Articles 4 to 8 shall not affect the existence or the validity of the 
contract of carriage, which shall, nonetheless, be subject to the rules of this Convention including those 
relating to limitation of liability.  
 
Article 10: Responsibility for Particulars of Documentation  
1. The consignor is responsible for the correctness of the particulars and statements relating to the cargo 
inserted by it or on its behalf in the air waybill or furnished by it or on its behalf to the carrier for insertion in 
the cargo receipt or for insertion in the record preserved by the other means referred to in paragraph 2 of 
Article 4. The foregoing shall also apply where the person acting on behalf of the consignor is also the agent 
of the carrier.  
2. The consignor shall indemnify the carrier against all damage suffered by it, or by any other person to whom 
the carrier is liable, by reason of the irregularity, incorrectness or incompleteness of the particulars and 
statements furnished by the consignor or on its behalf.  
3. Subject to the provisions of paragraphs 1 and 2 of this Article, the carrier shall indemnify the consignor 
against all damage suffered by it, or by any other person to whom the consignor is liable, by reason of the 
irregularity, incorrectness or incompleteness of the particulars and statements inserted by the carrier or on its 
behalf in the cargo receipt or in the record preserved by the other means referred to in paragraph 2 of Article 
4.  
 
Article 11: Evidentiary Value of Documentation  
1. The air waybill or the cargo receipt is prima facie evidence of the conclusion of the contract, of the 
acceptance of the cargo and of the conditions of carriage mentioned therein.  
2. Any statements in the air waybill or the cargo receipt relating to the weight, dimensions and packing of the 
cargo, as well as those relating to the number of packages, are prima facie evidence of the facts stated; those 
relating to the quantity, volume and condition of the cargo do not constitute evidence against the carrier 
except so far as they both have been, and are stated in the air waybill or the cargo receipt to have been, 
checked by it in the presence of the consignor, or relate to the apparent condition of the cargo.  
 
Article 12: Right of Disposition of Cargo  
1. Subject to its liability to carry out all its obligations under the contract of carriage, the consignor has the 
right to dispose of the cargo by withdrawing it at the airport of departure or destination, or by stopping it in 
the course of the journey on any landing, or by calling for it to be delivered at the place of destination or in 
the course of the journey to a person other than the consignee originally designated, or by requiring it to be 
returned to the airport of departure. The consignor must not exercise this right of disposition in such a way as 
to prejudice the carrier or other consignors and must reimburse any expenses occasioned by the exercise of 
this right.  
2. If it is impossible to carry out the instructions of the consignor, the carrier must so inform the consignor 
forthwith.  
3. If the carrier carries out the instructions of the consignor for the disposition of the cargo without requiring 
the production of the part of the air waybill or the cargo receipt delivered to the latter, the carrier will be 
liable, without prejudice to its right of recovery from the consignor, for any damage which may be caused 
thereby to any person who is lawfully in possession of that part of the air waybill or the cargo receipt. 
4. The right conferred on the consignor ceases at the moment when that of the consignee begins in accordance 
with Article 13. Nevertheless, if the consignee declines to accept the cargo, or cannot be communicated with, 
the consignor resumes its right of disposition.  
 
Article 13: Delivery of the Cargo  
1. Except when the consignor has exercised its right under Article 12, the consignee is entitled, on arrival of 
the cargo at the place of destination, to require the carrier to deliver the cargo to it, on payment of the charges 
due and on complying with the conditions of carriage.  
2. Unless it is otherwise agreed, it is the duty of the carrier to give notice to the consignee as soon as the cargo 
arrives.  
3. If the carrier admits the loss of the cargo, or if the cargo has not arrived at the expiration of seven days after 
the date on which it ought to have arrived, the consignee is entitled to enforce against the carrier the rights 
which flow from the contract of carriage.  
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Article 14: Enforcement of the Rights of Consignor and Consignee  
The consignor and the consignee can respectively enforce all the rights given to them by Articles 12 and 13, 
each in its own name, whether it is acting in its own interest or in the interest of another, provided that it 
carries out the obligations imposed by the contract of carriage.  
 
Article 15: Relations of Consignor and Consignee or  Mutual Relations of Third Parties  
1. Articles 12, 13 and 14 do not affect either the relations of the consignor and the consignee with each other 
or the mutual relations of third parties whose rights are derived either from the consignor or from the 
consignee.  
2. The provisions of Articles 12, 13 and 14 can only be varied by express provision in the air waybill or the 
cargo receipt.  
 
Article 16: Formalities of Customs, Police or Other Public Authorities  
1. The consignor must furnish such information and such documents as are necessary to meet the formalities 
of customs, police and any other public authorities before the cargo can be delivered to the consignee. The 
consignor is liable to the carrier for any damage occasioned by the absence, insufficiency or irregularity of 
any such information or documents, unless the damage is due to the fault of the carrier, its servants or agents.  
2. The carrier is under no obligation to enquire into the correctness or sufficiency of such information or 
documents. 
 
CHAPTER III  
LIABILITY OF THE CARRIER AND EXTENT OF COMPENSATION FOR DAMAGE  
 
Article 17: Death and Injury of Passengers - Damage to Baggage  
1. The carrier is liable for damage sustained in case of death or bodily injury of a passenger upon condition 
only that the accident which caused the death or injury took place on board the aircraft or in the course of any 
of the operations of embarking or disembarking.  
2. The carrier liable for damage sustained in case of destruction or loss of, or of damage to, checked baggage 
upon condition only that the event which caused the destruction, loss or damage took place on board the 
aircraft or during any period within which the checked baggage was in the charge of the carrier. However, the 
carrier is not liable if and to the extent that the damage resulted from the inherent defect, quality or vice of the 
baggage. In the case of unchecked baggage, including personal items, the carrier is liable if the damage 
resulted from its fault or that of its servants or agents.  
3. If the carrier admits the loss of the checked baggage, or if the checked baggage has not arrived at the 
expiration of twenty-one days after the date on which it ought to have arrived, the passenger is entitled to 
enforce against the carrier the rights which flow from the contract of carriage.  
4. Unless otherwise specified, in this Convention the term "baggage" means both checked baggage and 
unchecked baggage.  
 
Article 18: Damage to Cargo  
1. The carrier is liable for damage sustained in the event of the destruction or loss of or damage to, cargo upon 
condition only that the event which caused the damage so sustained took place during the carriage by air.  
2. However, the carrier is not liable if and to the extent it proves that the destruction, or loss of, or damage to, 
the cargo resulted from one or more of the following:  
(a) inherent defect, quality or vice of that cargo;  
(b) defective packing of that cargo performed by a person other than the carrier or its servants or agents;  
(c) an act of war or an armed conflict;  
(d) an act of public authority carried out in connection with the entry, exit or transit of the cargo.  
3. The carriage by air within the meaning of paragraph 1 of this Article comprises the period during which the 
cargo is in the charge of the carrier.  
4. The period of the carriage by air does not extend to any carriage by land, by sea or by inland waterway 
performed outside an airport. If, however, such carriage takes place in the performance of a contract for 
carriage by air, for the purpose of loading, delivery or transhipment, any damage is presumed, subject to proof 
to the contrary, to have been the result of an event which took place during the carriage by air. If a carrier, 
without the consent of the consignor, substitutes carriage by another mode of transport for the whole or part of 
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a carriage intended by the agreement between the parties to be carriage by air, such carriage by another mode 
of transport is deemed to be within the period of carriage by air.  
 
Article 19: Delay  
The carrier is liable for damage occasioned by delay in the carriage by air of passengers, baggage or cargo. 
Nevertheless, the carrier shall not be liable for damage occasioned by delay if it proves that it and its servants 
and agents took all measures that could reasonably be required to avoid the damage or that it was impossible 
for it or them to take such measures.  
 
Article 20: Exoneration  
If the carrier proves that the damage was caused or contributed to by the negligence or other wrongful act or 
omission of the person claiming compensation, or the person from whom he or she derives his or her rights, 
the carrier shall be wholly or partly exonerated from its liability to the claimant to the extent that such 
negligence or wrongful act or omission caused or contributed to the damage. When by reason of death or 
injury of a passenger compensation is claimed by a person other than the passenger, the carrier shall likewise 
be wholly or partly exonerated from its liability to the extent that it proves that the damage was caused or 
contributed to by the negligence or other wrongful act or omission of that passenger. This Article applies to 
all the liability provisions in this Convention, including paragraph 1 of Article 21.  
 
Article 21: Compensation in Case of Death or Injury of Passengers  
1. For damages arising under paragraph 1 of Article 17 not exceeding 100,000 Special Drawing Rights for 
each passenger, the carrier shall not be able to exclude or limit its liability.  
2. The carrier shall not be liable for damages arising under paragraph 1 of Article 17 to the extent that they 
exceed for each passenger 100,000 Special Drawing Rights if the carrier proves that:  
(a) such damage was not due to the negligence or other wrongful act or omission of the carrier or its servants 
or agents; or  
(b) such damage was solely due to the negligence or other wrongful act or omission of a third party.  
 
Article 22: Limits of Liability in Relation to Delay, Baggage and Cargo  
1. In the case of damage caused by delay as specified in Article 19 in the carriage of persons, the liability of 
the carrier for each passenger is limited to 4,150 Special Drawing Rights.  
2. In the carriage of baggage, the liability of the carrier in the case of destruction, loss, damage or delay is 
limited to 1,000 Special Drawing Rights for each passenger unless the passenger has made, at the time when 
the checked baggage was handed over to the carrier, a special declaration of interest in delivery at destination 
and has paid a supplementary sum if the case so requires. In that case the carrier will be liable to pay a sum 
not exceeding the declared sum, unless it proves that the sum is greater than the passenger's actual interest in 
delivery at destination.  
3. In the carriage of cargo, the liability of the carrier in the case of destruction, loss, damage or delay is 
limited to a sum of 17 Special Drawing Rights per kilogram, unless the consignor has made, at the time when 
the package was handed over to the carrier, a special declaration of interest in delivery at destination and has 
paid a supplementary sum if the case so requires. In that case the carrier will be liable to pay a sum not 
exceeding the declared sum, unless it proves that the sum is greater than the consignor's actual interest in 
delivery at destination.  
4. In the case of destruction, loss, damage or delay of part of the cargo, or of any object contained therein, the 
weight to be taken into consideration in determining the amount to which the carrier's liability is limited shall 
be only the total weight of the package or packages concerned. Nevertheless, when the destruction, loss, 
damage or delay of a part of the cargo, or of an object contained therein, affects the value of other packages 
covered by the same air waybill, or the same receipt or, if they were not issued, by the same record preserved 
by the other means referred to in paragraph 2 of Article 4, the total weight of such package or packages shall 
also be taken into consideration in determining the limit of liability.  
5. The foregoing provisions of paragraphs 1 and 2 of this Article shall not apply if it is proved that the damage 
resulted from an act or omission of the carrier, its servants or agents, done with intent to cause damage or 
recklessly and with knowledge that damage would probably result; provided that, in the case of such act or 
omission of a servant or agent, it is also proved that such servant or agent was acting within the scope of its 
employment.  
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6. The limits prescribed in Article 21 and in this Article shall not prevent the court from awarding, in 
accordance with its own law, in addition, the whole or part of the court costs and of the other expenses of the 
litigation incurred by the plaintiff, including interest. The foregoing provision shall not apply if the amount of 
the damages awarded, excluding court costs and other expenses of the litigation, does not exceed the sum 
which the carrier has offered in writing to the plaintiff within a period of six months from the date of the 
occurrence causing the damage, or before the commencement of the action, if that is later.  
 
Article 23: Conversion of Monetary Units  
1. The sums mentioned in terms of Special Drawing Right in this Convention shall be deemed to refer to the 
Special Drawing Right as defined by the International Monetary Fund. Conversion of the sums into national 
currencies shall, in case of judicial proceedings, be made according to the value of such currencies in terms of 
the Special Drawing Right at the date of the judgement. The value of a national currency, in terms of the 
Special Drawing Right, of a State Party which is a Member of the International Monetary Fund, shall be 
calculated in accordance with the method of valuation applied by the International Monetary Fund, in effect at 
the date of the judgement, for its operations and transactions. The value of a national currency, in terms of the 
Special Drawing Right, of a State Party which is not a Member of the International Monetary Fund, shall be 
calculated in a manner determined by that State.  
2. Nevertheless, those States which are not Members of the International Monetary Fund and whose law does 
not permit the application of the provisions of paragraph 1 of this Article may, at the time of ratification or 
accession or at any time thereafter, declare that the limit of liability of the carrier prescribed in Article 21 is 
fixed at a sum of 1,500,000 monetary units per passenger in judicial proceedings in their territories; 62,500 
monetary units per passenger with respect to paragraph 1 of Article 22; 15,000 monetary units per passenger 
with respect to paragraph 2 of Article 22; and 250 monetary units per kilogram with respect to paragraph 3 of 
Article 22. This monetary unit corresponds to sixty-five and a half milligrams of gold of millesimal fineness 
nine hundred. These sums may be converted into the national currency concerned in round figures. The 
conversion of these sums into national currency shall be made according to the law of the State concerned.  
3. The calculation mentioned in the last sentence of paragraph I of this Article and the conversion method 
mentioned in paragraph 2 of this Article shall be made in such manner as to express in the national currency 
of the State Party as far as possible the same real value for the amounts in Articles 21 and 22 as would result 
from the application of the first three sentences of paragraph 1 of this Article. States Parties shall 
communicate to the depositary the manner of calculation pursuant to paragraph 1 of this Article, or the result 
of the conversion in paragraph 2 of this Article as the case may be, when depositing an instrument of 
ratification, acceptance, approval of or accession to this Convention and whenever there is a change in either.  
 
Article 24: Review of Limits  
1. Without prejudice to the provisions of Article 25 of this Convention and subject to paragraph 2 below, the 
limits of liability prescribed in Articles 21, 22 and 23 shall be reviewed by the Depositary at five-year 
intervals, the first such review to take place at the end of the fifth year following the date of entry into force of 
this Convention, or if the Convention does not enter into force within five years of the date it is first open for 
signature, within the first year of its entry into force, by reference to an inflation factor which corresponds to 
the accumulated rate of inflation since the previous revision or in the first instance since the date of entry into 
force of the Convention. The measure of the rate of inflation to be used in determining the inflation factor 
shall be the weighted average of the annual rates of increase or decrease in the Consumer Price Indices of the 
States whose currencies comprise the Special Drawing Right mentioned in paragraph 1 of Article 23.  
2. If the review referred to in the preceding paragraph concludes that the inflation factor has exceeded 10 
percent, the Depositary shall notify States Parties of a revision of the limits of liability. Any such revision 
shall become effective six months after its notification to the States Parties. If within three months after its 
notification to the States Parties a majority of the States Parties register their disapproval, the revision shall 
not become effective and the Depositary shall refer the matter to a meeting of the States Parties. The 
Depositary shall immediately notify all States Parties of the coming into force of any revision.  
3. Notwithstanding paragraph 1 of this Article, the procedure referred to in paragraph 2 of this Article shall be 
applied at any time provided that one-third of the States Parties express a desire to that effect and upon 
condition that the inflation factor referred to in paragraph 1 has exceeded 30 percent since the previous 
revision or since the date of entry into force of this Convention if there has been no previous revision. 
Subsequent reviews using the procedure described in paragraph 1 of this Article will take place at five-year 
intervals starting at the end of the fifth year following the date of the reviews under the present paragraph.  
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Article 25: Stipulation on Limits  
A carrier may stipulate that the contract of carriage shall be subject to higher limits of liability than those 
provided for in this Convention or to no limits of liability whatsoever.  
 
Article 26: Invalidity of Contractual Provisions  
Any provision tending to relieve the carrier of liability or to fix a lower limit than that which is laid down in 
this Convention shall be null and void, but the nullity of any such provision does not involve the nullity of the 
whole contract, which shall remain subject to the provisions of this Convention.  
 
Article 27: Freedom to Contract  
Nothing contained in this Convention shall prevent the carrier from refusing to enter into any contract of 
carriage, from waiving any defences available under the Convention, or from laying down conditions which 
do not conflict with the provisions of this Convention.  
 
Article 28: Advance Payments  
In the case of aircraft accidents resulting in death or injury of passengers, the carrier shall, if required by its 
national law, make advance payments without delay to a natural person or persons who are entitled to claim 
compensation in order to meet the immediate economic needs of such persons. Such advance payments shall 
not constitute a recognition of liability and may be offset against any amounts subsequently paid as damages 
by the carrier.  
 
Article 29: Basis of Claims  
In the carriage of passengers, baggage and cargo, any action for damages, however founded, whether under 
this Convention or in contract or in tort or otherwise, can only be brought subject to the conditions and such 
limits of liability as are set out in this Convention without prejudice to the question as to who are the persons 
who have the right to bring suit and what are their respective rights. In any such action, punitive, exemplary 
or any other non-compensatory damages shall not be recoverable.  
 
Article 30: Servants, Agents - Aggregation of Claims  
1. If an action is brought against a servant or agent of the carrier arising out of damage to which the 
Convention relates, such servant or agent, if they prove that they acted within the scope of their employment, 
shall be entitled to avail themselves of the conditions and limits of liability which the carrier itself is entitled 
to invoke under this Convention.  
2. The aggregate of the amounts recoverable from the carrier, its servants and agents, in that case, shall not 
exceed the said limits.  
3. Save in respect of the carriage of cargo, the provisions of paragraphs 1 and 2 of this Article shall not apply 
if it is proved that the damage resulted from an act or omission of the servant or agent done with intent to 
cause damage or recklessly and with knowledge that damage would probably result.  
 
Article 31: Timely Notice of Complaints  
1. Receipt by the person entitled to delivery of checked baggage or cargo without complaint is prima facie 
evidence that the same has been delivered in good condition and in accordance with the document of carriage 
or with the record preserved by the other means referred to in paragraph 2 of Article 3 and paragraph 2 of 
Article 4.  
2. In the case of damage, the person entitled to delivery must complain to the carrier forthwith after the 
discovery of the damage, and, at the latest, within seven days from the date of receipt in the case of checked 
baggage and fourteen days from the date of receipt in the case of cargo. In the case of delay, the complaint 
must be made at the latest within twenty-one days from the date on which the baggage or cargo have been 
placed at his or her disposal.  
3. Every complaint must be made in writing and given or dispatched within the times aforesaid.  
4. If no complaint is made within the times aforesaid, no action shall lie against the carrier, save in the case of 
fraud on its part.  
 
Article 32: Death of Person Liable  
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In the case of the death of the person liable, an action for damages lies in accordance with the terms of this 
Convention against those legally representing his or her estate.  
 
Article 33: Jurisdiction  
1. An action for damages must be brought, at the option of the plaintiff, in the territory of one of the States 
Parties, either before the court of the domicile of the carrier or of its principal place of business, or where it 
has a place of business through which the contract has been made or before the court at the place of 
destination.  
2. In respect of damage resulting from the death or injury of a passenger, an action may be brought before one 
of the courts mentioned in paragraph 1 of this Article, or in the territory of a State Party in which at the time 
of the accident the passenger has his or her principal and permanent residence and to or from which the carrier 
operates services for the carriage of passengers by air, either on its own aircraft or on another carrier's aircraft 
pursuant to a commercial agreement, and in which that carrier conducts its business of carriage of passengers 
by air from premises leased or owned by the carrier itself or by another carrier with which it has a commercial 
agreement.  
3. For the purposes of paragraph 2,  
(a) "commercial agreement" means an agreement, other than an agency agreement, made between carriers and 
relating to the provision of their joint services for carriage of passengers by air;  
(b) "principal and permanent residence" means the one fixed and permanent abode of the passenger at the 
time of the accident. The nationality of the passenger shall not be the determining factor in this regard.  
4. Questions of procedure shall be governed by the law of the court seized of the case.  
 
Article 34: Arbitration  
1. Subject to the provisions of this Article, the parties to the contract of carriage for cargo may stipulate that 
any dispute relating to the liability of the carrier under this Convention shall be settled by arbitration. Such 
agreement shall be in writing.  
2. The arbitration proceedings shall, at the option of the claimant, take place within one of the jurisdictions 
referred to in Article 33.  
3. The arbitrator or arbitration tribunal shall apply the provisions of this Convention.  
4. The provisions of paragraphs 2 and 3 of this Article shall be deemed to be part of every arbitration clause 
or agreement, and any term of such clause or agreement which is inconsistent therewith shall be null and void.  
 
Article 35: Limitation of Actions  
1. The right to damages shall be extinguished if an action is not brought within a period of two years, 
reckoned from the date of arrival at the destination, or from the date on which the aircraft ought to have 
arrived, or from the date on which the carriage stopped.  
2. The method of calculating that period shall be determined by the law of the court seized of the case.  
 
Article 36: Successive Carriage  
1. In the case of carriage to be performed by various successive carriers and falling within the definition set 
out in paragraph 3 of Article 1, each carrier which accepts passengers, baggage or cargo is subject to the rules 
set out in this Convention and is deemed to be one of the parties to the contract of carriage in so far as the 
contract deals with that part of the carriage which is performed under its supervision.  
2. In the case of carriage of this nature, the passenger or any person entitled to compensation in respect of him 
or her can take action only against the carrier which performed the carriage during which the accident or the 
delay occurred, save in the case where, by express agreement, the first carrier has assumed liability for the 
whole journey.  
3. As regards baggage or cargo, the passenger or consignor will have a right of action against the first carrier, 
and the passenger or consignee who is entitled to delivery will have a right of action against the last carrier, 
and further, each may take action against the carrier which performed the carriage during which the 
destruction, loss, damage or delay took place. These carriers will be jointly and severally liable to the 
passenger or to the consignor or consignee.  
 
Article 37: Right of Recourse against Third Parties  
Nothing in this Convention shall prejudice the question whether a person liable for damage in accordance 
with its provisions has a right of recourse against any other person.  
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CHAPTER IV  
COMBINED CARRIAGE  
 
Article 38: Combined Carriage  
1. In the case of combined carriage performed partly by air and partly by any other mode of carriage, the 
provisions of this Convention shall, subject to paragraph 4 of Article 18, apply only to the carriage by air, 
provided that the carriage by air falls within the terms of Article 1.  
2. Nothing in this Convention shall prevent the parties in the case of combined carriage from inserting in the 
document of air carriage conditions relating to other modes of carriage, provided that the provisions of this 
Convention are observed as regards the carriage by air.  
 
CHAPTER V  
CARRIAGE BY AIR PERFORMED BY A PERSON OTHER THAN  THE CONTRACTING CARRIER  
 
Article 39: Contracting Carrier - Actual Carrier  
The provisions of this Chapter apply when a person (hereinafter referred to as "the contracting carrier") as a 
principal makes a contract of carriage governed by this Convention with a passenger or consignor or with a 
person acting on behalf of the passenger or consignor, and another person (hereinafter referred to as "the 
actual carrier") performs, by virtue of authority from the contracting carrier, the whole or part of the carriage, 
but is not with respect to such part a successive carrier within the meaning of this Convention. Such authority 
shall be presumed in the absence of proof to the contrary.  
 
Article 40: Respective Liability of Contracting and Actual Carriers  
If an actual carrier performs the whole or part of carriage which, according to the contract referred to in 
Article 39, is governed by this Convention, both the contracting carrier and the actual carrier shall, except as 
otherwise provided in this Chapter, be subject to the rules of this Convention, the former for the whole of the 
carriage contemplated in the contract, the latter solely for the carriage which it performs.  
 
Article 41: Mutual Liability  
1. The acts and omissions of the actual carrier and of its servants and agents acting within the scope of their 
employment shall, in relation to the carriage performed by the actual carrier, be deemed to be also those of the 
contracting carrier.  
2. The acts and omissions of the contracting carrier and of its servants and agents acting within the scope of 
their employment shall, in relation to the carriage performed by the actual carrier, be deemed to be also those 
of the actual carrier. Nevertheless, no such act or omission shall subject the actual carrier to liability 
exceeding the amounts referred to in Articles 21, 22, 23 and 24. Any special agreement under which the 
contracting carrier assumes obligations not imposed by this Convention or any waiver of rights or defences 
conferred by this Convention or any special declaration of interest in delivery at destination contemplated in 
Article 22 shall not affect the actual carrier unless agreed to by it.  
 
Article 42: Addressee of Complaints and Instructions  
Any complaint to be made or instruction to be given under this Convention to the carrier shall have the same 
effect whether addressed to the contracting carrier or to the actual carrier. Nevertheless, instructions referred 
to in Article 12 shall only be effective if addressed to the contracting carrier.  
 
Article 43: Servants and Agents  
In relation to the carriage performed by the actual carrier, any servant or agent of that carrier or of the 
contracting carrier shall, if they prove that they acted within the scope of their employment, be entitled to 
avail themselves of the conditions and limits of liability which are applicable under this Convention to the 
carrier whose servant or agent they are, unless it is proved that they acted in a manner that prevents the limits 
of liability from being invoked in accordance with this Convention.  
 
Article 44: Aggregation of Damages  
In relation to the carriage performed by the actual carrier, the aggregate of the amounts recoverable from that 
carrier and the contracting carrier, and from their servants and agents acting within the scope of their 
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employment, shall not exceed the highest amount which could be awarded against either the contracting 
carrier or the actual carrier under this Convention, but none of the persons mentioned shall be liable for a sum 
in excess of the limit applicable to that person.  
 
Article 45: Addressee of Claims  
In relation to the carriage performed by the actual carrier, an action for damages may be brought, at the option 
of the plaintiff, against that carrier or the contracting carrier, or against both together or separately. If the 
action is brought against only one of those carriers, that carrier shall have the right to require the other carrier 
to be joined in the proceedings, the procedure and effects being governed by the law of the court seized of the 
case.  
 
Article 46: Additional Jurisdiction  
Any action for damages contemplated in Article 45 must be brought, at the option of the plaintiff, in the 
territory of one of the States Parties, either before a court in which an action may be brought against the 
contracting carrier, as provided in Article 33, or before the court having jurisdiction at the place where the 
actual carrier has its domicile or its principal place of business.  
 
Article 47: Invalidity of Contractual Provisions  
Any contractual provision tending to relieve the contracting carrier or the actual carrier of liability under this 
Chapter or to fix a lower limit than that which is applicable according to this Chapter shall be null and void, 
but the nullity of any such provision does not involve the nullity of the whole contract, which shall remain 
subject to the provisions of this Chapter.  
 
Article 48: Mutual Relations of Contracting and Actual Carriers  
Except as provided in Article 45, nothing in this Chapter shall affect the rights and obligations of the carriers 
between themselves, including any right of recourse or indemnification.  
 
CHAPTER VI  
OTHER PROVISIONS  
 
Article 49: Mandatory Application  
Any clause contained in the contract of carriage and all special agreements entered into before the damage 
occurred by which the parties purport to infringe the rules laid down by this Convention, whether by deciding 
the law to be applied, or by altering the rules as to jurisdiction, shall be null and void.  
 
Article 50: Insurance  
States Parties shall require their carriers to maintain adequate insurance covering their liability under this 
Convention. A carrier may be required by the State Party into which it operates to furnish evidence that it 
maintains adequate insurance covering its liability under this Convention.  
 
Article 51: Carriage Performed in Extraordinary Circumstances  
The provisions of Articles 3 to 5, 7 and 8 relating to the documentation of carriage shall not apply in the case 
of carriage performed in extraordinary circumstances outside the normal scope of a carrier's business. 
 
Article 52: Definition of Days  
The expression "days" when used in this Convention means calendar days, not working days.  
 
CHAPTER VII  
FINAL CLAUSES  
 
Article 53: Signature, Ratification and Entry into Force  
1. This Convention shall be open for signature in Montreal on 28 May 1999 by States participating in the 
International Conference on Air Law held at Montreal from 10 to 28 May 1999. After 28 May 1999, the 
Convention shall be open to all States for signature at the headquarters of the International Civil Aviation 
Organization in Montreal until it enters into force in accordance with paragraph 6 of this Article.  
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2. This Convention shall similarly be open for signature by Regional Economic Integration Organisations. For 
the purpose of this Convention, a "Regional Economic Integration Organisation" means any organisation 
which is constituted by sovereign States of a given region which has competence in respect of certain matters 
governed by this Convention and has been duly authorized to sign and to ratify, accept, approve or accede to 
this Convention. A reference to a "State Party" or "States Parties" in this Convention, otherwise than in 
paragraph 2 of Article 1, paragraph 1(b) of Article 3, paragraph (b) of Article 5, Articles 23, 33, 46 and 
paragraph (b) of Article 57, applies equally to a Regional Economic Integration Organisation. For the purpose 
of Article 24, the references to "a majority of the States Parties" and "one-third of the States Parties" shall not 
apply to a Regional Economic Integration Organisation.  
3. This Convention shall be subject to ratification by States and by Regional Economic Integration 
Organisations which have signed it.  
4. Any State or Regional Economic Integration Organisation which does not sign this Convention may accept, 
approve or accede to it at any time.  
5. Instruments of ratification, acceptance, approval or accession shall be deposited with the International Civil 
Aviation Organization, which is hereby designated the Depositary.  
6. This Convention shall enter into force on the sixtieth day following the date of deposit of the thirtieth 
instrument of ratification, acceptance, approval or accession with the Depositary between the States which 
have deposited such instrument. An instrument deposited by a Regional Economic Integration Organisation 
shall not be counted for the purpose of this paragraph.  
7. For other States and for other Regional Economic Integration Organisations, this Convention shall take 
effect sixty days following the date of deposit of the instrument of ratification, acceptance, approval or 
accession.  
8. The Depositary shall promptly notify all signatories and States Parties of:  
(a) each signature of this Convention and date thereof;  
(b) each deposit of an instrument of ratification, acceptance, approval or accession and date thereof;  
(c) the date of entry into force of this Convention;  
(d) the date of the coming into force of any revision of the limits of liability established under this 
Convention;  
(e) any denunciation under Article 54.  
 
Article 54: Denunciation  
1. Any State Party may denounce this Convention by written notification to the Depositary.  
2. Denunciation shall take effect one hundred and eighty days following the date on which notification is 
received by the Depositary.  
 
Article 55: Relationship with other Warsaw Convention Instruments  
This Convention shall prevail over any rules which apply to international carriage by air:  
1. between States Parties to this Convention by virtue of those States commonly being Party to  
(a) the Convention for the Unification of Certain Rules relating to International Carriage by Air signed at 
Warsaw on 12 October 1929 (hereinafter called the Warsaw Convention);  
(b) the Protocol to amend the Convention for the Unification of Certain Rules relating to International 
Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 1929, done at The Hague on 28 September 1955 (hereinafter 
called The Hague Protocol);  
(c) the Convention, Supplementary to the Warsaw Convention, for the Unification of Certain Rules relating to 
International Carriage by Air Performed by a Person other than the Contracting Carrier, signed at Guadalajara 
on 18 September 1961 (hereinafter called the Guadalajara Convention);  
(d) the Protocol to amend the Convention for the Unification of Certain Rules relating to International 
Carriage by Air signed at Warsaw on 12 October 1929 as amended by the Protocol done at The Hague on 28 
September 1955, signed at Guatemala City on 8 March 1971 (hereinafter called the Guatemala City Protocol);  
(e) Additional Protocol Nos. 1 to 3 and Montreal Protocol No. 4 to amend the Warsaw Convention as 
amended by The Hague Protocol or the Warsaw Convention as amended by both The Hague Protocol and the 
Guatemala City Protocol, signed at Montreal on 25 September 1975 (hereinafter called the Montreal 
Protocols); or  
2. within the territory of any single State Party to this Convention by virtue of that State being Party to one or 
more of the instruments referred to in sub-paragraphs (a) to (e) above.  
 
 
 
350
Article 56: States with more than one System of Law  
1. If a State has two or more territorial units in which different systems of law are applicable in relation to 
matters dealt with in this Convention, it may at the time of signature, ratification, acceptance, approval or 
accession declare that this Convention shall extend to all its territorial units or only to one or more of them 
and may modify this declaration by submitting another declaration at any time.  
2. Any such declaration shall be notified to the Depositary and shall state expressly the territorial units to 
which the Convention applies.  
3. In relation to a State Party which has made such a declaration:  
(a) references in Article 23 to "national currency" shall be construed as referring to the currency of the 
relevant territorial unit of that State; and  
(b) the reference in Article 28 to "national law" shall be construed as referring to the law of the relevant 
territorial unit of that State.  
 
Article 57: Reservations  
No reservation may be made to this Convention except that a State Party may at any time declare by a 
notification addressed to the Depositary that this Convention shall not apply to:  
(a) international carriage by air performed and operated directly by that State Party for non-commercial 
purposes in respect to its functions and duties as a sovereign State; and/or  
(b) the carriage of persons, cargo and baggage for its military authorities on aircraft registered in or leased by 
that State Party, the whole capacity of which has been reserved by or on behalf of such authorities.  
 
IN WITNESS WHEREOF the undersigned Plenipotentiaries, having been duly authorized, have signed this 
Convention.  
DONE at Montreal on the 28th day of May of the year one thousand nine hundred and ninety-nine in the 
English, Arabic, Chinese, French, Russian and Spanish languages, all texts being equally authentic. This 
Convention shall remain deposited in the archives of the International Civil Aviation Organization, and 
certified copies thereof shall be transmitted by the Depositary to all States Parties to this Convention, as well 
as to all States Parties to the Warsaw Convention, The Hague Protocol, the Guadalajara Convention, the 
Guatemala City Protocol and the Montreal Protocols.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
